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El Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU), la Facultad Latinoamericana
de Ciencias Sociales (FLACSO), Sede Ecuador, el Fondo de Población de las Na-
ciones Unidas (UNFPA) y el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para
la Mujer (UNIFEM) ponen a consideración de instituciones y personas intere-
sadas en el estudio y bienestar de las mujeres y las niñas esta publicación que da
cuenta de algunos de los cambios vividos por las mujeres en el transcurso de la
década de los noventa. Los ensayos aquí compilados trabajan fundamentalmen-
te sobre la información estadística producida en el país, que suele ser desaprove-
chada por estudiosos y hacedores de políticas, y hablan de tendencias y compor-
tamientos relativos a cinco áreas relevantes para las mujeres del país y la región:
las dinámicas demográficas, la participación política, el acceso a servicios de sa-
lud y educación, el empleo y la pobreza así como la situación de las niñas y ado-
lescentes. Los estudios revelan que las vidas de las mujeres durante la última dé-
cada estuvieron fuertemente sacudidas por las crisis políticas, económicas y so-
ciales que afectaron al país y a la región, pero también por las oportunidades
abiertas por sus propias prácticas en los ámbitos políticos y de las intervenciones
estatales. Las instituciones comprometidas en esta publicación esperan, con este
esfuerzo, desafiar al debate y al estudio de nuevos aspectos de la situación y con-
dición de las mujeres para así mejorar nuestro entendimiento y nuestras inter-
venciones orientadas a la justicia y equidad.

Rocío Rosero Adrián Bonilla
Directora CONAMU Director FLACSO, Sede Ecuador

Lily Rodríguez Moni Pizani
Oficial a cargo Representante Regional de 

UNFPA UNIFEM para el Área Andina
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Antecedentes

Se cumplen 10 años de la IV Conferencia Mundial de la Mujer en Beijing y 11
años de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, en El Cai-
ro. La primera convocó a representantes de los gobiernos, los organismos no gu-
bernamentales y los medios de comunicación. Entre los logros de esta Confe-
rencia se encuentra una declaración y una plataforma de acción que fue adop-
tada después de calurosas discusiones entre las congregadas y que constituye un
compromiso entre grupos de mujeres, la comunidad internacional y los gobier-
nos para actuar con miras al mejoramiento de las condiciones y situaciones de
las mujeres y a la cual se comprometió el Ecuador. Este documento establece
como ámbitos de intervención la pobreza, la economía, la educación, la salud,
la violencia, los conflictos armados, el ejercicio del poder, los derechos huma-
nos, los medios de difusión, el medio ambiente, las niñas y las adolescentes así
como los mecanismos institucionales para el avance de la mujer. El punto de
unión entre los distintos terrenos de intervención es la idea de que toda políti-
ca y programa a diversos niveles de las sociedades debe introducir una perspec-
tiva de género. En este sentido, la Conferencia marca un hito en un esfuerzo
por trasmutar una agenda feminista a una agenda de políticas públicas de equi-
dad de género en el marco de los derechos (Vargas y Oleas, 1998: 208; Herre-
ra, 2001). Varios temas suscitaron y siguen suscitando debates: los derechos se-
xuales y reproductivos sobre los cuales la Iglesia Católica se excluyó de su apro-
bación; los temas de redistribución de los recursos, la riqueza y la representati-
vidad de las diversas mujeres y los distintos feminismos en un lenguaje univer-
salista. Feministas latinoamericanas consideran que justamente dos temas rele-
vantes no fueron incluidos en esta agenda de cambios: acciones que procuren
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una mejor distribución de la riqueza y el aborto (Vargas y Oleas, 1998), aspec-
tos que se retomaron en la reunión de evaluación de Beijing desarrollada en
marzo de 2005 en Nueva York.

Asimismo, se cumplen 11 años de la Conferencia Internacional sobre Po-
blación y Desarrollo (CIPD) que tuvo lugar en El Cairo y que también produjo
un programa de acción al cual se comprometió el Ecuador. Esta propuesta mar-
có un cambio de paradigmas en la cuestión de población y salud al enfatizar en
la salud sexual y reproductiva de hombres y mujeres, la promoción de las respon-
sabilidades de los varones, los derechos de jóvenes y adolescentes y la equidad de
género. A diferencia de los enfoques anteriores de población, centrados en una
visión demográfica del crecimiento poblacional, esta Conferencia, puso énfasis
en el ser humano como eje y sujeto del Desarrollo, lo cual incluye la posibilidad
de que hombres y mujeres tomen decisiones sobre su propio cuerpo, sobre el nú-
mero y espaciamiento de hijos junto a la obligación de que la sociedad cubra la
atención de la salud reproductiva de las mujeres.

Estos eventos, con distintos objetivos y énfasis, han orientado las prácticas
de las mujeres, de las agencias estatales y de la cooperación internacional duran-
te la década de los noventa. Por ello, se han propuesto varios esfuerzos para eva-
luar los resultados de estas cumbres mundiales (CONAMU-UNFPA, 2004;
CONAMU, 2004) y, justamente, es esta mirada retrospectiva a la que esta pu-
blicación busca aportar con el propósito de identificar los desafíos de futuro. Las
instituciones auspiciantes de este esfuerzo seleccionaron cuatro temas para la re-
flexión y que constituyen los capítulos de este volumen: la demografía de las mu-
jeres; su participación política y ciudadana; sus derechos sociales y el análisis de
los cambios en la vida de las niñas y adolescentes. Por razones de las fuentes
estilísticas, los estudios han buscado observar los procesos de las mujeres durante
el períoco comprendido entre 1990 y el 2004.

Esta introducción describe el contexto económico y políticos de los cam-
bios acaecidos durante la última década, las principales tendencias en la situación
y condición de las mujeres ecuatorianas respecto a los ámbitos de reflexión selec-
cionados e identifica, como novedades especiales de la década, la producción y
análisis de información sobre desigualdades de género, así como las políticas pú-
blicas de equidad de género.

El contexto económico y político

Las mujeres ecuatorianas han atravesado crisis y oportunidades durante la déca-
da de los noventa. Al tiempo que ha mejorado su representación política, que se
han abierto intervenciones estatales orientados a la equidad social y de género y
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tibias oportunidades en el mercado laboral, la economía y la institucionalidad
política del país, no obstante, han mostrado claros signos de deterioro.

Falconí y Vallejo (2004) sostienen que la economía ecuatoriana durante la
década de los noventa “se configuró en el marco de las políticas de ajuste, cuyos
ejes básicos fueron la ruptura de las expectativas inflacionarias, la eliminación del
déficit fiscal, la atracción de inversión extranjera y la reducción del tamaño del
Estado”. Este proceso de ajuste estuvo acompañado por el resquebrajamiento de
la institucionalidad política y estatal y la recesión económica, que se intentó re-
solver a través de la dolarización. Estos mismos autores sostienen, sin embargo,
que la dolarización si bien, en su primera etapa, tuvo logros en términos de es-
tabilización y freno a la inflación —gracias al influjo de condiciones externas fa-
vorables— en el mediano plazo se han manifestado problemas estructurales de
competitividad y productividad. Estos problemas alertan sobre su capacidad de
sostenimiento a futuro ya que no han mostrado capacidad para incentivar la re-
cuperación económica del país. A nivel político, la década revelaba problemas de
gobernabilidad. Cambios de presidentes y de personeros estatales bajo procedi-
mientos que se sitúan en los márgenes de la institucionalidad democrática; falta
de independencia de los poderes del estado; desdibujamiento de la instituciona-
lidad estatal, especialmente de los procedimientos de planificación, dan muestras
de un clima de inestabilidad política. Y es, justamente, esta escena política pre-
caria, como muestra María Fernanda Cañete en esta publicación, la que ha abier-
to espacios de representación a mujeres.

Pero al mismo tiempo, este ambiente de crisis ha facilitado el incremento
del empleo precario, la pobreza, las diferencias sociales y el deterioro de algunos
indicadores sociales. Así por ejemplo, a juicio de Falconí y Vallejo (2004), si bien
la aplicación de la dolarización posibilitó una tibia recuperación del producto in-
terno bruto, el empleo ha mantenido tasas bajas y se ha profundizado la preca-
rización laboral, aspecto muy bien destacado en el análisis de Alison Vásconez en
esta publicación. En este sentido, esta autora observa la persistencia de la pobre-
za en los últimos 15 años en, no menos, del 30% de los hogares, y una profun-
dización de la desigualdad social: el quintil de mayores ingresos, que concentra-
ba 52% del ingreso en 1990, eleva su participación al 65% en 2001, frente a
1.71% del quintil más pobre. Aunque la pobreza habría empezado a reducirse a
partir del año 2001, dicha declinación no ha logrado aliviar por completo el con-
siderable deterioro que se sostuvo hasta el año 2000.

En términos generales, la evolución de los indicadores sociales tampoco es
suficientemente optimista, aunque hay nichos en las áreas de salud y educación
en los que se mantienen indicadores positivos, para las mujeres y el conjunto de
la población del país. Es así como, Juan Ponce y Silvia Martínez muestran que si
bien el acceso a la educación revela una tendencia a cerrar las brechas de género,
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se registra un agravamiento de los problemas de calidad y retornos de la inver-
sión en educación, particularmente perjudiciales para las mujeres. Asimismo,
Margarita Velasco muestra que entre las niñas se han acortado las brechas de gé-
nero en el acceso a la educación, pero se mantienen prácticas sexistas en las es-
cuelas y en la familia que inhiben la igualdad de oportunidades para las niñas y
adolescentes. Mauricio León nos señala, que mientras la mortalidad materna e
infantil tienden a decrecer, la oferta institucional de servicios públicos de salud
se halla estancada. Como veremos más adelante, la situación en el empleo reve-
la resultados aún más ambiguos. En este sentido, los resultados sociales de la dé-
cada exhiben tendencias mixtas y es por ello que hablamos de crisis y oportuni-
dades. Pero veamos con mayor detalle estos resultados sociales, pero sobre todo,
las tendencias en las condiciones de vida de las mujeres.

Tendencias de la década de los noventa

Continuidades y cambios marcan la situación y condición de las mujeres en la
última década. Para entender esta dinámica resulta instructivo visitar los ensayos
compilados en Entre los límites y las rupturas. Las mujeres ecuatorianas en la déca-
da del 80 (1992). Este ejercicio permite subrayar las continuidades y novedades
en las condiciones de vida de las mujeres entre las décadas de los ochenta y los
noventa. Entre las continuidades destacan la gran heterogeneidad social, étnica
y territorial de las mujeres del país, aspecto que aparece más documentado en la
década de los noventa, según veremos más adelante. En cuanto al empleo se
mantiene el crecimiento sostenido de la participación de las mujeres en el mer-
cado laboral así como la discriminación y segmentación del mercado laboral, de
manera más suavizada. Igualmente, se observan continuidades en el mejora-
miento de varios indicadores de salud reproductiva, la tibia disminución del
analfabetismo entre las mujeres, la tendencia a cerrar las brechas de género en el
acceso a la educación y en fenómenos de aprovechamiento escolar, así como el
sexismo en los textos escolares. Asimismo, ambas décadas comparten un contex-
to económico marcado por la recesión económica y restricciones en el gasto pú-
blico. Finalmente, la inestabilidad política muestra un ciclo ascendente a lo lar-
go de las dos décadas. Pero, a la par que se mantienen las tendencias antes enun-
ciadas, es posible identificar varias novedades con efectos positivos y negativos en
la vida de las mujeres y que destacamos a continuación.

En la década de los ochenta, Naranjo (1992a) exploró la demografía de las
mujeres y observó que la población del país era predominantemente joven, aun-
que las mujeres ya expresaban un deseo de reducir el número de hijos. Asimis-
mo, señalaba que la población se localizaba de manera equilibrada en áreas ur-
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banas y rurales y que la migración trasnacional era un fenómeno de baja ocu-
rrencia. Mientras tanto, durante la década de los noventa, como lo muestran los
trabajos de Pilar Egüez Guevara y María Cristina Carrillo en esta publicación, se
observa un paulatino envejecimiento de la población, su creciente urbanización
e importantes procesos de migración internacional, que comprometen a las mu-
jeres en varios sentidos.

Silvia Vega (1992) en su estudio de la dinámica política de las mujeres du-
rante la década de los ochenta reveló que si bien las mujeres se habían incorpo-
rado en una mayor proporción que los hombres a los recientemente creados pa-
drones electorales y que estaban presentes en los discursos de los partidos políti-
cos, no obstante, tenían acceso a una pequeña cuota de poder político (i.e. el 7%
de representantes en el Congreso). Justamente, esta autora proponía como desa-
fío la introducción de medidas de acción positiva para mejorar el acceso políti-
co de las mujeres. Efectivamente, María Fernanda Cañete nos muestra algunos
efectos de la llamada ley de cuotas al tiempo que subraya que durante la década
de los noventa la presencia de las mujeres en cargos de representación política se
ha duplicado. Cañete abre una serie de interrogantes respecto a los efectos de la
ley de cuotas en esta apertura política a las mujeres en la medida que no ha afec-
tado el carácter eminentemente masculino de los partidos políticos y que el in-
cremento de la representación de las mujeres no sigue el patrón proporcional que
propicia la aplicación de la cuota.

En este mismo campo político, la década de los noventa muestra la emer-
gencia de las mujeres indígenas como actoras de los movimientos sociales. Las
mujeres indígenas buscan el respeto y plantean interesantes dilemas a los movi-
mientos de mujeres. El artículo de Prieto, Cuminao, Flores, Maldonado y Pe-
queño analiza el desencuentro entre las mujeres indígenas y los movimientos de
mujeres, al tiempo que subraya la permanencia de precarias condiciones de vida
entre las mujeres indígenas.

La exploración de Wilma Freire (1992) sobre la salud de las mujeres du-
rante los ochenta se sustentó en la idea de su vulnerabilidad, antes que de sus
derechos, debido a sus múltiples roles de producción y reproducción. Su des-
cripción subraya la desnutrición, mortalidad materna infantil así como las ma-
las condiciones de trabajo de las mujeres. Argumenta que el papel del Estado en
mejorar la salud de las mujeres fue débil y mantuvo una baja cobertura. Mau-
ricio León, por su parte, nos propone que durante la década de los noventa, po-
co a poco, se ha introducido en las políticas de salud la noción de derechos, y
que los indicadores muestran que se ha mejorado el acceso de las mujeres a los
servicios de salud, aunque se mantienen exclusiones entre las mujeres indígenas
y aquellas sin instrucción. Al mismo tiempo, este autor nos alerta sobre la cre-
ciente importancia del gasto hecho por las mujeres en servicios de salud priva-
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dos. De esta manera, parece sugerir que la ampliación de la cobertura de salud
no es, exclusivamente, un factor de política pública. Propone, sin embargo, que
la aparente paradoja entre el mejoramiento de los indicadores de salud y la
reducción del Estado ecuatoriano se explica por el mejoramiento en la educa-
ción de las mujeres: este es el gran factor que permite mantener la salud de la
población.

Como enumeramos anteriormente, en el ámbito educativo se observan im-
portantes continuidades para las mujeres, si comparamos los estudios de Jorge
Luna (1992) y de Juan Ponce en colaboración con Silvia Martínez (esta publica-
ción). En esta línea, es perceptible la tendencia al cierre de las brechas de géne-
ro en el acceso a la educación y la disminución relativa del analfabetismo entre
las mujeres, aunque se mantienen restricciones relevantes de acceso entre las mu-
jeres rurales e indígenas. Asimismo, se mantiene el sexismo en los textos escola-
res junto a fenómenos de segregación de género en las opciones de estudio a ni-
vel medio y superior tomadas por las mujeres. La novedad que nos muestran
Ponce y Martínez, para la década de los noventa y que también la reitera Alison
Vásconez en esta publicación, se refiere a los rendimientos decrecientes de la
educación para las mujeres. De esta manera, la alta tasa de instrucción de las mu-
jeres no mejora su acceso al mercado laboral ni su remuneración en medidas si-
milares a las de sus pares hombres.

Las exploraciones de Naranjo (1992b) y de Vásconez (en esta publicación)
en torno al empleo de las mujeres, indican que se mantienen durante las déca-
das de los ochenta y noventa, aunque suavizadas, importantes formas de discri-
minación y segregación en el mercado laboral así como las crecientes tasas de
ocupación entre las mujeres. Por ejemplo, Vásconez nos muestra que han au-
mentado las mujeres en áreas de empleo tradicionalmente consideradas mascu-
linas, como son los negocios o la categoría de patronos. Asimismo, tanto Ponce
y Martínez como Vásconez sugieren que durante la última década ha disminui-
do, cerca de cuatro puntos, la brecha de género en los ingresos. La más impor-
tante novedad de la década, y por ello anunciamos antes que la década abre opor-
tunidades para las mujeres, es que el trabajo de la mujer tiende a perder su ca-
rácter de añadido. Es decir, pareciera que el trabajo de las mujeres adquiere un
rol más permanente y ello es consistente con el aumento del número de percep-
tores mujeres. Pero, paradójicamente, este nuevo carácter del trabajo femenino
se instala en un contexto marcado por la flexibilización laboral y la desprotec-
ción social, el aumento en las tasas de desempleo y subempleo, siendo este últi-
mo especialmente relevante al iniciarse la recuperación económica.

Finalmente, aparece otro tema de interés durante la década de los noventa,
es el posicionamiento público de los derechos de las niñas y adolescentes, aspec-
to no discutido durante la década de los ochenta. Como lo descubre Margarita
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Velasco, en esta publicación, los temas de la niñez en general, pero en particular
de las desigualdades de género entre niñas y adolescentes no ha sido de interés
para los analistas ni decisores de políticas, pese a que esta autora identifica que
hay maneras de enfermar y morir particulares de las niñas y adolescentes, riesgos
de prostitución entre las niñas que no son reclutadas por el sistema escolar, en-
tre otros problemas, y que abren importantes desafíos para la agenda del Estado
y para las mujeres del país. 

Información

Varios autores y autoras (ACDI-CEPLAES, 1992) de los trabajos sobre las mu-
jeres ecuatorianas en la década de los ochenta se quejaban de la falta de informa-
ción desagregada por sexo necesaria para los análisis y reflexión sobre las desi-
gualdades de género. En este sentido, si comparamos los estudios de la década
de los ochenta con los recopilados en esta publicación encontramos que hoy día
se dispone de mejor y mayor información sobre las mujeres. Durante la ultima
década se han desarrollado nuevas encuestas (i.e. Encuesta de Condiciones de
Vida), se ha sofisticado la aplicación de las encuestas de empleos bajo el Sistema
Permanente de Encuestas de Hogares y se ha incorporado la medición de aspec-
tos particulares de niños y niñas, trabajo doméstico y racismo que deberán repe-
tirse en el tiempo para facilitar la realización de comparaciones en el tiempo. Pe-
ro no sólo se cuenta con mayor y nueva información: los trabajos aquí presenta-
dos muestran que ha mejorado considerablemente los análisis de la información
estadísticas. Ejemplo de ello, son las estimaciones de las brechas de género en los
ingresos y el índice multivariado de diferencias de género en la educación (Reed,
1997), los análisis hechos por Juan Ponce y Silvia Martínez sobre los retornos de
la educación así como el modelo reportado por Mauricio León respecto a los fac-
tores determinantes del acceso a la salud. Estos procedimientos permiten una re-
flexión más fina de las desigualdades de género y dar cuenta empíricamente de
la heterogeneidad de la situación de las mujeres en el país. En este sentido, una
de las novedades informativas de la década es contar con datos desagregados por
la condición étnica de la población lo que posibilita a los estudiosos y estudiosas
identificar una serie de particularidades demográficas, sociales y económicas de
las mujeres indígenas y afrodescendientes, quienes aparecen extremadamente po-
bres y excluidas.
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Políticas estatales y equidad de género

Otra de las novedades de la década es la introducción del concepto de género en
los análisis sobre las mujeres así como la incorporación de políticas de equidad
de género en la agenda pública, aspecto resaltado por los distintos ensayos de es-
ta publicación. La Dirección Nacional de la Mujer (DINAMU) hasta mediados
de la década de los noventa, pero fundamentalmente el Consejo Nacional de las
Mujeres (CONAMU) han realizado un enorme esfuerzo en proponer, diseñar y
dar seguimiento a políticas de equidad de género. Estas políticas han estado ins-
piradas en los documentos de Beijing y El Cairo y han sido localmente traduci-
dos a un Plan de Igualdad de Oportunidades, que se encuentra al momento en
revisión y que provee un marco de acción en las áreas de intervención propues-
tas por Beijing. Creemos, sin embargo, que estas políticas de equidad de género
no tienen el tiempo de maduración necesarias para ser evaluadas, aunque ya se
han señalado varias limitaciones tanto en su concepción como operación.

Herrera (2001) nos alerta sobre las variadas concepciones de la mujer que
esconden estas políticas que no siempre se adaptan a las propuestas de Beijing y
El Cairo. Las políticas de equidad de género en el Ecuador albergan intervencio-
nes que se sustentan en nociones de las mujeres como sujetos de derechos al mis-
mo tiempo que otras refuerzan miradas de las mujeres como sujetos vulnerables
y requeridas de protección. Esta gama de posiciones habla de una transición en
las políticas públicas, que aún no termina por cristalizar, especialmente cuando
estas iniciativas se proponen en el marco de la reducción y reestructuración del
Estado. Se ha señalado también que la normativa de las políticas ha asumido una
visión de equidad de género así como de derechos (León y Velasco en esta publi-
cación). Sin embargo, esta normativa carece aún de mecanismos para su opera-
ción. De esta manera, la equidad de género no ha penetrado la implementación
de todas las políticas, aunque hay importantes avances en lo relativo a preven-
ción de la violencia contra la mujer y la maternidad gratuita.

Anunciamos también que este cambio de concepción en la política pública
ha estado acompañado de una disminución del gasto social, tendencia que viene
desde la década de los ochenta. Pero, pese a las restricciones presupuestarias y a
las ambigüedades conceptuales, autores de esta publicación como Mauricio León
se muestran optimistas respecto a los efectos del gasto social sobre la salud de las
mujeres, al asumir que las mejoras en los indicadores de salud de las mujeres son
resultados de la oferta de servicios de salud y educación. Margarita Velasco, en
cambio, nos insiste que las mejorías en los indicadores de educación y particular-
mente en el cierre de las brechas de género en su acceso no es una resultante de
políticas de equidad de género, sino de las políticas universales introducidas por
el liberalismo a principios del siglo XX. De alguna manera, la mejoría de ciertos
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indicadores de bienestar para las mujeres parece estar asociada a intervenciones
sostenidas en el tiempo, que han estado vinculadas a diversos objetivos y enfo-
ques. Pero veamos un poco más de cerca qué efecto explicativo tienen las políti-
cas y el gasto social sobre los indicadores del bienestar de las mujeres.

Vásconez (2004) ha realizado para CONAMU un ejercicio de correlacio-
nes entre variables del gasto e indicadores de bienestar, salud y educación duran-
te los últimos 10 años. En cuanto a la educación, el estudio encuentra que el
analfabetismo de hombres y mujeres no está correlacionado con el gasto. En
cambio, la escolaridad de hombres y mujeres tiene una alta correlación con el
gasto en educación. No obstante, en el caso de los hombres, el gasto en salud
también está correlacionado con la escolaridad, lo cual puede deberse a que los
hombres acceden a servicios de salud públicos que inciden en que accedan a la
educación. El gasto en bienestar social, en cambio, tiene una relación directa y
muy significativa con la escolaridad de las mujeres, lo cual puede indicar que la
prioridad en la jerarquización de gastos en grupos particulares como niños y per-
sonas de la tercera edad, así como transferencias directas hacia las mujeres, inci-
den en que ellas puedan acceder a más años de educación. Ello pudiera explicar-
se por una cierta liberación de las tareas reproductivas y del cuidado. A pesar de
que existe evidencia de que el gasto en educación superior es regresivo, en el pre-
supuesto se siguen dedicando recursos importantes a este sector. Una consecuen-
cia de esto es que se encuentra una alta correlación entre las tasas de matrícula
en la educación superior y el gasto en educación, en especial en el caso de los
hombres1. El gasto en bienestar social también tiene relación con el acceso a es-
te nivel educativo superior, en especial en el caso de las mujeres, lo cual confir-
ma el hecho que el apoyo en tareas de cuidado constituye un subsidio directo
que permite a las mujeres acceder a oportunidades para mejorar su educación.

En cuanto a la salud, existe una fuerte correlación entre el gasto en salud y
el bienestar social frente a los indicadores de incidencia de muertes prevenibles,
mortalidad materna e infantil. En este último caso, el gasto en bienestar social
presenta una correlación más fuerte que el de salud, y verifica lo dicho anterior-
mente sobre el impacto del gasto en grupos particulares, en especial niños y ni-
ñas. Por otro lado, el conjunto del gasto público dirigido a las madres tiene un
impacto indirecto en el bienestar de las familias vía reprogramación del gastos en
los hogares, en aquellos casos que el ingreso está en manos de las mujeres. La dis-
minución de la mortalidad materna está asociada al gasto social, en especial al
gasto en educación, verificando la alta correlación entre la educación de la po-
blación y sus hábitos de salud, en especial para las mujeres.
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La información presentada permite señalar que la inversión pública social
tiene un efecto importante en el bienestar de la población. No obstante, al exis-
tir accesos a recursos y servicios diferenciados entre hombres y mujeres y debido
a las distorsiones producidas por la discriminación y segregación de género (co-
mo por ejemplo, en los ingresos y salarios), los impactos de las inversiones son
diferenciados. Igualmente, el análisis hecho por Vásconez (2002) revela que
aquella inversión dirigida a suplir costos en la economía del cuidado y a comple-
mentar los ingresos de las mujeres tiene una elevada relación con indicadores de
bienestar entre ellas2. Finalmente, cabe subrayar que si bien la inversión en la
educación de las mujeres tiene efectos no deseados como por ejemplo, sus ren-
dimientos decrecientes, parece iniciar un círculo virtuoso respecto al mejora-
miento de la salud y del bienestar de las mujeres y sus hogares.

Los trabajos aquí presentados muestran que los grandes desafíos futuros pa-
ra mejorar el bienestar de las mujeres ecuatorianas se vinculan a mejorar la dis-
tribución de los beneficios económicos por la vía de las políticas públicas. Al mi-
rar la situación y condición de las mujeres, de las niñas y de las adolescentes des-
de los campos educativos, de la salud, del empleo se revela que hay grupos de
mujeres que se han quedado rezagadas de los beneficios del desarrollo. Las mu-
jeres rurales de baja instrucción y, de manera especial las mujeres indígenas, así
como adultas mayores, requieren especial atención. Asimismo, los estudios iden-
tifican nichos particulares que requieren atención: la normativa laboral, el abor-
to, las niñas que salen del sistema escolar y la prostitución infantil, el sexismo en
la educación y en las prácticas políticas, entre otros.

Introducción

20

2 La misma autora nos alerta sobre la necesidad de analizar los datos a la luz de las evaluaciones específicas
de este tipo de transferencias. Por ejemplo, sobre el Bono de Desarrollo Humano, algunos estudios indi-
can que si bien impacta en la pobreza de algunos hogares, desincentiva el trabajo y, en el caso de las
mujeres, reduce los apoyos que reciben por redes sociales y familiares (León et al., 2003). Este desincen-
tivo al trabajo puede no deberse a elección individual basada en un análisis de retornos, sino a una decisión
presionada por la descalificación al trabajo de las mujeres o a una reducción de la presión por entrar en el
mercado laboral en condiciones precarias (Armas, 2004).
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Introducción

En los últimos 10 años, la población del Ecuador continuó un proceso de cam-
bios que inició en los años setenta en su ritmo de crecimiento y en su estructu-
ra. Hoy, a diferencia de hace 40 años, el Ecuador está poblado por una mayo-
ría de jóvenes que vivirán muchos años más que sus abuelos. La mayoría lo ha-
rán en las ciudades, y no en el campo, como en épocas anteriores. Además, mu-
chos de ellos están empezando hoy su vida sexual mucho más temprano que la
generación de sus madres y de sus padres, lo que ha hecho que el fenómeno de
las madres adolescentes sea también una característica de ésta época en nuestro
país y región. No obstante, hoy las familias ecuatorianas son mucho menos ex-
tensas, casi cuatro niños menos que hace cuatro décadas. Las causas de muerte
también son distintas. Las muertes por enfermedades prevenibles han perdido
importancia y han dado paso a causas también prevenibles, como por ejemplo,
los accidentes de tránsito o el suicidio, situaciones relacionadas con un entorno
y un modo de vida más urbano y estresante.

Esta población sobrevivió, además, a una serie impactos sociales y econó-
micos profundos que marcaron la década de los noventa y que aún encontramos
presente en 2000 y que se expresa en que una parte de ese grupo optó por irse
del país2. Este contexto de crisis socio-económicas y políticas no permitió que la
oportunidad histórica de la transición demográfica se aproveche en la medida en
la que ha durado pues hoy observamos que las tendencias descendientes de la fe-
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cundidad como la mortalidad se están estancando. A pesar de ello, aún hay es-
pacio para tomar conciencia de que el Ecuador se encuentra en un momento
único para emprender acciones hacia la promoción de un crecimiento económi-
co que beneficie a la población en su conjunto, que tenga como prioridad sus
derechos y necesidades particulares y de este modo logre por fin menguar las
grandes desigualdades que nos ubican hoy como uno de los países más inequita-
tivos del mundo. 

Este trabajo intenta dar un panorama de los cambios que ha experimenta-
do la población ecuatoriana en los últimos 10 a 15 años, prestando especial aten-
ción a la salud y los derechos de las mujeres en distintas etapas de su vida. En la
primera parte se analiza cómo ha evolucionado el perfil de la población ecuato-
riana que está encaminada en un proceso de cambios demográficos que ha ido
de la mano con fenómenos sociales y globales importantes en las últimas déca-
das. Seguidamente, se da una mirada a los cambios en los patrones de fecundi-
dad en el marco de las tendencias regionales, con un enfoque en sus varios de-
terminantes a nivel macro y su impacto en los comportamientos reproductivos
de las mujeres. Más adelante, se discuten temas ligados a la salud sexual y repro-
ductiva de las mujeres, como por ejemplo el aborto, y en particular de las muje-
res jóvenes y adolescentes, con una mirada a la situación de violencia sexual que
actualmente muchas de ellas enfrentan.

Por último, se analiza la situación de las personas mayores, también con un
enfoque en los derechos de hombres y mujeres, acompañados con una reflexión
sobre las acciones pendientes para afrontar los cambios que se avizoran a futuro
para esta población. En cada sección se revisan las principales políticas que se
han propuesto para atender las necesidades de estos grupos haciendo un balan-
ce sobre su impacto y la extensión de su aplicación. Para este efecto se usa como
marco las recomendaciones establecidas en el Programa de Acción de la Confe-
rencia Internacional Sobre Población y Desarrollo (CPID) llevada a cabo en El
Cairo en 1994 en la que el Ecuador asumió compromisos en varios ámbitos pa-
ra orientar sus políticas de población de una manera integrada con las políticas
de desarrollo social, económico y ambiental. Las declaraciones hechas en esta
conferencia marcaron un cambio de paradigmas en la cuestión de población por
su énfasis en los derechos sexuales y reproductivos apuntando a la equidad de gé-
nero, la promoción de las responsabilidades de los varones y los derechos de jó-
venes y adolescentes. A diferencia de los enfoques anteriores en cuanto a pobla-
ción, que partían de una visión negativa sobre el crecimiento poblacional y cu-
yas políticas propuestas buscaban la consecución de metas demográficas atentan-
do así contra los derechos de hombres y mujeres sobre su sexualidad, el recono-
cimiento de los derechos sexuales y reproductivos en un instrumento de acción
internacional implica la posibilidad de que hombres y mujeres controlen las de-
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cisiones sobre su propio cuerpo y sobre el número y espaciamiento de hijos. Es-
to a su vez representa no solo una posibilidad de acceso a servicios de salud y pro-
gramas e información sobre planificación familiar, sino un cambio de orienta-
ción de la noción tradicional de salud como la ausencia de enfermedad o males-
tar físico, a uno que tome en cuenta las necesidades distintas de hombres y mu-
jeres en sus varias etapas de vida y condiciones socio-culturales de carácter étni-
co y residencial. 

En este sentido, este trabajo no solo propone una revisión de las principa-
les tendencias demográficas, sino que es un intento por evaluar la situación de la
población desde la política social y de salud, con un particular enfoque en las
mujeres. Un antecedente en esta línea es el trabajo de Mariana Naranjo (1992),
quien pone énfasis en la situación de las mujeres en la década de los ochenta. Ya
hacia el final de la década aparecen publicaciones sobre población de la Oficina
de Planificación de la Presidencia de la República (ver ODEPLAN 1999 y 2000)
que parten del marco de El Cairo para desarrollar un análisis demográfico inte-
grado a las políticas sociales. Por su parte, la obra citada del UNFPA y CONA-
MU (2004) es en sí una evaluación sistemática de los avances en cuanto a pobla-
ción tomando, como referencia principal, las recomendaciones de la Conferen-
cia de El Cairo. A diferencia de estos valiosos aportes, este trabajo intenta mirar
la realidad de la población del Ecuador en sus distintas fases incorporando crite-
rios de género y derechos. Mediante esta estrategia, este trabajo encontró que
más allá de haber incorporado el lenguaje de género y derechos en las políticas
sociales y de salud, el Ecuador enfrenta un importante reto para lograr que estas
políticas se traduzcan en un cambio real de las prácticas cotidianas en las que se
ejerzan estos derechos. Como demuestra la reflexión final del ensayo, el cambio
del escenario actual, todavía muy marcado por desigualdades entre los distintos
sectores de la población, solo será posible cuando se logre la integración de las
políticas sociales y las políticas macro-económicas vigentes. 

El perfil de la población ecuatoriana en una
transición demográfica plena

Durante las últimas cuatro décadas, el Ecuador se embarcó en un proceso acelera-
do de transición demográfica que ha avanzado de la mano con la urbanización, en
donde el perfil de su población sufrió modificaciones importantes debido a cam-
bios sustanciales en tres factores determinantes del crecimiento y de la composi-
ción por sexo y de grupos de edades: la migración, la fecundidad y la mortalidad.

Que el Ecuador se encuentre en una etapa de transición plena significa que
tras el descenso de los niveles de fecundidad y de mortalidad, se han moderado

27

Mujeres y población

 



el ritmo de crecimiento de la población y esto provoca su rejuvenecimiento, el
aumento de la esperanza de vida y a futuro, se proyecta un incremento del peso
relativo de la población de adultos mayores3. De hecho la esperanza de vida al
nacer ha incrementado para el caso de los hombres de 67.6 años en 1990 a 70.9
años en 2001, y para las mujeres de 71.4 a 76.8 años (SIISE, 2003). Como re-
sultado de estos cambios, las tendencias de crecimiento de la población en el
Ecuador han manifestado un descenso en los últimos 40 años. El Ecuador expe-
rimentó hasta la década de los sesenta una tendencia creciente de su población
que se invirtió hacia los setenta debido a un descenso pronunciado en las tasas
de fecundidad global y a las ya menguantes tasas de mortalidad general. En este
período, la población del Ecuador se incrementó cuatro veces pero a ritmos de
crecimiento desacelerados. Esta tendencia continuó al punto en que la tasa pro-
medio anual de crecimiento en el período 1990-2001 fue ligeramente más baja
(2.1%) que durante la década precedente (2.3%). Estos patrones de crecimien-
to desacelerado determinaron que la población ecuatoriana se incremente en un
26%, es decir, pasa de 9.648.189 personas en 1990 a 12.156.608 personas en
2001 (SIISE, 2003). Como veremos en la sección de fecundidad, las proyeccio-
nes de crecimiento de la población siguen la tendencia decreciente y se estima
que alcanzará 15.93 millones hacia el año 2015 (CEPAL-CELADE, 2005). En
efecto, la tasas de fecundidad comenzaron su descenso hacia el año 1965, desde
un promedio de 6.7 de hijos nacidos vivos por mujer en edad fértil, y se reduje-
ron hasta casi la mitad de su valor, 3.3 hijos en el año 2004 (CEPAR, 2004). No
obstante, los grupos que sufren marginalidad social en el país como son las po-
blaciones indígenas, la población sin instrucción y en general la población de las
áreas rurales viven distintas situaciones en cuanto a fecundidad y mortalidad, co-
mo analizaremos a continuación a partir de las pirámides poblacionales en el pe-
ríodo 1990-2001.
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3 La teoría de la transición demográfica plantea que el descenso paulatino de los niveles de fecundidad y
mortalidad caracterizan distintas etapas en las que determinan diferentes estructuras de la población por
edades. Así, una etapa de transición incipiente se caracteriza por altos niveles de fecundidad y mortalidad,
y por lo tanto, la población se compone por altos niveles de niños y una importancia relativamente cons-
tante de ancianos. En esta etapa se encuentran ciertos países del África Subsahariana, y en América Lati-
na. Haití aún se encuentra en este ciclo. A medida que los países entran en un proceso de desarrollo, la
mortalidad infantil desciende y con ella los niveles de fecundidad. Esta etapa de transición moderada im-
plica un incremento considerable de la población menor de 15 años. La etapa de transición plena presen-
ta descensos de fecundidad más acentuados, niveles de mortalidad todavía elevados, y por lo tanto una
moderada reducción de la población infantil, incrementándose a su vez el peso relativo de los adultos y li-
geramente de los adultos mayores. En esta etapa se encuentran América Latina y países del sudeste Asiá-
tico. Por último, la etapa avanzada en la que se encuentran países de Europa occidental, presenta niveles
bajos de fecundidad, mortalidad y por tanto, es la razón que la población entre los adultos mayores y la
población joven es sustancialmente alta (Wong, 2001; Rivadeneira, 1999).
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Evolución de la estructura de la población nacional

Es evidente en el gráfico 1 que se ha producido un cambio en la forma de la pi-
rámide poblacional debido a las variaciones en la composición de los grupos de
población por edad, afectados por los cambios en la fecundidad, la mortalidad y
la migración interna e internacional. En primer lugar, salta a la vista, el corte que
sufrió en su base la pirámide de 2001 comparada con la de 1990 como una evi-
dencia del descenso en las tasas de fecundidad. Esto ha determinado, a su vez,
que la población infantil y adolescente (entre 0 a 15 años) disminuya por apro-
ximadamente 5% para ubicarse en 33.2% de la población total. Si bien en 1990
el corte en las edades más jóvenes se puede explicar por omisiones censales, ha-
cia 2001 este corte es aún más pronunciado y no concuerda con el descenso ob-
servado en las tasas de mortalidad infantil. En este sentido, inferimos que el cor-
te en esas edades hacia 2001 es el resultado de un descenso en los nacimientos
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Gráfico 1
Evolución de la composición de la población por sexo y grupos
de edad 1990 – 2001

Fuente: INEC, Censo de Vivienda y Población, 1990 y 2001. Elaboración de la autora.

 



de padres y madres que migran al exterior. Esta amplia base cuadrada es el refle-
jo de la población predominantemente infantil y joven, características de los paí-
ses en desarrollo (SIISE, 2003). En consecuencia, se percibe un ensanchamien-
to en las edades productivas entre 15 y 64 años que se incrementaron en cuatro
puntos desde 1990 y hoy constituyen un 60% de la población. En este grupo
poblacional también son evidentes los saltos en lo que debería ser una escalera
uniforme debido al comportamiento relativamente constante de las tasas de
mortalidad a lo largo de los grupos de edad. En 1990 este salto es evidente en el
grupo de 15 a 19 años, que se explica -como veremos más adelante- por la mi-
gración interna que protagonizan jóvenes, en particular mujeres, de esas edades
del campo a la ciudad. Por el contrario, en 2001, este salto es mucho más noto-
rio en la población de 20 a 25 años, que se explica por el fenómeno migratorio
hacia el exterior que ha impactado en el volumen de población desde la mitad
de la década de los noventa como comprobaremos al analizar las diferencias en
las pirámides urbano-rural y más adelante en la discusión sobre migración inter-
nacional. Por último, es evidente un ligero ensanchamiento en la cúspide de la
pirámide 2001 respecto a la de 1990, como una evidencia de que se está inician-
do un proceso de envejecimiento de la población. En efecto, mientras en 1990,
el grupo de 65 y más años era el 4.3% de la población, a 2001 es el 6.6%. Aun-
que ha habido un aumento en la población adulta mayor, este no excedió el des-
censo que experimentó la población infantil en el período 1990 a 2001, lo que
ha determinado que el peso de estos dos grupos sobre la población en edad de
trabajar –expresado en la razón de dependencia– descienda de 75.7% a 66.5%
(SIISE, 2003). No obstante, de acuerdo a las proyecciones y en el marco de una
tendencia latinoamericana, la razón de dependencia de adultos mayores crecerá
respecto a la razón de dependencia de jóvenes y de niños a través del tiempo en
concordancia con los menores niveles de fecundidad y mortalidad. Las implica-
ciones de estas proyecciones en conjunto con el incremento en la esperanza de
vida deben ser analizadas en el contexto de la actual situación de los derechos y
salud de las personas mayores que abordaremos en la sección final del presente
ensayo.

Feminidad de la población 

La pirámide poblacional ilustra además la composición de la población por sexos
representada en la razón de sexos (por 100) (o índice de feminidad). Entre los
dos años de referencia se percibe que la población ecuatoriana continúa tenien-
do un componente femenino ligeramente mayoritario, 50.5% de mujeres respec-
to a 49.5% de hombres, dando como resultado una razón de sexos superior a
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100. La razón de sexos incrementó ligeramente de 101.2 a 102, situación que se
refleja el incremento mayor de la esperanza de vida de las mujeres respecto a la
de los hombres en el período intercensal. Sin embargo, podremos observar los
marcados diferenciales en la razón de sexos entre áreas geográficas que se expli-
can principalmente debido a la migración interna e internacional en el análisis a
continuación. Estas tendencias, avizoran cambiantes presiones demográficas a
futuro en el sector de educación (por el descenso en la población joven), necesi-
dad de ampliación de las plazas de empleo (por el incremento en la población
económicamente activa), y necesidad de ampliación de la cobertura de seguridad
social (por el incremento proyectado en la población de adultos mayores). No
obstante, estas tendencias generales deben ser analizadas de acuerdo a las necesi-
dades diferentes en las áreas urbanas y rurales, que atraviesan situaciones muy
distintas en cuanto a las necesidades específicas de su población.

Evolución de la estructura de la población por áreas

El gráfico 2 ilustra los cambios en la composición de la población de las áreas ur-
banas respecto a las rurales en el período 1990-20014. En primer lugar, respecto
a la distribución de la población por áreas, casi la totalidad de provincias con una
importante incidencia de población indígena son rurales en más del 50% de su
población. Estas provincias incluyen Napo, Morona Santiago, Chimborazo, Pas-
taza, Orellana, Imbabura, Cotopaxi, Bolívar, Cañar, Tungurahua, Zamora Chin-
chipe y Sucumbíos (SIISE, 2003). A nivel nacional, de acuerdo al censo de 2001
el 6.6% de la población ecuatoriana habla una lengua nativa o se autodefine co-
mo indígena, el 5% se autodefine como afro-ecuatoriano, el 2.3 % como negro,
y el 2.7% como mulato. No obstante, de acuerdo a la encuesta de medición de
indicadores de la niñez a nivel de hogares (EMEDINHO, 2000), los miembros
de 16.4% de los hogares se autodefinen como indígena o hablan o hablaban una
lengua indígena (SIISE, 2003). Cabe indicar, además, que aunque la población
pobre se concentra hoy por hoy en las ciudades, 86% de la población indígena
en el área rural es pobre (UNFPA-CONAMU, 2003). Discutiremos más sobre
indicadores de pobreza en las reflexiones finales de este trabajo.
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4 Áreas urbanas se refieren a los “asentamientos o núcleos urbanos que son capitales provinciales y cabece-
ras cantonales o municipios, sin tomar en cuenta el tamaño. Las áreas rurales incluyen las cabeceras pa-
rroquiales, otros centros poblados, las periferias de los núcleos urbanos y la población dispersa” (SIISE
2004)



Refiriéndonos ya a la estructura poblacional, en el área rural se observa un
cambio en la forma de la pirámide similar al de la población total, marcada por
un descenso en las tasas de fecundidad –a un ritmo mucho menor que en las
áreas urbanas– lo que repercute en el ensanchamiento de las edades producti-
vas en la pirámide. No obstante, las pendientes pronunciadas de la población
en la edad de trabajar se reflejan en el abultamiento en estas mismas edades en
las pirámides urbanas. Esta situación ilustra la tendencia de un acelerado pro-
ceso de urbanización marcado por la migración urbano-rural, que tomó fuer-
za en el país a partir de los años setenta, a raíz del crecimiento económico im-
pulsado particularmente por el boom petrolero. Es así que en 1950, la pobla-
ción rural constituía las tres cuartas partes del total; sin embargo, hoy repre-
senta un poco menos del 40% (INEC, 2001; CEPAR, 2004). De hecho, las
tasas de crecimiento poblacional en el área urbana han crecido desde esa déca-
da y hoy son mucho mayores allí donde la población crece a un ritmo anual
de 3% respecto a la rural que crece solo a un ritmo de 0.85% (SIISE, 2003).
De acuerdo a las proyecciones realizadas a nivel regional, esta tendencia se re-
vertirá en este milenio en concordancia con los pasos hacia etapas más avanza-
das de transición demográfica (Wong, 2001). Los dos polos principales de
atracción de la población son Guayaquil y Quito, que sumadas constituyen el
24 % del total de la población ecuatoriana, y el 51.4% de la población urba-

32

Pilar Egüez Guevara

-0.08 -0.06 -0.04 -0.02 0.00 0.02 0.04 0.06 0.08
De 0 a 4 años


De 15 a 19 años

De 25 a 29 años

De 45 a 49 años

De 60 a 64 años

De 75 a 79 años

De 90 a 94 años


Urbana 2001

-0.08 -0.06 -0.04 -0.02 0.00 0.02 0.04 0.06 0.08

Rural 2001

-0.08 -0.06 -0.04 -0.02 0.00 0.02 0.04 0.06 0.08
De 0 a 4 años


De 15 a 19 años

De 25 a 29 años

De 45 a 49 años

De 60 a 64 años

De 75 a 79 años

De 90 a 94 años


Urbana 2001

-0.08 -0.06 -0.04 -0.02 0.00 0.02 0.04 0.06 0.08

Rural 2001

%Mujeres

% Hombres
%Mujeres

% Hombres

%Mujeres

% Hombres

%Mujeres

% Hombres

Gráfico 2
Evolución de la composición de la población rural y urbana

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 1990 y 2001. Elaboración de la autora.

 



na a 20015. El hecho que la población urbana se concentre en dos localidades,
a su vez explica que la mayoría de provincias del país sean predominantemen-
te rurales, aunque la población urbana haya mostrado un incremento relativo
en todas ellas en la última década (SIISE, 2003). Un reflejo de esto es el hecho
que el 71.2% de la población ecuatoriana vive en asentamientos con densida-
des poblacionales de 119 habitantes por km2 en promedio, mientras que cerca
del 30% restante habita en lugares con densidades inferiores a 20 habitantes
por km2. Es decir, se percibe una sobrepoblación en las áreas urbanas respecto
a las rurales, que están ampliamente despobladas.

Migración

Las tendencias de migración interna joven determinan que el área rural se en-
cuentre poblada mayoritariamente por niños y personas adultas de edades avan-
zadas como lo evidencia la forma de la pirámide rural 2001. Las pirámides de-
muestran, además, las diferencias marcadas entre los comportamientos migrato-
rios entre hombres y mujeres. Notamos que la migración interna es particular-
mente femenina y ocurre en edades tempranas alrededor de los 15 a 20 años de
edad, reflejado en la forma trapezoidal de la base de la pirámide urbana 2001.
Esta situación concuerda con una tendencia histórica de migración de mujeres
jóvenes hacia las ciudades para trabajar en servicios domésticos (Herrera, 2001).
No obstante, en las edades de 20 a 30 años observamos nuevamente un salto en
la escalera tanto femenina como masculina de la pirámide urbana correspon-
diente a 2001, que es explicable únicamente por el recorte en esos grupos de
edad debido a los elevados niveles de migración internacional.

Si bien los impactos sociales de la migración internacional son abordados
en el artículo de Cristina Carrillo de este tomo, ofrecemos aquí un ejercicio que
evidencia la magnitud de la migración internacional para la población de eda-
des entre 20 y 45 años durante la década de los noventa6. La estrategia plantea-
da consiste en mirar los cambios en el volumen de la población total como con-
secuencia del impacto de la mortalidad, medido por las razones de superviven-
cia –cuya utilidad y metodología se explica a continuación–. Se asume que cual-
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5 Es importante notar que las provincias Amazónicas y Galápagos le siguen a Guayas y a Pichincha en cuan-
to a la atracción de la población hacia esos lugares. En particular la población en Galápagos durante la dé-
cada casi se duplicó, lo que constituye una presión demográfica que atenta sobre su equilibrio ecológico
(SIISE, 2003). 

6 Si bien el CENSO de 2001 proporciona información más específica acerca del fenómeno de la migración,
este ejercicio pretende aportar con un análisis desde la demografía prestando atención al comportamien-
to de la migración por sexos en un período de 10 años. La novedad de este análisis resta en que logra pro-
veer un panorama sobre la migración internacional a partir de un análisis de mortalidad, como el factor
que junto con la migración explican las reducciones en el volumen de población.

 



quier descenso en el volumen de la población que no se explique por la morta-
lidad, encuentra lógica únicamente en salida de personas hacia el exterior. Para
evidenciar las diferencias en los patrones migratorios, se hará una comparación
entre el comportamiento de los sobrevivientes las décadas de los noventa y los
ochentas, época en la que existía migración externa en el país, pero no en la
magnitud en la que sucedió en 1990. Para ello, es necesario mirar las variacio-
nes entre las razones de sobrevivientes en ambas décadas. La razón de supervi-
vencia para la década de los ochenta se calcula haciendo el cociente entre la po-
blación de 10 a 14 años en el año 1990 y la población de 0 a 4 años en el año
1980. El resultado es el porcentaje de sobrevivientes en un período de 10 años
de la población total en ese grupo de edad. Se realiza el mismo procedimiento
para los demás grupos de edad de la población total, y luego de la población
masculina y femenina para observar las diferencias por sexo. Los cocientes espe-
rados para cada grupo de edad son siempre menores que uno, ya que a medida
que la población envejece, el número de supervivientes en un grupo de edad X
como porcentaje del grupo de edad X 10 años atrás, siempre será menor, por-
que algunos murieron o en su defecto porque salieron del país. No obstante, co-
mo observamos anteriormente, las tasas de mortalidad a lo largo de los grupos
de edad son relativamente constantes, lo que nos indica que un salto drástico
en los cocientes de supervivencia a niveles muy bajos es una evidencia de que
esos grupos de edad experimentaron migración internacional.
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7 Aunque los resultados presentados por los censos de 1990 y 2001 son los más exactos, por motivos meto-
dológicos se usaron las estimaciones de la CEPAL-CELADE debido a que, para realizar correctamente el
ejercicio, se necesitaban los datos para un período exacto de 10 años.
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Ese salto drástico en las razones de supervivencia en los grupos de edad entre 20
y 45 años es un fenómeno que distingue claramente la década de los ochenta y
de los noventa, como lo ilustra claramente el gráfico 3. Por un lado, vemos que
en la década de los ochenta, hombres y mujeres presentan un comportamiento
de mortalidad normal a juzgar por el descenso constante de las razones de super-
vivencia a medida que la población avanza en edad. No obstante, las curvas de
la década de los noventa presentan un descenso abrupto en las edades de 20 a 45
años. En general, para todos los grupos de edad, de no haber un fenómeno mi-
gratorio importante, deberíamos esperar que las curvas de supervivencia de la dé-
cada de los noventa se ubiquen por encima de la de los ochenta, en concordan-
cia con el incremento en la esperanza de vida de la población en la década de los
noventa. De este razonamiento se deduce que el área entre las curvas de super-
vivencia 1980 y 1990 entre los grupos de edad 20 a 45 años representa: o un in-
cremento en los niveles de migración internacional, o un cambio radical en los
patrones de mortalidad en la década de los noventa respecto a la de los ochenta
para esas cohortes. Para comprobar a cual de estos dos factores atribuir este di-
ferencial, el gráfico 4 ilustra los comportamientos de mortalidad en los años cul-
minantes de las dos décadas que analizamos, es decir 1990 y 2000, a través de
las probabilidades de muerte, en estos dos años, por sexos.
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Vemos que las curvas de la probabilidad de muerte del año 2000 se ubican por
debajo de las de 1990, evidenciando el incremento en la esperanza de vida para
estos dos grupos. No obstante, sus patrones –vistos en su forma– son muy simi-
lares, excepto por un ligero incremento en las muertes masculinas en edades de
15 a 25 años en 2000 respecto a 1990 que discutiremos enseguida. Al compro-
bar que los patrones de mortalidad por grupos de edad han permanecido cons-
tantes, podemos concluir que efectivamente, el diferencial entre las razones de
supervivencia de los ochenta y los noventa es atribuible a un fenómeno impor-
tante de migración internacional que se manifestó con fuerza en la población de
edades 20 a 45 años hacia la mitad y se pronunció hacia el final de la década de
los noventa. Respecto a las diferencias entre hombres y mujeres, en concordan-
cia con los diferenciales en la esperanza de vida entre sexos, la curva de mortali-
dad de los hombres en 1990 se ubica por encima de la de las mujeres (y por en-
de su curva de supervivencia se ubica por debajo) dando cuenta de una menor
probabilidad de supervivencia masculina. No obstante, el incremento de la mor-
talidad masculina de 15 a 25 años en 2000 puede explicar el diferencial que se
presenta en esas edades en las curvas de supervivencia de la década de 2000 y que
como ya analizamos, nos indican que esas edades protagonizaron migración in-
ternacional. Esto nos conduce a concluir que en efecto, al descontar esta mayor
tendencia de la mortalidad masculina en 2000 respecto a 1990, la migración in-
ternacional masculina y femenina es relativamente pareja8. En la sección siguien-
te se profundiza el análisis sobre mortalidad. 

Mortalidad

De la misma manera que la fecundidad, las tasas de mortalidad general en el
Ecuador iniciaron un descenso consistente hacia 1960, desde 13.8 muertes por
mil habitantes. En 1990 se ubicó en 4.9, y descendió hasta 1995 donde se es-
tabilizó en un nivel de 4.5 muertes por mil habitantes hasta 2001. Esta estabi-
lización del nivel de la mortalidad en el Ecuador se explica en gran parte por
las variaciones en el volumen de población –denominador del indicador de
mortalidad general– como consecuencia del proceso de migración internacio-
nal que se aceleró en el país hacia la mitad de la década, como ya analizamos.
No obstante, si miramos la mortalidad general del país en relación a las ten-
dencias en las tasas de mortalidad infantil, éstas también manifiestan un estan-
camiento hacia la mitad de la década de los noventa y un ligero incremento ha-
cia 1999 lo que refleja los períodos de recesión y profundización de la crisis
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económica que experimentó el Ecuador en esos años. Al igual que con la fe-
cundidad, las mortalidad se manifiesta en niveles distintos en áreas urbanas y
rurales del país, y en provincias con población predominantemente indígena.
Así, las tasas de mortalidad general en provincias con gran incidencia de po-
blación indígena como Chimborazo, Cotopaxi, Bolívar, Imbabura y Tungura-
hua oscilan entre 7 a 10 muertes por mil habitantes, el doble del promedio na-
cional (SIISE, 2003).

El descenso del número de muertes en el Ecuador encuentra lógica en el
cambio del perfil de la mortalidad de la población, que se ha producido debido
a la ampliación de los servicios de salud y acceso a servicios básicos, acorde al
comportamiento general en América Latina. Esto deriva en gran parte de una
mayor eficacia en el tratamiento de afecciones biológicas prevenibles, sobre todo
relacionadas al sistema respiratorio y digestivo. En este sentido, a 2002 ya no
constan como las principales causas de muerte las enfermedades infecciosas in-
testinales como la diarrea o la gastroenteritis ni las enfermedades respiratorias co-
mo la bronquitis, el enfisema y el asma, que eran en 1990 la segunda y la sexta
principales causas de muerte, respectivamente. Más aún, la mejora general en las
condiciones de saneamiento refleja el hecho de que tampoco consta la tubercu-
losis en la lista de 2002, que era en 1990 la octava causa de muerte en el país.
No obstante, el hecho de que la neumonía ocupe todavía un lugar importante
como causa de muerte en 2002 es un indicativo de que aún hay rezagos de un
perfil de mortalidad tradicional en el país (SIISE, 2003), que se manifiesta con
fuerza en las áreas rurales y en zonas con población mayoritariamente indígena.
Analizaremos esta situación en detalle más adelante cuando se describan las ta-
sas de mortalidad infantil.

Al hacer una diferenciación por sexo, el perfil de la mortalidad de los va-
rones se distingue al de las mujeres, básicamente, porque a partir de la adoles-
cencia ellos están expuestos a causas relacionadas con determinantes socio-cultu-
rales como son los accidentes de tránsito y las agresiones. Estas dos causas están
entre las cinco principales de muerte masculina en general. Más aún, a lo largo
de la década se ha percibido un incremento en la mortalidad masculina en eda-
des jóvenes, como lo indican los mayores índices de feminidad en esas edades
(ver gráfico 4), precisamente debido a una mayor exposición de ellos, estos fac-
tores actualmente representan las dos principales causas de muerte en jóvenes
hombres. No obstante, la muerte en mujeres jóvenes encuentra sus mayores cau-
sas a riesgos reproductivos (como el embarazo, el parto y la anemia vinculada al
embarazo) el suicidio y el homicidio (CEPAR-INEC-UNFPA, 2003). Discuti-
remos las tendencias de mortalidad y morbilidad materna en la sección sobre sa-
lud de las madres y las políticas.
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En la línea de análisis de mortalidad por edades, los nacimientos masculi-
nos superan los femeninos, de acuerdo a un patrón histórico. Sin embargo, su
menor esperanza de vida al nacer determina que en sus primeros años, los varo-
nes mueran más en relación a las niñas. Hasta llegar a la adolescencia, la morta-
lidad afecta de igual manera a ambos sexos, y en este momento el perfil cambia
drásticamente, como observamos arriba debido a las distintas causas de muerte
que afectan a adolescentes hombres y mujeres. Así, mientras la diferencia en el
porcentaje de muertes de hombres y mujeres en el grupo de 1 a 14 años es de
tan solo 0.8 %. Las muertes masculinas en el grupo de 15 a 49 años alcanzan un
27% del total de la mortalidad, superando al de las mujeres por 20.3 puntos por-
centuales (INEC, Anuario de Estadísticas Vitales, 2002). En edades de 50 años
en adelante las razones de muerte por sexos se tienden a igualar, y en edades
avanzadas la supervivencia femenina prima (lo que se traduce en mayores tasas
de mortalidad) en concordancia con su mayor esperanza de vida respecto a la de
los hombres.

Aún más que la mortalidad general, la tasas mortalidad infantil son indi-
cadores de la salud –en particular de salud materna– y de la situación socio-eco-
nómica de las localidades, pues reflejan las condiciones del entorno al que se ex-
pone la población en sus edades más tempranas. En las últimas décadas ha ha-
bido un descenso significativo en las tasas de mortalidad infantil y de la niñez.
En efecto, la tasa de mortalidad neonatal (0 a 1 mes) decreció de 11.7 muertes
por mil nacidos vivos en 1991 y se estabilizó en 9 hacia 1997. Sin embargo, ha-
cia 2001, la tasa ascendió a 9.3 muertes por cada mil nacidos vivos (SIISE,
2003). Paralelamente, las tasas de mortalidad infantil (menores de un año) tam-
bién han descendido a lo largo de la década desde 25.1 en 1993 hasta 17.6 en
1999. Sin embargo, durante el año 1999 en que la crisis económica afectó fuer-
temente las condiciones de vida de la población, la tasa sube un punto para lue-
go descender nuevamente a 17.3 muertes por mil nacidos vivos (INEC, Anua-
rio de Estadísticas Vitales, 2002). Por su parte, las muertes de niños menores de
cinco años se redujeron de 41 por mil nacidos vivos en 1990 a 27 en 1998. No
obstante, las tasas se estabilizaron en los últimos 6 años y hoy oscilan entre 27
y 34 muertes por cada mil nacidos vivos de acuerdo a distintas fuentes (INEC,
Anuario de Estadísticas Vitales, 2002; CEPAR, 2004). Estos cambios son el re-
sultado del acceso ampliado y una mejora en la tecnología de los servicios de
atención materna, y en general a una mejora en la cobertura de los servicios bá-
sicos (ver sección sobre salud de las madres). No obstante, persisten tasas altas
y es preocupante que estas se hayan estancado en los últimos años. De hecho,
en comparación con otros países en Latinoamérica, el Ecuador es el sexto país
con la más alta tasa de mortalidad en la niñez, seguido por Bolivia y el Perú.
Haití presenta la tasa más alta que supera las 100 muertes por mil nacidos vi-
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vos y el más bajo es Cuba con la menor tasa –9 por mil nacidos vivos– (UNI-
CEF, 2004; CELADE-UNFPA, 2004).

Las aún elevadas tasas de mortalidad infantil son consistentes con el perfil
de las muertes de los niños que todavía encuentra causas en enfermedades pre-
venibles relacionadas con el sistema digestivo y el sistema respiratorio. De hecho,
a 2002, entre las seis principales causas de mortalidad infantil y de la niñez se en-
cuentran en segundo lugar la neumonía y otras afecciones respiratorias, y en sex-
to lugar la diarrea y gastroenteritis. Más aún, dentro de las diez primeras causas,
está la desnutrición. (INEC, Anuario de Estadísticas Vitales. Nacimientos y de-
funciones, 2002). Como observamos arriba, el comportamiento y el perfil de la
mortalidad, en particular la infantil, son un reflejo de la distinta situación que
viven áreas urbanas y rurales del país. Estas brechas son el reflejo de la situación
en estas áreas respecto a la baja cobertura de servicios básicos de agua y sanea-
miento ambiental, cobertura de servicios de salud preventivos (como la vacuna-
ción o atención prenatal) o curativos como el tratamiento de la neumonía y ni-
vel de escolaridad de las madres (UNICEF, 2004). El gráfico 5 ilustra este hecho.

En el área rural la tasa es de 38 muertes por mil nacidos vivos, superior a
la urbana por 9 muertes, mientras que la población indígena presenta una tasa
todavía más alta, con 48 muertes por mil nacidos vivos respecto a 32 y 35 en
grupos mestizos y de otro origen étnico. Adicionalmente, en zonas predominan-
temente indígenas la mortalidad infantil es fundamentalmente postnatal, como
un indicador de que las deficientes condiciones del entorno sumadas a deficien-
tes hábitos alimenticios son las determinantes de las muertes de los niños. A di-
ferencia de esto, en el área urbana, las muertes son principalmente neonatales re-
flejando causas relacionadas a trastornos biológicos típicos en edades tempranas
de los niños (Entrevista a Luis Rivadeneira, 2004). No obstante, la brecha más
amplia se observa en poblaciones de madres con distintos niveles de instrucción.
Mientras que entre la población con instrucción secundaria y superior las tasas
son de 26 y 17 muertes respectivamente, las muertes de los hijos de madres sin
ninguna instrucción ascienden a 57 por mil nacidos vivos. La correlación entre
la educación de las madres y la mortalidad infantil es una tendencia que se ha es-
tudiado por algún tiempo y en donde se ha observado además un vínculo adi-
cional entre educación y pobreza especialmente en sectores indígenas. De ahí
que las tasas de mortalidad en esta población sean sumamente altas (UNICEF,
2004).
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Oportunidades de acción en torno al bono demográfico

La estructura y la dinámica poblacional revelan altas variaciones en el comporta-
miento de las diversas variables analizadas. Ello obliga a pensar sobre las oportu-
nidades a partir de los cambios demográficos que deben aprovecharse para que las
políticas que se implementen hoy se traduzcan en un mejoramiento de la calidad
de vida de la población en el mediano y largo plazo. Como hemos visto, a lo lar-
go de la década de los noventa el Ecuador ha experimentado cambios importan-
tes en las dinámicas de sus distintos grupos poblacionales, resultado de un proce-
so de transición demográfica que empezó hacia los años setenta. En este contex-
to, el punto de partida para la formulación de políticas, planes y programas so-
ciales deben ser, precisamente, las formas y necesidades cambiantes que presentan
los distintos grupos de población, tomando en cuenta que una población de ca-
lidad, no necesariamente de menor número, es el recurso más importante que po-
see un país para su desarrollo (entrevista a Luis Rivadeneira, 2004). El resultado
de esos cambios en este momento de la historia del país es el “bono demográfi-
co” que se refiere a las menores cargas que le implican al país un número decre-
ciente de niños, una población anciana todavía pequeña, a la par del crecimiento
relativo de la población en edades productivas, la misma que hace 40 años se in-
corporó con intensidad al volumen etareo debido a las altas tasas de fecundidad.
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La oportunidad para fomentar el crecimiento económico en el país reside
en generar, con urgencia, plazas de empleo en particular en el sector formal pa-
ra este creciente grupo poblacional que está intentando insertarse al mercado la-
boral. No obstante, lo que determina una alta productividad son los niveles de
calidad de la fuerza de trabajo que derivan de mayores niveles de educación, un
factor que no caracteriza, precisamente, a la fuerza laboral que hoy se está inser-
tando al proceso productivo.

En este sentido, a la par de la generación de trabajo, es imprescindible in-
sistir en políticas que provean oportunidades para mejorar la cobertura y calidad
de la educación y la salud de la población todavía importante de niños y aún
mayor de jóvenes adultos. Como hemos visto, la población del Ecuador es aún
mayoritariamente joven, y esta composición es más fuerte en sectores donde las
tasas de fecundidad son aún altas, como es el caso del área rural, la población
sin instrucción y la población indígena y de otros grupos étnicos. Por lo tanto,
la prioridad debe orientarse hacia acciones que promuevan una educación de ca-
lidad conjuntamente con la generación de empleo en estas zonas. Estas se pre-
sentan como una condición para que el crecimiento demográfico aun elevado
no se convierta en un elemento básico de reproducción de la pobreza.

Paralelamente, en el largo plazo se proyectan cambios importantes en la
composición de la población adulta, un sector que, actualmente, sufre circuns-
tancias extremas de violación de sus derechos a tener una vejez digna (ver sec-
ción sobre salud y derechos de las personas mayores).

Hoy por hoy, la población ecuatoriana tiene una cobertura de seguridad so-
cial extremadamente baja, y conforme avanza el proceso de envejecimiento, el
sistema corre el riesgo de desmoronarse por falta de aportes. En este sentido es
urgente insistir en una modificación de los parámetros y trabajar por la eficien-
cia del sistema de seguridad social paralelamente a las políticas de empleo.

Para cerrar esta reflexión, es interesante analizar el caso ecuatoriano a la luz de la
experiencia latinoamericana en comparación con la de los países del sudeste asiático,
una región con la que compartimos similitudes en cuanto a ciertos aspectos de nues-
tra historia económica y demográfica. La diferencia que marcaron en estos países las
políticas de educación en la época que iniciaron la transición demográfica, fueron sus
resultados en cuanto a mayores niveles de productividad y de desarrollo tecnológico
en esos países. En última instancia sus políticas de inversión en educación fueron la
clave para promover un desarrollo basado en la atención a las necesidades y a los de-
rechos humanos de su población, que trajeron como consecuencia mayores niveles de
ingresos para sus países. Esta actitud de “pensar en el largo plazo” (ODEPLAN, 1999)
fue un elemento para el cambio de la evaluación negativa que se hacía del crecimien-
to demográfico, a uno que toma en cuenta la importancia y los efectos positivos de
una estrategia de población enfocada en la inversión del capital humano.
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En la sección a continuación, veremos otros elementos que determinaron
ese cambio de enfoque a la luz de un análisis de la experiencia de la transición
demográfica en Latinoamérica en un contexto internacional, y cuales son las im-
plicaciones de esos cambios para las mujeres. 

La fecundidad en el Ecuador desde una perspectiva comparativa

La transición demográfica en el Ecuador, marcada fuertemente por el descenso
en la fecundidad, se enmarca en una tendencia Latinoamericana similar a la de
países en desarrollo como Tailandia o Corea del Sur. Estos países experimenta-
ron un proceso sumamente distinto al de los países industrializados ya que su
transición demográfica tuvo un comportamiento drástico, marcado fuertemente
por el descenso pronunciado de sus tasas de fecundidad a partir de los años se-
tenta. Mientras, en países desarrollados como Suecia o Inglaterra, las tasas de fe-
cundidad descienden desde inicios de siglo y niveles más bajos, es decir, aproxi-
madamente de 3 a 5 hijos por mujer. 

En cambio en Latinoamérica este descenso ocurrió únicamente y de mane-
ra acelerada a partir de los años setenta desde aproximadamente 7 hijos por mu-
jer. El principal factor al que se atribuye este cambio fueron las políticas de pla-
nificación familiar impulsadas en estos países en esta época. En efecto, hacia
1969 “casi todos los países latinoamericanos tuvieron, como parte de los progra-
mas de salud materno-infantil, servicios de planificación familiar adscritos a los
Ministerios de Salud, o asociaciones privadas de planificación familiar…” (Na-
ranjo, 1992). Estas políticas se enmarcaron en una preocupación internacional -
derivada de la visión neo-Maltusiana-, que relacionaba al acelerado crecimiento
de la población mundial y en particular la de los países en vías de desarrollo co-
mo una amenaza a la estabilidad ambiental del planeta y como un factor asocia-
do al subdesarrollo (Keysers, 1993). Esta visión presentaba al crecimiento demo-
gráfico como un problema cuya solución eran políticas verticales de control na-
tal, en la que las mujeres eran el medio para lograr ese fin. El discurso cambió a
raíz de la conferencia sobre población en El Cairo, hacia un enfoque del derecho
de las mujeres y de los hombres al control sobre su sexualidad y la libertad en
cuanto a preferencias reproductivas. 

En el Ecuador existen posiciones distintas acerca de cuál fue realmente el en-
foque alrededor de la oferta de planificación familiar que se dio hacia el año 1970,
y que estuvo marcado por una intervención técnica y financiera internacional
(Naranjo 1992: 28) como se constata en el Anexo 1. El cambio de discurso y el
reconocimiento sobre los derechos sexuales y reproductivos se dieron en el país
sólo hacia el final de la década de los noventa, y en la práctica aún no se llega a
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plasmar este enfoque, como veremos en la sección de salud materna y políticas.
Tal vez este retardo en la propuesta de políticas desde un enfoque de los derechos
se explique por el hecho del descenso pronunciado y rápido de la fecundidad en
nuestros países motivado por ciertas políticas, lo que se diferencia del proceso lar-
go y lento de descenso en los países desarrollados y lo que posibilitó una mayor
capacidad de ajuste a esas variaciones. En este sentido, es necesario considerar y
cualificar el impacto de los factores sociales que han influido en el comportamien-
to reproductivo de las mujeres antes de usar las tasas de fecundidad en el país y
en general en Latinoamérica como un indicador de éxito. A la par que otros in-
dicadores como la esperanza de vida, la fecundidad se ha usado en este sentido
para comparar los niveles de desarrollo humano entre países sin tomar en cuenta
las condiciones en las que se producen esos cambios, que como hemos visto obe-
decen a procesos muy distintos en países del norte y en los nuestros.

A la luz de estas consideraciones, es preciso reflexionar acerca de las mane-
ras en las que la inserción de las mujeres en procesos como la globalización y la
urbanización, en la que –como ya analizamos– las mujeres tienen una participa-
ción importante en cuanto a migración interna e internacional. En efecto, estos
procesos han estimulado cambios importantes en los patrones reproductivos de
las mujeres, en términos de nupcialidad, preferencias reproductivas y planifica-
ción familiar, con consecuencias no muy esperanzadoras en particular para las
adolescentes. En esta sección analizaremos los principales determinantes de la fe-
cundidad, sus tendencias globales y específicas para los grupos de edad, y la evo-
lución de uso de anticonceptivos durante el período 1990-2004. Concluiremos
la sección con una mirada a la situación de la fecundidad de las adolescentes y
los retos que presenta este grupo poblacional en cuanto a sus derechos y salud
sexual y reproductiva. 

Determinantes de la fecundidad

Estudios de la CEPAL sobre la fecundidad en Latinoamérica (Guiomar et al.,
2003) han demostrado que las diferencias en la fecundidad se explican principal-
mente por el incremento en el uso de anticonceptivos, la variación de la nupcia-
lidad, la infecundidad post parto y el aborto inducido9. No obstante, en el Ecua-
dor, los dos últimos de esta lista no han tenido un efecto significativo sobre la fe-
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9 La amenorrea, la abstinencia sexual y la lactancia materna son factores que influyen en la postergación del
regreso de la fertilidad después del parto y por tanto, influyen en la fecundidad aunque en menor medi-
da que los factores analizados en esta sección. Por un lado, la amenorrea y abstinencia sexual pos parto en
el período 1995 a 1999 no ha variado considerablemente y se mantiene en 8.4 meses, siendo la ameno-
rrea la principal causa debido a una duración mayor que la abstinencia sexual en promedio. Por otra par-

 



cundidad. En cambio, el uso de anticonceptivos es el determinante fundamen-
tal para el descenso consistente en los niveles de fecundidad desde los años se-
tenta. Entre los factores contextuales10 que se han estudiado a nivel regional de
incidencia sobre la fecundidad está la mortalidad infantil, que presenta una rela-
ción directa con la fecundidad ya que antiguamente este fenómeno resultaba en
la tendencia a reemplazar al hijo que moría. Como ya observamos, la promoción
de planes y programas de salud materna e infantil, que en el Ecuador fueron im-
pulsados a partir de los años ochenta, también han incidido en el descenso de la
mortalidad infantil y por ende en los niveles de fecundidad. Además, los niveles
de instrucción de las mujeres y de los varones son factores claves que inciden en
el descenso de la fecundidad.

Por otra parte, se ha observado que los grados de urbanización inciden en
las edades de inicio de la nupcialidad, pero más significativa que esta variable es
actualmente la edad de inicio de la actividad sexual, que como veremos está mar-
cada por el factor de la urbanización y el nivel de instrucción de las mujeres. Los
estudios mencionados han determinado una nueva categoría de específica para
el cambio en los patrones de fecundidad denominados “no convencionales” que
incluyen la globalización, las cuestiones de género, el empoderamiento de la mu-
jer, y el acceso de la mujer al mercado de trabajo, cuyas dinámicas constituyen
actualmente un área importante de investigación (Guiomar et al., 2003).

Por otra parte, poco se conoce acerca de la fertilidad en las mujeres, que a
diferencia de la fecundidad (hijos nacidos vivos) se refiere al período en que ellas
están en capacidad de tener hijos, y que ocurre desde la menarquia (primera
menstruación) hasta el final del período de ovulación. La fertilidad de las muje-
res es un factor que se da por sentado en el análisis del comportamiento repro-
ductivo de las mujeres. No obstante, es una variable que ha sufrido importantes
cambios en los últimos cuarenta años, especialmente en lo que se refiere a la ace-
leración del inicio de este período, es decir de la primera menstruación. Los fac-
tores que generalmente se asocian con este inicio temprano son el mejoramien-
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te, el período de lactancia materna también influye en este sentido, y en el Ecuador esta es una práctica
generalizada aunque se ha incrementado en las dos décadas, desde 1982 en un 89 % de los hijos recibie-
ron lactancia materna al menos alguna vez y en 1999 este indicador alcanzó el 97 %. Sin embargo, estu-
dios a nivel regional han determinado que la lactancia no se puede considerar un método eficaz para in-
hibir la fertilidad (Guiomar et al., 2003). En conjunto con las variables analizadas en esta sección, estos
factores han influido en una tendencia creciente de espaciamiento entre nacimientos en concordancia con
el descenso de los niveles de fecundidad, que en 1999 se ubicó para el 70% de los nacimientos en 5 años
entre uno y otro nacimiento (CEPAR, ENDEMAIN, 1999).

10 Las variables identificadas por la CEPAL son factores biológicos y de conducta denominados determinan-
tes próximos, o variables intermedias, a través de los cuales variables económicas, culturales y ambienta-
les afectan la fecundidad. Estos últimos son denominados determinantes contextuales que tienen que ver
con factores socio-económicos, y que actúan indirectamente en los comportamientos reproductivos de las
mujeres.
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to en la calidad de vida, niveles de saneamiento ambiental y especialmente el me-
joramiento de la nutrición de las mujeres (Entrevista a Laura Wong, 2004 y a
Susana Guijarro, 2004). No obstante, un factor que ha salido recientemente a la
luz a raíz de estudios en mujeres estadounidenses es la incidencia de la contami-
nación ambiental en tendencias alarmantes de madurez sexual temprana. Estu-
dios han observado que las menstruaciones tempranas son provocadas por la ex-
posición a compuestos químicos que alteran las hormonas, en particular estró-
genos que se encuentran en el ambiente en la forma de bifeniles policlorinados
y polibrominados mejor conocidos como PBBs y PCBs (MacKeen, 2001). Más
aún, estos estudios han comprobado que la pubertad temprana tiene efectos mé-
dicos laterales negativos en la vida de las mujeres a edades más avanzadas, parti-
cularmente porque incrementan el riesgo de cáncer de ovarios y mamas, como
también la menopausia temprana (MacKeen, 2001).

Estos compuestos químicos fueron ampliamente usados en la década de los
setenta en los Estados Unidos, y se piensa que aún siguen en el ambiente. Estos
datos nos conducen a reflexionar sobre los efectos de la contaminación ambien-
tal en la salud reproductiva de las mujeres que viven en zonas altamente conta-
minadas del Ecuador, como es el caso de varias provincias de la Amazonía, y la
provincia de Esmeraldas, así como en áreas bananeras y de uso masivo de DDT.
Un indicio de este fenómeno a nivel nacional puede ser el hecho de que el 11.1%
de todas las jóvenes en edades de 15 a 24 años tuvieron su menarquia a los 11
años o menos (CEPAR, ENDEMAIN, 1999). Estas reflexiones constituyen
también un desafío para los investigadores sobre la relación entre los factores am-
bientales y sus efectos la pubertad temprana en el Ecuador.

Retomando el tema de la fecundidad, a continuación se analizarán las ten-
dencias de la fecundidad global y específica por grupos de edad en el Ecuador,
en conexión con los comportamientos y preferencias reproductivas de las muje-
res, para concluir con una mirada a la situación de las adolescentes en el Ecua-
dor en relación a su fecundidad. 

Tendencias de la fecundidad global y específica

El gráfico 6 ilustra la tendencia sobre la que hemos reflexionado, es decir, el des-
censo del nivel de fecundidad global para todos los grupos de edad desde 1970.
No obstante, se observa que esta tendencia comenzó a desacelerarse hacia finales
de la década de los ochenta y en los noventa los niveles tienden a estabilizarse.
En efecto, de acuerdo a las proyecciones, para 2004 se esperaba un descenso ma-
yor (en torno a los 2.8 hijos por mujer) para el período 2000 a 2005, y que se
estabilizaría en 2.1 desde 2025. Sin embargo, a 2004 la tasa global de fecundi-
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dad (TFG)11 alcanzó un nivel de 3.3 hijos por mujer en edad fértil. Esta tenden-
cia se explica por la estabilización y el ligero ascenso de las TGF de las mujeres
en el área urbana, de las mujeres con niveles de instrucción superior, y sobre to-
do por el ascenso en las TGF de mujeres sin instrucción en el período 1999 a
2004. En cambio, la tendencia de la TGF decreciente es pronunciada entre mu-
jeres del área rural que descendió en un 70 % desde 5.5 en 1987 a 3.9 hijos por
mujer a 2004. Por otra parte, el gráfico denota que las tasas de fecundidad en el
área rural son aún mucho mayores que el promedio nacional y en comparación
con el área urbana. A pesar de que se observa una tendencia descendiente en las
tasas globales de fecundidad en el área rural, en promedio las mujeres que viven
en el área rural tienen casi un hijo más que en las mujeres que viven en la ciu-
dad. La estabilización de las tasas de fecundidad y los ascensos percibidos en el
período 1999 a 2004, especialmente entre mujeres sin instrucción, requieren
una indagación acerca de los factores que inciden en esta reversión de tendencias
que han marcado la fecundidad en el Ecuador desde hace ya cuatro décadas.
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11 La tasa global de fecundidad combina las tasas de fecundidad de todos los grupos de edad durante un pe-
ríodo determinado y se interpreta como el promedio de hijos nacidos vivos de todos los grupos de edad,
si sus comportamientos reproductivos actuales de cada generación se mantuvieran constantes (CEPAR,
ENDEMAIN, 1999).

0 10 20 30 40 50 60

T

Tasas por 1000 nacidos vivos

TGF Total

Sin instrucción

Área urbana Área rural

Instrucción superior

6.7 6.5
6.0005

5.4 

4.3
3.8 3.6 3.4 3.3

3.5

2.87

5.5

3.92

6.4

5.72

2.3
1.95

0

1

2

3

4

5

6

7

8

1965 1970 1975 1979 1987 1989 1994 1999 2004

Fuentes: CEPAL-CELADE, 2005; CEPAR, ENDEMAIN, 1999 y 2004
(Resultados preliminares).

Gráfico 6
Evolución de la tasa global de fecundidad, 1965-2004

 



Por otra parte, al analizar las tendencias de la fecundidad por grupos específicos
de edad a través de las curvas de fecundidad se puede descubrir cómo ha evolu-
cionado la fecundad a lo largo de la vida reproductiva de las mujeres. Las tasas
específicas de fecundidad muestran el número anual de nacimientos por mil mu-
jeres en edad fértil de cada grupo de edad. La forma de las curvas (ver gráfico 7)
son de “cúspide temprana” en el grupo de edad de 20 a 24 años, un indicativo de
la naturaleza controlada de la fecundidad en el Ecuador, marcada por el incre-
mento en la prevalencia de uso de anticonceptivos. Se nota una marcada inciden-
cia en la moderación de la pendiente, sobre todo, en las mujeres de 30 años en
adelante. En efecto en el período 1989 a 2004 los mayores descensos en el nú-
mero de hijos lo presentan las mujeres de 35 a 39 años, que bajaron en 27 hijos
por mil mujeres, y el grupo de 30 a 35 años que bajó por 23 hijos por mil mu-
jeres. Le sigue el grupo de 20 a 25 años que bajó su tasa de fecundidad por 20
hijos, y finalmente las mujeres de 45 a 49 años que descendieron su fecundidad
en 10 hijos por mil mujeres en el período 1989 a 2004. Estas tendencias concuer-
dan con el descenso de la fecundidad global en la década de los noventa a 2004.
No obstante, el único grupo que ha experimentado un incremento en su fecun-
didad son las mujeres de 15 a 19 años. La fecundidad en las adolescentes ha in-
crementado de 84 hijos a 100 hijos por mil mujeres en edad fértil, como se ob-
serva en el gráfico 7. El punto para el grupo de adolescentes es el único que as-
ciende entre las dos curvas que comparan la fecundidad en 1989 y 2004.
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Desde una perspectiva estrictamente demográfica, este incremento en la fecun-
didad de las cohortes más tempranas no es significativo ya que en promedio des-
de el año 1985, la contribución a la fecundidad global de los nacimientos en mu-
jeres de edades 15 a 19 años es de 11.3% del total (CEPAL-CELADE, 2005. En-
trevista a Luís Rivadeneira, 2004). En otras palabras, el descenso agregado de las
otras cohortes de mujeres opaca el incremento que presenta la cohorte adoles-
cente. No obstante, la magnitud del impacto que produce la fecundidad tempra-
na en las vidas de mujeres adolescentes no se puede medir con este indicador, co-
mo veremos más adelante.

Aunque las proyecciones indican un escenario esperanzador a futuro en
cuanto se estima que las tasas específicas, incluso para mujeres adolescentes, des-
cenderán, estas proyecciones no concuerdan con las estimaciones realizadas par-
ticularmente por la ENDEMAIN de 2004, en donde como observamos arriba,
los niveles de fecundidad global se han estancado e incluso se perciben incremen-
tos en ciertos grupos poblacionales, en particular los sin instrucción.

Tendencias de nupcialidad y comportamiento sexual de las mujeres

Tradicionalmente, el estado civil de las mujeres es una variable que ha sido to-
mada en cuenta como un determinante de la fecundidad en base a la suposición
de que este acontecimiento marca el inicio de la actividad sexual de las mujeres,
y por tanto, una mayor probabilidad de tener hijos. Aunque este sigue siendo un
factor importante en este análisis, la influencia del incremento en los niveles de
escolaridad de las mujeres y los procesos de urbanización han determinado que
las mujeres inicien su actividad sexual antes del matrimonio o la unión, como
analizaremos más adelante. No obstante, a nivel regional, la nupcialidad todavía
se considera el segundo factor más influyente en la fecundidad en Latinoamérica.
Tres factores relacionados con la nupcialidad que inciden fundamentalmente so-
bre la fecundidad incluyen el porcentaje de mujeres unidas, y su contraparte las
solteras, la edad de inicio de la unión y la estabilidad de las uniones representa-
da por el porcentaje de separaciones o divorcios (Guiomar et al., 2003). El pri-
mero y el último de estos factores están ilustrados en el gráfico 8.

48

Pilar Egüez Guevara

 



Como se observa en el gráfico, en el Ecuador se percibe una tendencia a la ba-
ja en el porcentaje de solteras, que ha descendido en 3 puntos porcentuales des-
de 1989 para ubicarse en 30 % en 2004. Este descenso en la proporción de sol-
teras encuentra lógica por el incremento de uniones, que se ubica hoy por hoy
en un 22.6 %. En efecto, las uniones han crecido en el mismo porcentaje que
los casamientos que se ubican hoy en un 36.6 %. En cuanto al lugar de residen-
cia, la proporción de mujeres unidas es pareja en áreas urbanas y rurales, pero
existen más mujeres casadas en el área rural, y entre las que tienen un nivel de
instrucción bajo. Por otro lado, el fenómeno creciente de disolución de las
uniones es evidente en el hecho de que el porcentaje de divorcios y separacio-
nes se ha incrementado en la última década desde un 7% en 1989 hasta un
10.4% en 2004. Este dato puede complementarse con una tendencia ascenden-
te en la jefatura femenina en los hogares ecuatorianos. Así, mientras que en
1990, este tipo de hogares constituían el 19.8% del total, en 2001 esta cifra se
incrementó a 25.4 %, en otras palabras uno de cada cuatro hogares en el país
es liderado por una mujer. Además, el incremento de hogares con jefatura fe-
menina fue más significativo en la ciudad alcanzando un 27.7 %, respecto al
campo donde se incrementó a 21.5 %. (SIISE 2003). De hecho, hay una dife-
rencia de más del 100% en las proporciones de mujeres divorciadas y separadas
en el área urbana (11.3%) respecto a la rural (5.8%).

Aún más que entre áreas urbanas y rurales, las tendencias de nupcialidad en
nuestro país presentan diferencias importantes a nivel regional, que son en gran
medida determinadas por particularidades culturales, como lo ilustra el gráfico
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Evolución del estado civil o conyugal de las mujeres en edad fértil

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN, 1989, 1994, 1999, 2004. 

 



9. De manera que, a pesar de que el promedio del país presenta un número aún
mayor de casadas respecto a unidas, en la región costa se observa un fenómeno
inverso. Es así que mientras, en la sierra el porcentaje de mujeres en edad fértil
casadas es del 45.8% frente a un 10.2% de unidas, en la costa estas cifras son
35% de unidas frente a un 27% de casadas. Los valores extremos dentro de es-
tas regiones los lleva por una parte Esmeraldas con un 43.6% de unidas frente a
un 17.9% de casadas. Por su parte, la provincia de Chimborazo presenta los va-
lores extremos para la sierra con 2.6% de unidas y 54.2% de casadas. Las pro-
porciones más altas de solteras se encuentran en la Sierra y en la Amazonía (35.4
y 29.5 % respectivamente), mientras que la Costa sobresale por la mayor pro-
porción de divorciadas/separadas, con 11.6%.

En lo que respecta a nupcialidad, el Ecuador encaja dentro de la tendencia lati-
noamericana, que contrasta con nuevos patrones de formación de uniones y de
conformación de familias en países desarrollados. En estos países hay una poster-
gación de las uniones, una “mayor presencia de cohabitación, la procreación ex-
tramarital, así como el incremento de la disolución de uniones y familias recons-
truidas”. Estos patrones se consideran característicos de una segunda transición
demográfica (Guiomar et al., 2003). Como vimos, para el Ecuador la única va-
riable que concuerda con esta tendencia es el incremento leve en la proporción de
mujeres separadas/divorciadas, sin embargo, este porcentaje sigue siendo bajo.

Continuando con el análisis de los patrones de nupcialidad, los factores
más importantes a considerarse son las edades de inicio de la unión y de la pri-
mera relación sexual ya que determinan directamente el período de exposición al
embarazo (Guiomar et al., 2003). Como muestra la tabla 1, a lo largo de la dé-

50

Pilar Egüez Guevara

0
5

10
15
20
25
30
35
40
45
50

Unida Casada Divorciada/Separada

Costa Sierra Amazonia Insular

Soltera

45

40

35

30

25

20

15

1

40.5

24.7 24.2

17.2

22.1

32.4

Gráfico 9
Distribución regional de mujeres en edad fértil 
por estado civil o conyugal

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN, 2004 (Resultados preliminares).



cada, en el Ecuador se percibe un rejuvenecimiento de la edad mediana12 de las
relaciones sexuales, ubicándose en 18.7 años en 2004 y en menor medida del na-
cimiento del primer hijo (21.2 años). La edad mediana de las uniones no pre-
senta una variación significativa durante el período analizado. En efecto, inclu-
so en 1989 esta variable se mantenía en 20.7 años. Sobresale el hecho de que las
mujeres sin instrucción presenten la edad mediana más temprana (16.7 años) de
ocurrencia de la primera relación sexual entre todas las categorías analizadas. De
hecho una brecha de un poco más de 6 años separa a las mujeres con educación
superior y las que no cuentan con ninguna experiencia educativa. Se percibe ade-
más que las mujeres en áreas urbanas tienen sus primeras experiencias sexuales,
maritales y de concepción aproximadamente un año más tarde que las rurales.
La ENDEMAIN 2004 ha introducido la variable de composición étnica dentro
de la categoría de edades medianas, de la que podemos concluir que las mujeres
indígenas y de otro grupo étnico se unen, tienen su primer hijo y su primera re-
lación sexual a una edad ligeramente más joven que las mujeres mestizas.

51

Mujeres y población

Tabla 1
Evolución de las edades medianas a la primera relación sexual, primera unión
y primer nacimiento según área, nivel de instrucción y grupo étnico

Características Primera relación Primera unión Primer nacimiento
sexual
1994   1999   2004 1994   1999   2004 1994  1999  2004

País 19.8    19.1    18.7 20.7     21.1    20.6 21.5    21.5   21.2
Área
Urbana 20.3    19.6     19 21.3    21.7    20.9 22.1    22.1    21.7
Rural 19       18.5   18.3 20.1    20.2     20.1 20.7    20.6    20.5
Nivel de
Instrucción
Ninguno 17.3    16.7     16.7 18.6     18.5    18.4 19.8    19.8    19.2
Superior 24.2    23.4     22.3 24.9     25       24.7 26.1     26.1   25.7
Grupo étnico
Indígena 18.4 20.1 20.5
Mestiza 188 20.7 21.3
Otro 18.1 20.2 20.8

Fuentes: CEPAR, ENDEMAIN, 1994, 1999 y 2004 (Resultados preliminares).

12 La edad mediana se refiere a la edad a la cual la mitad del total de mujeres del grupo de edad ha experi-
mentado el evento (CEPAR, ENDEMAIN, 1999) y se diferencia de la edad promedio en que el indica-
dor de edad mediana no está afectado por valores extremos de las edades más avanzadas que en conjunto
aportan en mayor medida a la fecundidad global.

 



En concordancia con el fenómeno de rejuvenecimiento en las edades de los
acontecimientos que marcan el inicio de la vida reproductiva de las mujeres –en
particular la primera relación sexual y el primer hijo– se percibe un incremento
en las proporciones de mujeres que experimentaron estos eventos antes de los 18
años, como lo muestra el gráfico 10.

Como ya comprobamos en el análisis de edades, el porcentaje de uniones a eda-
des tempranas es la única variable que se mantiene relativamente constante e in-
cluso presenta un descenso respecto a las otras dos. No obstante, son notorios los
incrementos en el porcentaje de mujeres que inician su vida sexual y su etapa de
maternidad a edades tempranas. Esto comprueba la reflexión que hicimos al co-
menzar la discusión sobre nupcialidad: este evento va perdiendo importancia co-
mo determinante del inicio de la vida reproductiva de las mujeres, ya que se per-
cibe un incremento en la proporción de mujeres que llega a ser sexualmente ac-
tiva y madre antes del matrimonio y la unión.
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Evolución del uso de anticonceptivos en las mujeres

Como ya anticipamos, a nivel regional se ha observado que el incremento en el
uso de anticonceptivos es el principal determinante de la transición de altos a ba-
jos niveles de fecundidad. En efecto, en el Ecuador, en 20 años el uso de méto-
dos anticonceptivos por parte de las mujeres se duplicó desde un 33.6% a un
66.3% en 1999, y hoy su prevalencia asciende a 72.7%. No obstante, aunque las
mujeres ecuatorianas casi en su totalidad conocen acerca de algún método anti-
conceptivo con mínimas diferencias entre áreas urbanas y rurales (99% y 91%
respectivamente en 1999), persisten brechas amplias en el uso de éstos métodos
entre sectores indígenas, mujeres que viven en áreas rurales, y aquellas que tie-
nen bajos niveles de instrucción. Actualmente, la prevalencia de uso en el área
rural es de 66.7% 10 puntos menos que en área urbana. Adicionalmente, las mu-
jeres sin instrucción presentaron los niveles más bajos de conocimiento de mé-
todos en 1999 (45.3%), en consecuencia a 2004 el porcentaje de uso en este gru-
po de mujeres sigue siendo bajo (51%). No obstante, el nivel más bajo de uso de
anticonceptivos lo presentan mujeres indígenas (47.2%) como se observa en el
gráfico 11. Como veremos más adelante, estas estadísticas son un reflejo de la
preocupante situación en cuanto a salud y derechos sexuales y reproductivos en
este grupo de mujeres.

53

Mujeres y población

30

25

20

15

10

5

0
Primera relaci—n

4

24.7 24.2

17.2

22.1

3

Primera uni—n Primer nacimiento

1994 1999 2004

0 20 40 60 80 100

Usan

Otro grupo étnico

Mestiza

Indígena

Instrucción Superior

Sin instrucción

Rural

Urbana

Total

No Usan

Gráfico 11
Uso de anticonceptivos según grupo étnico, instrucción y área

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN, 2004 (Resultados preliminares).

 



En cuanto a las preferencias de métodos, el gráfico 12 ilustra la evolución de los
diferentes tipos de métodos en el orden de mayor uso entre las mujeres en edad
fértil13. Es evidente que la esterilización femenina, la píldora y el DIU son los
métodos preferidos, seguidos por el ritmo, el retiro y la inyección contracepti-
va14. En este aspecto, el Ecuador encaja dentro del patrón observado en naciones
en desarrollo, donde sobresale el uso de la esterilización femenina, y contrasta
con los países desarrollados que prefieren los métodos tradicionales (Guiomar et
al., 2003)15. En efecto, en el período 1995-1999, el 34.8% de las mujeres casa-
das o unidas en edad fértil estaban esterilizadas; a medida que avanza la edad el
porcentaje es mayor. No obstante, el 2.1% de mujeres entre 15 y 19 años y el
12.5% de 20 a 24 años ya estaban esterilizadas al momento de la encuesta. Ade-
más el porcentaje de mujeres esterilizadas sin instrucción es mayor que el pro-
medio nacional (47.2%) (CEPAR, ENDEMAIN, 1999).

Una situación alarmante es el bajo porcentaje de uso del condón, aunque
se ha incrementado a lo largo de la década: se ubica por debajo de seis alterna-
tivas anticonceptivas a pesar de ser la única disponible en el Ecuador para la
prevención eficaz de las enfermedades de transmisión sexual (ETS) y VIH/SI-
DA16. A esto podemos complementar que más del 60% de las usuarias entre-
vistadas en la ENDEMAIN 1999 usan anticonceptivos para limitar su familia,
un 30% para espaciar los embarazos y únicamente un 7% lo usan por “otras ra-
zones” entre las que se incluyen la prevención de las ETS y el VIH/SIDA. Una
explicación que provee la misma encuesta es que una razón importante (7.3%
de mujeres) para la descontinuación del condón es la oposición de su compa-
ñero a su uso. Ello aparece como un indicativo de la persistencia de las desi-
gualdades de género en la toma de decisiones sobre las relaciones sexuales. Ca-
be señalar que este valor se incrementó desde 1994, cuando solo era 4.7%. Sin
embargo, mayor oposición de sus compañeros enfrentaban mujeres que usaban
la inyección anticonceptiva (11.1%). Además, persiste la responsabilidad úni-
ca de la mujer sobre la anticoncepción ya que como ilustra el gráfico 11, seis
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13 Más adelante en la sección sobre aborto se discutirá la situación en torno a la anticoncepción de emergen-
cia.

14 Los métodos vaginales como la espuma, jalea y óvulos, y otros como la esterilización masculina, y los im-
plantes, tienen proporciones mínimas de uso (0.2 y 1.5 respectivamente). Aunque los primeros manifies-
tan tendencia decreciente en su uso, los segundos presentan un incremento a lo largo de la década. 

15 Los métodos tradicionales incluyen el retiro (o coito interrumpido) y el ritmo. Todos los otros métodos
son catalogados como modernos. 

16 Entre todos los métodos de control de barrera, el condón es el método más efectivo, con un margen de
error de 2 a 3%; el uso correcto de un condón de buena calidad y un espermicida provee cerca de 100%
de protección. El condón femenino ofrece una efectividad comparable a la del condón en cuanto a pre-
vención de ETS, no obstante, su disponibilidad en el país es escasa. El diafragma es un mecanismo que
también provee protección a ETS pero no es tan efectiva como el condón (Miracle et al., 2003: 178).

 



de ocho métodos anticonceptivos más usados son aquellos que involucran úni-
camente a la mujer17.

La problemática sobre el bajo porcentaje del uso del preservativo masculino y
en general sobre la desigualdad de género en las relaciones sexuales es mucho
más grave entre mujeres indígenas y mujeres sin instrucción. En efecto, entre
las mujeres indígenas que sí usan métodos anticonceptivos, que como vimos es
el más bajo de todas las categorías analizadas, prefieren el retiro entre todos los
métodos (12%) y las mujeres sin instrucción prefieren la esterilización seguida
por el retiro. Estos dos grupos presentan además, los porcentajes más bajos de
uso del condón masculino (1.8% y 0.1%, respectivamente). Estos datos sugie-
ren que la educación de las mujeres va de la mano con su posibilidad de empo-
deramiento en el ámbito sexual, y que la desigualdad de género es uno de va-
rios factores que determinan que la mujer sea más vulnerable al contagio de las
ETS y el SIDA, evidencia de lo cual es el incremento considerable en los casos
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17 A pesar de que la información presentada aquí no incorpora la esterilización masculina (vasectomía) co-
mo un método que concierne a los varones, se conoce que esta es una práctica poco común (0.3% de
acuerdo a la obra citada de Reyes y Camacho 2000).
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Evolución del uso de distintos métodos anticonceptivos

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN 1989 y 2004 (Resultados preliminares).

 



de VIH/SIDA en mujeres desde la aparición de la enfermedad en nuestro país
en el año de 198918.

Un aspecto que ha merecido poca atención en los debates sobre la anticon-
cepción, y últimamente sobre la anticoncepción de emergencia, es el tema de los
efectos médicos laterales de algunos métodos anticonceptivos. La ENDEMAIN
de los diversos años proporcionó información sobre las razones de descontinua-
ción por efectos laterales de algunos métodos, entre los que sobresalieron la píl-
dora, el dispositivo intrauterino y la inyección con los porcentajes más altos:
29.6%, 31.7% y 21%, respectivamente, en 1999. Cinco años antes, no obstan-
te, los efectos laterales que declararon estas mujeres por el uso de estos tres mé-
todos era aún más alto: 31.6%, 33.2% y 35%, respectivamente. Como vimos
anteriormente, precisamente, la píldora y el DIU, son dos de los métodos prefe-
ridos por las mujeres ecuatorianas de lo que podemos concluir que existe una
amplia desinformación respecto de los efectos secundarios de estos métodos19.

Si bien, el incremento en la prevalencia de uso de métodos anticonceptivos
entre las mujeres ecuatorianas como la causa más importante para el descenso en
la fecundidad en las últimas décadas, es una evidencia de los cambios en las as-
piraciones del tamaño de la familia, todavía hay una brecha entre estas aspiracio-
nes y la experiencia reproductiva real de las mujeres. Prueba de ello son los in-
crementos observados en el número de nacimientos no previstos y no deseados
en la última década. El porcentaje de los nacimientos planeados y deseados bajó
en 8.8 puntos entre los períodos 1989-1994 a 1994-1999 para ubicarse en
62.5% en 1999. Consecuentemente, los embarazos planeados, pero no previs-
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18 En efecto, se ha observado un cambio gradual en la razón hombre/mujer de casos de SIDA de 10 hom-
bres por una mujer en 1984 a 2.3 hombres por una mujer en 2004 (MSP, Programa Nacional del Sida
/ITS, 2004). El número de casos reportados de VIH SIDA se ha incrementado a lo largo de dos décadas
y a 2004 el Ecuador ha presenciado un acumulado de 5993 casos y hoy la epidemia está en fase de acele-
ración. Hasta octubre de este año se reportaron 702 casos de los cuales 262 son mujeres, y 168 de ellas
son amas de casa. A nivel de provincias, Guayas concentra más de la mitad de los casos reportados en 2004
(389 casos). No obstante, en los establecimientos de salud se estima un subregistro del 60% debido a la
limitada oferta de medios diagnósticos y a la estigmatización social. (Médicos Sin Fronteras, 2003). Ade-
más de factores sociales como la desigualdad de género, existen motivos biológicos que determinan que la
mujer sea más vulnerable al contagio de las ETS y SIDA. Por ejemplo, las características de alta tempera-
tura y humedad de la vagina, implican que sea el doble de probable que un hombre contagie una ETS a
una mujer, que una mujer lo haga. Se conoce, además, que hay una mayor incidencia de ETS entre mu-
jeres jóvenes que mujeres adultas debido también a factores biológicos. El sexo anal también incrementa
el riesgo de contraer una ETS (Miracle, et al., 2003). Además, contrariamente a la creencia común, el por-
centaje de casos de VIH/SIDA en el Ecuador es mucho mayor entre heterosexuales que en homosexuales
y bisexuales. En efecto, a 2004 en el Ecuador la razón heterosexual y homosexual es aproximadamente 5
a 1 (se registraron 540 casos en heterosexuales respecto a 59 en homosexuales y 103 en bisexuales).

19 Si bien muchos de estos efectos pueden ser producto de un uso de la píldora en situación contraindicada
(por ejemplo mujeres que tienen problemas circulatorios, presión alta, cáncer de mama o útero, diabetes,
entre otros), se ha observado una relación entre anticonceptivos orales y cáncer de mama (Miracle, et al.
2003: 184).
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tos, se incrementaron por 3.5 puntos para ubicarse en 17.3% en 1999. De la
misma manera, los embarazos no deseados se incrementaron en 3.3 puntos para
ubicarse en 20.2% en 1999. Los mayores porcentajes de nacimientos no desea-
dos se observaron en las áreas rurales, con 23.6% y entre mujeres sin instrucción
35.2% en 1999 (CEPAR, ENDEMAIN, 1999). Lo dicho se entiende mejor al
comparar las tendencias de las tasas globales de fecundidad deseada y la observa-
da, ilustradas en el gráfico 13.

La tasa global de fecundidad deseada ha descendido a lo largo de la década, y se
ha estabilizado hacia 2004. A pesar de ello, el número de hijos no deseados ha
permanecido constante, e incluso ha decrecido hacia 2004, lo que se explica por
un descenso en la tasa de fecundidad observada20. No obstante, los diferenciales
entre áreas, niveles de instrucción y grupo étnico sugieren que las mujeres de sec-
tores marginados no han cumplido, del todo, las aspiraciones reproductivas en
cuanto al tamaño de su familia. Así, en 2004, las tasas más altas de fecundidad
global no deseada, es decir de hijos no deseados, se encuentren en el área rural
(0.84), en la Amazonía (1.19), entre mujeres sin instrucción (1.31) y en muje-
res indígenas (1.44) según evidencia el gráfico 14.
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Gráfico 13
Tendencia de la tasa global de fecundidad deseada, no deseada y observada

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN 2004 (Resultados preliminares).

20 La tasa de fecundidad no deseada se calcula al restar el valor de la tasa de fecundidad deseada (que indica
las aspiraciones de hijos en las mujeres) de la tasa de fecundidad observada (que refleja cuantos hijos tu-
vieron las mujeres en realidad.)

 



Aborto inducido en América Latina y el Ecuador

Las estadísticas en torno a los embarazos no deseados nos conducen al tema del
aborto inducido o provocado como un mecanismo que, al interrumpir el proce-
so de gestación, incide en la regulación de la fecundidad. En la sección siguien-
te se revisará la situación del aborto en el Ecuador y América Latina en base a la
escasa pero valiosa información que existe sobre el tema. La controversia sobre el
tema del aborto en el Ecuador gira en torno a su legalización, en tanto en el país
ésta es una práctica penada por la ley, excepto “cuando peligra la vida de una ma-
dre o en caso de violación a una mujer “idiota” o “demente” (CONAMU-
UNFPA 2004). Por esta razón, el registro de datos sobre abortos inducidos es
una labor compleja y no existe información confiable en el país sobre el tema.
No obstante, un indicio sobre las tendencias entre distintos grupos de mujeres
ofreció la ENDEMAIN en 1994 al indicar que 46 mujeres de un total de 4 290
entrevistadas terminaron su último embarazo por causa de un aborto inducido
en el período 1992-1994, de los cuales la mayoría se presentaron en el área ur-
bana y entre mujeres de mayor nivel socio-económico. Adicionalmente, varios
estudios han observado que contrariamente a lo que se cree, el aborto no es una
práctica significativa en mujeres, adolescentes, pero sí lo es en mujeres adultas y
comprometidas (ver sección Fecundidad de las adolescentes). 

Hoy, no contamos con una información específica sobre abortos provoca-
dos. El INEC en el Anuario de Estadísticas Vitales del año 2002 indicó que hu-
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bo 20 casos de embarazos terminados en aborto que provocaron la muerte de
la madre, mientras que en total, los embarazos terminados en aborto fueron la
segunda causas de morbilidad en las mujeres. Sin embargo, como indicamos,
esta cifra no especifica el tipo de aborto, como inducido o espontáneo, de ma-
nera que es imposible determinar con certeza la situación de abortos inducidos
en el país21.

Esta escasa información de ninguna manera refleja la realidad sobre esta
práctica en el Ecuador, que es subestimada por el hecho de su penalización. Si ve-
mos al Ecuador dentro del contexto latinoamericano, podemos acercarnos un po-
co a la realidad que se vive en nuestro continente respecto al aborto. La informa-
ción disponible sobre abortos provocados en la región indica que esta es una prác-
tica frecuente, no obstante, es la determinante que ha probado tener el menor
efecto en el nivel de la fecundidad y no hay evidencias que su legalización con-
duzca a una disminución más rápida del promedio de hijos por mujer, según se
ha observado en países donde el aborto ha sido legalizado (Guiomar et al., 2003).

Por otra parte, según estimaciones de la OPS en 2002, se conoce que seis
países de América Latina y el Caribe se llevan a cabo casi 3 millones de abortos
cada año, y, además, los abortos practicados en malas condiciones producen en-
tre 4.500 a 11.000 muertes al año (ISIS 2003). Informaciones adicionales sobre
países específicos indican que en la Argentina el aborto inducido es la causa de
muerte más importante en todos los grupos por encima de los 20 años (Guio-
mar et al., 2003); por otro lado, Chile presenta una situación paradójica, en tan-
to, la prevalencia anticonceptiva es alta y hay amplia disponibilidad de métodos
modernos, no obstante, la ilegalidad de la práctica se traduce en un alto núme-
ro de abortos inducidos similar a la incidencia de embarazos no planeados o no
deseados (Guiomar et al., 2003; ISIS, 2003). Los abortos inducidos en países
donde esta práctica no está legalizada se realizan en muy malas condiciones pro-
vocando complicaciones graves para la salud de las mujeres que resultan princi-
palmente en infecundidad a futuro y en el peor de los casos su muerte (CEPAR.
ENDEMAIN 1994). Generalmente, los abortos se realizan en condiciones de
insalubridad extrema, las operaciones no se realizan con el equipo necesario y los
médicos u obstetrices no están académicamente preparados (Sandoval, 2002).

La controversia sobre el aborto inducido ha traído al debate la anticoncep-
ción de emergencia (AE), que se la ha planteado incluso como un método de pri-
meros auxilios ante situaciones de emergencia médica como es el caso de una
violación, fenómeno que ha alcanzado niveles alarmantes en el Ecuador. La in-
formación y disponibilidad de píldoras de anticoncepción de emergencia, así co-
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21 Freire (1992: 187) reporta para la década de los ochenta una tasa de abortos hospitalarios de 7.5% por
cien embarazos.

 



mo los otros métodos anticonceptivos constituyen un derecho de las mujeres pa-
ra decidir y controlar su fecundidad y su cuerpo (Carrillo, 1998). Pero a pesar
de ello, en América Latina, la anticoncepción de emergencia ha sido identifica-
da como uno de los secretos más guardados. Su comercialización comenzó en los
años setenta y sin embargo, las autoridades de salud de los países, no han facili-
tado el registro de un producto único, en muchos casos debido a presiones de
grupos conservadores para prohibir su distribución con el argumento de su su-
puesto efecto abortivo.

En efecto, la anticoncepción de emergencia consiste en una combinación
de anticonceptivos orales que contienen las substancias levonorgestrel y etninil
estradiol. A nivel internacional, se hizo un esfuerzo para su difusión en el Con-
senso sobre la Anticoncepción de Emergencia en Italia llevado a cabo en 1995
(ISIS, 2003). En el Ecuador, una acción importante en ese sentido fue la Prime-
ra Conferencia Internacional del Consorcio Latinoamericano de Anticoncepción
de Emergencia realizada en Quito en el año 2002 en donde se discutió la situa-
ción del Ecuador y Latinoamérica en cuanto los derechos sexuales y reproducti-
vos a la anticoncepción de emergencia. A pesar de que la fórmula combinada de
píldoras es legal y han estado disponibles en farmacias y establecimientos de sa-
lud, la difusión sobre esta información en el Ecuador es escasa, y restringida a
sectores que residen en áreas urbanas y con un mayor grado de educación. Co-
mo sucedió en varios países incluidos el Perú, Chile y la Argentina, en el Ecua-
dor, al poco tiempo de la introducción de la AE en el mercado bajo la marca de
Prostinor 2 a finales de 2004, grupos pro-vida presentaron un recurso de ampa-
ro en la que se expidió una resolución de prohibición que argumentaba una fa-
lla reglamentaria en la regulación del precio. Como consecuencia, la píldora se
retiró del mercado por orden ministerial.

Es alarmante que la AE en el Ecuador, al igual que en Chile, Bolivia, El Sal-
vador, Guatemala y México no esté considerada como una opción ante la viola-
ción. Los únicos países en donde esto ocurre son el Brasil, el Perú y Colombia
(ISIS, 2003). En este contexto, la AE es una necesidad para las adolescentes más
jóvenes, en tanto muchas de ellas son objetos de violaciones sexuales muchas de
las cuales desembocan en embarazos no deseados que en estas circunstancias
constituyen una verdadera tragedia que marca la vida de las mujeres y las priva
de su desarrollo a futuro. A continuación, discutiremos sobre el tema de la fe-
cundidad en jóvenes y adolescentes en torno a una reflexión sobre las implica-
ciones sociales de este fenómeno para su desarrollo integral.
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Fecundidad de jóvenes y adolescentes 

El conjunto de implicaciones que produce el embarazo en jóvenes, pero especial-
mente en adolescentes, se resume en la privación de uno de sus derechos funda-
mentales: a un crecimiento físico y emocional saludable en el que cuenten con
información y apoyo para asumir una sexualidad oportuna y responsable22 (CE-
PAR-INEC-UNFPA, 2003).

Un embarazo para una adolescente representa un obstáculo para su desa-
rrollo personal, sobre todo, en cuanto a la posibilidad de educarse. Adicional-
mente, esta situación pone en riesgo su salud física y mental, ya que no está pre-
parada ni física ni emocionalmente para asumir esta responsabilidad. De hecho,
la magnitud de la problemática de los embarazos precoces se refleja en que la pri-
mera causa de ingreso hospitalaria en la población femenina de 10 a 19 años, se
relaciona con problemas del embarazo, parto y puerperio y consecuentemente
siete de las principales causas de egresos hospitalarios derivan de problemas obs-
tétricos (CEPAR-INEC-UNFPA, 2003). Las implicaciones son más complejas
para las adolescentes de bajos recursos que en nuestro país se concentran en áreas
rurales con gran incidencia indígena y en zonas urbano-marginales, ya que su
condición de marginalidad y las desigualdades que experimentan por ser muje-
res se trasfieren a sus hijas e hijos. En efecto, en América Latina, el embarazo
adolescente es uno de los factores que más impacta en la reproducción de las ine-
quidades de género y de la pobreza entre generaciones (CEPAL, 1997). 

La evidencia más clara sobre la realidad del embarazo en adolescentes hacia
1999 es que la edad promedio, al primer embarazo en ese año, entre mujeres de
15 a 24 años fue de 17.6 años y la edad promedio a la primera experiencia se-
xual fue de 16.6 años (CEPAR-INEC-UNFPA, 2003). Además, a 2003, el
15.3% de todas las mujeres embarazadas eran adolescentes de 15 a 19 años23. No
obstante, de acuerdo a la información disponible, la creciente problemática del
fenómeno, a través del tiempo, se puede apreciar mejor al mirar el incremento
en la fecundidad específica de las edades 15 a 19 años. Como analizamos en la
sección anterior, de todos los grupos de mujeres, el de adolescentes de estas eda-
des fue el único que incremento su fecundidad en el período 1989 a 2004 pa-
sando de 84 a 100 nacimientos por mil mujeres en edad fértil. Este incremento
es sugerente, ya que a medida que la fecundidad en otras edades decreció, la ten-
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22 El embarazo en adolescentes ha sido incorporado como un indicador que mide uno de los tres derechos
en base a los que se construye el índice de los derechos de los adolescentes de 12 a 18 años. Los otros dos
indicadores incluyen la matriculación en la secundaria, muertes en adolescentes por causas prevenibles y
que no se deben a enfermedades (CEPAR-INEC-UNFPA, 2003).

23 INEC, Sistema integrado de encuestas de hogares. Módulo de Desarrollo Social. Noviembre 2003. Infor-
mación obtenida en el centro de documentación del CONAMU. Quito.



dencia en adolescentes llevó una orientación contraria al de la mayoría de gru-
pos de edad24. A 2001, las mayores proporciones de partos en adolescentes se en-
cuentran en la Costa y la Amazonía, en particular en las provincias de Esmeral-
das, Manabí, Sucumbíos y Zamora Chinchipe (UNICEF, 2004).

Para evidenciar la tendencia creciente del fenómeno de los embarazos ado-
lescentes, es preciso mirar, en primer lugar, cómo ha evolucionado el compor-
tamiento sexual de las mujeres jóvenes, para luego, comprobar que en efecto es-
tos comportamientos se traducen en un incremento en la fecundidad adoles-
cente. Como ya anticipamos en la sección de nupcialidad, un factor clave que
determina una mayor exposición de las mujeres jóvenes al riesgo de embarazo
es su actividad sexual antes del acontecimiento nupcial. Efectivamente, a lo lar-
go de la década una proporción cada vez mayor de jóvenes y adolescentes ecua-
torianas tienen actividad sexual fuera del matrimonio o de la unión conyugal.
Es así que los porcentajes de mujeres entre 15 a 24 años con experiencia mari-
tal han decrecido al ritmo que se han incrementado las experiencias sexuales
premaritales, como se observa en el gráfico 15. En total al año 2004 mientras
el 37.2% de las jóvenes y adolescentes tuvieron su primera relación sexual pre-
marital, solo un 9.5% lo hicieron con su esposo o compañero; el 53.3% restan-
te son las mujeres que no han tenido experiencia sexual a esas edades (CEPAR,
ENDEMAIN, 2004).
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24 Otro indicador que muestra la intensidad del fenómeno del embarazo en adolescentes es el porcentaje de
niños nacidos vivos de mujeres adolescentes del total de nacimientos en un año dado. Al año 2002, según
el INEC, el porcentaje de niños, hijos de madres de 15 a 19 años, fue de 16.5%. No obstante, este indi-
cador no es útil para observar la tendencia de nacimientos ya que por la dinámica demográfica de rejuve-
necimiento que ha experimentado el país en este período, la población de mujeres en edad fértil en estos
grupos de edad también ha aumentado como porcentaje del total (como ya analizamos en la sección 2).
Por esta razón, no es extraño que en 1990, de acuerdo a la misma fuente, el porcentaje de niños, hijos de
madres de adolescentes, también fue del 16.5%: menos hijos nacían de menos madres adolescentes res-
pecto a 2002.



El gráfico sugiere que todas las categorías analizadas presentan incrementos; sin
embargo, se observan diferencias importantes en los incrementos relativos entre
una y otra categoría. Por ejemplo, sobresale el incremento de mujeres con expe-
riencia premarital en el área urbana, que crece en un 43.3% frente a un 26.4%
de incremento en el área rural. Además, aunque en términos absolutos el por-
centaje de mujeres con experiencia sexual premarital, sin ningún nivel de ins-
trucción, es el mayor del grupo, su aumento (46%) es bajo comparado con el
que experimenta el grupo de educación superior, que sube en un 80% durante
la década. A esta información podemos complementar datos de la ENDEMAIN
1999 donde se observó que 64.5% de mujeres de 15 a 25 años de edad tuvieron
su primera relación sexual con su novio, y únicamente 31.1% lo hicieron con su
esposo. Estas estadísticas indican que la iniciación más temprana a la vida sexual
está fuertemente influenciada por el hecho de vivir en el área urbana y extraña-
mente, por mayores niveles educativos en las mujeres. Como veremos más ade-
lante, estos factores no están desvinculados a fenómenos macro-sociales como,
por ejemplo, la globalización. Más aún, el inicio de la vida sexual temprana es
un fenómeno regional. A nivel latinoamericano, se encontró que el 11% de mu-
jeres entre 20 y 49 años tuvieron su primera relación sexual antes de los 15 años,
el 42% antes de los 18 años y el 61.5% antes de los 20 años (CEPAR UNFPA
INEC, 2003). 

Después de comprobar que la actividad sexual temprana es un cambio im-
portante en la última década, es preciso mirar cómo este comportamiento se ha
traducido en la fecundidad entre mujeres que han tenido experiencias sexuales a
edades jóvenes. El gráfico 16 demuestra que los embarazos en adolescentes y jó-
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venes adultas como porcentaje del total con experiencia sexual se han incremen-
tado significativamente a lo largo de la década. Hoy por hoy, casi ocho de cada
diez jóvenes y adolescentes que han tenido experiencia sexual han estado alguna
vez embarazadas.

Estos resultados se entienden mejor si consideramos que en el período 1994 a
2004, la proporción de mujeres con experiencia sexual incrementó solo 6 pun-
tos. Mientras en 1994, la proporción de jóvenes y adolescentes con experiencia
sexual era del 40.7%, en 2004 es de 46.7%. En otras palabras, aproximadamen-
te la mitad de las adolescentes y jóvenes han tenido experiencia sexual y este por-
centaje se ha mantenido a lo largo de la década. A pesar de que la proporción de
mujeres con experiencia sexual es casi igual que hace diez años, se ha triplicado
el número de adolescentes de ese grupo que ha experimentado el embarazo. De
estos resultados podemos deducir que debido a un conjunto de factores socio-
culturales y de desinformación, una relación sexual pre-marital en mujeres-ado-
lescentes se traduce, casi en la totalidad de los casos, en un embarazo no previs-
to. Más aún, si partimos del hecho de que casi la totalidad de los adolescentes y
los jóvenes que han tenido relaciones sexuales, también han estado alguna vez
embarazadas, y añadimos a esto que estas experiencias ocurren fuera del matri-
monio o la unión conyugal, como analizamos en el gráfico 15, podemos concluir
que una gran proporción de esas mujeres son madres solteras. En efecto, en
1999, cerca del 40% las mujeres menores de 20 años experimentaron su primer
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embarazo con su novio u otra persona que no era su esposo o compañero, ten-
dencia que ha sido ascendente a lo largo de la década (CEPAR, ENDEMAIN,
1989, 1994, 1999). La situación se agrava por el hecho que en la mayoría de ca-
sos, además de no contar con el apoyo de su pareja, tampoco cuentan con la
aceptación ni el apoyo de sus familias. En efecto, en más de la mitad de los ca-
sos (57%) de mujeres embarazadas antes de los 20 años, la reacción de su fami-
lia fue de no aprobación, no intervención o rechazo (CEPAR, ENDEMAIN,
1999). Más aún, las mujeres adolescentes y jóvenes embarazadas enfrentan una
fuerte estigmatización por parte de la comunidad educativa, en donde se les nie-
ga el derecho a continuar educándose, y bajo cualquier excusa se las echa del es-
tablecimiento. Desde algunas instancias, entre las que destaca la ya mencionada
Unidad para la Atención de Adolescentes de la Maternidad de Quito por su en-
foque de derechos en la atención a las adolescentes, se ha intentado coordinar
con los establecimientos educativos para que este derecho sea respetado. Sin em-
bargo, esta instancia no ha podido difundir estas buenas acciones de dichos co-
legios pues cuando lo ha hecho, las agresiones verbales se han manifestado en di-
ferentes formas contra las adolescentes (Entrevista a Susana Guijarro, 2004).

Estas situaciones evidencian la ausencia de una cultura sobre los derechos
de los y las adolescentes y en particular sobre los derechos de las mujeres, que ac-
túa conjuntamente con una amplia desinformación por parte de adolescentes,
hombres, mujeres y sus comunidades acerca del cuerpo, así como, las consecuen-
cias de las relaciones sexuales sin protección para su salud. Como observamos
arriba, la prevalencia de uso de anticonceptivos se ha incrementado en general
para el país a lo largo de la década, y esto ha explicado en gran medida el des-
censo de la fecundidad global. Podemos intuir entonces que, la misma razón que
explica el descenso total, explica también en parte el incremento específico del
grupo adolescente. La tabla 3 provee una idea de la situación de desinformación
en cuanto al conocimiento y uso de métodos anticonceptivos entre las adoles-
centes y jóvenes en su primera experiencia sexual. Estos resultados comprueban
la hipótesis que planteamos arriba, es decir que un porcentaje significativo de
mujeres que inician su vida sexual tempranamente no usan ningún tipo de anti-
conceptivo en su primera experiencia sexual, por lo que en la mayoría de casos
se concreta el embarazo.
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Por ejemplo, las mujeres de edades entre 15 y 24 años que tuvieron su primera
relación sexual antes del matrimonio o la unión experimentaron un incremento
significativo en el uso de anticonceptivos; no obstante, este sigue siendo bajo: so-
lo de 14.5%. Por su parte, las jóvenes con experiencia marital presentan una pre-
valencia de uso aún menor, menos de una de cada 10 jóvenes casadas o unidas
usaron algún método anticonceptivo en su primera relación sexual y esta tenden-
cia ha descendido en los últimos cinco años. Más aún, los diferenciales que se
observan entre regiones son preocupantes. Así en el período 1999-2004, mien-
tras en el área urbana un 16.8% de jóvenes de estas edades usaron anticoncepti-
vos en su primera relación sexual, tan solo 8.6% lo hicieron en el área rural. De
una forma similar, existe una brecha entre mujeres indígenas y otros grupos ét-
nicos en cuanto a uso de anticoncepción en la primera relación. Mientras que un
14.6% de mujeres jóvenes adolescentes mestizas y aún más un 18.9% de muje-
res de otras etnias lo hicieron, únicamente 4.9% de indígenas adolescentes prac-
ticaron éste método. La diferencia es también abismal en la categoría de nivel de
instrucción, donde 19 puntos separan a las mujeres sin instrucción. Solo un 4%
de las mujeres sin instrucción usaron anticoncepción durante su primera rela-
ción, mientras que 22.3% de las mujeres con educación superior y de postgrado
lo usaron (CEPAR, ENDEMAIN, 2004). 

Después de analizar estos resultados, no cabe duda de que la desinforma-
ción entre mujeres jóvenes y adolescentes sobre planificación familiar es un fac-
tor determinante que explica los crecientes niveles de fecundidad en esta pobla-
ción. Si bien, como comprobamos arriba, solo una de cada 10 mujeres adoles-
centes y jóvenes usaron algún método en su primera relación sexual, casi 1 de ca-
da 5 (23.8%) declararon que no usaron ningún método porque no conocían que
existían métodos para prevenir un embarazo (CEPAR, ENDEMAIN, 1999).
Más aún, entre las mujeres jóvenes como en general entre la población ecuato-
riana, persisten concepciones machistas acerca de la toma de decisiones en el ám-
bito de la sexualidad. En este sentido, si bien cerca de la mitad de las jóvenes en-
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Tabla 3
Evolución del uso de anticonceptivos en la primera relación
sexual de mujeresentre 15 y 24 años (en porcentajes)

Estado civil 1994 1999 2004
Premarital 39 10.2 14.5
Marital 6.1 11 9.4
Total 4.8 10.5 13.5

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN, 2004.

 



tre 15 a 24 años piensa que la iniciativa sobre el uso de métodos anticonceptivos
debe ser en conjunto con la pareja, un 20.9% dijo que la mujer es quien debe-
ría tomar la iniciativa, mientras 11.9% opinó que debe ser el hombre. No obs-
tante, independientemente de las opiniones que den las mujeres, casi la totalidad
de métodos utilizados involucran únicamente a la mujer, y en muchos de estos
casos, las mujeres experimentan oposición de sus parejas para el uso de estos mé-
todos. Estos datos son una evidencia de que en el sentido común de las mujeres
adolescentes todavía persiste la noción de que la responsabilidad sobre la repro-
ducción reposa sobre la mujer.

El ausente uso de métodos anticonceptivos en jóvenes y adolescentes en-
cuentra lógica también en causas de corte cultural que determina en las mujeres
de estas edades el desconocimiento sobre el funcionamiento de su cuerpo y su si-
tuación de vulnerabilidad por su condición de género y generacional. En efecto,
la mayor parte de la problemática en torno a embarazos adolescentes tiene que
ver con el “pensamiento mágico” que prevalece entre las adolescentes ecuatoria-
nas, que una relación sexual premarital no necesariamente deriva en embarazo
porque “eso” jamás les podría pasar a ellas (Entrevista a Susana Guijarro, 2004).
Es decisivo, en ese sentido, el hecho de que 40.8% de mujeres adolescentes y jó-
venes hasta 24 años indican que “no esperaban tener relaciones sexuales”, como
razón para no usar anticonceptivos a su primera relación sexual premarital; es de-
cir, casi la mitad del total de jóvenes. Aún más alarmante es el hecho de que un
7.1% de ellas, no conocía el hecho de que una relación sexual podía traer como
consecuencia un embarazo (CEPAR, ENDEMAIN, 1999)25. 

En este punto, cabe reflexionar sobre el tema de la reacción de las adoles-
centes y los jóvenes frente a una situación de embarazo. Las estadísticas indican
que un gran número de mujeres jóvenes y adolescentes a su edad ya no desean
más hijos. Efectivamente, un 26% de adolescentes entre 15 y 19 años y un
40.2% entre las de 20 a 24 años declararon no querer más hijos a futuro (CE-
PAR, ENDEMAIN, 1999). Esta es una tendencia que ha ascendido a lo largo de
la década, y que sugiere una situación contradictoria pero real, esto es que a pe-
sar de que las aspiraciones reproductivas futuras de las adultas jóvenes descien-
den, sus niveles de fecundidad han ascendido como una prueba más de que el
desconocimiento, no solo sobre métodos anticonceptivos sino en general sobre
salud sexual y reproductiva, es un tema que merece atención y acciones urgentes. 

A pesar de que los niveles de fecundidad no deseada en adolescentes son
significativos, no es del todo cierto que la reacción es siempre de rechazo al em-
barazo inesperado, que como hemos visto es una situación común. En algunos
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casos el embarazo es un evento que las jóvenes aceptan con ilusión e incluso en
parte también con apoyo de sus familias. En efecto, un 5% de las mujeres de 15
y 24 años que tuvieron su primera relación sexual premarital, declararon no ha-
ber usado anticonceptivos en esa ocasión porque deseaban tener un hijo. A este
dato complementamos que en la Unidad de Atención para Adolescentes de la
Maternidad Isidro Ayora de Quito, se estima que un 30% a 35% de los embara-
zos en adolescentes son deseados y gozan de aceptación socio-cultural. De hecho,
la ENDEMAIN 1999 indica que las reacciones del 32.5% de las familias de mu-
jeres menores de 20 años a su primer embarazo fue, no solo de aprobación, sino
de alegría. Estos datos conducen a pensar que entre las adolescentes, no es del to-
do real la idea del rechazo al embarazo y el deseo de abortar26, sino que más bien
el quedar embarazadas les da la posibilidad de ser madres. La maternidad para
muchas de ellas a su edad es su aspiración personal como mujeres, y satisface ade-
más las expectativas de sus familias (Entrevista a Susana Guijarro, 2004).

Esta discusión es importante además, para desmitificar la idea sobre el alto
número de abortos en adolescentes, una concepción errada sobre la que común-
mente los medios de comunicación difunden imágenes y discursos escandalosos.
Como analizamos anteriormente en la sección sobre aborto inducido, los pocos
datos con los que se cuenta en el país sirven para desmitificar esta noción. En
1994, la ENDEMAIN reveló que en el período 1992-1994 el 47% de los casos
de mujeres que terminaron su último embarazo por causa de un aborto induci-
do correspondieron a edades entre 20 a 40 años, frente a un 10% entre mujeres
de 15 a 49 años. Actualmente, en el programa para adolescentes de la Materni-
dad Isidro Ayora de Quito, se ha observado que el número de abortos provoca-
dos es mínimo entre las usuarias del programa, ya que los abortos de este tipo
son comunes en mujeres de edades avanzadas. La explicación resta en que las
mujeres de estas edades en general tienen un nivel económico mayor a las muje-
res jóvenes y adolescentes, lo que determina que tengan los recursos para finan-
ciar una intervención de este tipo (cabe recordar que de acuerdo a la informa-
ción disponible, el aborto inducido es más común en mujeres urbanas, y entre
mujeres de mayor instrucción). Adicionalmente, el aborto es mayor entre muje-
res adultas y casadas con hijos, ya que en esta situación se presentan dificultades
en las relaciones de pareja o simplemente, porque han completado el tamaño de-
seado de su familia27.
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27 En efecto, se conoce que en el Brasil, un país que dispone de mayor información respecto de otros países,
la mayor parte de las mujeres que se hacen un aborto son casadas (Guiomar et al., 2003).

 



Para cerrar esta discusión sobre los embarazos adolescentes, reflexionamos
acerca de los cambios en los patrones de inicio de la actividad sexual, expuestos
anteriormente, y sobre las distintas maneras de interpretar esos cambios, como
un punto de partida para un debate más amplio y una investigación más pro-
funda sobre el tema. El hecho de que las mujeres estén comenzando su vida se-
xual cada vez a más temprana edad se explica en muchos casos como el efecto
de una “liberalización de costumbres”, dentro de un proceso de creciente urba-
nización y globalización. Un factor particularmente importante es el estímulo
que reciben los y las adolescentes a través de medios de comunicación visual y
audio-visual, especialmente a través de telenovelas y distintos tipos de publici-
dad (la Internet, lugares públicos –mega publicidad– y televisiva). Más allá de
que a través de estos medios se estimulen determinados comportamientos que
promueven la actividad sexual a edades tempranas, estos medios proyectan par-
ticulares maneras de representar la sexualidad femenina y masculina. A juzgar
por la forma en que a través de los medios se representa a mujeres y hombres
en relaciones heterosexuales, persiste una representación bipolar del cuerpo de
la mujer dividida en el “cuerpo materno –que sirve para dar vida a otros– y el
cuerpo erótico –que sirve para dar placer a los otros–, por tanto, es un cuerpo
que no le pertenece” (Camacho, 2001). Complementariamente, el cuerpo del
hombre y su sexualidad son definidos en oposición a los de la mujer. Volvien-
do a la hipótesis sobre la liberalización de costumbres, estas formas visuales y
audio-visuales de representación de la sexualidad femenina y masculina, tienen
repercusiones que son todo menos “liberadoras”, pues se insertan en una estruc-
tura patriarcal, donde la vivencia de la mujer sigue siendo de tipo “complacien-
te” más no de apropiación de su cuerpo y disfrute del derecho al placer de su
sexualidad. Si a esto añadimos que para muchos adolescentes hombres y muje-
res, el inicio de su actividad sexual está marcado por presiones y violencia, el ca-
mino para alcanzar esos derechos es aún más lejano. Así, para el caso de los va-
rones, 16% de los estudiantes de colegio ha tenido relaciones con trabajadoras
sexuales, y para muchos, esta es la forma como sus padres “los inician” como
hombres a muy tempranas edades (UNICEF, 2004). El escenario para las mu-
jeres es aún más oscuro, pues de acuerdo a la ENDEMAIN 1999 una de cada
cinco mujeres entre 15 y 24 años expresa que su primera relación sexual no fue
deseada sino que sucedió debido a imposición o presión de su pareja, o como
veremos a continuación por abuso sexual. 

Como hemos visto, estas situaciones se insertan en representaciones que
perpetúan la actitud pasiva de la mujer en el ámbito de la sexualidad, y que se
complican con la falta de información sobre temas de sexualidad y métodos an-
ticonceptivos, una responsabilidad que desde las percepciones del sentido co-
mún, aún se atribuyen a las mujeres. Esta situación de desigualdad ubica a las
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mujeres, particularmente a las jóvenes y adolescentes, en una situación de vulne-
rabilidad que las hace objetos de diversas formas de violencia de género, y en par-
ticular de las formas más extremas de violencia sexual. 

Violencia sexual en niñas y adolescentes

Las repercusiones más graves que surgen como consecuencia de las representa-
ciones sobre la sexualidad profundamente arraigadas en la sociedad son las de es-
timular distintas formas de violencia contra la mujer (Camacho, 2001), en par-
ticular formas de violencia sexual, como el sexo obligado por la pareja, la viola-
ción y el acoso. En el país, estas fueron las tres principales tipos de agresión de-
nunciados a la Comisaría de la Mujer y de la Familia en Guayaquil (Reyes et al.,
2000). No obstante, las niñas y adolescentes experimentan la forma más extre-
ma de agresión sexual como son las violaciones. La ENDEMAIN 1999 arrojó
un dato alarmante en este sentido, al indicar que un 7.4% de adolescentes me-
nores de 15 años declararon violación en su primera relación sexual. El 2.1% de
todas las mujeres en el grupo de 15 a 24 años declaró haber sido violada en su
primera relación sexual. En la Maternidad Isidro Ayora de Quito, la Unidad de
Atención a Adolescentes estimó un 7% de embarazos por violación entre adoles-
centes. Cabe indicar que el grado de subregistro en este tipo de estadísticas es al-
to debido a los profundos daños y temor que invaden a las víctimas y que inhi-
ben su fuerza de voluntad para denunciarlos. Estas situaciones son el reflejo de
una problemática nacional, en la que a 2004, el 7.2% de todas las mujeres en
edad fértil declararon haber sido violadas, con mayores porcentajes entre muje-
res con menores niveles de instrucción y mujeres de la Amazonía28 (CEPAR, EN-
DEMAIN 2004). Esto significa, en números exactos, que de todas las mujeres
encuestadas por la ENDEMAIN 2004 casi 700 declararon haber sido violadas.
Las agresiones sexuales son, solo, un conjunto dentro de una gama de formas de
violencia que afectan a las mujeres, las mismas que han sido tipificadas en varias
agendas públicas y de salud como un problema de salud pública, que atenta con-
tra los derechos humanos de las mujeres. 

Entre los avances más importantes en este sentido, durante esta última dé-
cada, se cuentan las acciones impulsadas por organismos no gubernamentales y
por la Dirección Nacional de la Mujer (DINAMU), transformada posterior-
mente en Consejo Nacional de Mujeres (CONAMU) en 1997, entre las cuales
se destaca el apoyo para la gestión y activación de las comisarías de la mujer y
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de la familia desde 1994, y en 1995 la ley contra la violencia a la mujer y a la
familia. Además, en 1998 se realizaron y aprobaron reformas constitucionales
al Código Penal que tipifican al acoso sexual como delito y amplían las penas
cuando las víctimas son familiares, conocidas o mantienen alguna relación la-
boral con la víctima (Reyes et al., 2000).

No obstante, un tema que ha salido recientemente a la luz y que ha recibi-
do escasa atención en cuanto a políticas públicas y de salud, es la situación que
experimentan niñas y adolescentes que son explotadas sexualmente en redes co-
merciales de prostitución en distintos lugares del país. Un estudio reciente de la
OIT (Sandoval, 2002) provee información alarmante en este aspecto y puede en-
contrarse en el capítulo sobre niñas y adolescentes de esta publicación. A pesar
de que la Constitución Política del Ecuador reconoce los derechos de los niños
y niñas a no ser explotados sexualmente y por tanto prohíbe ser utilizados como
objetos de pornografía o prostitución, no existe un marco legal que tipifique es-
tas actividades como delitos29. El carácter ambiguo de la disposición oficial sobre
los centros de trabajo sexual como una actividad prohibida pero tolerada dentro
de locales determina que estos lugares operen sin mayores exigencias con permi-
sos de instituciones como los municipios, las intendencias provinciales de la Po-
licía, y las direcciones de salud. No obstante, estas actividades se realizan bajo un
incumplimiento de las normas de higiene y sobre todo, significa un maltrato y
explotación constante a las mujeres trabajadoras sexuales, y en particular a las ni-
ñas y adolescentes que por su edad e inexperiencia se encuentran en una situa-
ción aún mayor de vulnerabilidad. Aún más alarmante es el hecho de que la ofer-
ta de menores de edad en estos locales es un mecanismo de promoción de clien-
tes, evidenciando la situación más extrema de explotación sexual de mujeres jó-
venes que determinan y explican la proliferación de la prostitución como un ne-
gocio que provee altos réditos económicos pero cuyos beneficiarios no son san-
cionados por la inexistencia de un marco legal adecuado y mecanismos para su
cumplimiento (Sandoval, 2002). Este escenario es un reflejo del amplio camino
que queda por recorrer en cuestión de derechos y salud sexual y reproductiva en
la población femenina joven y adolescente en el país. 

Como un acercamiento a los avances logrados y a los vacíos que aún per-
sisten en este tema, en la sección siguiente analizaremos la situación de la salud
de las mujeres en cuestión de maternidad y atención de los niños recién nacidos,
en el marco de las políticas que se han impulsado en este ámbito, y en particu-
lar la Ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia.
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Salud de las madres y sus políticas 

Junto con el descenso en la mortalidad infantil, la reducción de las tasas de mor-
talidad materna es el indicador que mejor refleja el progreso en el acceso a servi-
cios de salud por parte de la población ecuatoriana y en particular la población
femenina. La mortalidad materna en el Ecuador viene descendiendo desde la dé-
cada de los setenta, cuando llegaba a 203 muertes por 100 mil nacidos vivos,
mientras que a 2000 la tasa se ubicó en casi 80 muertes. Desde una perspectiva
amplia, este descenso está correlacionado, por una parte, con el declive de la ta-
sa de mortalidad infantil, que a su vez está vinculada al descenso de los niveles
de fecundidad en las últimas tres décadas como ya analizamos. En cuanto a la in-
tensidad del fenómeno por regiones, las tasas de mortalidad materna más altas,
al igual que los embarazos en adolescentes, se encuentran en la región Amazóni-
ca, evidenciando que esta región está ampliamente desatendida en cuestión de
servicios de salud materna. Una evidencia adicional es que la Amazonía presen-
ta el valor más bajo de todo el país en cuanto a atención del parto institucional,
con 61.2% en relación a un 74.7% de promedio nacional (CEPAR, ENDE-
MAIN, 2004). En cuanto a morbilidad, las principales causas para las mujeres
siguen siendo las complicaciones del embarazo y el parto, que en total constitu-
yen el 24.3% de las atenciones a mujeres. Por su parte, en los hombres los trau-
matismos y enfermedades intestinales son las principales enfermedades con
6.1% y 5.5% de atenciones, respectivamente. No obstante, las mujeres reciben
el mayor porcentaje de atenciones del total (69%) lo que deriva de una mayor
necesidad de atención debido a sus particularidades biológicas30. En este sentido,
cabe señalar, que el cáncer de cuello de útero es la segunda causa de muerte en-
tre los tumores malignos. La tasa de incidencia para este tipo de cáncer es de 30
por 100 mil mujeres lo que determina que el Ecuador se ubica entre los países
de más alta incidencia a nivel mundial (ODEPLAN, 2000). Este problema de-
riva de los bajos niveles de detección del cáncer a través del examen de papani-
colau. De hecho, hacia 1999 más de la mitad de las mujeres en edad fértil nun-
ca se había realizado un examen de este tipo. De la otra mitad que sí se había rea-
lizado el examen, solo en un 17.6% lo había hecho en el último año (ODE-
PLAN, 2000).

Volviendo a la discusión sobre mortalidad materna, no obstante del gran
avance que se ha logrado en las últimas décadas, las tasas del Ecuador todavía se
consideran elevadas. Visto en un contexto regional andino, el Ecuador es el país
que ocupa el tercer lugar en cuanto a mortalidad materna, siendo el más alto Bo-
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livia, seguido por el Perú. (CELADE-UNFPA). Más aún, desde 1999 la tenden-
cia descendiente de las muertes maternas se revirtió y comenzó un ascenso des-
de su valor más bajo en tres décadas, 53.8 por 100 mil nacidos vivos a una tasa
de 80 (INEC, Anuario de Estadísticas Vitales, 2002). Hay dos posibles explica-
ciones para este súbito ascenso. Al igual que la tendencia en las muertes infanti-
les, las muertes maternas reflejan el efecto de la crisis económica que golpeó con
fuerza al país en el año 1999. Sin embargo, al contrario que la tasa de mortali-
dad infantil que revertió este efecto hacia 2000, la tasa de mortalidad materna
continuó su ascenso. Una posible explicación detrás de esto es la mejora en los
mecanismos de registro, que han sido tradicionalmente deficientes, logrados a
través de varios programas que se han impulsado desde el Ministerio de Salud
Pública (MSP) a partir de 1998 dirigidos a atender la salud de las madres, y com-
batir la mortalidad materna.

En efecto, la gestión del MSP dirigida a las mujeres data desde hace más de
dos décadas, cuando desde su creación en 1967, se definió como sector priorita-
rio de atención de salud al binomio madre-hijo en los planes y programas de sa-
lud del MSP (UNICEF, 2004; León, 2001). A pesar de ello, la motivación de
fondo en estos planes y políticas fue el combate a la mortalidad infantil que co-
mo ya analizamos, en esa época era un problema de grandes magnitudes, al igual
que la mortalidad materna. Entonces a través de estos planes se beneficiaba in-
directamente a la mujer como madre y responsable de la salud de los niños, si-
tuación que discutiremos más adelante. En esta línea, hacia mediados de los
ochenta se creó el Plan de Reducción de la Enfermedad y Muerte Infantil. Ya en
la década de los noventa, tras los compromisos asumidos por el Ecuador en las
conferencias de El Cairo y Beijing, sobresale entre las políticas de salud materna
la Ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia (LMGAI). Esta ley, a di-
ferencia de otras en el país, cuenta con recursos provenientes del Fondo de Soli-
daridad y se la ha catalogado como uno de los mayores avances en cuestión po-
blación y en particular de salud y derechos sexuales y reproductivos pues su en-
foque es la salud de las madres, los niños, los y las adolescentes, y la prevención
de enfermedades de transmisión sexual. Tal como fue presentada dentro de la
campaña de difusión (INNFA, 2002), la LMGAI garantiza a la población ecua-
toriana el derecho a 33 prestaciones médicas gratuitas entre las que figuran el
control del embarazo, emergencias obstétricas, atención del parto o cesárea y
atención posparto, detección del cáncer de útero, acceso a recursos de planifica-
ción familiar, atención al recién nacido y enfermedades relacionadas. Tal como
fue inicialmente planteada la LMGAI garantiza la realización de la prueba de
VIH SIDA (Micro Elisa) de forma gratuita para todas las mujeres embarazadas
que acudan al control prenatal a nivel de estructuras de atención primaria en sa-
lud del MPS (OPS, 2004; Médicos Sin Fronteras, 2003). No obstante, hoy por
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hoy esta prestación no consta en el articulado de la Ley (Registro Oficial 381,
1998). Probablemente fue eliminada porque los costos que implican su cumpli-
miento son elevados, a pesar de que en un inicio existía un monto específico pa-
ra llevarla a cabo (INNFA, 2002). 

La encuesta ENDMAIN de 2004 provee información para hacer una apro-
ximación de evaluación de los componentes de la LMGAI a nivel nacional. Al
2004 entre todos los programas sociales estatales, el programa de Maternidad
Gratuita y Atención a la Infancia tiene una cobertura del 7.1%. El programa de
maternidad gratuita tiene una mayor cobertura en el área rural (8.2) respecto al
área urbana (6.4) (CEPAR, ENDEMAIN, 2004). Esta baja cobertura del pro-
grama encuentra explicación en la amplia desinformación que existe en el país
sobre la LMGAI. En efecto, al año 2003, el 72.3% de la población femenina no
conocía sobre la existencia ni el funcionamiento de la Ley. El grado de descono-
cimiento es mayor entre las mujeres que viven en el área rural (83.1%) respecto
al área urbana (67.5%) (INEC, Sistema Integrado de Encuesta de Hogares. Mó-
dulo de Desarrollo Social, 2003). 

Continuando con la evaluación, con respecto a la provisión de recursos y
atención en planificación familiar, en 2004 el 30.6% de las mujeres casadas o
unidas que usan anticonceptivos los obtienen del sector público incluido el Mi-
nisterio de Salud Pública mientras que la mayoría, un 63.2% los obtienen del
sector privado (15.1% de establecimientos sin fines de lucro y 47.3% de estable-
cimientos con fines de lucro). Estos resultados indican que la mayoría de muje-
res aún deben financiar personalmente su necesidad de recursos de planificación
familiar ya que la cobertura del MSP aún es baja. Aunque los indicadores mues-
tran que la cobertura del MSP es mayor en el área rural (39.1%) respecto al área
urbana (25.8%), el área rural presenta mayores índices de demanda insatisfecha
de planificación familiar, con 10.9%, casi el doble respecto a un 6.3% en el área
urbana (CEPAR, ENDEMAIN, 2004). La problemática de no cobertura es más
grave entre mujeres sin instrucción (17.6% en 1999) y mujeres que trabajan en
actividades agrícolas, forestales y de pesca (13.0%, en 1999). Estos indicadores
evidencian que es necesario un esfuerzo mayor para llegar a estas poblaciones que
por su condición de pobreza han cubierto en menor medida su demanda de an-
ticoncepción. Una prueba de ello son los diferenciales en la accesibilidad a la
fuente de obtención de métodos que afectan en mayor medida a estos grupos de
mujeres. 

La ENDEMAIN 1999 ofreció un indicador de accesibilidad que toma en
cuenta el tiempo para llegar a la fuente de obtención de anticonceptivos. A ni-
vel nacional, las mujeres casadas o unidas necesitan casi cuarenta minutos en
promedio para llegar a la fuente. Pero el tiempo necesario es mayor en el área ru-
ral, donde las mujeres demoran un poco más de una hora para acceder a méto-
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dos, y en la Amazonía donde necesitan una hora y cuarenta minutos para con-
seguir anticoncepción (CEPAR, ENDEMAIN, 1999).

Por otra parte, los indicadores arriba descritos sobre cobertura de anticon-
ceptivos no ofrecen un panorama sobre el conjunto de mujeres que necesitan
planificación familiar pues restringen la muestra a mujeres casadas o unidas que
usan anticonceptivos. Como se discutió antes, las mujeres activas sexualmente
fuera del matrimonio o la unión presentan proporciones altas tanto a nivel na-
cional y en particular entre mujeres jóvenes y adolescentes. Vimos además que
este grupo de mujeres tiene una seria problemática de desinformación en cuan-
to a métodos anticonceptivos razón por la cual sus niveles de fecundidad han as-
cendido en la última década. En este sentido, hay un amplio trabajo que debe
realizar aún el MSP y otras instituciones en cuanto a la difusión y cobertura de
planificación familiar, con particular atención en las adolescentes. 

En cuanto al acceso a servicios de salud materna, la tendencia de uso de ser-
vicios en cuanto a control prenatal, parto institucional y control posparto (en
menor medida) se ha incrementado significativamente en la última década. No
obstante, durante el período de la aplicación de la LMGAI (1999-2004), la ten-
dencia en cuanto al control prenatal en establecimientos públicos se estancó co-
mo muestra la tabla 4. A pesar de ello, es notable que la aplicación de la Ley fue
mayor en cuanto a partos institucionales. Es así que a 2004 el 43.6% de los par-
tos de los últimos 12 meses se atendieron en establecimientos públicos, inclui-
dos hospitales, centros y subcentros de salud. Esta es una cifra alta respecto a
16.7% que se atendieron en establecimientos privados. No obstante, es aún
preocupante que un 17.9% se atendieron en su casa o con una partera (CEPAR,
ENDEMAIN, 2004). A pesar de esto, el sector rural continúa siendo desatendi-
do particularmente en cuanto a atención del parto institucional y al control pos-
parto donde el porcentaje de mujeres que reciben este servicio en el área rural es
57.3% respecto a 89.4% en el área urbana. Sin embargo, cabe destacar que du-
rante el período 1995-1999, el incremento del porcentaje nacional de los partos
que fueron atendidos en instituciones públicas, se debe a una ampliación del ser-
vicio en el área rural (CEPAR, ENDEMAIN, 1999). A pesar de estas brechas,
destacamos el hecho de que la demanda de estos servicios ha sido atendida en
mayor medida por establecimientos del Estado.

75

Mujeres y población

 



Un aspecto de la LMGAI que ha recibido críticas respecto a su cumplimiento
es el criterio de gratuidad que allí se establece, sobre todo, en lo que respecta a
la provisión de medicamentos a mujeres embarazadas, niños menores de 5 años
y planificación familiar (Médico Sin Fronteras, 2003). Acerca de esto, la EN-
DEMAIN 2004 incorporó una pregunta sobre gastos por servicios de control
prenatal y parto. Los resultados indican que el 18.9% de las mujeres embaraza-
das durante los últimos doce meses recibieron el servicio gratuito para el con-
trol prenatal, y el 28.5% no pagaron por la atención del parto. Las estadísticas
indican que las diferencias son favorables para los sectores rurales y sectores sin
escolaridad. Por ejemplo, hay una diferencia de 13 puntos porcentuales para el
servicio gratuito durante el parto a favor del área rural; asimismo, las mujeres
sin instrucción reciben esta asistencia gratuitamente en mayor medida que las
que cuentan con algún grado de escolaridad, 40.7% y 27.7%, respectivamente.
Además, los datos indican que en la Costa se recibe este servicio en un porcen-
taje menor que el resto del país (19% en comparación a un promedio de 39%
en el resto del país). No obstante, estos indicadores señalan que a nivel nacio-
nal todavía existe un amplio sector, casi el 80% de la población que está finan-
ciando privadamente los servicios de atención materna. Parte de ello, puede ex-
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Tabla 4
Evolución del uso de servicios de salud materna, 1989-2004

Servicios 1989 1994 1999 2004
Control prenatal 76.2 74.7 80.6 84.2
Urbano 86.9 82.9 88.9 90.8
Rural 64 66.1 70.8 76.4
Atención en lugar público 49 54.7 68.2 67.2
Atención del parto institucional 48.1 63.5 69.2 74.7
Urbano 85.1 84.2 86.2 89.4
Rural 11.6 41.9 49 57.3
Tipo de parto
Vaginal 72.9* 82.9 80.1 74.2
Cesárea 27.1* 17.1 19.9 25.8
Control posparto 45.2* 33.3 36 36.2
Urbano 53.9* 36.9 45.1 44.4
Rural 35.8* 23 25.4 26.5

*Las diferencias observadas los datos de 1989 respecto a los otros años se explican por la diferencia en la
muestra de la ENDEMAIN 1989 para esta variable, que selecciona a mujeres casadas o unidas con algún hi-
jo nacido vivo a partir de 1984. 
Fuentes: CEPAR, ENDEMAIN, 1989, 1994, 1999 y 2004.



plicarse, como ya anotamos, debido a que la población no conoce sobre la Ley,
o probablemente porque como indican algunas fuentes, el criterio de gratuidad
no se está aplicando.

Una variable que llama la atención, en cuanto al tipo de parto, es el incre-
mento de casi 9 puntos porcentuales en las intervenciones por cesárea en el pe-
ríodo 1989-2004 en detrimento de los partos vaginales, o partos normales. His-
tóricamente, la aplicación de este procedimiento quirúrgico constituyó un avan-
ce tecnológico en materia de salud materna, porque en su momento determinó
un descenso en la mortalidad infantil, ya que en situaciones de mala posición del
niño, al momento del parto, necesariamente moría. Las cesáreas han sido de las
una prácticas más frecuentes entre mujeres del área urbana, mujeres con mayo-
res niveles de instrucción y mejores condiciones socio-económicas en concor-
dancia con los mayores niveles de ingreso que ellas requieren para someterse a
este procedimiento (CEPAR, 1994). En este sentido, un incremento de la apli-
cación de cesáreas también ha sido visto negativamente porque podría sugerir
prácticas obstétricas antitéticas en los establecimientos de salud, por los réditos
económicos que una intervención por cesárea provee frente a un parto vaginal.
No obstante, detrás de este incremento, al igual que en las tasas de mortalidad
materna, también se encuentra la mejora en los mecanismos de registro como
uno de los logros de los programas impulsados en la década en materia de salud
materna. 

En definitiva, a pesar de los avances logrados, los resultados de esta sección
indican que la aplicación de la Ley de Maternidad Gratuita es todavía una tarea
pendiente, sobre todo, en los sectores que viven en áreas rurales y la población
adolescente. En este aspecto, una política que se impulsó enfocada a los y las jó-
venes y adolescentes, fue la aprobación de la ley sobre la Educación de la Sexua-
lidad y el Amor para la cual se diseñó un Plan por parte del Ministerio de Edu-
cación y Cultura, que para 2003 se lo elevó a nivel de Programa de la Educación
de la Sexualidad. Sin embargo, esta Ley no ha sido aplicada (ODEPLAN, 2000;
UNFPA-CONAMU, 2004). 

En suma, podemos decir que resta un amplio espacio para la efectiva apli-
cación de los distintos planes que se han impulsado en el área de salud sexual y
reproductiva, como por ejemplo el Programa Nacional de Reducción de la
Muerte Materna, y las Normas de Atención a la Salud Sexual y Reproductiva. 

Por otra parte, es preciso hacer una reflexión más profunda acerca del avan-
ce en cuanto a derechos de la salud. Esta discusión es importante en vista del
compromiso adquirido por el Ecuador en las conferencias de El Cairo y Beijing
en cuanto a incorporar una visión de derechos a las políticas de salud sexual y re-
productiva. Es preciso preguntarse hasta qué punto estas políticas han incorpo-
rado un enfoque de género que establezca diferencias en la atención para hom-
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bres y mujeres de acuerdo a sus necesidades de salud particulares. Para respon-
der esta pregunta es preciso dar una mirada histórica al proceso por el cual se for-
jó la visión que persiste hasta hoy en la cultura institucional de la salud respecto
a la mujer y a sus derechos. Desde inicios de siglo, cuando las altas tasas de mor-
talidad de la niñez se convirtieron en una preocupación pública, el rol de la mu-
jer en la sociedad fue el de asumir la atención de la salud de los niños como una
obligación moral en su condición de madre: “su protagonismo se proyectaba con
una mezcla de responsabilidad exclusiva y culpa sobre la situación de los niños”
(León 2001: 176).

A través de los años, las madres fueron vistas como el eje de la intervención
para impulsar la protección de la infancia, y las políticas que se impulsaron en
este sentido determinaron que la maternidad sea el centro, alrededor del cual, se
moldeó la identidad de la mujer (Clark, 2001). Por lo tanto, la mujer concebi-
da únicamente en su rol de madre ha sido desde la óptica de las políticas públi-
cas en los programas y servicio de salud un sujeto de las políticas y se la ha usa-
do como agente efectivo de salud en la familia y en la comunidad, pues a través
de ella se alcanzaban metas importantes, sobre todo, para reducir la mortalidad
infantil (León, 2001). 

El binomio madre-hijo como una prioridad de atención del MSP se tradu-
jo en la implementación de varios programas dirigidos a atender la salud de los
niños, entre los que destacan, en la década de los ochenta, el Plan de Reducción
de la Enfermedad y Muerte Infantil, un programa que fue criticado por su tinte
asistencial, en el que el “gobierno aparecía como el benefactor y redentor de la
niñez” (Clark, 2001). 

De una forma similar, hoy la mortalidad materna y en general la salud de
las madres es una de las preocupaciones en las políticas de salud. Sin embargo,
el enfoque no ha cambiado ya que se sigue abordando la salud de las mujeres ex-
clusivamente desde su rol de madres. Actualmente, el binomio madre-hijo per-
siste como destinatario de las políticas de salud desde una noción de la salud co-
mo una responsabilidad de la mujer frente a sus hijos y su comunidad, más que
un derecho por sí mismo. Al respecto se ha catalogado como un avance la crea-
ción del Comité de Género en el MSP en 1998 (Laspina, 2003: 129). Sin em-
bargo, más allá de un cambio superficial en el uso del lenguaje que incorpora la
distinción “hombres y mujeres, los y las”, etc., tanto esta como otras políticas
discutidas anteriormente no han acarreado cambios en los comportamientos,
trato y actitudes del personal de salud y en general en la cultura institucional. 

Hoy, muchas mujeres todavía enfrentan tratos discriminatorios en los ser-
vicios de salud, por ejemplo, la exigencia de la autorización del esposo para la
realización de ligaduras (UNFPA-CONAMU, 2004). En definitiva, en las prác-
ticas cotidianas de los establecimientos de salud y su la política no han logrado
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cambiar el enfoque exclusivo de la “mujer reproductiva a mujer sujeta de dere-
chos” (Entrevista a Margarita Velasco, 2004; Comité Nacional de Salud y Dere-
chos Sexuales y Reproductivos, 2004). Más ampliamente, tal como se especificó
en el Programa de Acción de El Cairo, la salud sexual y reproductiva debería es-
tar orientada por los principios básicos del desarrollo humano y la responsabili-
dad social, intercaladamente. En este sentido, también queda un amplio camino
por recorrer en las instituciones para cambiar la noción de salud como la mera
ausencia de enfermedad, hacia un concepto de salud como el estado general de
bienestar físico mental y social. En este sentido, las políticas de salud sexual y re-
productiva deberían estar orientadas por el desarrollo de la vida y de las relacio-
nes personales con un enfoque de género y no meramente el asesoramiento y la
atención de las necesidades y afecciones biológicas de las personas (Comité Na-
cional de Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos, 2004). 

La salud y los derechos también constituyen líneas de acción urgentes para
uno de los grupos de la población más olvidados por nuestra sociedad. En la si-
guiente sección se hará una aproximación a la situación de los y las adultos ma-
yores en el Ecuador, en el marco del fenómeno de envejecimiento como un cam-
bio demográfico importante de largo plazo que ha empezado ya en el país, y pa-
ra el que no estamos del todo preparados. 

Salud y derechos de las personas mayores 

El envejecimiento es un fenómeno mundial que ha cobrado magnitudes impor-
tantes en países que han alcanzado niveles más avanzados de transición demo-
gráfica. No obstante, la población menor de 15 años a nivel mundial todavía ex-
cede a la población de 65 y más años. En el mundo en vías de desarrollo, Amé-
rica Latina ocupa el tercer lugar con el más alto índice de envejecimiento, sien-
do la primera región, el Caribe (muy influenciado por el caso Cubano), seguida
por Asia (excepto Japón). No obstante, en nuestra región la población anciana se
concentra en el cono sur y México (OPS 2004; U.S. Census Bureau, 2001). A
pesar de que el mundo industrializado tiene los más altos índices de envejeci-
miento, más de la mitad de la población de adultos mayores vive en países en de-
sarrollo de África, Asia, América Latina, el Caribe y Oceanía. (U.S. Census Bu-
reau, 2001). En este sentido, la responsabilidad de los gobiernos de nuestra re-
gión para la población anciana es mucho más seria, pues como anticipamos al
inicio de este trabajo, nuestros países partieron de niveles mucho más altos de fe-
cundidad y el proceso de transición demográfica ha sido mucho más acelerado
que en el mundo industrializado. A pesar de ello, los sistemas de seguridad so-
cial en América Latina y en particular en el Ecuador, presentan un escenario lú-
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gubre en cuanto a salud de personas mayores que en 2001 constituían el 6.6%
de la población (65 y más años) y el 9.1% (60 en adelante). Se estima que esta
población, tanto en el Ecuador como en los países de la región Andina, se dupli-
cará (OPS, 2004b). La tabla 5 provee un acercamiento al estado de la cobertura
de seguridad social en el Ecuador, según distintas fuentes. 

Aunque se observa un incremento en la población cubierta, no podemos afirmar
que esto corresponde a la realidad ya que los datos, para cada año, corresponden
a distintas fuentes. No obstante, es claro que en promedio algo más de 8 de ca-
da 10 ecuatorianos no tienen acceso a ningún tipo de seguro de salud y o siste-
ma de pensiones de seguridad social. En la tabla 6 se pueden observar las dife-
rencias por área de residencia y de sexo de las personas. 

De acuerdo a los datos de la ENDEMAIN 2004, se observa que a medida
que aumenta la edad, aumenta la cobertura de seguridad de la población adulta
(como se esperaba), no obstante, se estanca en 30% para la cohorte 45 a 59 años,
y aumenta ligeramente para la cohorte 60 a 74 años (30.9%), pero vuelve a dis-
minuir para el grupo mayor de 75 y más años, ubicándose en 28.4%. Cabe se-
ñalar que para los grupos de edad más avanzados, las principales fuentes de co-
bertura son el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y el Seguro Campesino.
En este sentido, al igual el resto de países Andinos, el Ecuador contrasta con el
patrón observado en América Latina, en que las mayores proporciones de adul-
tos mayores se encuentran en el área rural. Así, en el Ecuador a 2001, mientras
el 6.4% de las personas de 65 y más años residen en las ciudades, el 7.1% de los
adultos mayores residen en el área rural (INEC, Censo de Población y Vivienda,
2001). Por lo tanto, las políticas para los adultos mayores en el área rural deben
continuar siendo una prioridad dentro del trabajo en este sector de la población. 

Los datos de la misma tabla 6 también son una muestra de que la situación,
hoy, de los y las adultas mayores, es el resultado de una historia pasada de ine-
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Tabla 5
Población cubierta con servicios de seguridad social según distintas fuentes
(en porcentajes)

1999 (a) 2001 (b) 2003 (c) 2004 (d)
Con cobertura 20.78 16.1 17.3 19.2
Sin cobertura 79.22 83.9 82.7 80.8 

Fuentes: (a) INEC, ECV, 1999; (b) INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001; (c) INEC, SPEH, EUED,
2003; (d) CEPAR, ENDEMAIN, 2004 (Resultados preliminares). 



quidades. La gran mayoría de ellos no pudieron acceder a un empleo durante su
vida productiva que les asegure una vejez digna. Una muestra de ello es que en-
tre las principales causas para que la población no se encuentre afiliada a ningún
tipo de seguro social, un 22.8% no está afiliado porque es trabajador indepen-
diente y una cifra similar, 22.5% porque está desempleado. En otras palabras, al-
go más que 1 de cada 5 ecuatorianos, actualmente, enfrentan una situación de
inseguridad social y económica debido a que ésta también fue su situación du-
rante sus edades productivas. Esta situación se complementa con la exclusión
que experimenta esta población, debido a una fuerte cultura negativa sobre el en-
vejecimiento que se traduce en la falta de solidaridad generacional, por la que las
familias, comunidades y Estado dan la espalda a las personas mayores al no con-
siderarlas como seres humanos con derechos. Un reflejo de esa situación, es la
mendicidad de las personas de la tercera edad como una población que marca los
niveles de indigencia en el país (17.7% a nivel nacional según PNUD, 2004). 

El Ministerio de Bienestar Social ha hecho un intento en atender la deman-
da de esta población, a través del Bono Solidario que a partir de 1998 ha bene-
ficiado un 19% de la población mayor de 60 años a la época. Además, varios
organismos no gubernamentales e instituciones sin fines de lucro en colabora-
ción con el Ministerio de Bienestar Social han emprendido acciones a favor de
las personas mayores indigentes, las que destacan por su enfoque de derechos y
de atención integral a las personas mayores en situación de indigencia. Por ejem-
plo, la Fundación Abuelitos de la Calle, que opera en la parroquia El Girón en
la ciudad de Quito atiende, actualmente, a 400 personas en necesidad. Como un
dato alarmante, esta entidad estimó que un 80% de los atendidos en este hogar
son mujeres (Entrevista a Marcela Barrantes, 2004). 
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Tabla 6
Cobertura en los sistemas de aseguramiento
en salud según área y sexo (en porcentaje)

Características Con seguro
Total 19.2
Urbana 18.9
Rural 20.5
Hombres 21.2
Mujeres 17.3
Fuente: CEPAR, ENDEMAIN, 2004 
(Resultados preliminares).



En efecto, las mujeres enfrentan una situación de mayor vulnerabilidad en estas
edades respecto a los hombres por distintas causas que han experimentado a lo lar-
go de sus vidas, como se ha reflejado en parte en las distintas secciones de este tra-
bajo. Por una parte, en concordancia con las persistentes brechas en cuanto a de-
sempleo que las afectan, las mujeres presentan menores índices de cobertura de se-
guro social que los varones, así mientras un 10.3% de los hombres no están afilia-
dos por estar desempleados, un 34% de las mujeres no están afiliadas por esta cau-
sa (CEPAR, ENDEMAIN, 2004). Por otra parte, en las opciones de afiliación no
se considera a las amas de casa ni a aquellas que trabajan en el sector informal y
terciario –que por cierto constituyen una proporción importante de este sector–,
o las emigrantes de las cuales 92% no tiene ningún seguro (Reyes et al., 2000).

En cuanto a salud, a lo largo de su vida y actualmente desde muy tempra-
nas edades, las mujeres experimentan distintos tipos de afecciones especialmen-
te relacionadas con su salud sexual y reproductiva, y en este sentido, requieren
una atención más amplia que los hombres. Más específicamente en su etapa de
vejez, las mujeres requieren prioridad en la atención debido por una parte, a que
constituyen la mayoría de la población de la tercera edad debido a su mayor es-
peranza de vida y mayor probabilidad de supervivencia. En Latinoamérica y el
Caribe el 60% de adultos mayores de la región son mujeres (OPS, 2004b), y en
el Ecuador, la proporción de mujeres a esas edades excede por 5 puntos a la de
los hombres. Sin embargo, la razón de sexos asciende a medida que llegan a eda-
des más avanzadas (INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001). Además a ni-
vel regional, una mayor proporción de mujeres que hombres ya no vive con sus
maridos sino con un niño o pariente ya que típicamente las mujeres se casan con
hombres mayores que ellas, enviudan más rápidamente y los hombres presentan
mayor probabilidad que las mujeres de casarse nuevamente después del divorcio
o muerte de su cónyuge (US Census Bureau, 2001). Estas situaciones junto con
el rezago de las desigualdades que experimentaron a lo largo de su vida, explican
que la situación de las mujeres de la tercera edad sea preocupante en cuanto a sus
derechos. “De acuerdo con datos de la Dirección Nacional de Riesgos y Presta-
ciones del IESS, solo 7.600 mujeres de la tercera edad eran, para 1999, benefi-
ciarias de los derechos adquiridos como jubiladas y de los programas de recrea-
ción organizados por esa institución” (Reyes et al., 2000: 20).

El irrespeto a los derechos de las personas mayores es un fenómeno que
afecta tanto a hombres como a mujeres. Por ejemplo, el número de beneficiarios
del seguro del IESS asciende a 122 mil jubilados de un aproximado de 900 mil
personas en demanda de atención. No obstante, un aspecto que ha implicado la
inseguridad y carestía económica que experimentan estas personas son los mon-
tos extremadamente bajos de las pensiones que reciben hombres y mujeres des-
pués de haber aportado toda su vida. Un evento que visibilizó de una manera
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trágica esta situación fue la huelga de hambre que protagonizaron cientos de
adultos y adultas mayores en Quito y Guayaquil durante dos semanas en el mes
de julio de 2004, la misma que desembocó en la muerte de 15 de ellos en am-
bas ciudades. Solo después de este hecho extremo, el Gobierno del Ecuador ac-
cedió a su demanda de incremento en las pensiones: desde montos tan bajos co-
mo 40 dólares mensuales a una pensión mínima jubilar de 135 dólares. No obs-
tante, hacia finales de 2004, este decreto fue negado por el Gobierno y el incre-
mento inicial se redujo a una quinta parte de lo asignado. 

En general, son pocas las acciones que se han emprendido a favor de la po-
blación adulta mayor, que incluyen intervenciones del Ministerio de Bienestar
Social a través del coauspicio a varios organismos no gubernamentales fundacio-
nes e iglesia de 70 centros que incluyen comedores comunitarios, talleres, acilos,
centros geriátricos de atención del día. Desde el Ministerio de Salud se han im-
pulsado centros de asistencia primaria en salud, y el microprograma del adulto
mayor, que en conjunto benefician a aproximadamente 4 mil de los 900 mil an-
cianos en demanda de atención (población de 65 y más años), (Entrevista a Mar-
cela Barrantes, 2004). Como una acción digna de destacarse está la Cátedra en
Geriatría que opera en la Facultad de Medicina de la Universidad Central.

Por otra parte, está la Ley Especial del Anciano, que sufrió varias modifica-
ciones durante la década y cuya aplicación en las prácticas cotidianas es escasa.
El desconocimiento de la ley que garantiza una serie de derechos a las personas
mayores, junto con la cultura negativa que persiste acerca de la vejez, implica que
constantemente, los derechos de las personas mayores sean violados sin que exis-
ta una normativa legal que los ampare. Algunos de estos derechos, que están con-
templados en la ley, incluyen el derecho a la independencia económica, a la aten-
ción sanitaria especializada en geriatría-gerontología, a la educación y capacita-
ción para la autorrealización plena de su potencial, a residir en su propio hogar,
y a la protección por parte de su familia y comunidad y el derecho a la partici-
pación activa en distintas esferas de la sociedad (Buendía, 2004, tomado del pró-
logo sobre los Derechos Humanos de los Adultos Mayores por las Naciones Uni-
das). Además, la Ley Especial del Anciano en el Ecuador estipula el derecho a
exoneraciones de impuestos fiscales y municipales, descuentos del 50% en servi-
cios de trasporte aéreo, terrestre marítimo y fluvial, y espectáculos públicos, ser-
vicios de energía eléctrica, agua potable, teléfono hasta montos determinados, y
sanciona el abandono por parte de las familias o personas que están legalmente
obligadas a cuidarlo (Registro Oficial, 806, 6-XI-91). El camino que separa la
existencia teórica de estos derechos y su actual cumplimiento es el reto que tan-
to autoridades como sociedad civil, familias y comunidades debemos asumir pa-
ra poder afirmar que vivir más años en este país es en efecto un indicador de de-
sarrollo humano.
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Conclusiones y retos

A lo largo de este trabajo se han resumido algunos de los cambios más importan-
tes que la población del Ecuador ha experimentado en aproximadamente 15 años.
Entre ellos, se destacan la continuación del descenso de la fecundidad, y la mor-
talidad general de acuerdo con el cambio del perfil de la mortalidad en el Ecua-
dor, aunque las tasas se han estancado en los últimos 7 años y permanecen altos
para las poblaciones rurales, sin instrucción, e indígenas y de otros grupos étni-
cos. En la misma línea, las muertes maternas y de los niños han continuado su
descenso, no obstante, también manifiestan variaciones especialmente en los años
de crisis económica en el país, y sus niveles continúan siendo altos, en particular
para los grupos mencionados. Parte de la situación de crisis que golpeó al país,
durante la década, explican las variaciones de la población en este período pro-
ducto de niveles altos de migración internacional, en relación a décadas pasadas.

En lo que respecta a indicadores demográficos de las mujeres, la fecundi-
dad del grupo de adolescentes es el único que ha manifestado un incremento,
principalmente debido a la amplia desinformación que este grupo de jóvenes tie-
nen acerca de su sexualidad y las formas de prevenir los embarazos que a su edad
tienen efectos negativos para su desarrollo. Se revisó, además, que la alarmante
situación de violencia sexual que afecta a este grupo de mujeres, que deriva por
una parte de representaciones tradicionales de la sexualidad masculina y femeni-
na que persisten y se reproducen en los procesos de urbanización y globalización. 

Por último, constatamos la mejora en el acceso a los servicios de salud de
la mano con el acelerado proceso de urbanización han determinado que hoy
hombres y mujeres en el Ecuador vivan más que hace 15 años. Sin embargo, un
número significativo de ellos no necesariamente viven mejor pues están amplia-
mente desprotegidos en cuanto a seguridad social. 

En vista de los cambios que la población del Ecuador ha experimentado y
que continuará en las décadas siguientes en parte debido a una especie de iner-
cia característica de la dinámica demográfica, es preciso preguntarse de qué ma-
nera han acompañado estos cambios las políticas que se han impulsado en este
período. El Programa de Acción al que el Ecuador se comprometió en El Cairo
en 1994, enfatizó en la necesidad de incorporar lineamientos estratégicos en las
políticas de desarrollo enfocadas hacia determinados grupos de la población en
mayor riesgo de marginalidad por factores étnicos, de género y de área de resi-
dencia. A pesar de que se han formulado una serie de políticas, durante este pe-
ríodo en parte tras ese compromiso adquirido en 1994 y anteriormente en Bei-
jing, la constante es que esas políticas no se traducen en acciones concretas que
se reflejen en cambios especialmente para esos grupos de mayor riesgo. Como ex-
cepciones en la revisión que hemos hecho en este trabajo podemos destacar has-
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ta cierto punto la aplicación de la Ley de Maternidad Gratuita en lo que respec-
ta a la ampliación del acceso de servicios para el parto institucional con un efec-
to en el descenso de las muertes maternas. Sin embargo, una gran parte de las
políticas que se han impulsado en el tema de población, y específicamente en
cuanto a salud sexual y reproductiva y políticas de atención a adultos mayores,
no han alcanzado un estado de concreta aplicabilidad. Mucho de esto se explica
entre otros factores, por los escasos recursos que se asignan al sector social en el
Ecuador. 

La desatención de la cuestión social en el Ecuador no es una novedad. La
escasez de recursos para la inversión social ha sido una constante, y su tenden-
cia desde finales de la década de los ochenta en adelante, ha sido decreciente. De
hecho en 2000 solo el 15% del presupuesto fiscal (5% del PIB) se destinaban a
este sector. En desmedro de la educación y la salud de la población, se ha prio-
rizado el pago de la deuda pública externa que ocupa casi la mitad del presu-
puesto fiscal (48% del presupuesto general y 9% del PIB a 2004), mientras que
los recursos para estos sectores han sido bajos y con tendencia decreciente (1%
y 2.3% del PIB respectivamente a 2004), e incluso son inferiores al gasto mili-
tar (2.8% del PIB) presenta un incremento desde 1990 (STFS, 2003; PNUD,
2004).

La naturaleza inequitativa de la asignación de recursos para el desarrollo de
la población, ubica al Ecuador en el peor lugar en cuanto a la realización de me-
tas de inversión social per cápita respecto a América Latina. Mientras en 47 años
el resto de América Latina en 2001 alcanzó el nivel de inversión social per cápi-
ta de 540 dólares anuales promedio, en el Ecuador dicha inversión es de 130 dó-
lares (Acosta, 2004). De este modo, el compromiso asumido por el Ecuador en
convenios internacionales para el desarrollo humano como El Cairo y Beijing,
debe enfrentarse a los compromisos económicos que el Ecuador mantiene, sobre
todo, con instancias como el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mun-
dial en concordancia con su participación en instancias como el Consenso de
Washington. Las políticas denominadas de ajuste que estos organismos requie-
ren y a las que el Ecuador debe comprometerse por su situación de dependencia
asimétrica como deudor, han conducido a un paulatino proceso de liberalización
comercial que ha marcado las políticas económicas de la década de los noventa
y parte de 2000, en desmedro de las condiciones de vida de la población, espe-
cialmente de los grupos más marginados. 

El carácter antisocial de esas políticas junto con los alarmantes grados de co-
rrupción que protagonizan en mayor medida los más poderosos del país, y los
efectos de fenómenos naturales, desembocaron en el colapso del sistema financie-
ro y la peor crisis económica y social que experimentó el Ecuador hacia finales de
la década de los noventa. El esquema de dolarización que se planteo como la úni-
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ca alternativa de salida a esta crisis, hoy presenta un escenario futuro incierto pues
su sustentabilidad depende de factores tan variables como los ingresos petroleros
y las remesas de los emigrantes. El conjunto de estos eventos y políticas se refle-
jan actualmente en los alarmantes índices de desigualdad del ingreso que carac-
terizan al Ecuador como uno de los países con peores distribuciones del ingreso
en Latinoamérica y en el mundo (43.7 coeficiente Gini). 

Los niveles de pobreza son igualmente elevados, de acuerdo al censo de Po-
blación y Vivienda de 2001: 6 de cada 10 ecuatorianos no han logrado satisfa-
cer sus necesidades básicas, (STFS, 2003) y el número de ecuatorianos bajo el
umbral de la pobreza de ingresos ha sido creciente durante la década de los no-
venta. La población pobre en este período ascendió a 35% en promedio duran-
te el 1990-2001 (PNUD, 2004), alcanzando niveles extremos durante 1998 y
1999. Más aún, como anticipamos al inicio de este trabajo, la pobreza afecta con
más fuerza a la población indígena y afroecuatoriana, y a las personas que resi-
den en su mayoría en áreas rurales y urbano-marginales en las ciudades. 

A lo largo de este trabajo se ha demostrado, que los mayores rezagos en
cuanto a tendencias demográficas los lleva la población sin instrucción, indíge-
nas y de otros grupos étnicos, sectores que viven en áreas rurales, y las personas
mayores. A través de los indicadores expuestos arriba, es fácil deducir que la po-
breza, resultado de la separación entre políticas sociales y políticas económicas,
es el factor determinante para que estos sectores no hayan alcanzado los estados
de transición demográfica en el que se encuentra el resto del país.

Pensar en el largo plazo es tener esa capacidad de estar listos para recibir a la
gente de las nuevas generaciones con una posibilidad de que vivan su propio
presente y futuro. Es corregir las deformaciones que los sistemas económicos
actuales han provocado, desplazando a grandes grupos de la población, pri-
vilegiando el desarrollo de ciertas zonas, apartándose y sin conocer las nece-
sidades reales de las personas en sus especificidades y características (ODE-
PLAN, 1999). 

Esa capacidad de pensar en el largo plazo es el factor clave en la propuesta de la
integración entre población y desarrollo, que lamentablemente ha sido opacada
por el divorcio entre economía y sociedad al impedir que las políticas que se han
planteado con importantes avances en el enfoque de derechos, se traduzcan en
cambios palpables en el bienestar de los sectores más marginados del país. En es-
te sentido, no es suficiente haber incorporado un enfoque integrador entre la di-
námica demográfica y el desarrollo sustentable como en efecto se ha planteado
en la actual política de población (ver ODEPLAN 1999, 2000).
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Es necesario ir más allá, y cuestionar el concepto mismo del desarrollo y de
las condiciones en las que las políticas sociales se traducen, en efecto, en avances
hacia el bienestar de la población, o en un retroceso debido a las prioridades de
corto plazo que las políticas económicas actuales requieren. Más ampliamente,
la relación entre población y desarrollo es un aspecto que debería reconsiderarse
a la luz de nuevas formas de definir y concebir el desarrollo. Si bien, la CPID fue
un hito en cuanto al cambio de enfoque en la política de población ligada a la
política de desarrollo, la noción de desarrollo sustentable como se la uso en El
Cairo propuso la integración de la población en estrategias de desarrollo existen-
tes, sin hacer un cuestionamiento sobre los medios para su efectividad a través
de regímenes comerciales que inciden negativamente en las condiciones de vida
de los sectores más marginales en países en vías de desarrollo (Buss, 1999). Pro-
ponemos, pues, que tanto como se ha enfatizado en el enfoque de derechos se-
xuales y reproductivos, la relación entre estos y los derechos económicos y socia-
les es el de orientar las propuestas de población y desarrollo en los acuerdos in-
ternacionales a futuro con más fuerza, partiendo del concepto mismo de dere-
chos sexuales y reproductivos como la posibilidad de hombres y en particular de
mujeres de “decidir y controlar las decisiones sobre su propio cuerpo y fecundi-
dad como la base fundamental para el disfrute de otros derechos económicos y
políticos” (Programa de Acción de El Cairo, cit. en CEPAL, 1997: 10).
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Anexo 1
Marco internacional y cronología de leyes y políticas 
de la población en el Ecuador 1974-2004 

Como un instrumento para mirar en contexto los resultados presentados en este traba-
jo, a continuación se presenta un resumen de los principales antecedentes en materia de
población pre y post El Cairo, los compromisos asumidos por el Ecuador, y las políticas
y leyes como resultado de esos compromisos. En concordancia con los énfasis del traba-
jo, se identificarán también políticas y acciones en cuanto a salud y derechos sexuales y
reproductivos, y salud y derechos de los y las adultos mayores. 
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Año

1974

1978

1982

1987

1991

Población

- Se crea el Consejo Nacional de
Población como organismo asesor
adscrito a la Presidencia de la
República con ocasión del Año
Mundial de la Población y de la
Conferencia Mundial de a
Población de Bucarest

- Por mandato constitucional, se crea
el Consejo Nacional de Desarrollo
CONADE para proveer una insti-
tucionalidad que fije la política
poblacional, en el marco de la
Constitución Política de 1978.

- Se crea la Unidad de Población al
interior del CONADE para definir
una política orientada a integrar la
política de población con la políti-
ca de desarrollo.

- Desde el CONADE, se define una
Política de Población que incorpora
las variables demográficas en planes
de desarrollo, en cuanto a empleo,
género, salud de la niñez, mejorar
la distribución espacial de la
población y regular su crecimiento. 

Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Creación del
Programa Nacional
de control de
VIH/SIDA

Salud y derechos de los y
las adultos mayores

- Se promulga la Ley del
Especial del Anciano
que garantiza derechos
a  un nivel de vida dig-
no que incluye la salud
especializada para este
grupo de edad y estipu-
la descuentos del 50 %
para las personas de la
tercera edad en difer-
entes servicios.
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Año

1992

1994

1995

Población

- Se crea la Comisión Nacional de
Población para impulsar la Política
de Población, sin embargo esta no
se implementa.

- Se celebra en el Cairo, la
Conferencia Internacional sobre
Población y Desarrollo CPID,
donde se llega a un consenso inter-
nacional con 179 países sobre
temas de población, crecimiento
económico y desarrollo sostenible,
salud sexual y reproductiva,
equidad de género y derechos de
los adolescentes y jóvenes. El
Ecuador asumió compromisos de
integrar las políticas de población y
desarrollo, impulsar la desacel-
eración del crecimiento demográfi-
co mediante la educación, los dere-
chos a la paternidad responsable, el
género como una dimensión trans-
versal. Su posición fue ambigua en
cuanto a salud reproductiva y dere-
chos reproductivos.

- Se promulga el Plan Nacional de
Acción en Población 1994-1996,
CONADE 1994 donde se incor-
poran prioridades de educación,
salud con énfasis en salud materno-
infantil y derechos sexuales y
reproductivos, fortalecimiento de la
familia en torno a una política de
desarrollo.

Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Se activan las comis-
arías de la mujer y de
la familia. Hoy exis-
ten 23 en todo el
país. 

- Se promulga la Ley
103 contra la violen-
cia a la mujer y a la
familia.

- Se promulga en Italia
el Consenso sobre la
Anticoncepción de
Emergencia en el que
hace un llamamiento
a los países  para la
difusión de las píldo-
ras de emergencia. 

- Creación del
CONASIDA por
decreto Ministerial.

Salud y derechos de los y
las adultos mayores
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Año

1996

1997

1998

Población

- Se promulga la Agenda Social que
incorpora un segmento sobre
población impulsando la promo-
ción de información demográfica
para apoyar la toma de decisiones
en cuanto a políticas sociales con
énfasis en la equidad de género,
equidad social y reducción de la
pobreza.  

- Se promueve el Plan Nacional de
Desarrollo donde se priorizan los
temas de pobreza, equidad y pro-
moción del capital humano.

- Se promulga el Plan Estratégico de
Desarrollo y Seguridad Nacional
"Ecuador 2025" que enfatiza al
tema de población como un factor
hacia el mejoramiento de la calidad
de vida.

- Se elabora la Agenda Social del
Gobierno donde se incorpora la
política de población.

- Dada la ineficiencia de estos instru-
mentos, por reforma constitucional
se elimina el CONADE y la
Secretaría General de Planificación
SEGEPLAN con el objeto de crear
un vínculo directo con la
Presidencia en un esfuerzo por
descentralizar el sistema nacional
de planificación y promover la par-
ticipación de los gobiernos sec-
cionales y organizaciones sociales
(artículos 254 y 255).

- Se crea la Oficina de Planificación
de la Presidencia de la República,
ODEPLAN.

Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Se crea el CONAMU
como una instancia
que promueve y for-
mula políticas públi-
cas con equidad de
género y  promoción
de derechos. 

-El MSP impulsa el
Plan de Reducción de
la Mortalidad
Materna.

- Se promulga la Ley de
Maternidad Gratuita
y atención a la
Infancia que garantiza
prestaciones en
relación a todas las
etapas del embarazo,
detección de cáncer
ginecológico, planifi-
cación familiar, aten-
ción de enfermedades
de transmisión sexual,
entre otras. Hoy
operan Comités de
Usuarias en 67 can-
tones. 

- Se realizaron y apro-
baron reformas con-
stitucionales al
Código Penal que tip-
ifican al acoso sexual
como delito; se
incluyó la prohibición
de encarcelamiento a
mujeres embarazadas;
y la despenalización
de la homosexualidad.  

Salud y derechos de los y
las adultos mayores

- Se incorpora en la Ley
especial del anciano el
derecho a obtener 50 %
de exoneración en los
servicios médicos priva-
dos, pero se lo elimina
en 2001. 

- Se incorpora en la
Constitución una sec-
ción específica sobre
seguridad social plante-
ando conformar un
Sistema Nacional de
Seguridad Social con
criterios de eficiencia y
descentralización.

- El Bono Solidario
incorpora como benefi-
ciaria a la población de
la tercera edad en
situación de pobreza. 
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Año

1998

Población Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Se incorpora en la
Constitución una sec-
ción específica sobre
salud que plantea la
creación de un
Sistema Nacional de
Salud para impulsar
la modernización y
eficiencia del sector.  

- Se crea el Programa
Nacional de
Reducción de la
Muerte Materna. 

- El Congreso Nacional
por gestión de las
ONG emite la Ley
sobre la Educación de
la Sexualidad y el
Amor. No se ha apli-
cado.

- El Ministerio de
Salud expidió un
Acuerdo Ministerial
declarando la violen-
cia contra la mujer
como un problema de
salud pública

- Dentro de la reforma
al código de menores
se amplia la protec-
ción a la mujer
embarazada y madre
trabajadora. 

- El MSP en coordi-
nación con CONA-
MU expide el
Manual de Normas y
Procedimientos para
la Atención de la
Salud Reproductiva
donde se incorporan
normas relacionadas a
la salud sexual adoles-
cente y al tratamiento
de enfermedades de
transmisión sexual. 

- El MSP incorpora un
Comité de Género.  

Salud y derechos de los y
las adultos mayores
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Año

2000

2001

2002

Población

- Se crea el Plan Nacional de
Desarrollo 2000 – 2003 donde se
incorpora la política de población
como eje transversal.

Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Ley para la
Prevención y
Asistencia Integral del
VIH/SIDA y en ese
marco el instituto
Nacional del Sida, y
el proyecto global de
prevención de
VIH/SIDA

- Leyes de amparo al
paciente y defensa del
consumidor, garanti-
zan exigir derechos de
buena atención en
servicios de salud.

- Se impulsa una con-
sulta nacional a los y
las jóvenes desde la
Dirección Nacional
de la Juventud del
MBS para incluirlos
en las decisiones
sobre políticas para su
beneficio; sin embar-
go, los jóvenes no son
convocados de forma
regular. 

- Ley Orgánica del Sis-
tema Nacional de Sa-
lud- plantea la realiza-
ción del Plan Integral
de Salud para impulsar
la colaboración Inter.-
institucional en torno
al tema de salud. 

- Se realizó en Quito la
Primera Conferencia
Internacional del Con-
sorcio Lati-noamerica-
no deAnticoncepción
de Emergencia

Salud y derechos de los y
las adultos mayores

- Ley de Seguridad Social
– incluye la separación
de seguros, autonomía
de proveedores, pago
por producción realiza-
da e incremento de
cobertura familiar y
especial.
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Año

2002

2003

2004

Población

- Se crea la Secretaría Nacional de
Planificación y Desarrollo SEN-
PLADES. Sin embargo, no se ha
logrado la aprobación de la Ley
Orgánica del Sistema de
Planificación. El Sistema propuesto
aún no ha logrado consolidar la
priorización en cuanto a asignación
de recursos y orientación de políti-
cas públicas. 

Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Se lleva a cabo la
Cumbre del Milenio
(Naciones Unidas) en
la que el Ecuador se
comprometió entre
otros objetivos, a
reducir la mortalidad
infantil y materna y
mejorar su salud, pro-
mover la igualdad de
género y combatir el
VIH/SIDA. 

- Se expide un
reglamento especial
de procedimientos
para el tratamiento de
los delitos sexuales en
el sistema educativo
que sanciona con sus-
pensión a los
docentes que
cometan este delito

- A partir de la reforma
de la constitución en
1998, se aprueba el
Nuevo Código de la
Niñez y Adolescencia
. 

Salud y derechos de los y
las adultos mayores

- Se entrega un proyecto
de reforma a la Ley
especial del Anciano
para incluir sanciones
penales para quienes
violan los derechos de
la tercera edad. 

- Tras la protesta de jubi-
lados en Quito y
Guayaquil se aprueba el
incremento de la pen-
sión jubilar a un monto
mínimo. No obstante, a
finales del año se niega
este decreto y el incre-
mento se mantiene por
un quinto de lo acorda-
do
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Población Salud y derechos 
sexuales y reproductivos

- Se crea el Centro de
Aprendizaje de
Tecnologías Aplicadas
en Salud, conjunto
entre ONGs y
Ministerio de Salud
para promover infor-
mación sobre salud
reproductiva para
adolescentes.. 

Salud y derechos de los y
las adultos mayores
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Uno de los fenómenos novedosos e imprevistos de la última década en el Ecua-
dor es la migración y particularmente aquella de carácter internacional, pues si
bien antes se produjeron otras importantes olas migratorias, nunca hasta enton-
ces este proceso adquirió las dimensiones y la dinámica que presenta en la actua-
lidad, tanto a nivel demográfico, como económico, social y cultural. Esta vez, los
emigrantes no se circunscriben a ninguna región en particular sino que han sa-
lido de zonas urbanas y rurales, tanto de la Sierra como de la Costa y la Amazo-
nía. Son jóvenes y adultos, hombres y un significativo número de mujeres. La
novedad del fenómeno se revela al revisar la publicación Entre los límites y las rup-
turas (1992) que analiza la situación socioeconómica de las mujeres ecuatorianas
en la década de los ochenta y donde el tema de la migración suscita un interés
muy marginal.

En el capítulo sobre tendencias poblacionales de hombres y mujeres, Ma-
riana Naranjo se refiere a la migración internacional como un proceso que no al-
canza niveles trascendentes y que carece de una base empírica apropiada para su
análisis. Sólo dos años después de la Conferencia Mundial sobre la Mujer en Bei-
jing en 1995, la última ola migratoria provocaría cambios importantes a nivel de
todo el territorio nacional, cambios que son el tema de interés de este capítulo
que observa la migración de las mujeres ecuatorianas en los últimos 10 años.

Esta última etapa de la migración internacional ecuatoriana ha suscitado el
interés de investigadores, de académicos nacionales e internacionales, de políti-
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1 Este estudio utiliza información recogida y sistematizada por el grupo de trabajo sobre migración de
FLACSO-Sede Ecuador, por lo cual quiero agradecer de forma especial a Gioconda Herrera y a Alicia To-
rres, a quienes además hago explícito mi reconocimiento por sus enriquecedores comentarios y conversa-
ciones personales mantenidas en torno al tema. Por sus sugerencias a este artículo agradezco también a
Mercedes Prieto.

2 Investigadora asociada a FLACSO, Sede Ecuador.

 



cos, de miembros de organismos no gubernamentales y de otros sectores de la
sociedad. En este marco, se han desarrollado estudios3 que observan sus implica-
ciones económicas y de desarrollo (Acosta, López y Villamar 2004, Falquez
2004, Sánchez 2004), así como la política migratoria (De la Vega y Túpac-Yu-
panqui 2004). Otras investigaciones han enfocado su interés alrededor de las re-
des migratorias (Goycoechea y Ramírez 2002, Kyle 2000, Pedone 2002), de as-
pectos étnicos (Maldonado 2004), socioculturales (Walmsley 2001) y en los
cambios recientes de los flujos migratorios (Jokisch 2001). Finalmente, una se-
rie de trabajos se han centrado sobre la migración en relación a temas sociales y
de género (Camacho 2004, Castillo, Patiño y Pesántez 2003, Herrera 2004, Mi-
les 1997, Pribilsky 2002).

El presente escrito se inscribe dentro de los estudios de migración con pers-
pectiva de género, la misma que nos permite poner atención sobre las vivencias
y problemáticas diferenciadas de hombres y mujeres en la experiencia migrato-
ria, además de que posibilita visualizar la migración no sólo desde la producción,
sino, también desde la reproducción, el cuidado de los hijos, del hogar y la co-
munidad. Este ensayo busca reflexionar sobre las características de la migración
internacional ecuatoriana en relación a las mujeres emigrantes, poniendo espe-
cial atención en los procesos de transformación de las estructuras familiares en el
país de origen. Se habla sobre el cambio de roles surgidos a raíz de la migración
de las mujeres, y se mencionan algunas particularidades necesarias a considerar
en la migración femenina.

La migración internacional

Los factores que marcan las características de esta nueva ola migratoria están aso-
ciados a la agudización de la crisis económico-política del Ecuador a fines de la
década de los noventa. Los análisis coinciden en establecer a las devastadoras
consecuencias ocasionadas en la región costera por el Fenómeno del Niño, la cri-
sis bancaria, el proceso de dolarización de la economía y la inestabilidad política
como los factores que aceleraron la escalada migratoria de ecuatorianos hacia el
exterior en una magnitud sin precedentes.

Efectivamente, el año de 1999 representa un giro importante dentro de la
migración internacional ecuatoriana en cuanto al incremento del número de
emigrantes, al cambio en los patrones migratorios y al perfil de las personas que

100

M. Cristina Carrillo

3 Existen importantes investigaciones sobre ecuatorianos/as en los países de destino. Para mayor informa-
ción ver las Memorias de la Conferencia Internacional de Migración, Transnacionalismo e Identidades: la ex-
periencia ecuatoriana, realizada en Quito entre el 17 y 19 de enero de 2005, próximas a publicarse en
FLACSO-Sede Ecuador.

 



migran. En primer lugar, un importante porcentaje de los emigrantes proviene
de zonas urbanas antes que de las rurales, presentando una tendencia distinta de
la anterior tradición migratoria en donde se observaba que los emigrantes perte-
necían en su gran mayoría al área rural4. En segundo lugar, la procedencia de los
emigrantes ya no se circunscribe al Austro ecuatoriano, como era tradicional, si-
no que ahora sobrepasa la zona sur y se extiende al resto de provincias a lo largo
de las tres regiones del Ecuador. Por otro lado, los lugares de destino han dado
un giro importante y, aunque los Estados Unidos continúan siendo un país de
llegada de mano de obra, ahora es España en primer lugar, luego Italia y otros
países de Europa los principales países de atracción de emigrantes. Finalmente,
el perfil de la persona que migra se diversifica, y ahora un importante número lo
constituyen personas jóvenes, hombres y, principalmente, mujeres con relativos
niveles educativos y pertenecientes a diversas clases sociales.

La migración de mujeres no es un fenómeno nuevo; lo que es novedoso son
las características del patrón migratorio. Como afirman algunos estudios (Grat-
ton 2005, FLACSO-Banco Central 2004), si antes de 1995 sólo un tercio de
quienes dejaban el país eran mujeres, luego de 1997 casi existe una paridad de
género en los emigrantes. En una primera etapa de la migración internacional
ecuatoriana entre los años 1950 y 1979, la migración de las mujeres estuvo aso-
ciada a la migración de familias enteras que se fueron hacia los Estados Unidos
o Venezuela con el objetivo de establecerse definitivamente allí. En una segunda
ola migratoria, entre 1980-1997, la tendencia es que las mujeres viajan para rea-
gruparse con sus esposos inmigrantes en los países de llegada. Finalmente, en es-
ta última etapa, en el caso de España e Italia, existe la propensión a que las mu-
jeres sean quienes viajan primero y tienden a generar procesos de reunificación
familiar, especialmente cuando han dejado a sus hijos en el Ecuador.

La migración de las mujeres en cifras

Dada la complejidad del fenómeno migratorio, las cifras con las que se cuentan
no ofrecen datos exactos sobre el número de personas que han emigrado debido,
principalmente, a que la calidad de indocumentados de una gran cantidad de
ecuatorianos complica las modalidades de registro. La principal fuente cuantita-
tiva es el Censo de Población y Vivienda realizado por el Instituto Nacional de
Estadística y Censos (INEC) en el año 2001. Como lo han resaltado varios es-
tudios, puede existir un subregistro en esta información porque no permite cap-
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4 Para un estudio sobre la migración rural, ver Luciano Martínez (2005) quien realiza un estudio en la sie-
rra sur y enfatiza en la importancia de la migración desde pueblos y comunidades rurales a partir de la do-
larización de la economía.
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tar los casos de familias completas que han emigrado o los casos de parejas que
levantaron su hogar y dejaron a sus hijos e hijas a cargo de otras personas. Sin
embargo, permite tener una base de datos significativa para observar la magni-
tud del fenómeno a nivel nacional con un importante nivel de fiabilidad.5 Según
los datos del INEC 2001, para el ciclo 1996-2001 han migrado un total de
377.908 personas, de las cuales 177.478, es decir un 47% son mujeres6. Como
se observa en el gráfico 1, en términos nacionales, los hombres siguen migrando
más que las mujeres: 53% versus 47% del total de emigrantes en el período
1996-2001.

En la tabla 1 se puede observar que a nivel regional la Amazonía y la Sierra -ex-
ceptuando la zona sur— mantienen un nivel casi paritario entre hombres y mu-
jeres emigrantes, mientras que en la Costa existe un mayor nivel de mujeres, lo
que representa un dato demográfico novedoso en el actual contexto migratorio.
Si se analizan las tres mayores ciudades del país, se aprecia que la migración fe-
menina es más alta que la masculina en la ciudad de Guayaquil: 55.9% de mu-
jeres versus 44.1% de hombres. La relación hombre-mujer en la ciudad de Qui-
to es casi igual (48.7% mujeres y 51.3% hombres) y es pronunciadamente mas-
culina en la ciudad de Cuenca (67% versus 33%). Estas diferencias por género

M. Cristina Carrillo

5 La magnitud del fenómeno también se comprueba en análisis hecho por Pilar Egüez en esta publicación,
con base en una estimación del balance poblacional.

6 Aún no contamos con la prospección de los datos del Censo para el año 2003. Sin embargo, se puede acu-
dir a la información de saldos migratorios que proporciona la Dirección Nacional de Migración, los mis-
mos que permiten ver que entre 1996 y julio de 2003, existe un saldo migratorio de 780.420 personas
(Dirección Nacional de Migración).
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Gráfico No. 1
Porcentaje de hombres y mujeres emigrantes

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001

 



tienen relación con los polos de destino. La región sur, donde se encuentra la ciu-
dad de Cuenca, todavía conserva un importante contingente de migración hacia
los Estados Unidos y ésta sigue siendo predominantemente masculina (FLAC-
SO-Banco Central, 2004).
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Región y Hombres Mujeres Total
Provincia N° % N° % N° %
COSTA
El Oro 11494 50.93 11.074 49.06 22568 5.97
Esmeraldas 2030 38.98 3.177 61.01 5207 1.37
Guayas 39941 44.70 49.403 55.29 89344 23.64
Los Ríos 3292 41.05 4.726 58.94 8018 2.12
Manabí 7683 47.50 8.491 52.49 16174 4.27
Total costa 64440 45.60 76871 54.39 141311 37.39
SIERRA
Azuay 23630 69.39 10423 30.60 34053 9.01
Bolívar 1008 51.90 934 48.09 1942 0.51
Cañar 12376 70.21 5249 29.78 17625 4.66
Carchi 685 51.77 638 48.22 1323 0.35
Cotopaxi 3044 52.98 2701 47.01 5745 1.52
Chimborazo 6691 57.09 5029 42.90 11720 3.10
Imbabura 5405 54.49 4514 45.50 9919 2.62
Loja 14525 60.01 9676 39.98 24201 6.40
Pichincha 50621 50.98 48658 49.01 99279 26.27
Tungurahua 8002 54.85 6586 45.14 14588 3.86
Total sierra 125987 57.16 94.408 42.83 220395 58.31
AMAZONÍA
Morona Santiago 4016 69.60 1754 30.39 5770 1.52
Napo 401 48.19 431 51.8 832 0.22
Pastaza 800 54.86 658 45.13 1458 0.38
Zamora Chinchipe 2673 62.58 1598 37.41 4271 1.13
Sucumbios 1033 57.00 779 42.99 1812 0.47
Orellana 403 56.12 315 43.87 718 0.18
Total amazonía 9326 62.75 5535 37.24 14861 3.93
GALÁPAGOS 115 49.56 117 0.1 232 0.06
No delimitadas 562 50.67 547 0.3 1.109 0.29
Total 200.430 53.03 177478 46.96 377908 100.00
Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001. Elaboración: CEPLAES, 2004.

Tabla 1
Migración ecuatoriana por sexo y provincia, 1996-2001



Dentro de esta nueva ola migratoria, los destinos también se diversifican, apare-
ciendo España como un nuevo polo de atracción importante, sobre todo para las
mujeres ecuatorianas. Hasta 1997, el 63% de los emigrantes se dirigió a los Es-
tados Unidos, pero el censo de 2001 demuestra un giro importante en el lugar
de destino. Según el informe del Instituto Nacional de Estadística de España
(INE), la inmigración de personas de nacionalidad ecuatoriana que se han em-
padronado en los diferentes municipios españoles, ha pasado de 3.972 en 1998
a 259.522 en 2002 (www.ine.es) y según los estudios del Colectivo IOE, para el
año 2004 se calcula cerca de 450.000 personas de nacionalidad ecuatoriana vi-
viendo en España (Actis, 2005). Las mujeres ecuatorianas tienen como destino
preferido a España, aunque Italia es interesante porque es el único país en don-
de existe un claro porcentaje mayor de mujeres que de hombres, tal como se
aprecia en el gráfico 2. Las hipótesis para este cambio de destino son, por un la-
do, la menor peligrosidad en el viaje hacia Europa que hacia los Estados Unidos,
y por otro, los nichos laborales abiertos desde Italia o España, especialmente en
áreas de trabajo doméstico y de cuidado.

Remesas

Para los autores Acosta, López y Villamar (2004), en los últimos años, las reme-
sas enviadas por los emigrantes superan a las exportaciones sumadas de banano,
cacao, café, camarón, atún y pescado y han sido uno de los soportes para soste-
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Gráfico 2
Migración ecuatoriana por sexo y país de destino, 1996-2001

Fuente INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001; Elaboración CEPLAES 2004.

 



105

ner la economía dolarizada. De acuerdo con el Banco Central del Ecuador la
evolución de las remesas ha sido la siguiente:

Según el estudio realizado por el Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN)
del Banco Interamericano de Desarrollo (2003), cerca de 1 millón de ecuatoria-
nos y ecuatorianas, el 14% de la población adulta, reciben remesas de sus fami-
liares que viven fuera del país. En este estudio se afirma que el promedio de en-
víos asciende a 175 dólares mensuales y las tres cuartas partes de los receptores
ganan menos de 500 dólares al mes. En la encuesta realizada por FLACSO en
2001 en la región sur del país, el promedio de los envíos fue de 150 dólares y los
receptores eran en su mayoría de sectores de bajos ingresos aunque no los más
pobres7. Los estudios realizados, tanto a nivel nacional como regional, (Encues-
ta FLACSO 2001, FLACSO-Banco Central del Ecuador 2004, FOMIN-BID
2003) coinciden en señalar que la mayor parte de las remesas se destina funda-
mentalmente al consumo básico y al pago de la deuda contraída para la realiza-
ción del viaje, y dejan un mínimo margen al ahorro e inversión. Según el citado
estudio del FOMIN-BID el 66% de los envíos son recibidos por mujeres, lo que
ha modificado en cierto grado las capacidades de decisión de éstas en cuanto a
disposición y utilización del dinero, aunque no necesariamente ello llegue a sig-
nificar su plena autonomía.

El estudio de Herrera y Martínez (Herrera 2005) señala que muchas veces
son los hombres quienes a la distancia siguen manteniendo el poder de la toma
de decisiones en cuanto a inversión del dinero y las mujeres no tienen demasia-
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Año Remesas en
millones de dólares

1998 794
1999 1.084
2000 1.317
2001 1.415
2002 1.432
2003 1.539

Fuente: Banco Central del Ecuador.

Tabla 2
Monto de remesas, según año

7 La Encuesta de FLACSO 2001 fue aplicada en 11 cantones de las provincias de Azuay, Cañar y Loja, en
el contexto de la investigación “Género y migración en la región sur” realizada por Gioconda Herrera y
Alexandra Martínez. (ver Herrera, 2005).



do margen de salirse de este patrón. Cuando se analizó el uso de las remesas de
acuerdo al lugar de residencia, se encontró que el grupo con mayores posibilida-
des de inversión de las remesas en negocios, compra de terrenos o ahorro en un
banco eran los hombres urbanos, mientras que en el polo con menos posibilida-
des de inversión se encontraban las mujeres rurales, quienes utilizaban los mon-
tos enviados, principalmente, para cubrir las necesidades básicas de la familia, es
decir en vestido, alimentación y educación.

Se necesita información para evaluar los cambios sociales generados por la
modificación en el acceso a los recursos. Para ello, sería importante estudiar y ob-
servar qué ha pasado con las mujeres como generadoras de remesas, cuál es su
poder de decisión e incidencia sobre estos recursos especialmente cuando son
ellas quienes envían el dinero. En este punto, resulta pertinente llamar la aten-
ción sobre los señalamientos que han realizado algunas sociólogas y economistas
feministas acerca de la relevancia de los estudios de la propiedad (Magdalena
León y Carmen Diana Deere 2002) para evaluar la situación de las mujeres, ya
que resulta un tema fundamental dentro de las investigaciones sobre migración.
Es imprescindible preguntarse qué está sucediendo con la propiedad (de tierra,
vivienda y otros bienes) en relación con las mujeres cuando éstas se han queda-
do en el Ecuador, así como también cuando ellas son las emigrantes que envían
remesas.

Migración, mujeres e inserción laboral

Dado que el actual fenómeno de la migración internacional ha adquirido una di-
mensión nacional, el factor pobreza como explicativo de la migración debe ser
tomado con cautela. Como el estudio de Ramírez y Ramírez (2003) lo refleja,
Quito, Guayaquil y Cuenca son las ciudades de donde provienen la mayoría de
personas que salen al exterior. Los emigrantes que salen de estas ciudades caen,
en términos generales, dentro de lo que se ha denominado el grupo de los no po-
bres, confirmando la idea de que el acto migratorio requiere de ciertos recursos
mínimos previos a la salida así como capacidad de endeudamiento. Sin embar-
go, tampoco se puede descartar el factor pobreza dentro de los móviles de la mi-
gración internacional. Como se ve en la tabla 3, el porcentaje de emigrantes po-
bres es de un 27% y los pobres ubicados dentro de la categoría de pobreza extre-
ma constituyen un 13.09% de la migración total, cifras que tienen un peso im-
portante al analizar el conjunto de personas emigrantes.

106

M. Cristina Carrillo

 



En esta línea, se puede decir que el factor pobreza es una de las explicaciones pa-
ra la migración de las mujeres, pero éste no se lo puede entender de forma aisla-
da. Como menciona Saskia Sassen (2001) al revisar el contexto mundial se ob-
serva que existe una conexión entre las necesidades de las ciudades globales de
contar con mano de obra a bajo costo y la feminización mundial de la migra-
ción. Sassen (2004), afirma que el fenómeno migratorio debe ser entendido den-
tro de lo que ella denomina como geoeconomía de la migración, que por un la-
do crea nuevos factores de expulsión en países con alto endeudamiento público,
y por otro presenta una demanda efectiva de trabajadores inmigrantes en los paí-
ses receptores. Esta autora sostiene que las ciudades globales han creado una ex-
pansión en la demanda de profesionales de alto nivel y una re-urbanización de
la vida familiar, generando como consecuencia el “hogar profesional sin una es-
posa” en donde la presencia de mujeres inmigrantes se hace necesaria para llenar
estas ocupaciones de servicio y cuidado. En efecto, según datos de estudios rea-
lizados sobre mujeres inmigrantes en Europa, la mayoría de mujeres de países co-
mo República Dominicana, Filipinas, el Perú o el Ecuador, se insertan mayori-
tariamente en el trabajo doméstico y de cuidado de enfermos y ancianos (Colec-
tivo IOE, 2001).

Además al hablar de la migración y mercado de trabajo, no se debe descui-
dar la idea de que, como señala Arango (2000) existe en general una clara seg-
mentación de género que caracteriza el mercado laboral, en donde los sectores
feminizados corresponden al espacio de trabajo que es una extensión de las ta-
reas domésticas y familiares: servicios personales, cuidado de niños, ancianos y
enfermos, tareas manuales segmentadas, minuciosas y repetitivas en la industria,
oficios de limpieza y aseo en todos los sectores de la producción, profesiones uni-
versitarias como las ciencias de la educación y la salud. Además, estas diferencias
van acompañadas de una desigualdad en los salarios y reconocimiento social.
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Tabla 3

Emigrantes según condición de pobreza, ciclo 1996-2001

Condición de pobreza Total emigrantes Contribución a la migración (%)

Pobres 102.119 27.02

Pobres extremos 49.453 13.09

No pobres 226.333 59.89

Otros 3 0.00

Total 377.908

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001. Elaboración: SIISE.



En el caso de España, Walter Actis (2005) analiza el segmento de población
ecuatoriana registrada en la Seguridad Social y observa que los varones se inscri-
ben en tareas agrícolas y de la construcción, mientras que las mujeres se insertan
principalmente en el servicio doméstico, aunque su presencia en los trabajos
agrícolas también ha crecido. Hay que considerar el hecho de que tanto varones
como mujeres ecuatorianas, con una historia relativamente reciente de inmigra-
ción en este país, por lo general se ubican en empleos precarios, temporales y con
baja cualificación8. El que no se pueda contar con estadísticas certeras sobre las
mujeres ecuatorianas indocumentadas hace pensar que el número de ellas inser-
tas en el cuidado y servicio doméstico podría ser mayor. Aún resta por estudiar
la movilidad laboral de estas mujeres y conocer si estos nichos laborales han si-
do sólo su entrada al campo laboral español o si van a permanecer largo tiempo
en dicho espacio.

En lo que tiene que ver con los Estados Unidos, Gratton y Herrera (2004)
han identificado que los hombres ecuatorianos se insertan en la rama de la cons-
trucción, en la industria de servicios alimenticios y un menor porcentaje en ocu-
paciones profesionales de dirección o supervisión. Las mujeres en cambio traba-
jan en fábricas textiles, en servicio doméstico y, en servicios alimenticios. Un pe-
queño porcentaje (20%) trabaja en una diversa gama de oficios, tales como bi-
bliotecarias, profesoras, agentes de ventas, oficinistas y como ayudantes legales o
médicas.

Las familias en la experiencia migratoria

Una de las consecuencias sociales y demográficas de la migración ha sido la se-
paración de las familias y la reestructuración de los hogares ecuatorianos. Según
la EMEDINHO (2001), en la década de los noventa se observa un drástico in-
cremento en el número de niñas y niños dejados atrás por uno de sus padres:
de aproximadamente 17.000 en 1990 a 150.000 en 2000. Dentro de ello, lla-
ma la atención el importante número de mujeres emigrantes que son madres y
que han dejado a sus hijos/as en el Ecuador. Brian Gratton (2005) al analizar
los datos de la encuesta realizada en España en 2001 por el Colectivo IOE, ob-
serva que con excepción de las dominicanas, las ecuatorianas eran el grupo que
con mayor probabilidad manifestaba haber dejado al menos un hijo. El 80% de
las ecuatorianas casadas y con hijos, dijeron tener al menos un hijo en el Ecua-
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tura. Esto es interesante en la medida en que llama la atención que el trabajo inmigrante no sólo se ins-
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dor y el 25% había dejado a tres o más. Gratton sostiene que por lo general, a
nivel mundial, el modelo de migración femenina predominante es el de muje-
res jóvenes y solteras, por lo que el modelo de madres emigrantes que han de-
jado en el país de origen a sus hijos e hijas, podría ser un fenómeno distintivo
del Ecuador. El caso de mujeres madres se lo ha identificado antes en emigran-
tes filipinas y de Sri-Lanka, pero el caso ecuatoriano presenta características di-
ferentes ya que en Sri-Lanka por ejemplo, el Gobierno y las agencias de emigra-
ción incentivan la migración de mujeres incluyendo el subsidio del pasaje de
avión y empleo provisional.

La migración de mujeres madres resulta más impactante debido a que se
tiende a pensar que cuando es la mujer quien migra el espacio de lo privado se
ve mucho más afectado que en el caso de cuando es el hombre quien se ha ido.
Esta perspectiva se basa en dos supuestos fundamentales: el primero, el pensar
que el ámbito de lo privado, de la familia, de las mujeres e hijos es un todo es-
tructurado y armonioso, y el segundo, pensar que la mujer es la responsable de
los hijos e hijas y que es el pilar fundamental de la familia. En relación al primer
supuesto, se ha observado que en las familias ecuatorianas no se puede hablar de
la existencia de la familia nuclear como el patrón común de familia. Por la diver-
sidad cultural, por la difícil situación económica y por la dinámica misma de los
cambios sociales, existen diversos tipos de familia, las mismas que van desde la
familia ampliada hasta familias formadas por madres solteras. El segundo su-
puesto, está ligado a la socialización de hombres y mujeres donde se ha dejado a
la mujer la mayor carga de responsabilidad en el ámbito privado y de la familia.
Adicionalmente, como afirma Rhacel Salazar Parreñas (2002), que analiza el ca-
so de los hijos e hijas de emigrantes filipinas, actualmente el principal producto
de exportación de los países subdesarrollados es el cuidado. El cuidado a los hi-
jos de las familias de los países desarrollados, el cuidado a sus enfermos, el cui-
dado a sus ancianos. Mientras los niños y niñas y jóvenes de los países desarro-
llados tienen dos madres, su madre biológica y la nana que los cuida, los hijos de
los emigrantes se han quedado sin el cuidado de sus padres y madres.

La salida de hombres, y especialmente de mujeres, ha provocado profundos
cambios en las familias, afectado de manera diferencial a los miembros de la uni-
dad familiar y ha supuesto, además, la asunción de roles no tradicionales para al-
gunos de ellos y la sobrecarga para otros. Como resalta Herrera (2004c) los es-
tudios sobre migración interna en la década de los ochenta ya llamaron la aten-
ción sobre el trabajo que recae en las hijas mayores y ancianas como una de las
consecuencias de la migración de las mujeres. Este fenómeno reaparece en la mi-
gración internacional actual en donde el rol del cuidado por lo general recae en
mujeres adolescentes y adultas mayores, aunque no se descarta la existencia de
muchos casos en que estos roles son ejercidos por varones, por padres y niños.
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Carrillo (2004) identifica los siguientes posibles casos de reestructuración
de las familias en relación a los hijos de los migrantes: a) madre e hijos/as; b) pa-
dre e hijos/as; c) abuelos/abuelas e hijos de migrantes; d) tíos/tías e hijos de mi-
grantes; e) hijos/as a cargo de otro familiar, compadres o vecinos; f ) hijos/as vi-
viendo entre hermanos; g) hijos/as solos/as.

En el caso de padre emigrante, es la mujer quien queda a cargo del cuidado
y crianza de los hijos/as, además de asumir tareas productivas en especial cuando
no es receptora de remesas o éstas no son suficientes para cubrir los costos del ho-
gar. Por lo general, cuando los hijos se quedan al cuidado de la madre éstos eviden-
cian cambios en la familia pero no perciben un trastrocamiento de la estructura fa-
miliar. Esto no quiere decir que no sufran, y muy profundamente, la ausencia de
su padre, sino que esta ausencia es decodificada por ellos y ellas como más común.

Como se mencionó líneas arriba, cuando es la madre quien se ha ido, su
partida ha implicado un cambio en la organización cotidiana de la familia dado
que es sobre la madre en quien recae, por lo general, la responsabilidad de la re-
producción de la unidad familiar. Por lo general, los padres buscan ayuda para la
crianza de los hijos/as acudiendo a sus madres o hermanas. Existen pocos casos
en que los padres han asumido la total responsabilidad de la crianza de sus hijos.
En estos casos los hijos, además de vivir la separación con la madre, deben asu-
mir, poco a poco, el cambio en los roles asignados tradicionalmente a su madre
y padre, pues ahora es ella quien ha asumido el rol de proveedora. Este cambio
de concepción, también vuelve más difícil asimilar este nuevo tipo de familia.
Por otro lado, la migración de la madre por lo general provoca mayores críticas
que cuando se trata del padre. Ello se entiende justamente por la asociación de
mujer-madre-estabilidad familiar, dada desde la socialización y como consecuen-
cia de ello, existe mayor sanción social a la partida de las mujeres al ser menos
comprendida la separación entre madres e hijos. Resulta, sin embargo, interesan-
te observar los resultados del estudio de Camacho y Hernández (2004) sobre las
percepciones que se tienen con respecto de las mujeres emigrantes, que muestran
que se percibe que ellas se olvidan de sus hijos o se endurecen, pero también
otros testimonios reconocen la valentía y capacidad de estas mujeres para salir
adelante en contextos adversos.

Cuando padre y madre se han ido, nuevos tutores han debido asumir el
cuidado de los niños/as y jóvenes: tíos, vecinos, abuelos y hasta compadres, son
quienes se han quedado a cargo de los hijos de los emigrantes. Las abuelas son
las principales personas sobre quienes ha recaído la responsabilidad de la crianza
de sus nietos, o también sobre las niñas mayores, quienes muchas veces deben
hacerse cargo de sus hermanos menores y de los quehaceres de la casa. Algunos
testimonios nos hablan de que ellas han debido abandonar sus estudios para po-
der desempeñar todas las actividades que exige el cuidado de la familia.
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Como consecuencia de estos reajustes en la composición de las familias y
en los roles y responsabilidades de sus miembros se han evidenciado ciertos con-
flictos surgidos entre padres y madres, hijos y nuevos tutores, esposas y suegras.
De las entrevistas recogidas a lo largo de nuestras investigaciones, se ha podido
constatar que dos temas resultan especialmente conflictivos: el primero, es el que
tiene que ver con el manejo de las remesas; y el segundo, es acerca de la tenen-
cia legal de los hijos e hijas. El control de las remesas enviadas por el familiar que
se encuentra en el exterior, ha provocado no pocas disputas entre los nuevos tu-
tores, y entre ellos y los/las hijas que han quedado a su cargo. Desde fuera de las
familias, el criterio que se tiene de estos nuevos tutores es ambiguo, ya que por
un lado se los considera y se dimensiona la gran responsabilidad y sobrecarga de
trabajo que eso significa, pero, por otro lado, se dice que han hecho de la migra-
ción un negocio. Sin embargo, la situación más difícil es la que se presenta en re-
lación a las disputas en torno a la tutela de los hijos. Ello se complica mientras
más largo es el período de migración de los padres y madres, y del tipo de rela-
ción que mantengan entre ellos. Por poner algunos ejemplos, en ocasiones se dis-
putan los hijos entre los propios cónyuges que se encuentran como inmigrantes
en distintos países, o los litigios se dan entre las esposas que se han quedado y la
familia política del marido.

De los estudios realizados, se puede decir que los hogares se han debido rea-
daptar a nuevos patrones de funcionamiento y a nuevas formas de sostenimien-
to de esos lazos familiares. Estos reajustes se han dado en contextos de profun-
dos trastornos y costo afectivo de todas las personas implicadas, de hecho, la mi-
gración produce separaciones y ausencias que no se pueden negar. Como afirma
Levitt (2001), estas familias transnacionales separadas por las fronteras, deben
buscar mecanismos constantes para trabajar sus lazos familiares y forjarlos de
manera permanente a través de múltiples vías como el envío de remesas, regalos,
fotografías, videos y llamadas telefónicas. Estas estrategias posibilitan reforzar las
relaciones afectivas a través del tiempo y la distancia geográfica, constituir fami-
lias trasnacionales, aunque, ello no siempre es fácil de lograr.

Herrera (2004b), al analizar varios casos en Cuenca, Cañar, Azuay y tam-
bién de Quito y Guayaquil, manifiesta que en el tema de las familias en origen,
se puede pensar en tres tipos de situaciones: un primer caso en donde ciertamen-
te se puede hablar de familias trasnacionales relativamente consolidadas, en don-
de el envío de remesas es regular, la comunicación frecuente y las visitas entre fa-
miliares periódicas. Una segunda situación estaría conformada por familias en si-
tuación de alta vulnerabilidad en donde existe irregularidad en el envío de reme-
sas, inseguridad en el retorno y donde está presente un predominio de las per-
cepciones sobre abandono y las dificultades en la reorganización familiar. Final-
mente, estarían las familias en proceso de reconstitución, las mismas que pueden
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o no llegar a conformar familias transnacionales, dependiendo del curso que to-
ma la experiencia migratoria, esto es si los cónyuges constituyen nuevas familias
en los países de origen y destino, o si por el contrario provocan procesos de reu-
nificación familiar.

Particularidades de la migración femenina

Es interesante poner atención en qué aspectos se diferencia la migración mascu-
lina de la femenina. Una cuestión importante a considerar en la migración feme-
nina es el tema de la vulnerabilidad (Schrover, 2005, cit. en Gratton, 2005). Ello
resulta especialmente pertinente en lo que se refiera al viaje ilegal de emigrantes.
En este tipo de viajes, el riesgo y la situación de vulnerabilidad se la puede apli-
car, tanto a hombres como a mujeres, por su estado de desprotección, sin em-
bargo, el tema del abuso sexual está mucho más presente cuando se trata de mu-
jeres emigrantes9.

El tráfico y la trata de mujeres son aspectos que afloran al hablar de migra-
ción femenina, en donde el caso de las ecuatorianas no resulta una excepción.
Además, la inserción en el trabajo doméstico de un gran porcentaje de mujeres
llama la atención sobre la condición de doble desprotección que viven estas per-
sonas, porque si el trabajo doméstico es ya una actividad invisible, mucho más
lo es si se habla de trabajo inmigrante que muchas veces implica el estatus de “in-
documentadas” y por lo tanto incapacidad en la exigibilidad de sus derechos.

Otro aspecto distintivo lo encontramos al preguntarnos sobre las motiva-
ciones para la migración. Como se ha mencionado, las razones socioeconómicas
son básicas a la hora de realizar el análisis sobre las posibles causas para la toma
de decisión de abandonar el país de origen. Sin embargo, al analizar las trayec-
torias migratorias personales, se percibe que no siempre es la falta de dinero lo
que impulsa a las mujeres a migrar. En la literatura sobre migración femenina se
ha resaltado como fundamental el mirar la renegociación de las relaciones de gé-
nero en contextos de migración (Grasmuck y Pessar 1991; Levitt, 2001; Hon-
dagneu-Sotelo y Avila, 2003). En el Ecuador, ciertos estudios sostienen que, no
pocas veces, son las condiciones de violencia o intolerancia a nivel de la sexuali-
dad de las mujeres, lo que las induce a migrar. Ruiz (2002) realiza su estudio en
Ámsterdam con mujeres mestizas, hombres y mujeres quichua/Otavalo, varones
travestidos y transexuales originarios principalmente de la Costa ecuatoriana, y
observa que sus entrevistados/as mencionan constantemente como una motiva-
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ción para salir del Ecuador, a la discriminación y exclusión que vivían en el país,
ya sea por su condición étnica o su preferencia sexual. Camacho y Hernández
(2004) han estudiado en las ciudades de Guayaquil y Quito, la percepción que
tienen sobre la migración femenina las jefas de hogar, las tutoras y los esposos de
las emigrantes. Dentro de ello, se ha indagado en que las motivaciones para mi-
grar de las mujeres tienen que ver también con situaciones de infidelidad, vio-
lencia intrafamiliar y rupturas de pareja, lo que constituiría el currículo oculto
de las emigrantes. Wagner (2004) que estudia inmigrantes ecuatorianas en Ma-
drid, se suma a la idea de que la migración de las mujeres no es necesariamente
una estrategia familiar, sino que en muchas ocasiones se vuelve una estrategia fe-
menina de empoderamiento que apunta hacia la construcción de nuevas subje-
tividades. López-Rodríguez (2004) ha investigado la socialización de hombres y
mujeres ecuatorianas en Murcia, España y sostiene que en algunas ocasiones la
migración y separación con la familia y la comunidad es leída por las inmigran-
tes, como una situación de falta de vigilancia que permite a las mujeres ecuato-
rianas nuevas formas de relaciones afectivas con ecuatorianos y españoles.

Conclusiones

En primer lugar, se observa que en estos últimos 10 años, las mujeres se han in-
corporado a la migración ecuatoriana internacional en porcentaje casi paritario
al de los varones. Esta migración no se la hace dentro del modelo de esposas que
viajan para reunirse con sus maridos, sino que las mujeres estarían viajando co-
mo emigrantes laborales independientes, dejando atrás a esposo e hijos, y en el
caso de España e Italia incluso estarían encabezando procesos migratorios y pro-
piciando la reunificación familiar en el país de destino.

Una segunda conclusión, es que si bien la crisis económico-política del
Ecuador puede explicar en cierta medida la acelerada salida de mujeres en los úl-
timos años, también es necesario referirse a la existencia de la demanda a nivel
global de mano de obra en lo relativo al cuidado y al trabajo doméstico, espacios
en los que por lo general se estarían inscribiendo las emigrantes ecuatorianas. Es
necesario considerar además, las motivaciones personales de las mujeres, porque
en la decisión de migrar muchas veces pesa el deseo de poner distancia a situa-
ciones de violencia y conflictos de género vividos en el país de origen.

En tercer lugar, se aprecia que la migración de hombres y mujeres ha gene-
rado cambios al interior de los hogares ecuatorianos. La salida de un importan-
te número de mujeres ha repercutido en la dinámica de reproducción de los ho-
gares serranos, costeños y amazónicos. Las mujeres como sujetos emigrantes han
enfatizado el hecho de que las esferas de la producción y reproducción no se dan
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de forma aislada sino que se interrelacionan continuamente. La migración toca,
al mismo tiempo, estas dos esferas de una forma compleja y con efectos diversos:
algunos hombres que se han quedado, se han debido hacer cargo de las tareas re-
productivas y se han acercado más al cuidado de los hijos; por su parte, los hijos
e hijas se han enfrentado a nuevos cambios de roles en los que han debido asu-
mir responsabilidades de padre o madre; en otros hogares, las parientes mujeres
como las abuelas enfrentan una sobrecarga de trabajo; y, finalmente, en las mu-
jeres emigrantes se han producido cambios al ser ellas quienes tienen ahora la
obligación de enviar remesas a sus familias.

Para terminar, cabe mencionar que existen temas pendientes en la agenda
de investigación tales como estudios que permitan conocer las modalidades de
inserción y adaptación de las mujeres emigrantes en el país de destino conside-
rando su rango de edad; las condiciones de las trabajadoras sexuales inmigrantes;
la dinámica de los procesos de agrupación familiar; la situación de los y las niñas
ecuatorianas en los países de destino; los efectos de la migración sobre la autono-
mía de las mujeres, los problemas legales suscitados por la migración, entre otros.
En todo caso, es innegable que las mujeres al volverse parte de las “comunidades
móviles”, no han atravesado, solamente, las fronteras territoriales sino también
las fronteras simbólicas y están generando cambios que deberán ser evaluados en
los próximos años, tanto en el Ecuador como en las sociedades receptoras.
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Introducción

Los derechos ciudadanos, y en particular los políticos, han sido otorgados, en ge-
neral, hace muchos años a las mujeres, sin que ello, necesariamente, se hayan tra-
ducido en un mayor control de los espacios de decisión política. Por ello, los com-
promisos de Beijing incluyeron acciones y medidas para garantizar la igualdad en
el acceso y la plena participación de las mujeres en las estructuras de poder y en la
adopción de decisiones (CONAMU 2004), aspectos que los movimientos de mu-
jeres en América Latina y el Ecuador habían estado debatiendo desde fines de la
década de los ochenta. Efectivamente, Vega (1992) señalaba el interés de las muje-
res ecuatorianas, durante la década de los ochenta, por participar en los procesos
electorales, pese a su exclusión en las instancias de decisión. Así, por ejemplo, sólo
el 7% de los cargos de representación política estaban en manos de mujeres. En es-
te marco, se hablaba algunos años antes de la reunión de Beijing de la necesidad
de establecer mecanismos de acción positiva que permitieran incrementar la pre-
sencia de las mujeres en cargos de decisión popular. Es, justamente, la implanta-
ción de un procedimiento de cuotas para incrementar la presencia de mujeres en
la política uno de los aspectos más destacables de la década de los noventas. Pero
cuál es el carácter que adquiere esta participación de las mujeres. Argumentamos
en este ensayo que la inserción de las mujeres en los procesos políticos, luego de
romper algunas barreras de discriminación de género, se inscribe en una dinámica
que obedece, entre otros factores, al tipo de sistema político, de partidos políticos,
a la acción de las mujeres organizadas, a la incidencia de las normativas o acciones
internacionales y a los antecedentes históricos particulares de cada país.
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En el presente análisis en que contrastamos la situación actual de las muje-
res ecuatorianas en estos procesos con lo acontecido en un pasado reciente, po-
demos captar cambios en los comportamientos políticos referidos al ejercicio de
los derechos ciudadanos y políticos de las mujeres. Estas modificaciones plantean
diversas interrogantes sobre su incidencia en las modalidades del ejercicio de es-
tos derechos tanto en las mujeres como en los hombres, ¿votan –por ejemplo—
las mujeres por las mujeres, aceptan los hombres a las mujeres como actoras po-
líticas válidas que pueden representarlos, se modifican las prácticas electorales y
partidistas o las del ejercicio de la representación? En este trabajo nos limitamos
a abordar algunos de estos aspectos: primero, hacemos referencia a las acciones
de las mujeres organizadas en el espacio público para promover sus derechos y,
seguidamente, exploramos la participación de las mujeres en los procesos electo-
rales y en los partidos políticos, considerando la incidencia en éstos del estable-
cimiento de cuotas para la definición de listas electorales. En este texto, en un
primer momento, nos referimos a las dimensiones analíticas conceptuales de ciu-
dadanía y participación política referidas a las mujeres. En un segundo acápite,
situamos la participación de las organizaciones de mujeres en el espacio público
para definir y promover sus propuestas, entre otras la de la participación políti-
ca, lo cual nos permite abordar su definición frente al Estado en relación a sus
derechos ciudadanos y políticos, e igualmente situar las respuestas de éste a las
demandas de aquellas. En un tercer momento analizamos la participación polí-
tica de las mujeres en los procesos electorales y en los partidos a raíz del estable-
cimiento de la cuota electoral.

Precisiones conceptuales y ámbito del análisis

Los estudios sobre el tema mujer y política en el Ecuador, como lo subrayaremos
en el curso de nuestra argumentación, son aún incipientes, excepcionales y ge-
neralmente con poco respaldo estadístico. En este acápite nos referimos más bien
a los aspectos analíticos más conceptuales y generales relacionados con los temas
de ciudadanía y participación política referidos a las mujeres en que se enmarca
el presente análisis.

Sobre la participación

Aunque el término participación2 es utilizado con frecuencia en el lenguaje coti-
diano, especialmente referido al ámbito político, su connotación varía significa-
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tivamente e incluso puede llegar a tornarse confusa. Mucho más en cuanto a su
acepción política, la misma que está sujeta a innumerables vaivenes dependien-
do de la adscripción ideológica de quienes la evocan, de la situación en la cual se
encuentran, del contexto sociopolítico y espacio en los cuales se alude a ella, así
como de lo que se pretende, entre otras variables. Tal es así que bajo la mención
de participación política pueden introducirse desde las más variadas formas de
manipulación, de simple consulta o divulgación de información, hasta la delega-
ción de poder y el completo control por parte de un colectivo.

Sin detenernos en las innumerables definiciones de lo que la participación
“debería ser” ni en las clasificaciones que de ésta se encuentran en la literatura,
para los fines del presente documento destacaremos tres aspectos relacionados
con el fenómeno participativo a nivel público: su carácter fundamentalmente co-
lectivo, que no se da siempre en las mismas condiciones ni con la misma fuerza;
la relación dialéctica que se da entre quienes participan y el espacio, hecho o pro-
ceso en el cual toman parte (aquéllos/as influyen en éstos a la vez que son trans-
formados/as al hacerlo); y, la importancia de que los/as diferentes actores/as ten-
gan confianza en que a través de su participación obtendrán beneficios –no so-
lamente materiales sino también intangibles— o lograrán influir o presionar a
favor de cambios, lo cual incidirá en la intensidad de su participación.

La participación pública puede darse por medio de los canales institucio-
nales, es decir, dentro de las estructuras que el Estado prevé para ello (poderes
del Estado, partidos y movimientos políticos, comités de gestión, etc.), a tra-
vés de mecanismos consuetudinarios e informales como los grupos de presión,
corporaciones o comunidades indígenas, asociaciones de vecinos/as, asambleas
ciudadanas, etc., o mediante movilizaciones, más o menos disruptivas y poco
convencionales (marchas, huelgas, levantamientos, etc.), que en ciertos mo-
mentos pueden gozar de mayor legitimidad social a pesar de ser menos legales
jurídicamente.

No es nueva la concepción que suscribimos, de que es política toda acción
a favor de cambios en las relaciones sociales y de poder, dentro de las cuales se
hacen presente situaciones de desigualdad y exclusión. En esa medida, no inte-
resan tanto las actividades que se realizan en el ámbito de la participación polí-
tica como los “contenidos, significados y discursos” que las/os actoras/es intro-
ducen en la esfera política al actuar colectivamente (Revilla, 1995: 310). En rea-
lidad la idea misma de la participación, hermanada con la de contraloría social,
descansa sobre una comprensión del poder democrático como legítimo no sola-
mente en su origen sino también en su ejercicio. Ahora bien, aunque la partici-
pación puede ayudar a la formación de ciudadanos/as corresponsales de la socie-
dad en la cual viven y comprometerlos/as con la que dejarán para las generacio-
nes futuras, tal como lo sostienen quienes la promueven, se debe tener presente
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que una ciudadanía activa tampoco permite asegurar que los y las ciudadanas
participen en función del bien común, sin egoísmos ni prejuicios (Kymlicka y
Wayne, 1997: 15).

Las diversas prácticas de participación política, sin embargo, no logran ser
constantes ni adquieren la misma incidencia en los procesos de decisión políti-
ca, como el acceso a la representación política cuyo mecanismo en un régimen
democrático lo constituye la vía electoral. Esta es considerada el medio idóneo
para intentar incidir a favor de cambios tanto en las instancias de gobierno y ad-
ministración del Estado, como cumplir un rol crucial en la estructuración e ins-
titucionalización de las relaciones sociales (incluidas aquéllas entre hombres y
mujeres). Sin embargo, frente al desgaste que los partidos políticos evidencian,
en la coyuntura ecuatoriana, al parecer por diversos mecanismos de presión, al-
gunas organizaciones sociales, sobre todo, también han conocido una incidencia
en este ámbito.

En lo que concierne, en particular, aunque no únicamente a las mujeres, su
exclusión histórica de los puestos políticos y de la adopción de decisiones en los
gobiernos, los órganos legislativos y los judiciales, así como en los partidos polí-
ticos, han llevado a que sus preocupaciones e intereses cobren forma y se expre-
sen, fundamentalmente, a través de estructuras alternativas, desde donde han in-
tentado ejercer influencia en las decisiones políticas de las instituciones claves pe-
ro también modificar las relaciones de dominación y discriminación en la vida
cotidiana. En tal virtud, como se desarrollará con mayor detalle más adelante,
para el caso ecuatoriano es muy frecuente que las feministas y las mujeres orga-
nizadas rescaten el rol político transformador que ellas han desarrollado desde
hace muchos años, si bien en instancias y por mecanismos tradicionalmente no
considerados como políticos, cuestionando simultáneamente la noción “oficial”
de política (Mujeres por la Democracia, 1990).

En lo que a este texto respecta, nuestro análisis de la participación política
de las mujeres ecuatorianas se remitirá fundamentalmente al ámbito institucio-
nal puesto que dicha acción lo ha privilegiado durante la década de los noventa,
aunque es justo mencionar que no se ha limitado al mismo y que existen orga-
nizaciones de mujeres que, a pesar de no haber logrado mayor visibilidad públi-
ca, han reivindicado permanentemente un discurso y una práctica dirigidas al
ámbito privado e incluso íntimo de las mujeres, concibiéndolo como parte de lo
público-político (Rodas, 2002).
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Sobre la ciudadanía

La noción de ciudadanía también es polisémica. De la misma manera que la par-
ticipación, la ciudadanía ha sido abordada desde diferentes perspectivas, algunas
de las cuales la cuestionan en relación a su origen y desarrollo históricos, a los
criterios normativos que encierra, y a las relaciones y prácticas a las cuales da lu-
gar y por medio de las cuales se expresa (García, 1997: 95; Carrasco Bengoa,
2001: 44, 45). Lo cierto es que aunque su comprensión suele estar reducida a los
denominados derechos políticos que, dicho sea de paso, según la analista Car-
menza Gallo son los que el Estado otorga más fácilmente porque son los que exi-
gen menor inversión3, la ciudadanía rebasa con mucho este ámbito. Tomando
como referencia a Will Kymlicka y Wayne Norman (1997) diremos, de manera
general, que la ciudadanía es un status legal definido por un conjunto de dere-
chos y responsabilidades4 —políticos, civiles, sociales, económicos, etc.— sus-
tentados en una identidad, en un sentido de pertenencia a una comunidad po-
lítica que da lugar a una “cultura compartida”. El último aspecto pone sobre el
tapete el problema de diversos grupos sociales, entre otros de mujeres, étnicos y
religiosos, que pese a poseer los derechos comunes propios de lo que los autores
llaman ciudadanía concebida desde un punto de vista ortodoxo5 todavía se sien-
ten excluidos, no solamente a causa de su situación socioeconómica sino tam-
bién de su identidad sociocultural. Para dar respuesta a estas diferencias, alguno-
s/as teóricos/as han propuesto que ciertos grupos sean incorporados a la sociedad
política no sólo como individuos sino también a través de su grupo, de manera
que sus derechos dependan parcialmente de su pertenencia al mismo. En el mar-
co de esta idea de la ciudadanía diferenciada se pueden distinguir tres derechos:
los derechos especiales de representación, de carácter temporal; los derechos de
autogobierno, que son vistos como problemáticos puesto que no buscan la inte-
gración a la comunidad política global sino, por el contrario, su deseo de debili-
tar los vínculos con ésta, dando lugar a Estados democráticos inherentemente,
inestables; y, los derechos multiculturales, orientados a favorecer la expresión de
la particularidad cultural y el respeto a sí mismos (Kymlicka y Wayne, 1997: 31)

También las críticas feministas a esta denominada concepción ortodoxa de
ciudadanía han sido múltiples, tanto, como las alternativas que se han plantea-

125

Participación política y ciudadanía

3 Algunas ideas aquí referidas retoman las mencionadas en el documento de Consultoría “Metodología pa-
ra Sistemas de Control Social y Rendición de Cuentas” CEDIME-PRODEPINE. Quito, Oct. 2002.

Evento organizado por FLACSO el 19 de febrero de 2004.

4 Kimlicka y Wayne (1997) abordan la importancia de las actitudes responsables y las cualidades de los ciu-
dadanos para facilitar el buen gobierno y la estabilidad política. .

5 Esta ciudadanía consiste en una manera de tratar a las personas como miembros plenos de una sociedad
de iguales, como individuos dotados de iguales derechos ante la ley.



do a la misma. En términos generales cuestionan la masculinidad como uno de
los elementos constitutivos de la ciudadanía, en la medida en que ésta tiene co-
mo referente el mundo público, del cual las mujeres han estado históricamente
excluidas. El rol social femenino predominante de madre y esposa ha sido tan re-
levante para la contemplación de las mujeres en tanto no ciudadanas, como pa-
ra su posterior adquisición del status de ciudadanas. Así por ejemplo, a decir de
algunas autoras los derechos sociales que comprende la ciudadanía fueron adqui-
ridos por las mujeres una vez que éstas se incorporaron al trabajo asalariado, y
tienen en buena medida como finalidad la protección de los hijos e hijas antes
que de las propias madres, razón por la cual se los cataloga como derechos “resi-
duales” o “falsos derechos” (Carrasco Bengoa, 2001: 46).

Por otra parte, las feministas cuestionan la brecha entre la igualdad nomi-
nal y la igualdad de hecho entre hombres y mujeres, puesto que aún en aquellos
países en los cuales éstas han accedido a la garantía de plena igualdad ciudada-
na, sus posibilidades reales de ejercer íntegramente las prerrogativas, derechos y
aún deberes constitutivos de esta ciudadanía, son limitadas (García, 1997: 94;
Dietz, 1990; Carrasco Bengoa, 2001).

En el Ecuador, la que se ha dado en denominar “construcción de la ciuda-
danía de las mujeres” no es otra cosa que la lucha por sus derechos, con frecuen-
cia estrechamente vinculada a la reivindicación de demandas específicas en tor-
no a sus necesidades. En esta lucha se pueden identificar, para fines del análisis,
dos momentos fundamentales: el posicionamiento y reconocimiento explícito de
los derechos de las mujeres -tanto de aquéllos que se consideran universales co-
mo de algunos particulares a ellas- lo cual, en buena medida, se ha logrado a tra-
vés de las reformas constitucionales aprobadas en 1998 y de la promulgación de
leyes y el ejercicio de tales derechos, lo cual plantea serias dificultades debido a
la insuficiencia de instituciones y mecanismos eficaces para hacer efectiva tal exi-
gencia, pero igualmente a la tenue modificación de las prácticas, actitudes y per-
cepciones con respecto a los roles e identidades de ambos sexos. Y es que, sin
querer restarles la importancia que tienen, la legislación, las decisiones públicas
y las políticas de Estado no implican automáticamente cambios sustanciales de
los patrones culturales vigentes en el imaginario colectivo, mucho menos una
equivalencia de poder. Dicho en palabras de José Nun (2000: 138):

Ocurre que los valores y las normas sociales no se fortalecen con las declara-
ciones sino con el uso; y por eso mismo, para que exista una ciudadanía in-
teresada en la igualdad y en la justicia tienen que haberse difundido institu-
ciones y prácticas que sean igualitarias y justas. Cuando no sucede así, cun-
den en todos los niveles la desconfianza y la falta de solidaridad.
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A los dos momentos que hemos mencionado nos remitiremos a continuación,
en el marco de los temas que motivan el presente documento.

La acción de las mujeres ecuatorianas 
en el espacio público y el Estado

La reivindicación de los derechos

Evangelina García identifica principalmente tres derechos políticos individuales
vinculados al tema de la ciudadanía, que cobran sentido en la democracia: la par-
ticipación, el voto y la elegibilidad, (García, 1997: 101). En el Ecuador, el dere-
cho al voto femenino fue incluido con el carácter de facultativo en la Constitu-
ción de 1929, no como resultado de la presión de las mujeres sino de la Revolu-
ción Liberal y, según algunos analistas, con la anuencia de los sectores conserva-
dores que esperaban volver a captar el poder con el favor electoral de las mujeres
de la Sierra, zona en la cual la iglesia predominaba y comprendía a la mayoría de
la población del país en ese entonces. Casi 40 años más tarde, en 1967, el voto
de las mujeres fue considerado obligatorio. Contrastando con lo anterior, la par-
ticipación política de las mujeres como colectivo y su derecho a ser elegidas han
sido una bandera de lucha enarbolada por las mujeres organizadas del país. Re-
visemos brevísimamente en qué términos y contextos.

Las organizaciones de mujeres ecuatorianas tuvieron hasta inicios de los
años la década de los noventa como eje de su accionar las inequidades de géne-
ro en la vida cotidiana y pusieron énfasis en el trabajo con las mujeres de los sec-
tores populares, aunque, a fines de los ochenta ya se concertaron iniciativas de
alcance político institucional a propósito de la coyuntura electoral (Rosero et al.,
2000: 48)6. Este accionar estaba acompañado de un discurso reivindicatorio de
formas y espacios alternativos, diferentes, que identificarían el quehacer político
de las mujeres. Así pues, frente a un Estado y unos partidos políticos que eran
percibidos como corruptos, deslegitimados, demagógicos y poco democráticos,
la sociedad civil, es decir, el vecindario, la comunidad, la calle, el lugar de traba-
jo, la casa o cualquier otro lugar en el cual se desenvolviera la vida cotidiana eran
exaltados como ámbitos que permitían al conjunto de movimientos sociales, en-
tre ellos el de mujeres, ejercer un nuevo estilo político, “sin hegemonías antide-
mocráticas”, que los caracterizaría7.

127

Participación política y ciudadanía

6 Se pueden encontrar mayores detalles acerca de las diversas organizaciones de mujeres ecuatorianas en Ro-
das (2002) y Rosero et al. (2000).

7 Al respecto véase la intervención sobre La Participación de la Mujer en los Movimientos Sociales, que las
representantes ecuatorianas de la organización Mujeres por la Democracia –que apadrinó la creación de la

 



No fue esta la línea que predominó posteriormente, en particular una vez
creadas las organizaciones nacionales de mujeres8. La actividad de las mujeres or-
ganizadas evidenció un viraje en diversos sentidos: alimentó la búsqueda de re-
conocimiento público (tanto suyo como de sus demandas); tuvo al Estado como
interlocutor y ámbito de intervención central (Rodríguez, 2000: 7), procurando
incidir a favor de la vigencia de los derechos de las mujeres a través de políticas
y programas, la creación de instancias especializadas de atención, como el caso
del Consejo Nacional de Mujeres (CONAMU) y la introducción de reformas o
innovaciones jurídicas que les dieran mayores garantías; y, bregó por la inserción
de las mujeres en el ámbito político formal. Si bien se han continuado exaltan-
do las deficiencias del Estado y de los sistemas de gobierno, una de ellas su ca-
rácter patriarcal, a diferencia de lo que ocurría anteriormente también se les re-
conocen ciertas posibilidades y, más que pensar en hacer contrapeso a los mis-
mos o en la puesta en crisis del poder establecido, se considera la necesidad de
influir en ellos desde una perspectiva de género, sustentándose en la organiza-
ción civil.

Esta restitución de la imagen del Estado como organizador de la colectivi-
dad y como institución capaz de dar respuesta a los derechos ciudadanos y de las
ciudadanas9, vuelve pues pertinente la posibilidad no solamente de negociar o
concertar con él sino de insertarse en el aparato mismo, por la vía electoral o no-
minal, para incidir desde dentro10. De ahí que la acción principal dirigida al sis-
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Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas (CPME), cuyo rol político ha sido protagónico en deter-
minados momentos –tuvieran en marzo de 1990, durante el Seminario Mujer, Política y Democracia.

8 En nuestra opinión, el contexto pre y post Beijing jugó un papel significativo para su creación, dada la ne-
cesidad de fortalecer espacios de reflexión y acción conjunta, de acordar una propuesta nacional dirigida
al movimiento internacional de mujeres y, posteriormente, de ganar influencia pública y acceder a recur-
sos para contribuir a la aplicación de la Plataforma de Acción, en mayor medida coordinando esfuerzos
con el Estado o incursionando en el mismo, a menor escala presionándolo desde la sociedad civil o desa-
rrollando iniciativas autónomas (Los Boletines Informativos Mujer Hoy, publicados por el Foro Nacional
Permanente de la Mujer Ecuatoriana ofrecen basta información sobre los preparativos para la Conferen-
cia de Beijing). Son tres las organizaciones nacionales de mujeres consideradas vertientes: el Foro Perma-
nente de la Mujer Ecuatoriana, que apareció en 1994 coincidiendo con el proceso pre Beijing y que, si
bien contempló también el tema de la participación política, tuvo como eje de trabajo la violencia de gé-
nero y los derechos humanos de las mujeres; la Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas, que na-
ció en 1995 autodefiniéndose como una organización de carácter político y que pasó a constituirse en la
de mayor capacidad de incidencia pública; y, el Colectivo Feministas por la Autonomía, que surgió en
1997 teniendo como una de sus metas la visibilización del feminismo y se ha declarado opuesta a la cola-
boración con el Estado (Rodas, 2002). La campaña electoral de 1995, que tuvo como candidata a la vice-
presidencia a Rosalía Arteaga, suscito un precedente en la participación política de las mujeres, por lo cual
las organizaciones de mujeres apoyaron y promovieron esta candidatura, no tanto por su posición ideoló-
gica sino por el hecho de ser mujer.

9 La Constitución Política de la República del Ecuador reconoce los siguientes derechos de las personas: los
derechos civiles, los políticos, los económicos, los sociales, los culturales, y los colectivos (Título III, Ca-
pítulos 1al 5).

10 De acuerdo a lo que señala la Constitución Política de la República del Ecuador, son instituciones del Es-

 



tema político y al Estado. A decir de algunas autoras, de esta manera se preten-
dería influir en las estructuras de poder y en los otros actores sociales, a fin de
convertir a la equidad de género en un asunto consubstancial a la democracia
(Rosero et al., 2000).

En la presentación de la cuarta edición de la Agenda Política de las Mujeres
del Ecuador, documento discutido a nivel nacional que constituye la propuesta
política y el instrumento de acción de la Coordinadora Política de Mujeres Ecua-
torianas (CPME), la organización reconoce que ha “dado particular énfasis a los
asuntos de representación y participación política, porque es allí donde se eviden-
cia con mayor claridad la exclusión de la que somos objeto o el aún limitado ac-
ceso a la toma de decisiones que inciden directamente sobre nuestras vidas indi-
viduales y sobre las orientaciones de la sociedad en su conjunto” (CPME, 1998:
8 -la primera versión data de 1995-).

Es así como, si bien en la vida política ecuatoriana se han hecho presentes
mujeres que han tenido papeles relevantes y han marcado hitos, la participación
política de las mujeres y su derecho a la elegibilidad han sido reivindicados fun-
damentalmente durante los años noventa por las organizaciones de mujeres de la
sociedad civil.11 Dicho en otras palabras, mayoritariamente por mujeres cuyos
nexos con el Estado, la gestión política-pública y los partidos políticos habían si-
do, hasta entonces, bastante débiles (salvo en los casos de las mujeres que se re-
tiraron durante los años setenta y ochenta de distintos partidos políticos) y fren-
te a los cuales habían levantado serios cuestionamientos e incluso un discurso an-
ti institucional, aludiendo a su carácter androcéntrico, patriarcal y poco demo-
crático. Este aspecto nos parece relevante, ya que da cuenta de que, a diferencia
de lo que sucede en otros países, no han sido las mujeres políticas, en sentido es-
tricto, quienes se han abanderado de la lucha por mayores posibilidades y mejo-
res condiciones para el ejercicio político, fenómeno que contribuye a compren-
der el desarrollo que ha tenido la aplicación de la cuota electoral para las muje-
res en el país, tema que abordaremos de manera particular en breve.

129

Participación política y ciudadanía

tado: los organismos y dependencias de las Funciones Legislativa, Ejecutiva y Judicial; los organismos elec-
torales; los organismos de control y regulación; las entidades que integran el régimen seccional autónomo;
los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de la potestad estatal, pa-
ra la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el Estado; y,
las personas jurídicas creadas por acto legislativo seccional para la prestación de servicios públicos (Título
V, Capítulo 1).

11 Desde luego que han existido mujeres, que de manera individual, lucharon por abrir espacios a la partici-
pación política, como fue el caso de Matilde Hidalgo de Procel, que reivindicó el derecho al voto femeni-
no o a ser candidatas, adhiriéndose al movimiento de las “sufragistas”, tanto europeas como norteameri-
canas.



Las respuestas desde el Estado

Frente a la presión ejercida desde las organizaciones de mujeres y, en la mayoría
de los casos, con la participación activa de mujeres que se insertaron en el Esta-
do con el objetivo de institucionalizar y promover los intereses de las mujeres,
éste ofreció diversas respuestas.

La institucionalización de instancias especializadas en la función pública:

- La creación, en 1997, del Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU)12,
en calidad de instancia rectora de las políticas públicas encargada de normar
y regular la inserción del enfoque de género en los planes, programas y pro-
yectos, así como, su obligatoria aplicación en todos los organismos del sec-
tor público. A pesar de los esfuerzos que esta entidad ha hecho y de sus lo-
gros, no tiene una real incidencia en las políticas estatales, además de haber
estado sujeta a los vaivenes de los cambios de gobierno y de la correlación de
fuerzas entre las organizaciones de mujeres que son parte de su directorio.

- En el Legislativo, la creación de la Comisión Permanente Especializada de
la Mujer, el Niño, la Juventud y la Familia del Congreso Nacional (1998),
que ha coordinado, permanentemente, acciones con el CONAMU y con
las organizaciones de mujeres.

- La Defensoría Adjunta de la Mujer y la Niñez como parte de la Defensoría
del Pueblo.

- La constitución de la Oficina de la Defensa de los Derechos de la Mujer y
la Familia de la Policía Nacional –ODMU- creada en 1995 y, de las Comi-
sarías de la Mujer, estas últimas con un importante aporte de organismos
no gubernamentales.

La promulgación de leyes / modificaciones jurídicas:

- La Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia, promulgada en 1995 y
destinada a enfrentar el problema de la violencia intrafamiliar en la socie-
dad ecuatoriana.

- La Ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia (promulgada en
1994 y reformada en 1998), orientada hacia el manejo descentralizado de
fondos públicos destinados a la salud, particularmente, de las mujeres y los
niños de hasta cinco años de edad.
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12 Como antecedentes se decretó en 1970 la creación de la Oficina Nacional de la Mujer, instancia depen-
diente del Ministerio de Previsión Social y Trabajo, y se creó en 1981 la Oficina Nacional de la Mujer, ba-
jo dependencia del Ministerio de Bienestar Social, que en 1986 pasó a convertirse en Dirección Nacional
de la Mujer (DINAMU) (Rosero et al., 2000: 57).

 



- La Ley de Amparo Laboral de la Mujer (1997), que estipula la inclusión de
porcentajes mínimos de trabajadoras en el sector público y privado, de can-
didatas en las listas de candidaturas pluripersonales y de mujeres en las Cor-
tes Superiores, entre otras en calidad de ministras jueces.

- La aprobación de Reformas a la Ley de Elecciones, con la consecuente in-
troducción de la cuota electoral para las mujeres (2000), a la cual nos refe-
riremos en detalle más adelante.

La incorporación de la perspectiva de equidad de género en planes y agendas:
Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades (1996-2000), Plan Nacional de
Derechos Humanos, Capítulo Mujer (1998) y la Agenda para el Desarrollo:
Ecuador Siglo 21 (Rodríguez, 2000). La incorporación del enfoque de género en
la Constitución Política de 1998 merece una consideración especial.

La incorporación del enfoque de género en la Constitución

El 5 de junio de 1998 la Asamblea Nacional Constituyente aprobó una nueva
Constitución Política, cuyo texto recogió múltiples propuestas formuladas por
las mujeres organizadas del país y por el CONAMU. Las conquistas en el ámbi-
to constitucional fueron el resultado de un proceso bien logrado de formulación
de propuestas, cabildeo y negociación desarrollado por representantes de las ins-
tancias mencionadas, que supieron aprovechar la coyuntura, política para posi-
cionar y canalizar sus demandas a nivel legal. Probablemente, se trate de una de
las acciones más relevantes desde el punto de vista político llevadas adelante por
las mujeres organizadas del Ecuador, tanto en lo que se refiere a la estrategia uti-
lizada como a los resultados obtenidos13. Ello a pesar de que, tal como se lo afir-
ma en uno de los pocos documentos que apuntan a desentrañar las posiciones
que subsisten detrás de los discursos de las mujeres organizadas ecuatorianas, no
fueron la participación conjunta de los diversos sectores de mujeres ni el debate
nacional los que prevalecieron, sino la negociación particularizada con los/as
protagonistas en el escenario de la Asamblea Nacional. A pesar también, de que
los acuerdos logrados en torno a los procedimientos por aplicarse se habrían frac-
turado durante el proceso de negociación, al haberse implementado estrategias
diferenciadas de cabildeo e incidencia por parte de las organizaciones involucra-
das (Rosero et al., 2000; Rodas, 2002).

En nuestra opinión, la significación política de este paso cobra mayor rele-
vancia si se considera que se trató de un proceso llevado adelante exclusivamen-

131

Participación política y ciudadanía

13 Un recuento detallado de todo el proceso se encuentra en Rosero et al., 2000.

 



te desde el terreno de la sociedad civil organizada, puesto que las mujeres no con-
taron con ninguna representación propia (es decir, del movimiento) en la Asam-
blea14. Las/os asambleístas que se convirtieron en aliadas/os –incluyendo a Glo-
ria Gallardo, Presidenta de la Comisión VII de Educación, Cultura, Deporte,
Derechos de la Mujer, Niños, Familia, Personas con Discapacidad y Personas de
la Tercera Edad15, quien fungiera como vocera de las mujeres en la Asamblea-
fueron captadas/os durante el propio proceso de cabildeo emprendido por las in-
teresadas y, según se advierte, a pesar de sus buenas intenciones sostuvieron en
algunos casos argumentos a favor, que evidenciaron debilidad y falta de coheren-
cia (Rosero et al., 2000).

El conjunto de propuestas de reformas constitucionales presentadas por las
mujeres se sostuvo, fundamentalmente, en el interés de que la Carta Constitucio-
nal asegurase, clara y explícitamente, el respeto de los derechos y garantías de las
mujeres, así como el derecho a la igualdad de oportunidades entre mujeres y
hombres en una sociedad más democrática y equitativa. En la presentación del
documento, que las recoge, se señala entre los tres primeros puntos el derecho de
las mujeres a la representación política en todos los ámbitos de decisión y el de-
recho a acciones positivas a favor de las mujeres hasta llegar a la igualdad real. Se
mencionan, además, la voluntad de las mujeres de participar en la vida política
del país, el deseo de que se profundice la democracia en el Ecuador, se supere la
pobreza, se consiga la equidad social y se busque un marco ético y transparente
para todos los asuntos públicos (CPME, 1998). Desde nuestro punto de vista, el
texto constitucional introdujo tres aspectos innovadores en relación a las mujeres:

- El reconocimiento del carácter universal de los derechos, considerando pa-
ra determinados casos las necesidades específicas de las mujeres: en lo que
se refiere a la violencia –Art. 23, numeral 2-, al derecho a la defensa –Art.
24, numeral 10-, a la incorporación al trabajo remunerado –Art. 36-, a la
participación electoral, en instancias públicas de decisión, en la administra-
ción de justicia, en los organismos de control y en los partidos políticos
–Art. 102-.

- La formulación y ejecución de políticas públicas para alcanzar la igualdad
de oportunidades entre mujeres y hombres a través de un organismo espe-
cializado, así como la incorporación del enfoque de género en planes y pro-
gramas.
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14 Aunque se presentaron listas exclusivas de candidatas a asambleístas en Quito y Guayaquil, las dos ciuda-
des más grandes del país, ninguna de sus integrantes resultó electa, como lo veremos más adelante.

15 Nótese el menjurje de temas que se le adjudicaron a esta Comisión; parecería que todos aquellos conside-
rados, lamentablemente, de segundo orden.



- La disposición explícita –si bien de carácter transitorio, que posteriormen-
te fue plasmada en las reformas a la Ley de Elecciones vigente hasta la fe-
cha- de que el Estado “reconocerá a las mujeres la participación del 20% en
las listas de elecciones pluripersonales” (Disposición transitoria decimosép-
tima), lo cual equivalió a establecer, a nivel constitucional, una cuota elec-
toral para las mujeres.

De acuerdo a las opiniones de las protagonistas, recogidas por Rosero y otras
(2000), en la Constitución se habría incorporado el 90% de las propuestas pre-
sentadas por las mujeres. Las mayores dificultades se habrían presentado en tor-
no a los derechos sexuales y reproductivos (libertad de opción sexual y autono-
mía para la toma de decisiones sobre la vida sexual), el derecho a la presunción
de paternidad, que no fue incluido.

La participación política en partidos y elecciones:
la cuota electoral16

La cuota electoral ha sido uno de los principales logros de las organizaciones de
mujeres, encaminado a promover la presencia de éstas en el escenario político
institucional. Como veremos más adelante, dicha medida ha sido fundamental
para la incursión progresiva de las mujeres en los procesos electorales y su acce-
so a instancias de representación pública por voto popular.

La cuota electoral rige en el Ecuador desde 1997, año en el cual se estable-
ció, por medio de la ley de Amparo Laboral, la inclusión del porcentaje mínimo
de 20% de mujeres como principales e igual porcentaje como suplentes en las
listas de candidaturas a elección plurinominal. Tal disposición coincidió con la
instauración de la modalidad de votación personalizada por listas abiertas para la
elección de diputados/as provinciales, consejeros/as provinciales y concejales/as
municipales en reemplazo de las listas cerradas.

Más adelante, como ya lo señalamos, la Asamblea Nacional Constituyente
retomó e incorporó la cuota de 20% mediante una disposición transitoria inclui-
da en la Constitución Política de 1998. Finalmente, el Congreso Nacional apro-
bó en febrero de 2000 la ley Reformatoria a cuatro leyes del país, introduciendo
en la ley de Elecciones cuatro reformas importantes para el tema que nos ocupa17:
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16 En este capítulo se retoman los planteamientos que aparecen en Cañete, 2004a.

17 Artículos 58 y 61 de la Ley Orgánica de Elecciones.

 



- La elevación a 30% del porcentaje mínimo de representación femenina en
las listas plurinominales. 

- El incremento de dicho porcentaje en 5% por cada nuevo proceso electo-
ral, hasta alcanzar la paridad entre hombres y mujeres.

- La obligatoriedad de aplicar los principios de alternancia y secuencia entre
hombres y mujeres en la conformación de las listas.

- La disposición de que el Tribunal Supremo Electoral y los Tribunales Pro-
vinciales Electorales nieguen de oficio o a petición de parte la listas de can-
didaturas que no cumplan con lo señalado.

A pesar de que, en apariencia, la cuota electoral habría quedado consolidada en
el marco jurídico ecuatoriano, los hechos demuestran lo contrario. Su aplicación
se ha visto permanentemente limitada por parte del Tribunal Supremo Electoral
o, más precisamente, de los representantes de los partidos políticos que lo inte-
gran en calidad de vocales, quienes han emitido para los respectivos procesos
electorales instructivos sustentados en interpretaciones arbitrarias de los princi-
pios de alternancia y secuencia18. Frente a ello, las mujeres organizadas han res-
pondido con acciones en el ámbito legal, llegando incluso a plantear ante el Tri-
bunal Constitucional una demanda de inconstitucionalidad del Art. 40 del Re-
glamento General a la ley Orgánica de Elecciones (en éste se establecía una de-
finición arbitraria de los mencionados principios), la misma que fue aceptada.
Sin embargo, la derogación del mencionado artículo en cuestión no impidió que
para los comicios de 2004 el Tribunal Supremo Electoral emitiera una resolu-
ción, con la cual dejó a los partidos en la libertad de ubicar a su discreción a los
candidatos y las candidatas en las listas.

En realidad, la aplicación de la cuota ha propiciado una pugna solapada en-
tre los partidos políticos, poco dispuestos a dar cada vez mayores posibilidades
de participación electoral a las mujeres, y las organizaciones sociales de éstas, im-
pulsoras de la medida además de vigilantes permanentes (aunque cada vez con
menor fuerza) de su aplicación íntegra. Se trata, en efecto, de un conflicto que
ha sido astutamente disimulado por los partidos políticos, en la medida en que
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18 Al respecto, se pueden revisar el Instructivo a ser aplicado en las inscripciones de las candidaturas para la
elección de prefectos provinciales, alcaldes municipales, consejeros provinciales, concejales municipales y
miembros de las juntas parroquiales rurales (2000) y el instructivo para inscripción y calificación de can-
didaturas (2002), emitidos por el TSE. Información más precisa al respecto puede encontrarse en la Pro-
puesta de “Instructivo a ser aplicado en las inscripciones de candidaturas para la elección de prefectos pro-
vinciales, alcaldes municipales, consejeros provinciales, concejales municipales y miembros de las juntas
parroquiales rurales que garantiza la participación equitativa de hombres y mujeres en las elecciones plu-
ripersonales”, presentada por la Comisión Legislativa de la Mujer, el Niño, la Juventud y la Familia del
Congreso Nacional, el CONAMU, la Defensoría del Pueblo y la Coordinadora Política de Mujeres Ecua-
torianas al TSE el 19 de julio de 2001.

 



no se ha tornado públicamente manifiesto y ha tenido lugar en el terreno de un
órgano estatal aparentemente neutral: el Tribunal Supremo Electoral. Sorpren-
dentemente, así lo ha reconocido uno de los vocales del máximo organismo en-
cargado de organizar, dirigir, vigilar y garantizar los procesos electorales:

“Yo hice varios intentos de poner de acuerdo a las organizaciones de mujeres
y a los partidos políticos, de buscar una fórmula intermedia de aplicación de
la alternancia y secuencialidad en la cuota política. (...) A mí sí me parecía in-
justo el que la guerra venga al Tribunal cuando era un problema interno de
las organizaciones políticas, a las que cada grupo de mujeres o mujer perte-
nece. Ese es un tema de solución ahí adentro. Ellas, las organizaciones, que-
rían que nosotros, al estar de jueces, un poco, cojamos y pongamos la pisto-
la –por graficar- a las organizaciones políticas, y no es así. No es así. Lo que
había que buscar es un consenso en la aplicabilidad de la cuota de género y
en la forma de alternancia y secuencialidad. (...) Al no haber el acuerdo no
hubo estas fórmulas que se aplicaron en el 2000 y quedó al criterio del juez
electoral y al criterio de los partidos cómo presentaban sus candidaturas”19.

Lo cierto es que, en los hechos, prácticamente ningún partido o líder político se
atrevería ya a sostener, por lo menos públicamente, que la vida política no le con-
cierne a la mujer. Por el contrario, cada vez es más frecuente que éstos ensalcen
las virtudes propias a las mujeres y los consiguientes aportes que su presencia en
el escenario político podrían conllevar. Sin embargo, cuando se ha tratado de dis-
cutir en foros públicos sobre el tema de la cuota las agrupaciones políticas han
sido sistemáticamente las grandes ausentes (salvo en lo que se refiere a la social-
demócrata Izquierda Democrática y a la democristiana Democracia Popular) y,
casi por regla general, los pocos representantes que se han hecho presentes han
adoptado posiciones sumamente ambiguas. Adicionalmente, en el Legislativo ha
surgido más de una iniciativa para eliminar o limitar la denominada ley de cuo-
tas, intenciones que se mantienen latentes entre los representantes de ciertos par-
tidos políticos.

Las mujeres en los partidos políticos

Las mujeres de los partidos políticos han tenido una presencia débil, de poca in-
cidencia al interior de sus agrupaciones, así como, en el espectro político nacio-
nal. Sin duda, han existido y existen mujeres destacadas, no solamente por los
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19 Entrevista realizada en febrero de 2004. Este texto trae a colación un problema real, referido a la ausencia
de presión interna de las militantes en los partidos políticos para la aplicación de la cuota, al cual nos re-
feriremos más adelante



cargos que han ocupado sino también por la solidez que han demostrado en sus
actuaciones y razonamientos. No obstante, se ha tratado de casos excepcionales
y, retomando lo que indica Mónica Brito (1997), no pocas veces relacionados
con el apadrinazgo de algún hombre influyente en el partido o con la pertenen-
cia a la familia hegemónica del mismo.

El común de las militantes de los partidos políticos ha cumplido en éstos
roles que no difieren de aquellos tradicionalmente asignados a las mujeres, mar-
cados por el papel que históricamente ellas han debido cumplir al tener bajo su
responsabilidad prioritaria el cuidado de la familia en el ámbito doméstico/pri-
vado y ofrecer todo el apoyo a los hombres de la casa para que puedan proveer a
su prole de lo necesario a partir de su actividad en el ámbito laboral/público. Es
bien conocido que las actividades relacionadas con secretaría, relaciones públi-
cas, organización de agasajos y eventos sociales, preparación de material propa-
gandístico, entre otras, suelen estar a cargo de las mujeres de los partidos políti-
cos, no así las relacionadas con el asesoramiento, la administración de las finan-
zas o la organización de las campañas electorales, por mencionar algunas. Ni qué
decir de las funciones que implican la figuración pública, la toma de decisiones
y la incidencia directa en los asuntos intrapartidarios o en aquéllos concernien-
tes a la interacción con los otros actores del espectro político. Así pues, aunque
las mujeres han cumplido por regla general actividades que pueden ser entendi-
das como una contribución más al funcionamiento de sus respectivas agrupacio-
nes políticas -dicho así, en abstracto-, en la práctica han estado destinadas a acla-
mar, apoyar y trabajar para la promoción de las figuras conspicuas de sus tiendas
partidistas –trátese de líderes, candidatos o representantes, en todo caso mayori-
tariamente hombres-, así como reclutar simpatizantes en épocas electorales.

En nuestro criterio, no es cuestionable el hecho de que se les asigne a de-
terminadas personas la ejecución de actividades de apoyo como las mencionadas,
necesarias además para la vida de toda organización política, sino el que éstas se
encuentran casi exclusivamente en manos de las mujeres. El resultado ha sido su
escasa visibilización en las tiendas políticas, su limitada percepción de las velei-
dades del juego político, la poca oportunidad para adquirir conocimientos y de-
sarrollar destrezas que les permitan moverse favorablemente en ese terreno, y, en
definitiva, la dificultad de tener una trayectoria política que les permita ir ganan-
do espacio.

No corresponde hacer en este texto un análisis profundo de las formas que
ha adoptado esta marcada división de roles de género en los partidos políticos
ecuatorianos. Nos limitaremos a mencionar que ha sido alimentada tanto por
condiciones objetivas inherentes a la situación social de las mujeres como por un
sinnúmero de valores, actitudes y comportamientos –unas veces explícitos y
otras sutiles pero efectivos- interiorizados y reproducidos tanto por los hombres
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como por las propias mujeres, que permean todo el sistema político y particular-
mente el día a día de la vida partidista.

La información que hemos recogido desde hace algunos años entre muje-
res de diversas tiendas políticas nos permite afirmar que cada vez se hace más ex-
plícito su reconocimiento de la desigualdad de género con la cual éstas han sido
y continúan siendo conducidas del liderazgo casi absolutamente masculino y del
silencio que ha caracterizado a las militantes frente a ello. Por otra parte, se em-
piezan a perfilar grupos de mujeres de partidos que hacen esfuerzos por generar
procesos internos de concienciación e incidir a favor de cambios en pro de la de-
mocratización de sus agrupaciones.

El papel que las mujeres han cumplido tradicionalmente en los partidos
políticos se ha hecho extensivo a las ramas femeninas (núcleos, frentes, secreta-
rías de la mujer), instancias que existen formal o informalmente en casi todas las
tiendas políticas y que concentran a la militancia femenina. Así, encontramos
que estatutariamente el Partido Social Cristiano contempla la existencia de la
Sección Política de Asuntos de la Mujer, la Democracia Popular y el Partido Rol-
dosista Ecuatoriano, Frentes Femeninos; en la Izquierda Democrática funcionan
los Núcleos de Mujeres acogiéndose a la figura de los núcleos provinciales (exis-
tía una Secretaría Nacional de la Mujer que fue suprimida); y, en el Movimien-
to de Unidad Plurinacional Pachakutik-Nuevo País existe un Frente de Mujeres.
Lejos de representar a las mujeres, ya sea promocionándolas o vehiculando sus
ideas y propuestas ante los órganos de dirección partidista, estos espacios se han
caracterizado por ser el eje articulador de las actividades de apoyo, proselitistas y
activistas, emprendidas por las militantes, aunque también se han dado casos en
los cuales han servido como medios de ascenso personal. Cabe reconocer, sin
embargo, que desde hace un par de años se están desarrollando particularmente
en dos partidos de la Sierra (la DP y, más recientemente, la ID) procesos de for-
talecimiento organizativo intrapartidario de las militantes, directamente relacio-
nados con la renovación y revalorización política de las ramas femeninas. Dichos
procesos, incipientes pero no por ello menos significativos, parecen estar siendo
impulsados por grupos de mujeres todavía reducidos, asentados en la capital y
una que otra provincia, que si bien tienen alguna incidencia en las cúpulas par-
tidistas no han logrado aún la adhesión masiva de la militancia femenina a sus
propuestas ni transformaciones significativas. En nuestra opinión, han sido prin-
cipalmente dos los factores que han influido en el despegue de los mencionados
procesos: uno, de carácter extrapartidario, que tiene que ver con el debate públi-
co protagonizado por las organizaciones de mujeres en torno a la participación
política de éstas y, en particular, con la aplicación de la ley de cuotas; y, otro, de
carácter intrapartidario, relacionado con la generación de coyunturas particula-
res, tales como el recambio de las directivas o la revisión de los marcos normati-
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Tabla 1. Presencia de mujeres en instancias directivas de partidos políticos 
Período Izquierda Democráticai Partido Social Cristianoii Partido Roldosista Ecuatorianoiii Democracia Populariv 

Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total
No % No % No No % No % No No % No % No No % No % No

1978-1980 2 4.2 46 95.8 48 1 6.2 15 93.8 16
1979-1981 1 9.1 10 90.9 11
1980-1982 1 1.7 59 98.3 60 0 0 16 100.0 16
1982-1984 0 0 61 100.0 61 1 6.3 15 93.7 16
1983-1984 1 6.3 15 93.7 16
1981-1983 1 9.1 10 90.9 11
1983-1985 1 4.8 20 95.2 21 1 3.9 25 96.1 26
1984-1986 1 1.5 64 98.5 65 1 5.3 18 94.7 19
1985-1987 6 9.0 61 91.0 67 1 3.9 25 96.1 26
1986-1988 1 6.3 15 93.7 16
1987-1989 1 2.3 42 97.7 43 3 4.4 65 95.6 68 2 7.4 25 92.6 27
1988-1990 1 5.6 17 94.4 18
1989-1991 1 1.9 52 98.1 53 3 4.5 64 95.5 67 1 4.0 24 96.0 25
1991-1993 1 2 49 98 50 2 2.9 66 97.1 68 0 0.0 26 100.0 26
1993-1995 4 17.4 19 82.6 23 1 3.9 25 96.1 26
1994-1996 1 2.3 43 97.7 44 3 4.5 64 95.5 67 2 7.7 24 92.3 26
1995-1977 2 3.0 65 97.0 67
1996-1998 1 4.0 24 96.0 25
1997-1999 2 3.2 60 96.8 62
1998-1999 2 4.7 44 95.6 46
1998-2000 ND ND ND
1999-2000 3 6.5 43 93.5 46
1999-2001 2 3.1 62 96.9 64
2000-2002 5 26.3 14 73.7 19
2002-2004 5 25.0 15 75.0 20
2004-2006 9 33.4 18 66.6 27
Total 10 2.8 343 97.2 353 13 4.3 290 95.7 303 24 4.4 527 95.6 551 30 10.2 265 89.8 295

Fuente: Freidenberg y Alcántara, 2001. Elaboración: la autora.
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vos internos, que ofrecen la oportunidad para hacerse visibles e intentar ganar es-
pacio mediante diversos mecanismos, tales como la manifestación de la incon-
formidad con ciertas prácticas y procedimientos, la inserción de nuevos temas
para su discusión, la presión o negociación para incorporar a más mujeres en car-
gos de toma de decisiones.

En la tabla 1 se puede apreciar lo limitada que ha sido y continúa siendo la
presencia de mujeres en espacios directivos partidarios. Se conoce que hasta el
año 1983 solo existieron dos dirigentas nacionales de partido: Pilar Puig, quien
fuera en 1977 Presidenta del PSC, y Cecilia Calderón, Directora del Frente Ra-
dical Alfarista en 1983 (Romo Leroux, 1983). De acuerdo a lo que indica Mó-
nica Brito (1997) en referencia a los 16 partidos políticos existentes en 1989, a
la fecha solamente había una directora nacional –nuevamente Cecilia Calde-
rón— y tres subdirectoras nacionales. En 1997 ninguna mujer fungía de direc-
tora de alguna agrupación política (Fundación Mujer y Sociedad, 1999), indica-
dor que rige para la actualidad, si bien en algunos partidos la presencia de mu-
jeres en las instancias directivas se ha incrementado20.
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Notas de la tabla 1:

i La información contempla al Director Ejecutivo Nacional, Subdirector Ejecutivo Nacional, Director
Ocasional, Secretario, Tesorero Nacional, Vocales Principales, Vocales Suplentes, Vocales Principales y
Suplentes del Tribunal de Fiscalización, Vocales Principales y Suplentes del Tribunal de Disciplina. Para el
período 1993-1995 no se han incluido el Secretario, el Tesorero Nacional, los Vocales Principales ni Suplentes

ii Incluye al Presidente Nacional, 1er. Vicepresidente Nacional, 2do. Vicepresidente Nacional, Secretario
Nacional, Vocales Principales y Vocales Suplentes. A partir del período 1991-1993, se añaden el
Coordinador con los demás partidos y agrupaciones políticas, Jefes y Subjefes de la Comisión de
Juventudes, Comisión Laboral y del Campesinado, Comisión Electoral, Comisión de Organización y
Control, Comisión de Profesionales, Comisión de Comerciantes e Industriales, miembros principales del
Tribunal de Disciplina, miembros principales del Tribunal de Fiscalización, miembros principales del
Tribunal Nacional Electoral

iii La información contempla al Director Supremo; Director Supremo Post Mortem; Subdirector Nacional;
Secretario Nacional; Comisión de Acción Política; Comisión de Ideología, Prensa y Propaganda;
Comisión de Estructura Nacional; Comisión de Magisterio; Comisión de Profesionales; Comisión de
Política Internacional; Comisión de Arte y Ciencia; Comisión Jurídica; Comisión de Juventudes;
Comisión de Agrupación Indígena; Comisión de Campesinos, Obreros y Trabajadores; Comisión
Sindical; Comisión de Cooperativas; Comisión de Comerciantes; Comisión Universitaria; Comisión
Urbana y Rural; Comisión de Agitación; Comisión de Prensa y Propaganda; Comisión de Finanzas;
Tribunal de Disciplina; Delegados provinciales, Sede Convención (salvo para el período 1999-2001). Solo
se incluyen principales.

iv La información contempla al Presidente Nacional, 1er. Vicepresidente, 2do. Vicepresidente, Secretario
General, Secretario Nacional de Finanzas, a los Consejeros Nacionales y Consejeros Suplentes. Para los
años 1979 a 1983 no se incluyen datos con respecto a Consejeros Suplentes.

20 En la actualidad la Democracia Popular cuenta con una secretaria Nacional de Capacitación y una secre-
taria Nacional de Finanzas. Hasta recientemente la vicepresidencia Nacional de Izquierda Democrática es-
tuvo en manos de una mujer. El Movimiento Plurinacional Pachakutik-Nuevo País, por su parte, tuvo a
una coordinadora nacional.



Hasta el año 2000 en ninguna de las estructuras organizativas de los cua-
tro partidos señalados ha existido una presencia de las mujeres superior a 10% a
nivel directivo. La información más actualizada referida al partido Democracia
Popular, deja ver que en esta agrupación el incremento de la presencia de muje-
res en las instancias directivas coincidió con el aumento progresivo de la cuota
electoral. La obligatoriedad de la aplicación de la cuota ha sido precisamente uno
de los aspectos aprovechados por ciertas militantes democristianas, algunas tam-
bién integrantes de una de las organizaciones nacionales de mujeres –- La Coor-
dinadora Política de Mujeres Ecuatorianas-, para movilizarse internamente a fa-
vor de cambios21. Atribuimos fundamentalmente a su gestión los avances anota-
dos en relación a los últimos 4 años22.

Las mujeres en los procesos electorales 

Hemos reiterado la relevancia de la cuota electoral para la participación política
de las ecuatorianas. Lamentablemente, salvo en lo que se refiere a la elección de
candidatas para la diputación, en el país existe muy poca información cuantifi-
cada sobre la participación electoral de las mujeres23. De acuerdo a lo que se in-
dica en una investigación reciente (Herrera, 2004), desde que se inauguró la de-
mocracia hasta las elecciones de 1996, de un total de 514 diputados y diputadas,
que pasaron por el Congreso Nacional, 26 fueron mujeres, lo cual equivale a
5.05%. Este porcentaje ascendió a 10% para la elección de Asambleístas en 1997
y a 15.83% para las dos posteriores elecciones de representantes al Congreso Na-
cional (1998 y 2002).

En 1996 se postularon, por primera vez, dos mujeres a la Vicepresidencia de
la República: la cuencana Rosalía Arteaga y la guayaquileña Rosana Vinueza, re-
sultando electo en la segunda vuelta el binomio del cual era parte la primera. No
obstante, poco después, a inicios de 1997, luego de que el Presidente Abdalá Bu-
caram fuera destituido por incapacidad mental y que se le permitiera a Rosalía
Arteaga fungir como Presidenta durante dos días, el Congreso Nacional nombró
y posesionó a Fabián Alarcón como Presidente Interino. Aunque el Gobierno
anterior, que estuvo presidido por Lucio Gutiérrez, ha reconocido a Rosalía Ar-
teaga su calidad de expresidenta de la República del Ecuador, lo cierto es que ella

140

21 Una reflexión más detallada acerca del impacto de la cuota electoral en los partidos políticos ecuatorianos
se encuentra en el documento Cañete, 2004b y en Vega, 2005.

22 El Tribunal Supremo Electoral del Ecuador cuenta con resultados electorales desagregados por sexo úni-
camente desde el año 2000.

23 Sería interesante actualizar y complementar la información con relación a todas las tiendas políticas, con
miras a tener una visión más integral de las dinámicas de participación de las mujeres en las mismas.
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nunca pudo ejercer realmente el poder sino que accedió nominalmente a la pre-
sidencia, hasta que se encontrara una solución al conflicto de poder suscitado.
Salvo por el apoyo que Rosalía Arteaga recibió de algunos constitucionalistas, ella
debió afrontar prácticamente sola aquel período de inestabilidad política.

A partir de esta primera experiencia se ha acrecentado el número de muje-
res candidatizadas para ocupar la Vicepresidencia del Ecuador. Nos parece perti-
nente llamar la atención acerca de la proveniencia de estas mujeres, que no se han
postulado en tanto integrantes de un partido político sino en calidad de inde-
pendientes. En algunos casos han acumulado a su favor una trayectoria sosteni-
da de trabajo en determinadas áreas, lo cual les ha permitido tener reconoci-
miento social. Baste hacer una revisión del perfil político de las cuatro mujeres
que se postularon -tres de ellas a la Vicepresidencia y una a la Presidencia- du-
rante los comicios de 2002: Ivonne Baki, quien formó y lideró el movimiento
Metamorfosis –META-, expresamente creado para promocionar su candidatura
(tal como lo hizo en su momento Rosalía Arteaga con el Movimiento de Inde-
pendientes por una República Auténtica –MIRA-); Gloria Gallardo, con reco-
nocida trayectoria durante las administraciones social-cristianas en el Municipio
de Guayaquil, quien fuera captada para su postulación por el Partido Patria So-
lidaria luego de haberse desafiliado del Partido Social Cristiano; Eva García, in-
volucrada desde muy joven en el área de comercio exterior; y, Dolores Padilla,
feminista con amplia experiencia en el campo social (El Universo, 2002). Por lo
demás, está claro que en la selección de estas candidatas también se tomó en
cuenta la, ya, habitual búsqueda del equilibrio regional entre la Sierra y la Cos-
ta al momento de conformar los binomios presidenciables.

En 1997, por primera y única vez hasta la presente fecha, sectores organiza-
dos de mujeres de Quito y de Guayaquil (las dos ciudades más pobladas del país)
decidieron presentar listas propias -conformadas únicamente por mujeres-, con-
virtiéndose así en una de las 39 agrupaciones ciudadanas que participó en los co-
micios electorales para elegir a los/as encargados/as de elaborar una nueva Cons-
titución Política. A decir de Silvia Vega, los objetivos compartidos que llevaron
a tomar tal decisión habrían sido, además del interés por colocar representantes
en la Asamblea, el ampliar la presencia pública y posicionar en el debate públi-
co las propuestas del movimiento de mujeres. Ello se logró, en parte también
gracias a la continuidad dada por la gestión posterior que las mujeres organiza-
das desarrollaron ante la Asamblea Nacional Constituyente. Con respecto a los
resultados electorales, éstos no fueron significativos24: la lista de mujeres obtuvo
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24 Discrepamos en este sentido con Silvia Vega, quien los califica como no despreciables en atención a las di-
ficultades internas que las respectivas listas de mujeres debieron enfrentar, así como a la ubicación obteni-
da con relación a los otros movimientos ciudadanos (Vega, 1998).

 



en Guayas 3.5% y en Quito 2.45% de la votación general (Vega, 1998). Sería
interesante indagar las razones por las cuales, luego de una movilización tan im-
petuosa como la de 1997 por lograr mayores oportunidades para que las muje-
res participen en la política formal y, aún más, después de haber desarrollado con
grandes esfuerzos una iniciativa electoral propia de las mujeres organizadas -des-
de el punto de vista cualitativo aparentemente enriquecedora-, no se ha dado
continuidad a esta línea de participación alternativa.

La información que presentamos en la siguiente tabla permite observar có-
mo se han incrementado las candidaturas y la elección de mujeres desde que la
cuota electoral entró en escena.

En efecto, el porcentaje de candidatas ha aumentado progresivamente de acuer-
do a lo que establece la cuota, salvo en los comicios electorales de 1998, duran-
te los cuales evidentemente se lo incumplió. Esto no significa que de ahí en ade-
lante los partidos  -–salvo contadas excepciones- hayan respetado irrestrictamen-
te los porcentajes estipulados por la ley, mucho menos hayan comprendido o
aceptado el propósito que anima a la cuota. Por el contrario, las medidas coacti-
vas que la ley establece han tenido que hacerse sentir durante cada proceso elec-
toral –a veces con mayor rigurosidad y otras con menos-, habiendo sido innu-
merables las listas impugnadas o rechazadas de oficio en diversas provincias25.
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Tabla 2
Evolución de candidatas y electas desde la vigencia de la cuota* 

Año Cuota Total Candida-tas % Total Electas %
Vigente candidatas/os electas/os

1997 20% 908 191 21.0 70 7 10

1998 20% 7.349 1.226 16.7 836 73 8.7

2000 30% 19.826 7.577 38.2 5.093 1.257 24.7

2002 35% 4.491 3.670 38.7 853 183 21.5

2004 40% 27.444 11.690 42.6 5.185 1.446 27.9

60.018 24.354 40.6 12.037 2.966 24.6

*Incluye todas las principalías para todas las dignidades electas en cada proceso electoral.
Fuente: TSE. Elaboración: la autora.

25 El Diario Hoy del 30 de abril de 2002 (p. 3ª) recogía las palabras de una alto dirigente de uno de los par-
tidos más fuertes del país, quien afirmaba que “con ese 35%, las mujeres reconocen que son inferiores a
los hombres”. Por su parte, el Diario El Comercio informaba en su edición del 30 de agosto de 2002 (p.
D3) que el Tribunal Provincial de Esmeraldas (provincia que concentra aproximadamente a 4% de los/as
electores/as) había debido rechazar todas las listas presentadas por los 14 partidos políticos y siete movi-
mientos allí registrados para que se hicieran los correctivos respectivos, puesto que ninguna había cumpli-
do con el 35% de candidatas mujeres.
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El porcentaje de electas también ha ascendido paulatinamente, si bien de
manera irregular: disminuyó en 1998 con respecto a 1997 y en 2002 con rela-
ción a 2000 pero conoce un incremento en 2004 en que se realizan elecciones
parciales para dignidades locales y/o seccionales. La brecha entre el porcentaje de
candidatas y el de electas da cuenta de que, aunque la presencia en una lista elec-
toral es un paso importante para avanzar políticamente, no basta con éste para
alcanzar la investidura. La candidatura no asegura la elección. Por consiguiente,
si el objetivo de las mujeres es acceder a espacios de poder, será importante con-
siderar los múltiples factores que entran en juego al momento de insertarse en
una competencia electoral, así como aquellos que movilizan el voto popular.

Veamos, pues, cómo se han distribuido por dignidad los resultados electo-
rales obtenidos por las mujeres durante los comicios de 1997, 1998, 2000, 2002
y 2004.
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Tabla 3
Candidatas/os y electas/os a la asamblea nacional, 1997*

Función Postulaciones Adjudicaciones

Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total

No. % No. % No. No. % No. % No.

Asambleístas 191 21.0 717 79.0 908 7 10.0 63 90.0 70

Total 191 21.0 717 79.0 908 7 10.0 63 90.0 70

* La cuota se ubica en el 20%. Se incluyen sólo principalías.
Fuente: TSE. Elaboración: Cañete, 2004.
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Tabla 4
Candidatas/os y electas/os según funciones 
Función 1998* 2000**

Postulaciones Adjudicaciones Postulaciones Adjudicaciones
Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total
No. % No. % No. No. % No. % No. No. % No % No No. % No. % No

Presidencia/
Vicepresidencia 2 16.7 10 83.3 12 - - 2 100 2
Diputaciones
nacionales 56 23.3 184 76.7 240 3 15.0 17 85.0 20
Diputaciones
provinciales 226 19.1 960 80.9 1.186 12 11.9 89 88.1 101
Consejerías
provinciales 61 11.2 482 88.8 543 4 7.2 52 92.8 56 259 42.8 346 57.2 605 17 19.1 72 80.9 89
Concejalías
municipales 881 16.4 4.487 83.6 5.368 54 8.2 603 91.8 657 2.313 46.0 2.713 54.0 5.026 263 29.6 624 70.4 887
Prefecturas 6 5.9 96 94.1 102 - - 22 100 22
Alcaldías 78 7.5 956 92.5 1.034 6 2.8 209 97.2 215
V. Juntas
Parroquiales 4.921 37.7 8.138 62.3 13.059 971 25.0 2.909 75.0 3.880
Total 1.226 16.7 6.123 83.3 7.349 73 8.7 763 91.3 836 7.57 38.2 12.249 61.8 19.826 1.257 24.7 3.836 75.3 5.093
*La cuota se ubica en el 20%. Se incluyen sólo principalías.

**La cuota se ubica en el 30%. Se incluyen sólo principalías.

Fuente: TSE. Elaboración: Cañete, 2004a.
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Tabla 5
Candidatas/ os y electas/ os según funciones

2002* 2004**
Función Postulaciones Adjudicaciones Postulaciones Adjudicaciones

Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total
No. % No. % No. No. % No. % No. No. % No % No No. % No. % No

Presidencia/
Vicepresidencia 4 18.2 18 81.8 22 - - 2 100.0 2
Diputaciones
provinciales 612 40.8 887 59.2 1.499 20 20.0 80 800 100
Alcaldías - - 11 100.0 11 - - 2 100.0 2
Consejerías
provinciales (minorías) 317 35.7 571 64.3 888 11 16.4 56 83.6 67
Concejalías
municipales (minorías.) 2.705 38.7 4.286 61.3 6.991 151 22.3 526 77.7 677
Parlamentarios
Andinos 32 40.0 48 60.0 80 1 20.0 4 80.0 5
Prefectos 12 9.2 118 90.8 130 4 18.2 18 81.8 22
Alcaldías 137 10.9 1.124 89.1 1.261 13 5.9 206 94.1 219
Consejerías
provinciales (mayorías) 311 44.0 395 56.00 706 27 29.7 64 70.3 91
Concejalías
municipales (mayorías) 2.952 47.6 3.250 52.4 6.202 283 31.7 610 68.3 893
Subtotal 3.412 41.1 4.887 58.9 8.299 327 26.7 898 73.3 1225
Juntas Parroquiales 8.278 43.2 10.867 56.8 19.145 1.119 28.3 2841 71.7 3960
Total 3.670 38.7 5.821 61.3 9.491 183 21.5 670 78.5 853 11.690 42.6 15.754 57.4 27444 1.446 27.9 3739 72.1 5185
* La cuota se ubica en el 35%. Se incluyen sólo principalías.
* La cuota se ubica en el 40%. Se incluyen sólo principalías. 
Fuente: TSE. Elaboración: Cañete, 2004a  y América Celi.



Según consta en las tablas 4 y 5, en todos los procesos electorales el porcentaje
de hombres electos ha sido superior al de los candidatizados, dato que indica una
preferencia del electorado por candidatos del sexo masculino. Por otra parte, se
evidencia el bajo porcentaje de candidatas y electas para dignidades de elección
uninominal (año 2000: Alcaldías: 7.55%, Prefecturas: 5.89%) a las cuales evi-
dentemente la cuota no se aplica. Esta tendencia, se mantuvo durante las elec-
ciones de 2004 en lo que se refiere a Alcaldías: 5.94%; mientras en el caso de las
Prefecturas 18.18%, se evidencia un incremento importante en la elección de
mujeres. Estos datos confirman la incidencia de dicha medida en la incorpora-
ción de mujeres como candidatas.

Contrariando la idea recurrente de que se postularía mayor porcentaje de
mujeres para aquellas dignidades que permitirían mayor relación con la ciudada-
nía y con la resolución de problemas cotidianos, se observa que el porcentaje más
elevado de candidatas se ha hecho efectivo para la diputación durante ambos
procesos electorales en los cuales se ha elegido a representantes congresales. Le si-
gue a este porcentaje el de las concejalías municipales. Aunque en 1998 la rela-
ción entre el porcentaje de candidatas para diputaciones y concejalías se mantie-
ne en cuanto a las electas para las mismas divinidades, no sucede lo mismo en
2002, donde dicha relación se invierte. Tanto en ese año como en 2000 el ma-
yor porcentaje de electas se concentra en los concejos municipales.

La comparación del año 2004 con los anteriores resulta difícil ya que pues
se trata de elecciones exclusivamente parciales para los puestos seccionales. En és-
tas se observa el porcentaje predominante de mujeres candidatas a las conseje-
rías provinciales (44%), a las concejalías municipales (48%) y al de las Juntas
Parroquiales (43%) que rebasan la cuota (40%); y en los resultados en estos
mismos espacios (30%, 32% y 29% respectivamente). Llama la atención el por-
centaje relativamente más bajo de las electas en las Juntas Parroquiales, cuando
se consideraba que este nivel más local de la división político-administrativa y
más rural sería más ocupado por mujeres; en todo caso, contrastan los resulta-
dos (29%) con el alto porcentaje de candidatas (43%). Este es un dominio que
requiere un análisis de profundidad, entre otros porque están en juego aspectos
étnicos y culturales.

De todas las electas a dignidades de elección plurinominal un porcentaje,
sorprendentemente alto, ha estado ubicado entre los tres primeros lugares de las
listas (75% en 1998, 85% en 2000 y 94% en 2002), fenómeno que da cuenta
de la importancia de la aplicación de la alternancia y la secuencia en la confor-
mación de las mismas, además de que permite comprender el porqué de la reti-
cencia de los partidos políticos para aplicarlas. No obstante, lo anterior, en los
recientes comicios electorales de 2004 se han dado casos, si bien aislados toda-
vía, de mujeres en Quito, Guayaquil y Cuenca, que remontaron varios puestos

146

María Fernanda Cañete

 



en sus respectivas listas y lograron ser elegidas superando incluso a hombres me-
jor ubicados que ellas.

El rol de representación de las mujeres 
en las funciones públicas

Sobre la gestión realizada por las mujeres en puestos públicos de toma de deci-
siones alcanzados por elección o designación prácticamente no se ha investigado
todavía en el Ecuador. Ello, a pesar de que existen experiencias interesantes, par-
ticularmente, en el ámbito local, el cual parece ser propicio para la mayor inci-
dencia de las mujeres en la gestión de gobierno, sobre todo cuando ellas han ad-
quirido alguna experiencia previa, son parte de fuerzas políticas bien posiciona-
das y/o cuentan con el apoyo de mujeres organizadas capaces de apoyarlas con
propuestas, estrategias de coordinación y de presión pública.

Uno de los temas que no es nuevo pero que ha sido retomado en el deba-
te público a raíz de la creciente presencia de mujeres en la función pública es el
de la calidad de la representación. Quienes se manifiestan contrarios a la cuota
sostienen, entre otros argumentos, que no se ha visto una relación entre el ma-
yor número de mujeres en la representación y una mejoría en la calidad de ésta.
No es nuestra intención evaluar aquí si tal aseveración corresponde o no con la
realidad, entre otras razones porque no disponemos de suficiente información
para ello. Sí podemos, en cambio, referirnos brevemente a los supuestos de los
que parte y las implicaciones que tiene. Empezaremos diciendo que, de por sí,
se trata de una afirmación discriminatoria, en la medida en que conlleva el cues-
tionamiento de comportamientos u omisiones referidas a las mujeres públicas
(expresión que es necesario liberar de prejuicios), que sin embargo, han sido his-
tóricamente tolerados e incluso aceptados cuando se ha tratado de los hombres
públicos (preguntémonos quiénes han sido los principales actores de la política,
cada vez más empobrecida y deslegitimada). No obstante, tiene también una ra-
zón de ser, puesto que, en parte surge como respuesta a la posición sostenida por
no pocas mujeres, con claros visos “maternalistas” que ellas, por su propia natu-
raleza, serían más democráticas, éticas, transparentes y honestas, dado lo cual su
inserción en la política formal implicaría automáticamente una mejor calidad del
quehacer político. En nuestra opinión tanto las mujeres como los hombres son
construcciones sociales, capaces de desarrollar defectos y virtudes en función de
infinidad de factores, por lo cual nos parece estéril entrar a discutir quiénes se-
rían por naturaleza peores políticos o mejores políticas. Por lo demás, aunque es
verdad que muchas mujeres pueden ampliar –como, en efecto, ha sucedido– la
agenda pública y el sentido mismo de la política al introducir nuevos temas des-
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de sus particulares experiencias de vida, todavía no se ha comprobado que las vir-
tudes “maternales” desarrolladas por las mujeres en la esfera privada las compro-
meta automáticamente con las prácticas democráticas (la participación ciudada-
na, el igualitarismo, el ejercicio de la libertad, etc.).

La calidad de la representación de las mujeres también ha empezado a ser
discutida, aunque con otros matices, entre aquellas organizadas. Su preocupa-
ción radica en la constatación de que son pocas las mujeres que están accedien-
do a espacios de poder como resultado de la cuota sin representar ni tener com-
promiso alguno con los intereses y las demandas de las mujeres. Esta inquietud
más bien reciente, contrasta con un supuesto que ha estado muy presente en el
discurso de activistas y lideresas: la idea de que el mero hecho que más mujeres
lleguen a espacios de poder garantizaría una representatividad específica de las
mujeres26, olvidando que en los hechos la asunción de cualquier tipo de repre-
sentatividad implica, en consecuencia, una opción política conciente así como
una preparación en consecuencia. Como ya lo hemos referido, la cuota en el
Ecuador ha sido el resultado de la lucha de las mujeres organizadas en la socie-
dad civil y no precisamente de las mujeres de partidos políticos, instancias éstas
a las que finalmente les corresponde preparar y seleccionar al personal político,
además de aplicar mayoritariamente tal medida. En contraste con la implemen-
tación de un mecanismo de avanzada como la cuota, el país contaba –y cuenta
aún, si bien cada vez menos– con un conjunto de mujeres de partidos con poca
trayectoria, débiles en términos organizativos, escasamente relacionadas con las
organizaciones de mujeres de la sociedad civil27 y muy poco sensibilizadas e in-
formadas acerca de las reivindicaciones de género –y, por ende, también acerca
de la cuota–. Fuera de ello, han sido pocas las mujeres organizadas que han op-
tado por incursionar en las lides electorales, sobre todo apoyadas por partidos
políticos, lo cual ha sido coherente con las reservas que una fuerte corriente del
movimiento de mujeres ecuatoriano ha manifestado desde siempre con respecto
a éstos, pero ha contribuido, también, a agudizar el vacío de representatividad
actualmente motivo de su preocupación.

148

26 En un documento sobre la participación política de las mujeres en el Ecuador, publicado por la Coordi-
nadora Política de Mujeres Ecuatorianas se afirma: “La poca representación femenina se traduce en una
ausencia de la especificidad de las mujeres, con necesidades e intereses propios, en las políticas públicas y
en la toma de decisiones, lo cual incide negativamente en su calidad de vida” (Villagómez, 2002: 3).

27 Aunque las organizaciones de mujeres cuentan con mujeres de partidos entre sus filas parecería que en la
mayoría de ellas se ha producido una especie de escisión entre el tipo de militancia ejercida en uno y otro
espacio. De lo que conocemos, son pocas las que han intentado incidir desde una perspectiva de género
en sus partidos políticos. El problema que en términos políticos puede planteársele a una mujer con esta
doble militancia salta a la vista al leer el relato que Silvia Vega (1998) hace del poco apoyo que en 1997
las mujeres de partidos dieron a la lista autónoma de mujeres en Pichincha.
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Coincidimos con Gioconda Herrera (2004) en que la participación de las
mujeres en la política es un asunto de justicia social en la representación, indepen-
dientemente de los puntos de vista o intereses que ellas puedan defender en su
gestión así como de la forma en que lo hagan. Sobre esta premisa, la cuota está
permitiendo volver efectivo el derecho político universal a la elegibilidad en lo que
a las mujeres respecta, al abrir mayores oportunidades para su acceso a espacios de
poder. Sin embargo, quedarse únicamente en la constatación cuantitativa del in-
cremento de las mujeres en las funciones de representación pública como termó-
metro para medir cuánto se cumple con la exigencia básica de justicia o democra-
cia no es suficiente. La participación de las mujeres –así como la de cualquier otro
nuevo actor político- en la toma de decisiones públicas no es solamente una fina-
lidad en sí misma, sino que también está relacionada con la justificada esperanza
de que las/os nuevas/os representantes aseguren mejores resultados con su gestión.
Parece, entonces, inevitable que la incursión progresiva de las ecuatorianas en el
escenario político traiga consigo múltiples interrogantes acerca de su desempeño
(evitando caer en cualquier tipo de esencialismo), sin que ello implique cuestio-
nar la cuota ni mucho menos descalificar el derecho a su participación.

Hay que tener presente que la participación política de las mujeres final-
mente en los partidos y movimientos políticos, no se resuelve en el terreno jurí-
dico, aunque éste sea un marco referencial importante, sino en el terreno de la
lucha propiamente política; es decir, en los partidos y movimientos políticos, así
como en la competencia por la representación mientras no existan otros canales
igual o más efectivos. Mucho menos se agota en la cuota electoral, que no es más
que una medida temporal para promoverla y cuyo aprovechamiento para dar lu-
gar a otros mecanismos que aseguren una participación más sostenida y se mate-
rialicen en mejores condiciones para actuar políticamente se perfila inminente.

Conclusiones

Diversos factores parecen explicar el incremento de la participación política de
las mujeres en el Ecuador. La tradicional apertura del sistema político ecuatoria-
no puede haber coincidido con las presiones internacionales que significaron los
convenios de Beijing y otros más para el reconocimiento de medidas que pro-
muevan la equidad de género, ha sido, sin embargo, un proceso en que han ju-
gado un rol protagónico las organizaciones de mujeres para, primero, lograr
aceptación a sus propuestas en reformas legales e institucionales y, en segundo
lugar, para buscar su aplicación. Estas acciones han favorecido una mayor pre-
sencia de las mujeres en el espacio público y en parte las han transformado en
actoras políticas.
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Las mujeres de modo general, en contraste con el pasado, han logrado in-
sertarse mucho más en los procesos de participación política, además esta vez se
trata de un proceso colectivo que concierne al conjunto de mujeres en su calidad
de ciudadanas. El sistema mismo ahora no puede obviar la presencia de las mu-
jeres lo cual se traduce, por ejemplo, en la búsqueda de candidatas mujeres a la
vicepresidencia o de puestos de elección uninominal (alcades/as y prefectos).

Los datos revelan que se han incorporado más mujeres en la política for-
mal, sobre todo por la vía electoral. La ley de cuotas ha jugado un rol decisivo
en este proceso. La cuota ha sido aplicada en el Ecuador como resultado de la
movilización de las organizaciones de mujeres siguiendo experiencias similares
en otros países e inspiradas en las decisiones de Beijing. Esta obligatoriedad de
incluir a mujeres como candidatas ha contribuido a su visibilidad pública y a su
formación y presencia más sistemática en los canales institucionales de hacer po-
lítica. Sin embargo, el incremento de candidaturas femeninas, debido priorita-
riamente a esta ley, no guarda relación directa con el de electas, siguen siendo los
hombres los favorecidos en las opciones electorales. No disponemos aún de es-
tudios que permitan conocer cómo se define el voto femenino ni el de los hom-
bres en relación a las mujeres.

Los casos de votos adquiridos por mujeres que han logrado votaciones ma-
sivas o primeros puestos resultan aún insuficientes, en número y frecuencia, pa-
ra afirmar, por ejemplo, que las mujeres votan por mujeres o que se han borra-
do las barreras de discriminación hacia las mujeres por parte de los hombres al
nivel del voto. Los datos indican, sin embargo, que conocemos cambios al res-
pecto, por el mayor número de mujeres en puestos de representación política,
por el hecho que sería imposible el triunfo de ciertas mujeres sin el voto mascu-
lino y femenino, como acontece claramente en el caso de ciertas concejalas que
han logrado primeros puestos, y en el caso de las 13 alcaldesas y sobre todo de
las 4 prefectas electas recientemente (2004).

Han sido las mujeres organizadas las principales promotoras de estas pro-
puestas y en el caso de la ley de cuotas y su aplicación llama la atención que las
mujeres de los partidos no han sido las abanderadas de la mismas. El análisis de
la situación de las mujeres en los partidos revela que éstas se encuentran en con-
dición de minorías subordinadas, al asumir roles secundarios en los procesos de
selección del personal político y de construcción de propuestas, visible en la dé-
bil presencia de las mujeres en los puestos de dirección. Las mujeres siguen asu-
miendo un rol de apoyo a la organización que, de hecho, significa una entidad
masculina visto el número de hombres dirigentes y militantes. Se constata sin
embargo, diversos procesos de cambio al respecto, lo que es notorio con el incre-
mento de candidatas en puestos claves dentro de los partidos más importantes y
el rol más activo de las secciones partidarias de mujeres en los procesos de deci-
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sión internos. Esta situación de debilidad de las militantes en los partidos pue-
de, entre otros factores, explicar también un doble proceso de discriminación de
género de las militantes, primero el ya indicado con esta debilidad y segundo, en
la opción de algunos partidos de recurrir a mujeres de otras organizaciones (de
la sociedad civil o de la prensa) para candidatizarlas en sus listas dejando de la-
do a las militantes. Desde luego que esta opción obedece también a la construc-
ción de la política y las elecciones como un espectáculo de masas que requiere de
candidatos/as populares para ganar la competencia propia a la vida política, pe-
ro no es el único proceso que lo explica.

En los partidos, el espacio ganado por las mujeres parece ya establecido y
reconocido, no habiendo sido éste fruto de la voluntad de los partidos sino que,
en general, se han visto obligados a reconocer las cuotas, aunque son reticentes
a aplicarlas. Esto es notorio en su rechazo a aplicar la secuencialidad y alternabi-
lidad en las listas, y en los ensayos reiterados para desplazar a las mujeres de los
primeros sitios de la lista que como se ha demostrado ofrecen mayor ventaja pa-
ra ganar. Es al parecer una disputa de poder previsible debido al desplazamiento
inevitable que el incremento de esta participación de las mujeres implica para los
hombres.

Esta disputa con la promoción de mujeres en los partidos, la presencia de
las mujeres en las candidaturas presidenciales o vicepresidenciales, o en los prin-
cipales puestos de representación muestran bien que un cambio se ha producido
y que el espacio de la política, por el momento, no puede prescindir de las mu-
jeres.

En los partidos o fuera de ellos, las mujeres conocen una promoción que
ya ha sido o puede ser favorable para lograr puestos decisivos. Varias de ellas, so-
bre todo los núcleos de mujeres jóvenes están preparándose para la competencia
en sus partidos y han hecho suyo el derecho a promoverse, entre otros, para lo-
grar mejor ubicación en las listas electorales. Se trata así de una dinámica que pa-
rece estar implantada sin que se disponga aún de estudios o indicios sobre el
comportamiento masculino cuando las exigencias de equidad numérica (50%)
lleguen o se las rebase. Tampoco conocemos por ahora la incidencia de este pro-
ceso en el quehacer político ni en el sistema mismo.
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Introducción

La década de los noventa presencia un cerco de los movimientos indígenas en el
Ecuador a los centros del poder estatal2, coincidiendo con una creciente crisis
económica y política del país. Esta presencia pública se expresó inicialmente a
través de un levantamiento que paralizó gran parte del territorio y abrió una lar-
ga negociación para que el Estado considere los derechos de los pueblos y nacio-
nalidades originarias. Como resultado de este proceso se ha logrado el reconoci-
miento de los derechos de los pueblos en los enunciados constitucionales del país
así como la instalación de políticas públicas interculturales en los campos de la
salud, la educación y la administración de justicia, entre otras. Existe una amplia
literatura que comenta el carácter, las estrategias y logros de los movimientos in-
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1 La elaboración de este texto ha sido un esfuerzo colaborativo entre académicas indígenas y mestizas arti-
culadas en torno a la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Sede Ecuador. Clorinda Cuminao
pertenece al pueblo Mapuche de la zona chilena y está terminando su maestría en Estudios Étnicos; Ale-
jandra Flores es parte del pueblo Aymará del área chilena y también se encuentra finalizando su maestría
en Estudios Étnicos. Gina Maldonado es parte de los Otavalo, del norte del Ecuador y recientemente fi-
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queño, chilena, se encuentra terminando sus estudios de maestría con especialización en Género y Desa-
rrollo y, finalmente, Mercedes Prieto, antropóloga chilena residente en el Ecuador por varias décadas. Es-
te texto fue preparado para una publicación auspiciada por UNIFEM, Nueva York. Agradecemos los co-
mentarios recibidos de Gioconda Herrera y Nathalie Lebon.

2 Los movimientos indígenas en el Ecuador evidencian una trayectoria en la cual se pueden identificar va-
rios momentos: 1980-1990, como una fase inicial de estructuración que implicó tanto la elaboración dis-
cursiva, así como, mecanismos de acción; 1990-1998, fase de intervención en la arena política amplia en
donde se discute y negocian las reivindicaciones propuestas en el levantamiento de 1990 y que incluye el
reconocimiento constitucional del Ecuador como país plurinacional y multicultural; y, 1998-2005, una
fase de trasformación de movimiento social a movimiento político, que abre el fraccionamiento y disper-
sión de los movimientos.

     



dígenas en sus distintas fases. Pero en general, esta literatura ha sido ciega a los
aspectos de género de esta revitalización indígena como también a la participa-
ción de las mujeres en ella. Mientras el país se ha visto remecido por las voces de
los pueblos y nacionalidades indígenas, las mujeres blancas y mestizas, especial-
mente aquellas educadas y localizadas en espacios urbanos, han cabildeado para
poner sus agendas e intereses en la discusión política. En la dinámica de ambos
movimientos sociales ¿cómo se ha tratado el tema de la mujer indígena? La evi-
dencia revela un desencuentro entre los movimientos de mujeres y los movi-
mientos indígenas, el objeto analítico de este ensayo.

Los movimientos de mujeres han mostrado dificultades para tender puen-
tes con las mujeres indígenas3. No obstante, desde el movimiento indígena, se
puede observar esfuerzos por levantar una agenda de las mujeres, en el marco de
sus luchas por el reconocimiento como pueblo y nacionalidades. Los movimien-
tos indígenas, si bien, no desarrollan una agenda particular orientada a modifi-
car directamente las relaciones de género, propician prácticas orientadas a la
equidad de género. Aún más, en muchos casos, las lideresas rechazan de manera
explícita una agenda centrada sólo en las mujeres o en las relaciones de género,
aduciendo una intromisión externa e imperialista. Abelina Morocho, ex-alcalde-
sa kwicha de un pequeño pueblo de Cañar y miembra de la Confederación de
Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), comentaba unos años atrás:

He escuchado que se dan cursos para mujeres, sobre la liberación femenina, en
vista de eso se ha analizado mucho sobre este tema, el mismo que ha tenido va-
riedad de problemas por ser una copia de otros países…. En muchos de los ca-
sos señoritas que no conocen la realidad basan su vida en lo que dicen otras per-
sonas y trasmiten a la realidad cosas que no son experimentadas por ellas mis-
mas…(Morocho, 1998: 223-24).

Como veremos el énfasis en los derechos como pueblo reinterpreta las jerarquías
de género, robustece los aspectos comunitarios y evita una agenda autónoma de
las mujeres pero, al mismo tiempo, posibilita prácticas por la igualdad de las mu-
jeres. Este complejo juego ha tenido diferentes interpretaciones. De un lado, ha
sido leído como una práctica contestataria al discurso estatal homogeneizante de
la feminidad y masculinidad y se lo contrasta con las vidas de las mujeres indí-
genas que combinan roles reproductivos y de proveedoras (Radcliffe, 1993). O
bien, como parte de intervenciones orientadas a modificar la discriminación de
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3 Si bien se han realizado varios esfuerzos por desarrollar acciones conjuntas, éstos no parecen sostenerse en
el tiempo. Asimismo, las agendas de dos importantes colectivos de mujeres (Coordinadora Política de Mu-
jeres Ecuatorianas así como del Foro Permanente de la Mujer) no reconocen ni apelan a las mujeres indí-
genas ni mujeres afrodescendientes, aunque hay mujeres de distinta procedencia racial y étnica entre sus
afiliadas. Este desencuentro ha sido señalado en el caso ecuatoriano tanto por lideresas indígenas (Pacari,
s.f.) como por analistas sociales (Minaar, 1998). 

   



género, resignificando los roles y valores tradicionales de las mujeres (Cervone,
2002). De otra parte, es posible mirarlo como opción estratégica que pospone
los intereses de las mujeres con el propósito de fortalecer la lucha por el recono-
cimiento de los derechos como pueblo; o bien, como una expresión del poder
masculino que maneja el renacer indígena (Minaar, 1998). Y, finalmente, puede
ser interpretado como parte de un proceso de creación de una suerte de “femi-
nismo indígena”, en línea con la crítica al feminismo blanco occidental y de cla-
se media, proveniente tanto del feminismo multiracial como poscolonial (Baca
Zinn y Thornton Dill, 1996; Mohanty, 1986, 2003; Steady, 1996), perspectiva
que interesa explorar. Este ensayo enfatiza en prácticas y pronunciamientos de
las mujeres indígenas en el Ecuador que confirman que el feminismo no es un
lenguaje universal y único para expresar las desigualdades de género y los intere-
ses de las mujeres. Se observa una búsqueda de nuevos lenguajes para luchar por
la superación de las desigualdades imbuidas en el conflicto étnico y racial. Esta
mirada ha sido explorada por Richards (2002) para el caso de las mujeres Mapu-
che y por Hernández y Sierra (2004) con referencia a los encuentros continen-
tales de las mujeres indígenas. En los últimos años, los discursos de las mujeres
indígenas tienden a flexibilizarse respecto a la cuestión de las mujeres: se oyen
voces de mujeres indígenas que se declaran feministas (Reuque, 2002; Richards,
2002) y, en el caso ecuatoriano, se observa un esfuerzo por construir un espacio
autónomo de mujeres indígenas, articuladas en torno al Consejo Nacional de
Mujeres Indígenas del Ecuador (CONMIE), quienes trabajan por la equidad de
género en el marco de los derechos de los pueblos originarios. Pero en estas di-
versas vertientes el argumento común es que son las peculiaridades del mundo
indígena, la llamada cosmovisión así como la división sexual del trabajo junto a
las fracturas que presentan con respecto a las mujeres blancas de clase media las
que marcan el desencuentro entre los movimientos de mujeres y las mujeres in-
dígenas. Esbozamos varias razones que ayudan a explicar estos desencuentros,
con especial referencia al mundo indígena de la sierra: las diversas construccio-
nes de las relaciones de género, el racismo y la discriminación también como las
tensiones entre un énfasis en las relaciones comunitarias y uno en los aspectos in-
dividuales de las mujeres. Argumentamos, entonces, que estos desacuerdos se
producen por la particular articulación entre género, clase y etnicidad, expresa-
das en las nociones de respeto, discriminación y violencia. 

La relevancia de explorar estas escisiones se cimientan, entre otros facto-
res, en la constatación de que las mujeres indígenas en el Ecuador se encuen-
tran especialmente rezagadas del bienestar económico y social del país. Estudios
recientes (STFS-UNIFEM, 1998; Larrea y Montenegro, 2005; León, 2005;
Ponce y Martínez, 2005) revelan que la vida de las mujeres indígenas está alta-
mente correlacionada con la pobreza y reiteran formas de exclusión y discrimi-
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nación en el empleo, los ingresos, el acceso a los servicios estatales, con especial
referencia a la salud y educación. De esta manera, al igual que las mujeres de
otros pueblos indígenas en la región se encuentran en malas condiciones para
acceder a la distribución de los recursos estatales y de la sociedad, aspecto que
merece especial atención de los movimientos sociales, los estados y los organis-
mos de cooperación. 

División sexual del trabajo e ideologías de género

Diversos estudios han argumentado la existencia de relaciones de género parti-
culares en las sociedades indígenas andinas, miradas ya sea desde la división se-
xual del trabajo como desde las ideologías de género. Esta literatura enfatiza en
la flexibilidad de la división sexual del trabajo y en los roles estratégicos que cum-
plen las mujeres en la reproducción de los hogares, las familias y las comunida-
des (Hamilton, 1998; Miles y Buechler, 1997; Prieto, 1998) y sugieren que las
mujeres tienen varias fuentes de poder y negociación (i.e. factores productivos y
saberes), al no estar abocadas, exclusivamente, a las actividades domésticas. Co-
mo ya indicamos se ha destacado, por ejemplo, que esta particular división se-
xual del trabajo resiste los discursos homogeneizantes de la domesticación de las
mujeres emitidos por los estados (Radcliffe, 1993). Pero esta particular división
del trabajo no sólo se la ha interpretado como una contestación al estado y po-
deres dominantes, sino también como una construcción arquetípica de la iden-
tidad de los pueblos andinos. En este contexto, la noción de complementariedad
se presenta como un conector entre esta división sexual del trabajo flexible y las
ideologías de género que hablan de una cosmovisión que considera a hombres y
mujeres como equivalentes e iguales (Harris, 1978). Esta idea de la complemen-
tariedad como expresión de la igualdad entre los géneros ha sido cuestionada por
estudios que muestran un complejo juego de jerarquías e igualdad en las relacio-
nes de género (Harvey, 1989; Crain, 2001; de la Cadena, 2000), que abren y cie-
rran opciones a las mujeres indígenas. En el marco de este debate exploramos las
formas en que las relaciones de género construyen la trama comunitaria así co-
mo los roles de las mujeres en la preservación de las identidades de los pueblos. 

Complementariedad y jerarquías: la trama comunitaria

En esta sección se hace una aproximación al uso y comprensión que los pueblos
indígenas dan a las nociones de complementariedad, que reiteradamente sale a
relucir al momento de hablar de relaciones de género en el mundo indígena. A
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partir de este concepto, se propone un entendimiento que evita las categorías di-
cotómicas y que remite a la construcción de la trama de relaciones comunitarias
y colectivas4.  

La complementariedad y las relaciones de género

La complementariedad exhorta al carácter armonioso y equilibrado del orden co-
munitario y al sentido equitativo de las sociedades indígenas. En este marco, se
considera que mujer y hombre son interdependientes y conforman un “par-pri-
mordial” (Lajo, 2002)5. Esta unidad complementaria está expresada simbólica-
mente en el yanantin, que representa igualdad o cantidades iguales (Skar, 1979:
95). Esta proposición subraya el carácter dual, complementario e igualitario al
que aspira la participación política y económica del hombre y la mujer y se ex-
presa en la dependencia mutua entre las partes y en las diferentes fuentes de po-
der de hombres y mujeres (Núñez del Prado, 1975)6. La intelectual kichwa Luz
María de la Torre, propone a la dualidad y complementariedad como principios
filosóficos de la organización andina: 

Uno de los principios filosóficos (en el mundo indígena) es la dualidad: el
mundo es dual, el universo es par, una de las manifestaciones, de este prin-
cipio, es el necesario opuesto y complementario que gobierna la naturaleza
entera andina, principio que tiene su base en los profundos mecanismos de
la existencia misma de la vida y de su continuidad. Este principio, tiene su
máxima expresividad en la dualidad mujer-hombre. No como manifestacio-
nes personales, sino como principio natural de una expresividad que abarca
toda una totalidad dual; no es un solo universo. La totalidad andina se trans-
forma en la totalidad femenina y la totalidad masculina. Dos universos exis-
tentes, que se oponen, pero se unen complementariamente para su accionar
y su propia realización…(De la Torre 1999: 11-12).

Esta propuesta sobre el carácter complementario y dual del orden social colecti-
vo abre la posibilidad de mirar las relaciones de género más allá de los cuerpos
de hombres-mujeres y sus roles sexuados (Rösing, 1997: 77). A juicio de estu-
diosos del mundo andino, “el cuerpo no se considera aparte de su ambiente (co-

159

Las mujeres indígenas y la búsqueda del respeto

4 La siguiente reflexión se basa en testimonios, escritos y conversaciones mantenidas por Gina Maldonado
a lo largo de su trabajo con artesanos, artesanas y comerciantes trasnacionales en Otavalo. 

5 Este par debe encontrar y recorrer “la ruta o disciplina de los justos, de los nobles; del ser humano consa-
grado al cuidado del equilibrio del mundo, de la vida y de la naturaleza” (Lajo, 2002: 17-18). 

6 Es importante indicar que esta construcción no está exenta de tensiones y violencia, según veremos en la
segunda sección de este artículo.  

       



mo en occidente), sino que éste forma parte de una complejidad que incluye tan-
to al cuerpo físico como el cuerpo metafísico y las diferentes costuras que inte-
rrelacionan los dos” (Arnold, 1997: 32). En este sentido, proponemos que las re-
laciones de género proveen la trama de las relaciones comunitarias. Y este carác-
ter colectivo de la estructura social en el mundo indígena aparentemente preva-
lece sobre otros órdenes. La prioridad de las prácticas, entonces, estaría dirigida
a mantener y sustentar la organización y continuidad de la colectividad. 

Asimismo, hay que tener en consideración que las nociones de comple-
mentariedad, jerarquía e igualdad no necesariamente son practicadas y entendi-
das por los pueblos indígenas tal y como lo plantea la concepción occidental. Al
respecto, Canessa destaca “que el uso de la palabra igualitaria para describir tales
relaciones no es equivalente a la igualdad de individuos en el sentido occidental.
Igualitario, en las relaciones andinas es el intercambio entre dos grupos de com-
plementariedades. Hay un potencial tanto para jerarquía como para igualdad, y
hay una negociación constante entre estos estados potenciales” (1997: 237). 

Pero, ¿tienen vigencia las nociones de complementariedad y jerarquías en
el mundo contemporáneo? A continuación ilustramos su funcionamiento en un
grupo orientado a la producción y comercialización de textiles. 

Complementariedad entre los kiwchas Otavalo

Varios estudios han enfatizado en la división sexual del trabajo y la complemen-
tariedad en comunidades agrícolas. La pregunta es sí en el ámbito económico y
de comercio transnacional las mujeres indígenas preservan (o no) formas de re-
lación fundadas en la complementariedad. Los kichwas Otavalo han desarrolla-
do actividades de producción y comercio transnacionales de textiles. Las muje-
res son parte fundamental de ambas actividades. Según ellas mismas señalan, via-
jan, producen y comercializan artesanías “al igual que cualquier hombre”. En es-
te marco, reconstruimos el proceso de producción, comercialización y viajes pa-
ra identificar en este contexto cómo son designados los roles, responsabilidades
y competencias a mujeres y hombres.

En este escenario es importante recalcar que los estrechos lazos de lo que se
define como “complementariedad de roles de género y de generación”7 o “inter-
dependencia de género” se reproducen constante y dinámicamente en la activi-
dad económica de estas familias. La complementaria y estrecha relación –de de-
pendencia, tal vez, desde la perspectiva occidental– entre mamá/hija o hijo, her-
mano/hermana, son también formas determinantes de relación de género a la
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hora de trazar los ejes recreadores de interdependencia y complementariedad en
la dinámica socio-económica del grupo. El par esposo/esposa, por tanto, no es la
única base reconstructora del orden cultural y económico del sistema social y de
género en este grupo. La estrecha relación entre otros integrantes del núcleo fa-
miliar garantiza lo que las mismas mujeres –las madres sobre todo- definen co-
mo la permanencia y continuidad de la cultura y la tradición, la que implica la
transmisión de los saberes en el arte de la producción y el comercio.

En el proceso de producción y comercialización de la artesanía, entra en
juego la dinámica del desempeño de roles y diferencias complementarias y jerár-
quicas de género y de generación. La relación de género entre esposo y esposa,
por ejemplo, con base en la necesidad del grupo de la familia nuclear y amplia-
da de productores y comerciantes sostiene un orden que permite el desempeño
y desarrollo beneficioso de todos. Esto no quiere decir que este orden sea inamo-
vible ya que de acuerdo a las necesidades del grupo o el colectivo, la jerarquiza-
ción de los roles puede cambiar. 

En el caso, por ejemplo, de “familias incompletas” -mamá/hija(o) o papá-
/hija(o)- la asignación diferenciada y complementaria de roles de género entre
madre e hijo, hermana y hermano u otro, es clave tanto en la reproducción de
las habilidades, conocimientos, relaciones y ritos de la sociedad como para la
continuidad de la dinámica económica de la familia. El siguiente testimonio re-
fiere cómo los miembros de la familia asumen y desempeñan distintos roles en
el proceso de producción y migración para la comercialización: 

Mi papá, dos tíos y las esposas de mis hermanos se encargan de preparar to-
da la mercadería que necesitamos para cada temporada. Viajan a Carchi,
Ambato, Cuenca, a buscar lo que mandamos a pedir. Otros tíos y primos
producen los sacos, gorras, pantalones y vestidos de algodón y lienzo. Lo que
no se alcanza a producir tratan de conseguir a donde otros productores…(Jo-
ven Otavalo, entrevista, 2004).

Otros testimonios complementan este cuadro e indican que en caso de ser nece-
sario las hermanas mayores pueden –por decisión propia- y deben –por decisión
de la familia- viajar fuera del país a comercializar. Las esposas que producen así
como las que viajan asumen sobre todo el rol de administradoras y estrategas de
comercialización. De manera que las mujeres desempeñan un rol activo en la
producción y comercialización, que varía según su ciclo vital: 

Antes de que me casé ya viajaba unas veces con mis hermanos y papá y a ve-
ces sola también, por eso que aprendí desde muy joven muchas cosas sobre
lo que es el comercio y el mercado en Europa. Yo lo que más hacía era admi-
nistrar las ventas de mis hermanos, yo era la que debía saber cuánto y cómo
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gastamos en lo que es desaduanización, bodega, por los puestos en las ferias,
cuentas por pagar y cobrar, y cuánto tenemos en plata en las cuentas, asimis-
mo en lo que debemos invertir. Aunque eso, más bien, decidíamos todos, pe-
ro yo era la que les hacía caer en cuenta (…) Ahora que me casé hago lo mis-
mo pero como que es un poquito más fácil porque trabajamos sólo para los
trecitos (ella, esposo e hijo). Cuando me quedo en Otavalo, más fácil toda-
vía. Yo me encargo de todo aquí. Sólo para las decisiones como muy impor-
tantes o grandes es que espero consultar con mi esposo, o por lo menos con
mis papaces…(Mujer Otavalo, entrevista, 2003).

En la gestión económica de la actividad textil, el desempeño de roles y jerarquías
generacionales y de género tiene un orden flexible. En la etapa de producción,
las mujeres son las encargadas de comprar, preparar la materia prima (aunque es-
ta actividad puede, con mucha frecuencia, ser compartida con el esposo o con la
hija o hijo), confeccionar el tejido y administrar los gastos de inversión en ma-
teria prima. El hombre se enfoca a tejer, buscar compradores para la producción
y adquirir maquinaria moderna. La división de tareas permanece entre las fami-
lias que están fuera de Otavalo, comercializando. En este caso las mujeres deci-
den la compra de la mercadería y mantienen el stock de la misma, la seleccionan
y clasifican para la venta, definen las estrategias de mercado y comercialización y
administran el negocio familiar en el ámbito nuclear privado. Por su lado, el
hombre se encarga de negociar la compra de la mercadería seleccionada y, pos-
teriormente, negociar la venta de esta. Es decir, realiza las transacciones en el ám-
bito externo, incluidos el manejo general del negocio a nivel público, los trámi-
tes con bancos, aduanas, permisos de venta en ferias, etc. En esta división del tra-
bajo se mantiene un sistema de diferencias complementarias que incluyen géne-
ro y generación. Tanto los adultos mayores (hombre/mujer) como los niños y ni-
ñas asumen y cumplen funciones de acuerdo a la edad, género y necesidades sur-
gidas del grupo. 

Estas actividades en el terreno de la producción y comercialización están ar-
ticuladas al desarrollo de labores domésticas para las cuales las mujeres han sido
entrenadas. De la Torre relata de manera punzante esta experiencia, marcando
diferencia con respecto a mujeres de clases más acomodadas:

Desde muy pequeñas traemos leña, para preparar nuestra comida, hierba pa-
ra las gallinas y los cuyes, ayudamos a pelear las papas, a lavar los alimentos, a
prepararlos, a barrer nuestro cuarto, a buscar agua, para las necesidades coti-
dianas, a lavar en la acequia, a ayudar en toda actividad, ese es nuestro juego.
Nosotras no tenemos muñecas lloronas, con pasos de autómatas, ni orinas olo-
rosas. Tenemos a nuestras hermanas y hermanos, y si no los hay, están nues-
tros primos, sobrinos, y los guaguas de la vecina (…) Tenemos orines y caca
real, tenemos mugre que huele y que se necesita lavar (De la Torre 1999: 35).
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Los roles jerárquicos se despliegan sobre la base a un juego de representaciones y
símbolos de género, pero sobre todo de generación que tienen mucho peso al
momento de tomar decisiones, asumir responsabilidades y privilegios. Estos ro-
les tienen por finalidad complementar, generar orden y armonía en las relacio-
nes intragrupales. Así, en la dinámica económica familiar las implicancias de la
mujer, el hombre, el anciano, el joven o el niño pierden valor personal o indivi-
dual porque ante todo prevalece el interés colectivo. Por ejemplo, al momento
de decidir la compra de una casa o la inversión para un gran negocio, la aparen-
te disputa entre hombre–mujer por la autoridad, poder y control de los bienes
económicos y/o materiales usualmente se pierde ante la influyente opinión -e in-
cluso, decisión- de los mayores. Y es que a mayor edad mayor poder de influen-
cia, elección y decisión sobre las actividades económicas de la familia. Sin em-
bargo, en los últimos tiempos cada vez más es el status socio-económico un fac-
tor que construye relaciones jerárquicas. En este sentido, quien tenga mejor po-
sición económica y social dentro de la familia tendrá mayor influencia, autori-
dad, poder y libertad de decisión entre los del grupo.

La diferencia complementaria en las actividades económicas y en la admi-
nistración del hogar no implica necesariamente una estricta jerarquía de género.
Los roles, las responsabilidades y derechos entre los Otavalo comerciantes y pro-
ductores no permanecen estáticos. Pueden intercambiarse entre los miembros de
la familia de acuerdo a las circunstancias y necesidades del grupo. En este senti-
do se constituye una trama compleja de interrelaciones que semeja las urdimbres
que se combinan para conformar la tela. Lo horizontal y lo vertical intercambian
sus posiciones para asegurar la permanencia de la colectividad; la continuidad
económica, social y la identidad cultural del grupo8. En esta trama, se destacan
los puntos de intersección mientras que los límites de los roles, competencia y
jerarquías de hombres y mujeres se vuelven difusos. Resulta complejo y escurri-
dizo establecer cuando empiezan y terminan los límites de la complementarie-
dad y la interdependencia por género y generación. En estos escenarios, las divi-
siones, en todo sentido y en particular entre, “masculino-femenino, arriba/aba-
jo, adentro/afuera, “se destacan y se equilibran”, aunque su integración (pueda
quedar) por siempre incompleta” (Sikkink, 1997: 122). Es este espacio el que
abre las puertas a problematizar la vida de las mujeres de los pueblos indígenas. 
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Mujeres guardianas de la identidad de los pueblos 

Documentos y pronunciamientos emitidos por indígenas asignan a las mujeres
la misión de preservar la cultura de sus pueblos. Pero no es sólo el discurso polí-
tico el que enfatiza en este papel de guardianas de la identidad colectiva. Mucha
de la literatura académica producida sobre mujeres indígenas coincide en repre-
sentarlas como reproductoras y transmisoras de la cultura de su grupo. En este
imaginario ellas aparecen ligadas al universo de las tradiciones, caracterizadas por
la conservación de ciertos hábitos (lengua, vestimenta, adornos y costumbres) y
por su asociación con el ámbito rural9. A decir de Marisol de la Cadena (1992)
en su estudio en el Perú, tales elementos las hacen aparecer como “más indias”
que los hombres quienes, dada la mayor interacción con los espacios urbanos,
han tenido más libertad para modificar sus vestimentas y manejarse en el bilin-
güismo10. Así, ellas serían “más indias” no sólo por su ubicación social y econó-
mica, sino además por la capacidad asignada para preservar la cultura y mante-
nerse menos permisivas al contacto cultural “foráneo”, transformándose en vehí-
culos de “identidad étnica”. En muchos sentidos, la cultura que las mujeres in-
dígenas representan, y “deben” preservar, aparece como algo dado e inmutable.
Esta imagen trae aparejada una serie de contenidos mediante los que se regula
socialmente el comportamiento de las mujeres indígenas. En este contexto, el
cuerpo físico se convierte en un espacio “práctico de control social” y en una ma-
triz identitaria para la totalidad del pueblo, pues “mediante sus costumbres ruti-
narias, estas mujeres crean identidades de vital importancia para la reproducción
cultural del grupo” (Crain, 2001: 353).

Esta regulación del cuerpo y comportamiento de las mujeres no es un pro-
ceso unívoco sino que aparece como un campo de negociación entre sectores do-
minantes, estado, pueblos indígenas y las propias mujeres, quienes resignifican los
roles adscritos por la cultura dominante11. De esta manera, la “sociedad dominan-
te” no es la fabricante exclusiva de la representación de las mujeres indígenas co-
mo “guardianas”. Concepciones similares se pueden rastrear en los pronuncia-
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9 Esta idea se puede rastrear ya en 1960 cuando estudios que informaron proyectos de desarrollo comuni-
tario señalaban que “las mujeres de las áreas rurales tienden a ser más conservadoras y a retener las cos-
tumbres locales, el vestido y los hábitos tradicionales” (Misión Andina (1960), cit. en Radcliffe y West-
wood, 1999: 230). 

10 Esta idea es reiterada y ampliada por Barrig (2001:99) para quien las campesina andinas, “receptoras de
un legado de siglos, (...) están esencializadas en un papel que las ancla a la sabiduría ancestral, a la comu-
nicación con la naturaleza, a la reproducción de las costumbres”.

11 Para Crain (2001) las clases dominantes habrían tenido un rol importante en la construcción estereotipa-
da de las mujeres indígenas, como representantes de la “auténtica tradición”. Pero al mismo tiempo relata
cómo las mujeres han hecho uso de esta representación en un contexto turístico para encontrar un nicho
laboral. Asimismo, la literatura boliviana ha subrayado la asociación entre estas imágenes y símbolos na-
cionales (Salazar de la Torre, 1998). 

    



mientos de lideresas e intelectuales así como en producciones de los pueblos in-
dígenas. Un antecedente lo encontramos, por ejemplo, en el mito andino de crea-
ción que Luz María de la Torre denomina “Cuento del hombre y la mujer”. Este
nos relata que una vez creados el hombre y la mujer, Pachacamac, el espíritu or-
denador del universo, les pidió verse al día siguiente para indicarles su destino. La
mujer se despertó antes que el hombre. Pachacamac la llevó a recorrer todo lo
creado, luego de lo cual ella le dijo firmemente: “Deseo que los dominios feme-
ninos sean en todo lo que yo he visto, porque no puedo dejar nada que mis ojos
han descubierto que no lo pueda tener, cuidarlo y observarlo diariamente”. A lo
que Pachacamac replicó: “Todo el universo que se vea es femenino, gran campo
has escogido y yo te lo concedo. Te doy la responsabilidad de generar, mantener
y proteger la vida, la naturaleza y al mismo hombre (…) Motivarás y darás el al-
ma a tus hijos, transmitirás tu sensibilidad, gusto y conocimientos a todos los que
nazcan de ti” (De la Torre, 1999: 15-16)12. La labor de la mujer se la adscribe en
directa relación con la naturaleza, una comunión que enfatiza su rol de cuidado
y en la que se le encarga el papel de “resguardo” de lo existente, tarea que impli-
ca tanto la prolongación de los seres vivos como la transmisión de los saberes. 

Figura 1

La vigencia de este imaginario que liga mujer/madre/naturaleza se hace sentir,
por ejemplo, en un afiche publicitario que ha sido usado en diversos foros indí-
genas13. Estos eventos se han promocionado a través de la imagen de una mujer
indígena que engloba y cobija en su cuerpo los distintos elementos de la natura-
leza. En esta ilustración (figura 1) la materialidad corpórea de la mujer es la de
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12 En este mito se articula la dicotomía naturaleza/cultura en directa relación con los sexos, pues si la mujer
asume el mundo sensible de la creación –y su cuidado-, al hombre le es encargado el universo de lo invi-
sible, de las ideas, de lo que hay que construir. En sentido, se naturaliza la división sexual del trabajo. 

13 Como por ejemplo, en el Foro de la Mujer Indígena realizado en varias ciudades del país durante 1994,
en II Congreso de los Pueblos Indígenas del Ecuador, realizado en Otavalo del 20 al 23 de diciembre de
2004 así como en la II Cumbre Continental de los Pueblos y Nacionalidades Indígenas de Abya Yala -
América, efectuada del 21 al 25 de Julio de 2004.

   



un contenedor, similar a la Pachamama. Una representación y simulación feme-
nina del mundo, con una figura circular que se cierra con pies y manos, sugirien-
do la protección maternal de lo existente. El informe narrado de la II Cumbre
Continental de los Pueblos y Nacionalidades Indígenas (2004) que acompaña
esta imagen, reitera la idea de la mujer como de guardiana de la cultura:

Mujeres indígenas: mujeres protectoras de la identidad, transmisoras de la
cultura y la educación, protagonistas en la lucha, partícipes plenas en los pro-
cesos por el reconocimiento de los derechos de Pueblos Indígenas…

La cita reafirma lo señalado por Barrig, pues si “la identidad étnica es el territorio
simbólico desde el cual los movimientos indígenas se perfilan en los escenarios
públicos nacionales”, los líderes “cuentan con las mujeres para reproducir el lega-
do que los palanquea a la arena política” (2001: 100). Consideramos, sin embar-
go, que esta asignación abre nuevas oportunidades a las mujeres. El rol imputado
desde el propio colectivo sitúa a las mujeres indígenas en un espacio de resguar-
do cultural y en el acto les otorga un papel social comunitario vital para la sobre-
vivencia y el bienestar del grupo. Función nada menor si se considera que el pro-
pio movimiento indígena ecuatoriano le asigna al espacio comunitario y a las re-
des que se tejen en este, un sitio preponderante en la lucha reivindicativa, que co-
mo veremos más adelante les abre terrenos para intervenciones orientadas a la
equidad de género. Luis Macas, reconocido político e intelectual indígena, al asu-
mir la Presidencia de la CONAIE en el 2005, es explícito al destacar el importan-
te papel de este ámbito: “desde allí (desde los gobiernos locales y comunales) se
construye el poder alternativo. En la comuna está el poder y la fuerza del movi-
miento indígena” (Macas, 2005). Es esta valoración del papel biológico y cultu-
ral desempeñado por las mujeres indígenas, la que les ha permitido tejer una se-
rie de estrategias para ganar espacios en los ámbitos públicos de poder y decisión.

La apelación estratégica desde las propias mujeres

Las mujeres hemos podido mantener en gran medida la cultura 
de nuestros mayores, recrearla en la cotidianidad, nutrirla de la vida 
de las generaciones que hemos habitado estas tierras, y contribuido 

a mantener vivos nuestros principios... 
(Vicenta Chuma y Josefina Lema, 2000)

La cita en el epígrafe sugiere que las mujeres indígenas no serían sujetos pasivos
de esta representación. Muchos de los discursos de lideresas se surten de las imá-
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genes de que son objeto, erigiendo desde aquí modos de acción político-social y
revalidaciones de su presencia. 

La presencia de la mujer es permanente en todas las actividades dentro de las
comunidades; por lo general somos las mujeres quienes seguimos acunando
a los huahuas (niños) con canciones quichuas, quienes le hablamos a la pa-
chamama (madre/tierra) (…) En las mingas y asambleas crece la participa-
ción de la mujer, pues, al mantener en mucho los ejes de lo comunitario en
nosotras, podemos proponer y ejercer justicia, promover la equidad en los re-
partos de aguas, trabajo, cucayos, orientación; y, también, proporcionar la re-
flexión muy ligada a las costumbres antiguas, a la necesidad de fortalecer la
familia (Chuma y Lema, 2000).

Este pronunciamiento hecho por dos lideresas indígenas ecuatorianas activa el
imaginario de “guardianas y reproductoras” de su pueblo al tiempo que las liga
al ámbito comunitario y de vinculación con la naturaleza estableciendo, además,
una relación directa entre la posición social de mujer/madre y la de transmisora
cultural14. Esta representación estuvo presente también en la Declaración de la
Primera Cumbre de Mujeres Indígenas de América, realizada en Oaxaca, Méxi-
co del 30 de noviembre al 4 de diciembre de 2002, en donde se señala: 

Reafirmamos que la riqueza ancestral de los pueblos indígenas tiene sus orí-
genes en la transmisión de sus valores culturales a través de la educación fa-
miliar y comunitaria, donde las mujeres han jugado un rol importante como
comadronas, consejeras y guías espirituales, propiciando la permanencia de
nuestros conocimientos, valores y saberes...

Habría una construcción autoconsciente de su identidad y de la importancia so-
cial de su rol. Esta serie de apelaciones no es, por consiguiente, la mera acepta-
ción de las representaciones y las funciones comunitarias que les han sido asig-
nadas por otros, sino una estrategia discursiva que valida y reivindica su lugar al
interior del colectivo y del movimiento. Se evoca la imagen descrita como un re-
curso político para tener voz, para ser reconocidas en su identidad como pueblo
y en la importancia de su papel. 

Pero esta serie de llamados constituyen también una estrategia retórica para
una audiencia que no es indígena. Una de estas apelaciones directas a la identidad
de los pueblos se encuentra, por ejemplo, en el despliegue de vestimentas tradicio-
nales que realizan las lideresas indígenas. En esta postura adoptan el poder y accio-
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14 Otro ejemplo lo plantea un estudio sobre una comunidad indígena al noroeste de Argentina. Allí se seña-
la que nuevas imágenes de las mujeres han sido creadas por agencias de desarrollo católicas y organismos
no gubernamentales (Occhipinti, 2003: 124).

         



nes concretas para representarse a sí mismas y a su grupo, resignificando las imá-
genes estereotipadas de “más indias” tejidas sobre ellas. Es en este sentido que en-
fatizar la vestimenta “tradicional” se ha convertido en una estrategia política de po-
sicionamiento público de la diferencia: “vestirse” sería “arroparse” de una cultura e
identidad de los pueblos y desde ahí dar batalla en pos de la sobrevivencia del co-
lectivo. Se erige, por tanto, como una acción política que refuerza el sentido de per-
tenencia al tiempo que marca fronteras con la sociedad mestiza. Ejemplo de ello es
la ex parlamentaria y ex Ministra de Relaciones Exteriores, Nina Pacari, quien de-
clara que a partir de la experiencia educativa superior comenzó a valorar y recono-
cer que antes -vestida de mestiza- estaba negando “su ser” (Bulnes, 1994: 56). Des-
de este instante enfatiza su ascendente indígena (cambia de nombre, acentúa su
vestimenta y su lengua); es decir, “fabrica” una imagen y en ello ejecuta el poder de
representación social y política de sí y de su identidad como pueblo. Esta posibili-
dad de “construirse a sí misma” por fuera de la sociedad dominante y a través de
un proceso reivindicativo que intenta restablecer espacios de autonomía (Richards,
2002), le otorgaría al mundo indígena, y a sus lideresas de manera específica, una
capacidad agencial y de resistencia que usualmente es ignorada y desconocida.

En esta serie de apelaciones, además de resignificar las imágenes y roles
asignados, se define el punto de enunciación de muchas de las demandas que
analizamos más adelante. Posicionadas desde la imagen de guardianas de la cul-
tura y de la identidad del pueblo, las exigencias por lo general priorizan las de-
mandas del colectivo indígena. El discurso de aquellas que participan en las or-
ganizaciones se encuentra marcado, en consecuencia, por la lucha encaminada a
obtener justicia para todo el pueblo, esfuerzo general que involucra a hombres y
mujeres. Este esfuerzo grupal abre, sin embargo, prácticas orientadas a mejorar
la vida de las mujeres, las que denominamos prácticas por la equidad de género. 

Prácticas por la equidad de género

Esta segunda sección explora las trayectorias de lideresas e intelectuales indíge-
nas con especial referencia al papel desempeñado por la educación en estos pro-
cesos. La educación y las experiencias discriminatorias sufridas por las mujeres
han sido factores importantes en la elaboración de narrativas y discursos relati-
vos a los derechos de los pueblos así como de su activa participación en la polí-
tica indígena. Estas narrativas han sido traducidas en agendas que visibilizan a
las mujeres, aún cuando no confrontan directamente las relaciones jerárquicas
entre los géneros. Argumentamos, sin embargo, que estas trayectorias abren
prácticas por la equidad de género las cuales a su vez favorecen la elaboración de
una agenda más centrada en problemas particulares de las mujeres.
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Trayectorias de lideresas e intelectuales

Dentro de este proceso de lucha contra la injusticia social, cultural 
y política, también descubrí la discriminación por sexo y que muchas 

veces se lo quiere ocultar aduciendo que es cultural. Es allí también mi lucha 
por conseguir la igualdad de derechos entre hombres y mujeres 

(Rosa María Vacacela, 1997).

Un aspecto sobresaliente de los movimientos indígenas en el Ecuador es la pre-
sencia de lideresas e intelectuales mujeres. ¿Cuáles son sus trayectorias? ¿Qué las
acredita como intelectuales y líderes? Estas son algunas de las preguntas que con-
testamos en esta sección del trabajo. El trabajo pionero de Crespi (1976) señala
que en el Ecuador las lideresas de los años cuarenta y cincuenta tenían un lide-
razgo estratégico: era la falta de propiedad lo que las legitimaba. Al vivir en un
ambiente altamente represivo como el de las haciendas, las mujeres tenían una
capacidad móvil mayor que sus pares masculinos ya que no accedían a tierras y
recursos del patrón. Ello explica parcialmente la legitimidad de estas lideresas.
Indagaciones posteriores han mostrado que roles y saberes ligados a la salud/en-
fermedad y la pertenencia a familias de prestigio parecen haber sido factores de
relevancia en la constitución de estos liderazgos. Cervone (1998a: 171) señala
además que el don de la elocuencia era un elemento clave del liderazgo tradicio-
nal de las mujeres15. En cambio, el liderazgo contemporáneo de las mujeres in-
dígenas está articulado a prácticas ligadas con la educación, los proyectos y re-
presentación comunitaria, la participación en organizaciones de mujeres y en es-
pacios de representación política. Al mismo tiempo, las experiencias de violen-
cia y discriminación de las mujeres en los procesos educativos las desafían a po-
litizar sus identidades como pueblo indígena y como mujeres. Así, la educación
como elemento estratégico de lucha se acompaña de prácticas comunitarias, las
cuales muchas veces son heredadas, para acreditar que los nuevos conocimientos
y el capital cultural se traduzcan en un liderazgo reconocido. En razón de ello,
esta sección busca trazar la importancia que tiene la educación para la formación
de las lideresas e intelectuales de hoy. 
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15 Esta capacidad persuasiva estuvo asociada al uso de metáforas: “Nosotros los indios somos como granos
de quinua en un costal, nadie nos puede contar pero vivimos abandonados en el páramos y no tenemos
más amigos que la luz de la luna” (Tránsito Amaguaña: ‘la vejez y yo nos quedamos guambrita’, Diario
Hoy, 12.05.2002). 

      



La escolarización y las prácticas comunitarias

La educación universal y laica se instala en el Ecuador en el siglo XX y, tibiamen-
te, llega a los y las indígenas a través de las escuelas prediales y comunales. Pero
es a partir de los años cincuenta, al igual que en el resto de Latinoamérica, que
se amplía la cobertura de la educación pública en el marco de políticas desarro-
llistas (Ossenbach, 1999). Esta expansión de la educación ha estado auspiciada
por las demandas indígenas, quienes desde fines de la década de los cuarenta em-
piezan un proceso de experimentación con formas educativas. En este sentido,
destacan las escuelas sindicales en la zona de Olmedo (provincia de Pichincha)
auspiciadas tanto por lideres locales, como Dolores Cacuango, así como por
maestras normalistas de Quito afiliadas al Partido Comunista. En esta misma zo-
na, posteriormente, se experimenta con procesos de alfabetización haciendo uso
del kwicha. Estos procesos se consideran como el inicio de la educación bilingüe
en el Ecuador (DINEIB, s.f.). Desde ese entonces la educación se convierte en
una herramienta para los pueblos indígenas, primero en su lucha por la tierra y
la propia educación y, seguidamente, por el reconocimiento de sus derechos co-
mo pueblos y nacionalidades. 

Para las mujeres indígenas este camino ha sido especialmente difícil. Por ra-
zones culturales y económicas16 se considera que los hijos varones tienen priori-
dad ya que ellos serán los primeros en salir de la comunidad, sea en busca de nue-
vas oportunidades laborales o en representación de ella (Tene, 2000: 210-211).
En razón de estos roles, deben contar con herramientas que les faciliten la inte-
rrelación con el mundo blanco y mestizo. El manejo de la lengua dominante se
vuelve clave para trámites oficiales, acceso a fuentes laborales, diálogos y/o nego-
ciaciones. Por otro lado, como se analizó, la educación formal para ellas tiende a
reducirse a los ciclos básicos. De este modo, las mujeres indígenas deben luchar
contra las razones que privilegian la educación de los niños varones, en desme-
dro de las niñas. Como lo relata Dolores Yangol:

Cuando era pequeña no me gustaba, hablando la verdad, no me gustaba es-
tudiar, más que todo porque decían, tiempo antes, que las mujeres no deben
saber leer y escribir, sino solamente es derecho de los hombres. Por eso es que
mi papá también oyó eso y no me hizo terminar la primaria, solamente has-
ta quinto grado (…) El profesor le pedía a mi papá diciendo que me haga
terminar la primaria, pero mi papá por poner a los hijos, me sacó. Yo veía en
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16 Al encontrarse la población indígena en mayores condiciones de pobreza (en el Ecuador 9 de cada diez
personas definidas como pobres, son indígenas) que el resto de la población, se entiende que la superiori-
dad económica se convierte en una ventaja y la precariedad en una abierta desventaja (INEC, 2001, cit.
en STFS, 2003).

    



mis libretas buenas calificaciones. Yo misma me emocionaba por terminar la
primaria (…) A mí, porque soy mujer, ya me sacó de quinto grado. Enton-
ces yo me resentí… (cit. en Cervone, 1998b: 75).

Las ventajas de los varones en el acceso a la educación se grafica en los relativa-
mente más altos índices de analfabetismo y bajos índices de escolaridad entre las
mujeres indígenas17 y en la predominancia masculina existente en el liderazgo in-
dígena. Pero, además de la discriminación de género, quienes han logrado llegar
a los espacios escolares han debido enfrentar la fuerte discriminación étnico-ra-
cial existente en estos ámbitos:

Cuando fui a la escuela, sentí la fuerza de la discriminación hacia mí y mi
cultura. Los profesores eran mestizos y no querían que habláramos quichua
(lengua de salvajes, según se decía), si lo hacíamos nos pegaban con una va-
ra de pino (…) Además, los profesores únicamente impulsaban a los hom-
bres a estudiar; las mujeres no les interesábamos, ya que sólo servíamos para
realizar los quehaceres domésticos. Sentí también la discriminación por par-
te del resto de compañeras y compañeros mestizos, que se burlaban de noso-
tros, hombres y mujeres indígenas, y nos maltrataban (…) nos quitaban la
ropa y la botaban, jugaban con ella y la rompían, hacían lo que les parecía a
ellos y los profesores no decían nada, más bien se reían…(Tene, 2000: 211). 

Son estas experiencias de discriminación las que han transformado a la educa-
ción en una herramienta para frenar los atropellos. El testimonio de la dirigente
salasaca Carmen Jerez (2004)18 señala explícitamente que fueron las duras expe-
riencias vividas por sus padres y por la gente de su comunidad lo que la estimu-
ló a superarse a través del estudio. Así, las dificultades vividas en razón de la iden-
tidad étnico-racial y/o en razón de una identidad de género, han convertido a la
educación en pilar fundamental de la experiencia formativa de algunas de las li-
deresas indígenas. 

La relevancia adquirida por los procesos educativos está también articulada
a un contexto político moldeado los movimientos indígenas. Esta presencia pú-
blica y política ha abierto nuevos espacios y ha posibilitado la actuación de hom-
bres y mujeres indígenas en círculos públicos, académicos y políticos antes no
ocupados por ellos y ellas. Hay una creciente demanda de cuadros técnicos y
profesionales, al tiempo que las propias comunidades indígenas comienzan a
percibir la necesidad de educarse como prioritaria. Dichas aperturas han sido
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17 Según el censo poblacional aplicado en el Ecuador en 2001, las mujeres indígenas son quienes registran
una tasa mayor de analfabetismo. Así, mientras el conjunto de mujeres no indígenas revela una tasa de
analfabetismo de 8.5% entre las mujeres indígenas este índice asciende al 35%.

18 Carmen Jerez es Magíster en Educación Intercultural Bilingüe. 

   



además fomentadas por organismos de cooperación y organismos no guberna-
mentales que financian proyectos y actividades bajo la condición de que se in-
corpore la equidad de género entre sus lineamientos. 

En este marco y a través de la educación en las escuelas hispanas19, cuyo én-
fasis estaba puesto en la integración de los indígenas al Estado nacional20, se for-
ma un buen número de indígenas cuya principal característica es la adaptación
a estos sistemas alejados –en sus formas y contenidos- de la vida comunitaria que
los había rodeado hasta entonces. Un ejemplo de formación de este tipo de lide-
razgo lo encontramos en Lourdes Tibán21, quien afianzó su representación me-
diante procesos de educación formal. Ya adulta y mediante una beca accede a la
formación universitaria. Este hecho le posibilitó obtener el reconocimiento de su
comunidad indígena de Chirinje Bajo, en la parroquia Mulalillo, y el apoyo de
sus pares masculinos en las diversas funciones que ha debido desempeñar. Su ca-
so, así como el de otras mujeres indígenas, evidencia que ha tenido que lidiar y
ganar los espacios en los cuales ha participado. En este marco, los estudios han
sido una herramienta fundamental para insertarse dentro del proceso organiza-
tivo y conductor del movimiento indígena22. 

Casos como este permiten afirmar que las mujeres indígenas estarían inte-
resadas en la educación y en carreras universitarias. Sin embargo, la información
estadística sobre escolarización entre la población indígena revela alarmantes des-
ventajas. Como ya señalamos las más altas tasas de analfabetismo se concentran
entre las mujeres indígenas y el mejoramiento de los niveles educativos entre es-
tas ha sido mucho menor que entre el promedio de las mujeres del país23. 
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19 En el Ecuador existen dos sistemas de educación: la educación hispana que corresponde a la que siempre
existió dentro del sistema público de educación y la educación intercultural bilingüe que obedece a las de-
mandas del movimiento indígena que logra la creación de la Dirección de Educación Bilingüe Intercultu-
ral (DINEIB) en el año 1989.

20 En razón de esto, el accionar no contemplaba los valores culturales, la tradición e idiomas propios de los
pueblos indígenas. 

21 Doctora en Jurisprudencia, con varios cursos de postgrado. De pequeña sólo cursó estudios básicos pues-
to que su madre le indicó que con la instrucción que ya tenía era suficiente (Loudes Tibán, entrevista,
2004). Trabajó de empleada doméstica hasta que logra obtener una beca para costear sus estudios univer-
sitarios. Aparte del cargo en el MICC, ha estado ligada a organizaciones indígenas y fue candidata a la Al-
caldía de Salcedo por el movimiento Pachakutik en el año 2004, perdiendo esa elección. En la actualidad
se desempeña como Secretaria Ejecutiva del Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos Indí-
genas del Ecuador, CODENPE. 

22 Un aporte importante dentro de su formación académica, lo constituyó la beca proporcionada por la Fun-
dación Hans Seidel a cuyo alero se han formado muchas lideresas indígenas, en parte gracias a que esta ins-
titución toma en consideración la equidad de género al momento de adjudicar becas, pese a que uno de sus
directivos reconoce que “los varones vienen con mayor formación académica” (Buñay, entrevista, 2004). 

23 Durante la década de los noventa, a nivel general, tienden a cerrarse las brechas de género en el acceso a la edu-
cación. Especial notoriedad tiene el acceso de las mujeres a la educación superior. Sin embargo, esta dinámica
presenta un comportamiento diverso entre la población indígena, donde se mantienen importantes brechas de
género y un significativo rezago en el acceso a la educación media y superior (Ponce y Martínez, 2005). 

   



Por otra parte, otro factor importante de escolarización y de formación de
liderazgo femenino ha sido la trayectoria política de la familia. Aquellas familias
con presencia de líderes han promocionado la educación tanto de los hijos como
de las hijas. Los casos de Cecilia Velásquez24, Carmen Jerez y Rosa María Vaca-
cela25 ilustran que el liderazgo femenino ha estado ligado a la condición de lide-
razgo paterno y muy entrelazado con las demandas comunitarias. 

Hemos crecido en la casa de un dirigente, más que un dirigente, de un líder
y creo que esa herencia he heredado yo básicamente de los cinco hermanos
que somos, tres mujeres y dos varones… (Cecilia Velásquez, entrevista, 2004).

La astucia de mi padre del poder de mediación de los conflictos que presen-
taba en la comunidad en ese entonces. Estas experiencias ha sido la herencia
que ha dejado mi padre latente por mis venas que refleja en mí la capacidad
de hacer gestiones y participar en diversos ámbitos como mujer indígena…
(Jerez, 2004).

Desde niña participé con mis padres en las mingas y reuniones comunitarias.
Me gustaba mucho ver a la gente como se reunía para trabajar y solucionar
los problemas, eso me daba coraje y ganas de vincularme a participar, pero
también debo resaltar el liderazgo de mi padre que me enseñó a participar en
la organización y a pensar en el bienestar de los demás; en la fuerza que tie-
ne la gente organizada…(Vacacela, 1997).

Como ya se dijo, las intelectuales y lideresas indígenas han debido afrontar enor-
mes barreras en su lucha por el acceso a la educación. Escollos que han encon-
trado también en el camino de su visibilización pública y en la conformación de
sus liderazgos comunales26, sociales y/o políticos. La incursión en estos espacios
no ha estado exenta de problemas. Desde ellos han debido enfrentar una serie de
normas socioculturales que restringen su accionar en ámbitos públicos. Nina Pa-
cari recuerda sus primeras experiencias de trabajo político, en donde sus padres
no le daban permiso, pues “como mujer tenía que ser de la casa, era una locura
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24 Cecilia Velásquez es profesora del sistema de educación intercultural bilingüe, con estudios de postgrado
y actualmente Consejera Provincial de la provincia de Cotopaxi.

25 Rosa Vacacela es economista y consultora en variados proyectos sociales relacionados con organizaciones
indígenas.

26 Otro hecho que ha incidido indirectamente en la mayor participación de las mujeres en la vida comuni-
taria es la migración masculina, dentro o fuera del país. La migración ha obligado a que la mujer se con-
vierta en jefa de familia y gestione mejoras para la comunidad. Debido a ello, las mujeres asumen nuevas
y mayores responsabilidades, aspecto que ha abierto una reflexión y prácticas en beneficio de las mujeres
(Blanca Chancoso, entrevista, 2003).

   



salir fuera de ella y estar en reuniones” (Bulnes, 1994: 56). Dificultades reitera-
das por otras representantes indígenas: 

Para llegar hasta donde me encuentro y participar en todo este proceso, he
tenido que superar muchos obstáculos tanto en el plano personal como en lo
familiar y social, venciendo la discriminación de género, racial, de cultura,
machismo, el autoritarismo de los dirigentes…. (Tene, 1997).

Esta realidad las ha obligado a implementar una serie de estrategias. Como se di-
jo, el reconocimiento de su preparación profesional le permitió a Lourdes Tibán
sortear muchas vallas antes de ocupar la Vicepresidencia del Movimiento Indíge-
na y Campesino del Cotopaxi, cargo que hasta ese entonces sólo habían desem-
peñado los hombres (Lourdes Tibán, 2004). Otras, en cambio, han tenido que
negociar apelando al total cumplimiento de sus tareas domésticas y de cuidado:

En el hogar porque mi esposo era celoso, se ponía furioso, decía que el hom-
bre manda, no la mujer (…) Inicié dialogando, demostré a través de la prác-
tica que seguía siendo una esposa y madre responsable. Con esa demostra-
ción inició apoyándome poco a poco, hasta que ahora tengo su colaboración
total y se siente orgulloso de que su esposa sea tan activa… (Tene, 1997).

Si, como se dijo, las duras experiencias vividas estimulan los procesos educativos,
éstos al mismo tiempo han permitido desarrollar una reflexión sobre la identi-
dad de los pueblos indígenas y, luego, sobre los derechos de las mujeres: 

Yo creo que desde el lado indígena la educación tiene que ser vista como un
proceso de reconstrucción de la identidad y de fortalecimiento de lo que so-
mos nosotros, de nuestra identidad… (Lourdes Tibán, entrevista, 2004).

Estas prácticas han redundado en una mayor autoestima y valorización de su
condición étnica y a la vez les ha proporcionado herramientas para la defensa de
su identidad y de sus derechos como pueblos indígenas y como mujeres, insta-
lando un nuevo escenario de acción social y de oportunidades. 
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Las guardianas del pueblo necesitan educarse

Nosotras, las mujeres estudiantes, profesionales, migrantes, activistas, no 
cuestionamos los roles tradicionales femeninos de nuestros pueblos, sino que 

valoramos esos roles tradicionales que posteriormente transmitiremos. Cuando
asumimos una posición consciente de nosotras mismas, debemos encontrar la 
solución a este dilema: el de reafirmar nuestra cultura tradicional e identidad 

étnica y al mismo tiempo el de mantener una crítica a las inequidades 
de género dentro y fuera del entorno cultural” (Miriam Masaquiza, 2004: 40).

La existencia de los impedimentos mencionados y las nuevas posibilidades de re-
pensar la identidad ha permitido generar un proceso de formación y fortaleci-
miento de liderazgo femenino amparado en la idea de rescate cultural identita-
rio. Este proceso de educación y formación potencia y valida, estratégicamente,
la representación de resguardo de identidad cultural. 

Una necesidad apremiante para las mujeres era la de formarnos mejor, capa-
citarnos como líderes, tener elementos para poder aportar en mejor manera
a la comunidad, la organización y la crianza de los hijos. Sin embargo, siem-
pre nos íbamos quedando rezagadas de la educación, de la participación más
activa; cargando a los hijos íbamos a las acciones, a las mingas, a las reunio-
nes; pero, éramos cada vez más conscientes de que nos faltaba una prepara-
ción…(Chuma y Lema, 2000). 

En esta cita se asume la capacitación de la mujer como elemento indispensable
para aportar a la comunidad y mantener la cultura, lo que implica ciertamente
la asunción del papel de guardianas colectivas al tiempo que -y quizás indirecta-
mente- constituye una estrategia para ir abriendo espacios de posicionamiento
público y social. La educación aquí propuesta está orientada a reafirmar la repro-
ducción del colectivo y argumentada en la especial relevancia de las mujeres in-
dígenas en la vida comunitaria.

Estas consideraciones llevaron a las mujeres kwichas, agrupadas en la
ECUARUNARI, a generar propuestas de formación política, pues como señala
Josefina Lema: “Nosotras nos hemos dado cuenta que hemos sido partícipes
siempre de las actividades desde nuestras casas, nuestras comunidades y organi-
zaciones y en estos espacios hemos demostrado que somos capaces de conducir,
pero necesitamos conocer y prepararnos más” (cit. en Suárez, 2001). A estas ne-
cesidades y limitantes responde la creación, en 1996, de la Escuela Nacional de
Líderes “Dolores Cacuango”. La iniciativa “surge como respuesta a una realidad
de exclusión en la participación política de las mujeres” y “(…) constituye al mo-
mento la experiencia política más importante en capacitación y formación polí-
tica del movimiento indígena ecuatoriano” (Palacios y Chuma, 2001). En razón
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de lo último, la Escuela apunta al desarrollo del conocimiento y compromiso
con el proyecto político de los Pueblos de la Nacionalidad Quichua –ECUARU-
NARI y, por tanto, se postula bajo la impronta de considerar “las necesidades y
derechos apremiantes de las mujeres” en tanto relevantes “para alimentar de me-
jor manera al movimiento indígena, tomado en cuenta el principio de comuni-
dad, de solidaridad, del ranti ranti27, como una de sus más grandes caracteriza-
ciones”. Es así que el objetivo general del proyecto es formar líderes que se reco-
nozcan en su historia, origen e identidad; capacitadas y comprometidas a cons-
truir y reconstruir su historia: 

Mujeres que sepan que todos los dedos de la mano sirven para bordar el cie-
lo de colores. Mujeres que llevan viva la sabiduría de nuestros mayores, para
ver el tiempo que viene y que ya es. Mujeres que amando y junto a sus hijos,
sigan resistiendo y luchando (ECUARUNARI, 2001). 

Se apunta a que la mujer reivindique su identidad y su educación, pues como se-
ñala Vicenta Chuma “a la mujer indígena le toma alrededor de 10 años o más
poder pararse a plantear y defender sus ideas” (Chuma, 2001). El programa vie-
ne a enmendar estas deficiencias y potenciar su presencia pública. Sin embargo,
los contenidos educativos refuerzan fundamentalmente el papel social-comuni-
tario que ha de desempeñar. Ello queda claro cuando la mencionada dirigenta
manifiesta: “la mujer como educadora de su marido y de sus hijos, debe partici-
par en las decisiones comunitarias”. En este marco, las necesidades planteadas
–reconocimiento, participación, educación, empleo- y la superación de los ac-
tuales obstáculos –vergüenza, miedo, timidez, baja participación- son mirados
en tanto contribuyen al bienestar y al desarrollo comunitario.

Ciertamente que este enfoque no implica la absoluta negación de las jerar-
quías de género, pues como señala Josefina Lema “tanto hombres como mujeres
debemos formarnos en este aspecto, porque sólo así podremos construir la equi-
dad” (cit. en Suárez, 2001). Y es que los efectos de la preparación de las mujeres
lideresas bajo esta iniciativa no se hacen sentir sólo en la labor comunitaria, sino
que lo aprendido conlleva implícitamente un potencial empoderamiento para
escenas públicas más amplias: 

Estamos demostrando que podemos realizar actividades más allá de lavar pla-
tos, cuidar los hijos (...) Con la preparación que recibimos podemos ser di-
putadas, vicepresidentas o presidenta. Yo ya soy una líder: pasé de presiden-
ta de doce comunidades a dirigente provincial y ahora regional. Sólo me fal-
ta serlo de la CONAIE… (Lema, 2001). 
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27 Forma de intercambio recíproco.

     



Ya no es suficiente la reducción exclusiva a un espacio determinado de acción.
Tal como Lema explica, las mujeres han ido ganando espacios poco a poco, pe-
se a los obstáculos. Miriam Masaquiza señala que considerando que las mujeres
tienen más dificultades que los hombres para escapar a formas de exclusión y ra-
cismo institucionalizado, es esencial comprender cómo han asumido una postu-
ra de unidad y fortaleza (Masaquiza, 2004: 14).

En el marco de la política indígena, las mujeres adquieren un papel más ac-
tivo y una conciencia mayor acerca de la identidad. El trabajo comunitario y los
procesos de formación, aquellos encaminados al fortalecimiento de la identidad
cultural y aquellos relacionados con el acceso a educación formal, cobran espe-
cial relevancia en tanto han contribuido a la valoración de sus labores y también
a un replanteamiento de la identidad y los roles que tradicionalmente la cultura
les asigna. Las palabras de Miriam Masaquiza, pronunciadas ante la ONU en
2004, ilustran de manera clara este nuevo escenario:

La identidad de género es universal e inmutable, pero existen cambios de-
pendiendo de las culturas y los momentos históricos, los cuales permiten que
las mujeres indígenas se repregunten cuál ha sido su rol, el mismo que con-
sideraron natural hasta ese momento e imaginan una identidad femenina al-
ternativa (2004: 14).

Las mujeres indígenas han ido creando espacios de participación femenina des-
de los ámbitos comunales hacia otros de mayor relevancia nacional o internacio-
nal. Para ello no sólo se han valido de los avances y logros del movimiento indí-
gena, sino también del movimiento de mujeres que ha propiciado una mayor
participación y liderazgo femenino en todas las esferas. Por otra parte, la visibi-
lización en sus propias organizaciones redundan en nuevas formas de concebir
los liderazgos, y un elemento no menos importante es que son una forma de es-
pejo para las nuevas generaciones de jóvenes indígenas.

Tanto las mujeres indígenas como las mujeres costeñas, negras, mestizas,
priorizan ahora la formación profesional, las oportunidades de participación
política antes que la constitución de una familia o el tener pareja… (Palacios,
2005: 326).

Habría que pensar, entonces, la experiencia educativa como una herramienta es-
tratégica que ha posibilitado directa e indirectamente avances y transformacio-
nes en los modos de acción de y para las mujeres indígenas, al tiempo que las en-
frenta a nuevos desafíos. 
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Agendas y demandas de las mujeres

Las voces de las mujeres no han quedado silenciadas en la política de los movi-
mientos indígenas. Lideresas e intelectuales se hacen oír al tiempo que estructu-
ran una narrativa que las empodera en el escenario político y comunitario. Ade-
más de ello, hay un esfuerzo por confeccionar una agenda que ilumine las prác-
ticas de las mujeres. Fragmentos iniciales de ésta pueden localizarse en un primer
encuentro nacional de mujeres indígenas, realizado en Riobamba a inicios de la
década de los noventa. Esta agenda ha cambiado a través de los años y muestra
discursos variados dependiendo de quienes hablan y de las audiencias a quienes
van dirigidos. Estos pronunciamientos han estado marcados por la dinámica del
propio movimiento indígena, las particularidades de los distintos pueblos origi-
narios, las reuniones internacionales de mujeres así como por sus vínculos con el
Estado28. Esta sección analiza estos pronunciamientos plasmados en textos gesta-
dos durante tres encuentros nacionales de mujeres indígenas auspiciados por dis-
tintas organizaciones29 y en entrevistas realizadas a lideresas.

Los derechos de los pueblos y las mujeres

Todas las mujeres tenemos mucha necesidad de capacitación, orientación, 
incentivo para conservar nuestra vestimenta propia, así como también para 

mantener nuestra cultura; y que no desaparezca de la noche a la mañana… (Etel-
vina Tocagón, cit. en MBS, DINAMU, 1990: 17).

En 1979, la Constitución ecuatoriana otorgó derechos políticos a la población
analfabeta, en su gran mayoría indígena y femenina30. Esta apertura movilizó y
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28 Es interesante marcar que a diferencia de lo reportado en el caso de las Mapuches en Chile, en donde el
Estado chileno ha tenido dificultades en incorporar las demandas de las mujeres indígenas, en el Ecuador
el Estado resulta más permeable a sus demandas a la vez que el Estado se revela mucho mas descentrado
(ver Richards, 2002)

29 Para efectos del siguiente análisis nos basamos en documentos producidos en tres contextos: el primero,
se produce en el marco preparatorio de las celebraciones alternativas al quinto centenario del descubri-
miento de América y que en el Ecuador estuvo marcado por los efectos dejados por el levantamiento in-
dígena de 1990 y por la discusión de una compleja plataforma de negociación con el Gobierno y el Esta-
do respecto a los derechos indígenas (MBS, DINAMU, 1990). La segunda, hace parte de la serie de reu-
niones preparatorias para el encuentro de Beijing, que estuvo acompañada por la agitada discusión sobre
la Ley de Desarrollo Agrario y la llamada Marcha por la Vida y estuvo auspiciada por la CONAIE (CO-
NAIE, 1994); y la tercera, recoge un esfuerzo por trabajar desde el Estado un plan de igualdad de opor-
tunidades entre una organización nacional de mujeres indígenas (CONMIE) y la instancia estatal de po-
líticas de equidad de género (CONAMU) (CONAMU, 2004).

30 Esta apertura derivó en que las mujeres indígenas se inscribieran en los padrones electorales y que en los
primeros años de la década del ochenta se realizara un esfuerzo por difundir los derechos políticos y socia-
les de las mujeres indígenas. En este marco se inscribe, por ejemplo, la cartilla educativa Derechos de la mu-
jer indígena (Campos y Salguero, 1987) en donde, entre otros aspectos, se informa cómo participar en la
vida comunitaria y política. 

        



politizó a la población indígena que en la década de los ochenta se articuló en
torno a la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CO-
NAIE)31, como un mecanismo de convergencia de las distintas nacionalidades y
pueblos originarios del país. Junto con la creación de la Confederación se empe-
zó un proceso de organización de secretarías de la mujer a nivel local, regional y
nacional. En este marco se llevó a cabo una primera reunión de las mujeres de la
CONAIE quienes deciden crear la Dirigencia de la Mujer32, con el propósito de
convocar a las mujeres de las comunidades e involucrarlas en sus procesos organi-
zativos. Su llamado e integración se legitima en función de su papel central en la
reproducción cultural del grupo: mantenimiento de las tierras y territorios así co-
mo de las lenguas nativas, rescate de las prácticas médicas y de aquellas que se asu-
men como tradicionales. Como ya se ha analizado y lo reitera el epígrafe, las mu-
jeres consideran que su misión es mantener viva estas expresiones de la tradición.

Las mujeres de la CONAIE se adjudican, además, un rol vital en la repro-
ducción económica de la familia, particularmente en el entorno rural. Dada la
alta migración masculina, ellas producen la tierra, se encargan de los hijos y bus-
can los recursos necesarios para la sobrevivencia familiar33; tienen efectivamente
un carácter de proveedoras34. En este marco, la tierra es el piso desde donde se
construye el argumento pues articula tanto la reproducción económica como la
reproducción cultural. Específicamente se enuncia que “sin madres y sin tierras
no existieran ni los humanos ni los alimentos. Si no hay tierra hay el peligro que
desaparezca hasta el idioma, la ropa porque en ella están los animales; no podría-
mos existir; sin tierra no hubiera agua” (CONAIE, 1994: 40).

Las mujeres de la CONAIE han decidido que la mejor manera de posicio-
nar sus intereses es participando en las luchas por el reconocimiento de sus de-
rechos como pueblo y nación. De manera que demandas relativas a la tierra, te-
rritorios, recursos naturales y lenguas, que se sintetizan en la lucha por el reco-
nocimiento del Ecuador como país plurinacional y multicultural, así como la
erradicación de la discriminación racial y étnica, la provisión de servicios por
parte del Estado que reconozcan sus costumbres, la administración local de jus-
ticia y de la vida municipal aparecen como pilares fundamentales de sus declara-
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31 Reúne a grupos y pueblos indígenas de la Costa, Sierra y Amazonía. Articula a su interior diversas orga-
nizaciones indígenas siendo el ECUARUNARI la de mayor relevancia entre las mujeres de la Sierra. 

32 Con este nombre lo que se ha querido enfatizar es el sentido de poder y evitar el rol de servicio que tradi-
cionalmente las mujeres cumplen en las asociaciones sociales y políticas. Un recuento de este proceso pue-
de encontrarse en las entrevistas hechas a Blanca Chancoso (2003) y Ana María Guacho (2003).

33 En un discurso más marginal, algunas intelectuales consideran que la familia indígena mantiene una au-
toridad patriarcal y que las mujeres están sujetas a la autoridad masculina (ver por ejemplo Tene, 2000)

34 Es importante recordar, sin embargo, que las mujeres indígenas tradicionalmente han participado activa-
mente en las actividades reproductivas de las familias indígenas. 

   



ciones (MBS, DINAMU, 1990; CONAIE 1994; Pacari, 1998, s.f.; varias entre-
vistas, 1996 y 2003).

Su estrategia angular ha sido y sigue siendo preparar a las mujeres para ac-
ceder a puestos directivos. Su interés es -por esta vía- persuadir a los hombres pa-
ra que modifiquen algunas injusticias de género, pero fundamentalmente tener
mayor acceso al entramado de relaciones de poder indígena y de la sociedad en
su conjunto, en un idioma y estilo que emula a los hombres35. A su vez, este es-
fuerzo por integrar las redes de poder ha colocado a las lideresas en una posición
que les permite reconocer las limitaciones, que tienen por ser mujeres, para lo-
grar una mayor participación en las decisiones comunitarias y políticas (Palacios
y Chuma, 2001). Desde esta posición, ocasionalmente, se explora la desvaloriza-
ción de las mujeres por parte de la sociedad, pero también de sus compañeros.
Así por ejemplo, se reconoce el desacuerdo con los miembros masculinos de la
familia respecto a su incursión en la vida comunitaria y de las organizaciones, y
también su falta de tiempo por sobrecarga de trabajo36. También se reclama que
los hombres no valoran el trabajo de las mujeres en el hogar o que los dirigentes
abandonan a sus familias (CONAIE, 1994). Pese a ello, una ex-dirigente de la
mujer subraya que si bien hay un recargo de trabajo para las mujeres no es el mo-
mento de pelear para que sea compartido y agrega: “Si ahora empezamos a pe-
lear por eso, estaríamos perdiendo el espacio de seguir avanzando” (Tamia Pora-
te, entrevista, 1996). Se reconoce, entonces, que los roles de las mujeres son di-
ferentes al de los hombres y que generan desventajas para éstas, pero se arguye
que no es el tiempo para modificarlos. Es decir, los discursos posponen los inte-
reses de las mujeres. Como ya adelantamos, se considera que los problemas cen-
trales de las mujeres se enmarcan en el contexto de la discriminación y violencia
étnica y en sus derechos como pueblo y nacionalidad. En este discurso, la inter-
pretación de las jerarquías de género revela dos patrones contradictorios: al tiem-
po que algunos documentos enfatizan en las relaciones de complementariedad
hombre/mujer que se despliegan en la vida comunitaria, otros sostienen la exis-
tencia de un orden patriarcal en ella. Sin embargo, ambos enfoques subrayan las
dinámicas violentas y discriminatorias de sus interrelaciones con las institucio-
nes y actores no indígenas como factores causales de las jerarquías de género. Si-
tuados en esta óptica surge una tensión entre el discurso de las lideresas indíge-
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35 Esta emulación masculina que también ha sido descrita como un liderazgo femenino guerrero ha sido in-
terpretada como una estrategia para desafiar las injusticias y exclusiones (Radcliffe, 1993; Lyons, 2002).
Es interesante constatar que las lideresas históricas de los actuales movimientos indígenas suelen ser solte-
ras y no tener hijos. Este tema lo problematiza Blanca Chancoso quien ve la necesidad de que las lidere-
sas indígenas no pierdan sus cualidades femeninas (Entrevista, 2003).

36 Esos problemas tienden a verse como limitaciones que cada mujer debe resolver en el marco de sus arre-
glos familiares. Efectivamente, Cervone (1998b: 229) comenta que la sobrecarga de trabajo se enfrenta a
través de la ayuda familiar.

   



nas y el discurso de los movimientos de mujeres, concebido como “lo foráneo”.
Desde esta matriz, Nina Pacari propone que en la sociedad dominante tanto el
hombre como la mujer son discriminados por su condición indígena (Bulnes,
1994: 54). Esta visión ha sido reiterada recientemente por el Presidente de
ECUARUNARI, Humberto Cholango: “en la vida comunitaria de los pueblos y
nacionalidades no hay diferencias, todos son iguales, todos viven en una comu-
nidad, todos tienen los mismos derechos” (Cholango, 2005). Este énfasis no
anula, sin embargo, el reconocimiento de jerarquías de género al interior del
mundo indígena:

De nuestra experiencia sabemos que la situación de las mujeres indígenas es
la misma que la de los hombres, agravada por una división de roles socialmen-
te impuesta por el pensamiento de la cultura opresora… (Chuma, 2004). 

De manera general, en estos discursos las desigualdades de género son el resulta-
do de los contactos con culturas no nativas, proceso iniciado con la Conquista
española. Es en este sentido, las mujeres expresan como problemas el ser humi-
lladas y maltratadas por el Estado y por miembros de otros sectores sociales y ra-
ciales del país. Efectivamente, mujeres de diversos pueblos destacan su malestar
por las limitaciones en el acceso a los servicios estatales y fundamentalmente por
el maltrato allí recibido, con especial referencia a la salud y la educación. Así por
ejemplo, se denuncian formas de discriminación en la educación y la imposición
de prácticas culturales por la escolarización mestiza. En ciertas localidades, las
mujeres subrayan la falta de respeto por parte de los servicios público y privados
hacia sus concepciones de la salud y piden el reconocimiento de los agentes de
salud comunitarios como son las parteras, los chamanes y yerbateras así como los
saberes tradicionales sobre el cuidado del cuerpo (CONAIE, 1994)

37
. Estas y

nuevas formas de discriminación y violencia han sido profundizadas en los últi-
mos años, al mismo tiempo que algunas lideresas nacionales e intelectuales po-
nen a la discusión sus problemas como mujeres, práctica asociada a la aparición
de la CONMIE. 
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37 Los documentos producidos en los encuentros de mujeres indígenas revelan diferentes énfasis entre los dis-
tintos pueblos indígenas y grupos de mujeres (i.e. MBS, DINAMU, 1990; CONAIE, 1994). Pero, más
allá de las particularidades locales, varios temas unen los discursos locales y nacionales: el reconocimiento
que las mujeres tradicionalmente han hecho parte de las luchas de los pueblos originarios y el interés de
las mujeres para acceder a puestos de decisión, así como, las dificultades para lograrlo. Paradójicamente,
el discurso público de algunos líderes y lideresas de la CONAIE, que subraya los derechos de los pueblos
originarios y la igualdad de género, está sustentado en prácticas cotidianas que abren oportunidades para
conversar de problemas específicos de género. Se ha propuesto que son las mujeres comunitarias de cara
al Estado, a los organismos no gubernamentales, a los políticos y a la migración de los hombres quienes
tienden a hablar de sus problemas como mujeres, de sus dificultades para participar en la vida de las or-
ganizaciones y de sus temores de los maridos y familia (Cervone, 1998a: 189).

   



Los derechos de las mujeres indígenas: discriminación y violencia

... no trabajamos por el feminismo, sino por la integración 
de hombre y mujer; por la equidad de género…

(Ana María Guacho, entrevista, 2003). 

Los preparativos locales de Beijing, la realización de un encuentro continental de
mujeres indígenas en Quito, la centralidad asumida por las mujeres indígenas
quienes se ven marginadas de las decisiones de sus organizaciones pone a la dis-
cusión la existencia de las secretarías de la mujer en diversas asociaciones indíge-
nas. Un grupo de mujeres militantes del movimiento indígena e interesadas en
tener mayor autonomía y poder, plantea unificar las secretarías de la mujer de
cinco organizaciones mixtas para crear la CONMIE, manteniendo sus nexos con
las estructuras madres. La idea fundamental de esta nueva instancia ha sido la de
iniciar un proceso de reforzamiento de la autoestima de las mujeres (Chancoso,
entrevista, 2003) y de cuestionar de manera directa ciertos privilegios masculi-
nos (Simbaña, entrevista, 2003), en el marco de los derechos de los pueblos ori-
ginarios. Esta propuesta generó y sigue generando polémicas y resistencias en
torno a cómo afrontar la cuestión de la mujer indígena. Como resultado se man-
tuvieron las dirigencias de la mujer al tiempo que se crea la CONMIE con mi-
litantes de diversas organizaciones. A juicio de sus creadoras esta estructura no
busca competir con la CONAIE, sino problematizar ciertas prácticas que aten-
tan contra los derechos de las mujeres. Al decir de una de ellas, es una lucha pa-
ra que los compañeros reconozcan los valores que tienen las mujeres e inmedia-
tamente señala, enfáticamente, que no se trata de feminismo sino de la búsque-
da de la equidad de género (Guacho, entrevista, 2003)38. Esta red es aún débil,
pero habla de un nuevo momento de la gestión y discursos sobre las mujeres in-
dígenas. Al tiempo que intenta mantener los nexos con las estructuras de los mo-
vimientos indígenas, ha tendido puentes con los movimientos de mujeres, pero
especialmente con la oficina estatal encargada de las políticas de bienestar de las
mujeres, el Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU). 

Una de las participantes en la iniciativa de la CONMIE expresa que las
demandas iniciales fueron buscar la igualdad respecto a los hombres, hacer sen-
tir sus voces, compartir el trabajo doméstico, luchar contra el machismo y el abu-
so sexual (Guacho, entrevista, 2003). Conjuntamente, este grupo ha enfatizado
en los problemas de pobreza que atraviesan las mujeres indígenas, especialmen-
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38 Creemos que el uso de la palabra género ha introducido un gran desconcierto entre las mujeres indígenas.
Durante una reunión continental indígena se desarrolló una mesa de discusión sobre el tema que no tu-
vo acogida. Interrogada a una de las participantes sobre las razones de este desinterés contestó con la pre-
gunta: ¿qué mismo será el género? (Flores, 2004).

    



te en las zonas rurales (Simbaña, entrevista, 2003). Se trata de levantar algunos
derechos de las mujeres, la búsqueda del respeto, con especial referencia al trato
que reciben en la familia y servicios públicos, al reconocimiento del trabajo do-
méstico así como a la falta de participación en las decisiones de la vida organiza-
tiva, comunitaria y familiar. En este contexto, resulta interesante analizar las de-
mandas expuestas de cara al CONAMU (2004), en un esfuerzo compartido de
crear una suerte de plan de igualdad de oportunidades de las mujeres indígenas.
Este esfuerzo revela nuevos énfasis en los intereses de las mujeres, manteniendo
su articulación al reconocimiento de los derechos como pueblo. 

Si bien en el documento no se observa una nueva narrativa que expli-
que las jerarquías de género y que elabore nuevas imágenes de las mujeres, el as-
pecto vertebrado de sus preocupaciones es un complejo de discriminación étni-
co-racial y de género. En sus miradas este complejo se despliega tanto en la vida
familiar y comunitaria como en sus relaciones con el Estado y con otros actores
no indígenas. Así por ejemplo, en el campo de la educación, además de plantear
la erradicación del analfabetismo, el reforzamiento de la educación bilingüe in-
tercultural y la cosmovisión ancestral, abren a la discusión la discriminación y
maltrato que sufren las mujeres en el proceso de escolarización. Especial referen-
cia se hace a la violencia sexual y al embarazo precoz como problemas relevantes
de las estudiantes indígenas. De manera similar, en el ámbito de la salud, se in-
corporan aspectos relacionados al racismo en los sistemas de salud y a la violen-
cia de género. La manera imaginada para afrontar estos problemas de violencia
y de discriminación se conecta a los discursos orientados al reconocimiento de
los derechos de los pueblos originarios. De esta manera, se proponen interven-
ciones encaminadas a fortalecer servicios estatales interculturales, la puesta en
marcha de la administración de la justicia indígena así como el mejoramiento de
su participación en diversas instancias de decisión. La pregunta que surge con es-
tos nuevos énfasis en la agenda de las mujeres indígenas es la medida en que tien-
den o no puentes con los movimientos de mujeres. 

Violencia de género: ¿un campo de encuentro entre mujeres?

A lo largo de este ensayo hemos recordado que importantes segmentos de muje-
res indígenas han quedado rezagadas de los beneficios de la educación, salud y
bienestar, al tiempo que viven una situación de alarmante pobreza. Por ejemplo,
los servicios de atención a mujeres violentadas revelan que solo 8% de las denun-
cias corresponden a mujeres indígenas (Ardaya y Ernst, 2000: 59), pese a que és-
te es uno los temas enfatizado en la agenda actual de las mujeres indígenas. Aun-
que el debate sobre la violencia de género y su reconocimiento como delito pú-
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blico ha atravesado a los movimientos de mujeres en el Ecuador y en la región
durante las últimas décadas, ha tenido dificultades para instalarse entre las mu-
jeres indígenas. Durante la década de los noventa los movimientos de mujeres
lograron importantes avances en el ámbito legislativo, entre los que se incluye la
Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, promulgada en 1995. Este pro-
ceso significó la puesta en marcha de un aparato estatal que comprende la crea-
ción, organización y funcionamiento de comisarías de la mujer y la familia en los
centros urbanos de 21 provincias del país, así como servicios de apoyo otorgados
por organismos no gubernamentales y agencias de cooperación39. Este proceso ha
dejado parcialmente a las mujeres indígenas fuera, especialmente a aquellas ubi-
cadas en áreas rurales. Al tiempo que lideresas e intelectuales se quejan que la
mencionada Ley no las protege (Tene, 2000: 220), se empiezan a dar pasos
orientados a buscar cómo afrontar la violencia contra las mujeres en las comuni-
dades y asentamientos indígenas. 

Los estudios realizados sobre el tema y, fundamentalmente, la normativa es-
tán formulados en un lenguaje universalista del cual las mujeres indígenas se
sienten excluidas. Las intervenciones contra la violencia se sustentan en la esti-
mación de que 6 de cada 10 mujeres han sido golpeadas por sus esposos o con-
vivientes (Camacho, 1997:16)40, cifra que, se considera, toca a las mujeres de to-
da condición social, económica y cultural del país. Factores como la educación,
independencia económica y niveles de ingresos de las mujeres no modifican sus-
tancialmente la alta probabilidad que tienen de ser maltratadas. También los es-
tudios reiteran que hay una mayor probabilidad de ser golpeadas y agredidas en-
tre quienes han sido socializadas en hogares violentos. Estos y otros hallazgos han
permitido argumentar, desde los movimientos de mujeres, que la violencia de gé-
nero es un fenómeno estructural y transversal en directa relación con los mode-
los de masculinidad y feminidad hegemónicos y con las estructuras patriarcales.
En razón de ello, la Ley se postuló desde una lógica universalista, y no apeló en
sus definiciones ni en sus procedimientos a las diferencias étnicas y raciales exis-
tentes en el país.

Si bien la Ley omite referencias explícitas a la diversidad de mujeres del país
y a modalidades comunitarias de atención a la violencia, especialmente entre los
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39 Pese a estos esfuerzos, solo el 47% de las mujeres reportan pedir ayuda después de un evento de violencia
física o sexual y de este porcentaje solo el 8% lo hace en algún tipo de institución pública o privada crea-
da al amparo de esta normativa (CEPAR, 2005). 

40 Esta cifra es mayor a la reportada por la única encuesta con representación nacional existente en el país y
que indica que el 40% de las mujeres han sido víctimas de maltrato verbal o psicológico, 31% de maltra-
to físico y 12% de abuso sexual (CEPAR, 2005).

41 Varios estudios han sistematizado formas indígenas de administrar la justicia (García, 2002; Chávez y Gar-
cía, 2004).

   



pueblos indígenas41 y pese a haber sido formulada desde una lógica urbana, su
aplicación ha ido abriendo oportunidades para pensar y afrontar la violencia de
género en colectividades indígenas. Por ejemplo, las autoridades han tomado
conciencia, de que las comisarías de la mujer tienen poca capacidad para atender
denuncias provenientes de mujeres residentes en zonas apartadas de los centros
urbanos. Es así, que la Policía y jueces de contravenciones pueden receptar de-
nuncias de maltratos. De igual manera, una sistematización de casos legales que
revela las dificultades en la aplicación de la Ley y la impunidad de los agresores
explora varios ejemplos de mujeres indígenas que han acudido a denunciar su si-
tuación en una comisaría o centro policial (CEPLAES, 2004). Más particular-
mente, en el año 2000 se inició una investigación sobre la llamada Ruta Crítica
seguida por las mujeres agredidas y la calidad de respuesta que reciben de los dis-
tintos servicios existentes. Uno de los estudios, realizado entre mujeres indígenas
de Guamote (Chimborazo), concluye que no encuentran orientación ni aten-
ción adecuadas ni para ellas ni para sus maridos ni para los familiares. Muchas
conocen la existencia de una “ley para mujeres” y buscan las comisarías, pero a
pesar de un sinnúmero de gestiones, el resultado final es que no visualizan sali-
das a su problema. En este marco, una de las entrevistadas interpela diciendo
que: “Hay que fajarse contra la violencia a las mujeres” (Cit. en MSP-Embajada
de los Países Bajos-OPS/OMS, 2003).

El problema tiene especial relevancia porque las evidencias muestran que
hay mayores probabilidades de que las mujeres indígenas estén sujetas a eventos
de violencia física y psicológica en sus hogares, tanto en su vida con pareja como
de hijas de familia (CEPAR, 2005).

Pero, ¿Cómo interpretar este sentido de abandono? Existe en el imaginario
nacional la idea de que las mujeres indígenas son natural y sistemáticamente ob-
jeto de violencia a la que resisten de manera pasiva. Clásica es la frase que resue-
na, una y otra vez, entre las mujeres urbanas al referirse a la realidad y la actitud
de las mujeres indígenas de cara a la violencia: “Marido es, aunque pegue, aun-
que mate”42. Confrontando esta imagen, varios estudios han subrayado formas
de resistencia y contestación de las mujeres frente a la agresión, que ponen en
juego la construcción de un sentido de respeto. Así por ejemplo, en la zona de
Zumbahua las mujeres manipulan los alimentos de manera de crear indigestión
en los maridos después de un episodio de violencia (Weismantel, 1994). En otras
áreas, las mujeres violentadas retornan a la familia de origen y negocian su regre-
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42 En este imaginario nacional que delega la violencia en el mundo indígena, pude interpretarse el instructi-
vo dado a las autoridades de policía y jueces de contravención que indica que: “cuando una mujer indíge-
na acude a la autoridad, ésta deberá ser tratada preferencialmente, pues al denunciar maltrato, está rom-
piendo barreras y costumbres muy arraigadas, por lo cual requerirá de un apoyo especial” (Aguilar y Ca-
macho, 1997:13).

   



so, con base al apoyo familiar (Stolen, 1987; Muratorio, 2002). Asimismo, en el
marco de la administración de justicia a nivel comunitaria, las autoridades loca-
les y los familiares intervienen en la resolución del problema a través de consejos
a los implicados y sanciones a los agresores que contemplan, por ejemplo, el cas-
tigo corporal y el pago de indemnizaciones (García, 2000). La complejidad de
estas prácticas de resistencia y resolución de los conflictos no han sido visualiza-
das por instituciones públicas y privadas en los intentos por pensar estrategias
para actuar sobre la violencia. 

Pero no sólo las estrategias para afrontar la violencia entre los pueblos indí-
genas tienen diferencias respecto a las que se observan en otros contextos cultu-
rales, sino el punto crucial, a nuestro criterio, proviene del hecho de que la vio-
lencia de género en el mundo indígena toca la compleja trama de las relaciones
comunitarias y colectivas. Como argumentamos anteriormente, las relaciones de
género construyen el tejido de relaciones colectivas y, en esta medida, intervenir
en la violencia de género compromete las relaciones de pueblo. De allí proviene
la insistencia de las mujeres en decir que no buscan luchar contra los hombres
sino convocarlos para trabajar juntos por una nueva relación que mantenga esta
colectividad. Como decía una guamoteña, “no es para sobrepasar a los hombres,
sino para vivir igual, conversar” (Cit. en MSP-Embajada de los Países Bajos-OP-
S/OMS, 2003). 

El respeto, la discriminación y la violencia

“Nuestra lucha no es solamente por conseguir la igualdad entre el hombre 
y la mujer, es por conseguir que exista respeto; y hasta terminar con el problema 

de la discriminación y violencia que existe de mujer a mujer... 
(CONAIE, 1994: 121).

Respeto, discriminación y violencia sintetizan el sentido de las agendas políticas
de las mujeres indígenas y permiten enlazar las relaciones de género, étnicas y de
clase que las atraviesan. Hemos argumentado que la división sexual del trabajo y
las relaciones e ideologías de género hablan de las particularidades culturales del
mundo indígena. De una parte, hemos enfatizado en la flexibilidad de la divi-
sión del trabajo que elude un proceso unívoco de domesticación de las mujeres.
De otra, hemos mostrado que las relaciones de género urden la trama comuni-
taria, aludiendo especialmente a una identidad colectiva antes que individual de
las mujeres. Finalmente, hemos propuesto que las ideologías de género otorgan
centralidad a las mujeres en la conservación de sus tradiciones y en la construc-
ción comunitaria de los pueblos indígenas. Hemos argumentado también que
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varios de estos roles y responsabilidades limitan y recluyen a las mujeres al tiem-
po que les abren oportunidades de educación, participación en la política indí-
gena, entre otras. Son, precisamente, estas oportunidades las que las han llevado
a desarrollar prácticas por la equidad de género y un proceso de reflexión sobre
su discriminación por razones de género. Este complejo proceso es posible de ob-
servar en la trayectoria de las agendas de las mujeres. 

Efectivamente, éstas muestran dos momentos superpuestos: uno, articula-
do a la discriminación y violencia que sujeta a los sectores autodenominados ori-
ginarios, y que busca su reconocimiento como pueblo, en un lenguaje que mi-
nimiza las jerarquías de género pero abre las puertas a prácticas por la equidad
para las mujeres. Y otro, tejido con los temas de violencia y discriminación tan-
to racial y étnica como de género. Las ideas de respeto, discriminación y violen-
cia dan continuidad entre estos dos momentos, aunque adquieren significados y
énfasis diversos. Inicialmente, como lo enuncia el epígrafe de esta sección, las no-
ciones de respeto, discriminación y violencia están especialmente construidas
con referencia a las conflictivas interrelaciones entre las sociedades indígenas y
mestizas. El sentido primordial del respeto permite actuar contra la violencia y
discriminación que viven las personas y los grupos por su pertenencia a pueblos
culturalmente diversos, al tiempo que se subrayan las tensiones existentes entre
las propias mujeres. Vivencias del maltrato sufrido por parte de los y las patro-
nas (por ejemplo, bajo el sistema de hacienda o como empleadas domésticas) así
como las experiencias de trato derogatorio en los servicios educativo, de salud,
de transporte y de comercio marcan las escisiones con respecto a mujeres de cla-
se media y acomodadas blancas y mestizas al tiempo que desdibujan las jerar-
quías de género en el mundo indígena. En este marco, una lideresa recuerda que
inicialmente ellas no observaban la desigualdad entre hombres y mujeres, sino la
desigualdad entre indios y mestizos, pero que fue en el proceso de la misma lu-
cha que logran ver “que también las mujeres hemos estado marginadas” (Gua-
cho, entrevista, 2003). En un segundo momento las ideas de respeto, violencia
y discriminación se complejizan y articulan tanto las conflictivas interrelaciones
con el mundo no indígena como las relaciones de género que se configuran en
la sociedad indígena, marcadas también por prácticas violentas y discriminato-
rias. Mientras se busca el respeto como pueblo culturalmente diverso se labra el
respeto de las mujeres en el marco de sus relaciones con los miembros de las so-
ciedades indígenas y mestizas. Pero como sugerimos, la construcción del respeto
de las mujeres pone en cuestión las complejas relaciones familiares y comunita-
rias ya que las relaciones de género sostienen estas tramas colectivas. En este sen-
tido, las agendas de las mujeres mantienen un difícil equilibrio entre sus intere-
ses y aquellos del pueblo, dinámica que ayuda a explicar su desencuentro con los
movimientos de mujeres. 
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Respeto para los pueblos indígenas de la sierra significa un estado general
de orden moral y armonía (Lyons, 2001: 9)43, que debe alcanzarse. En este mar-
co interpretativo, podemos decir que las mujeres indígenas al enfatizar en la no-
ción de respeto, buscan la instalación de un orden moral y una armonía44 que in-
cluye la complementariedad hombre-mujer, la preeminencia de lo colectivo así
como el buen trato de parte de las mujeres de otras procedencias. En este senti-
do, esta búsqueda está hablando de un desencuentro con los movimientos de
mujeres liderados por mujeres urbanas, de clase media blanca. Con sus énfasis en
la violencia y discriminación las mujeres indígenas expresan sus intereses y las je-
rarquías de género entramadas con el racismo y la pertenencia de clase. Hacien-
do eco de los planteamientos hechos por el feminismo multiracial y poscolonial,
sugerimos que este conjunto de conceptos reiteran que hay varios lenguajes para
expresar los intereses y sueños de las mujeres y aludir a las relaciones de género. 
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Introducción

Hablar de la salud de las mujeres nos remite tanto al acceso a los servicios como
a sus derechos sociales, sexuales y reproductivos. La década de los noventa fue
prolífica en la generación de cambios en la normativa legal, en la concepción de
la salud de las mujeres y de planes y programas. La realización de la Conferencia
Internacional sobre la Población y el Desarrollo (CIPD) en El Cairo en 1994,
marca un hito trascendental y determina el contexto internacional de los cam-
bios acaecidos en el Ecuador. Allí se aprueba un programa de acción que plan-
tea un nuevo y más amplio concepto de salud, particularmente en el ámbito re-
productivo, que busca integrar la planificación familiar, la atención materno-in-
fantil y la salud sexual, enfocada esta última en el control del VIH y de las en-
fermedades de transmisión sexual. Esta nueva concepción se fundamenta en un
enfoque de derechos que considera los sexuales y reproductivos como parte de
los derechos humanos y del derecho general a la salud (UNFPA, 2004). Por otro
lado, la Plataforma de Acción de Beijing en 1995 al tiempo que reforzó la no-
ción de derechos, propuso el fomento del acceso de las mujeres a los servicios de
salud e información, la prevención y las acciones para hacer frente a las enferme-
dades de transmisión sexual (CONAMU, 2004).

La legislación del país se fue adecuando a estas propuestas, reconociéndose
los derechos sexuales y reproductivos en la nueva Constitución Política de 1998
y en un cuerpo importante de leyes como la Ley de Maternidad Gratuita y Aten-
ción a la Infancia de 1998 (que busca garantizar el derecho a la atención de sa-
lud gratuita durante embarazo, parto, posparto, así como el acceso a programas
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de salud reproductiva), la Ley sobre la Educación de la Sexualidad y el Amor de
1998, la Ley para la Prevención y Asistencia Integral del VIH/SIDA de 2000, la
Ley Orgánica del Sistema Nacional de Salud (2002), y el Manual de Normas y
Procedimientos para la atención de la Salud Reproductiva (1999) (Laspina,
2003; Oviedo, 2004; UNFPA-CONAMU, 2004; Ministerio de Gobierno,
2005).

La creciente participación de los movimientos de mujeres y la institucio-
nalización de políticas de equidad de género liderados por la Dirección Nacio-
nal de la Mujer (DINAMU) y, luego, por el Consejo Nacional de las Mujeres
(CONAMU) han contribuido a la socialización e implementación de planes y
programas tendientes a garantizar los derechos sociales, sexuales y reproducti-
vos. Es así como se elabora el Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades
(1996-2000) del CONAMU (CONAMU, 1996) y se impulsa la implementa-
ción del programa de maternidad gratuita. Este último se enmarca en los obje-
tivos de las reuniones de El Cairo y Beijing de asegurar hasta 2015 el acceso uni-
versal y voluntario a la información y servicios de atención de la salud reproduc-
tiva (UNFPA, 2004). Asimismo, el Ministerio de Salud Pública (MSP) se en-
cuentra impulsando la construcción de una Política Nacional de Salud y Dere-
chos Sexuales y Reproductivos y el plan de acción respectivo (Oviedo, 2004). El
II Congreso Nacional por la Salud y la Vida, realizado en la ciudad de Guaya-
quil en septiembre de 2004, en su declaración acoge la propuesta de Política
Nacional de Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos (CEPAR, 2004). Ade-
más, el MSP ha formulado el Plan de Reducción de la Mortalidad Materna
1997-1998 y el Plan de Maternidad Saludable 1999-2003. En el capítulo refe-
rido a la salud materna del Informe País de Cumplimiento de los Objetivos de
Desarrollo del Milenio, elaborado por el MSP, se acoge el enfoque de derechos
sexuales y reproductivos (Ministerio de Gobierno, 2005). Finalmente, los pro-
yectos FASBASE y MODERSA del MSP incorporaron en su momento compo-
nentes de mejoramiento de la calidad de los servicios de salud, incluida la salud
reproductiva (UNFPA-CONAMU, 2004). Estas iniciativas muestran la exis-
tencia de avances sustanciales en la concepción de la política de salud en el mi-
nisterio del ramo durante el último quinquenio. Apenas cinco años atrás una
evaluación de las políticas de equidad de género en el MSP mostraba que pre-
dominaba aún el enfoque de salud materna e infantil y que los funcionarios de
esta dependencia pública asociaban el significado de la perspectiva de género en
la salud con la violencia intrafamiliar, pero no con los derechos sexuales y repro-
ductivos (Herrera, 2000).

En síntesis, los compromisos y convenciones internacionales, así como los
movimientos de mujeres han influido para que el país se encuentre transitando
de un enfoque basado en la planificación familiar a uno basado en la salud se-
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xual y reproductiva (Oviedo, 2003), de uno que enfatiza la salud materno-infan-
til a otro que enfatiza la salud reproductiva y social (Gómez de la Torre, 2003),
así como de un enfoque de mujer reproductiva a uno de mujer sujeta de dere-
chos (Laspina, 2003). No obstante, según Gómez de la Torre (2003) los dere-
chos sexuales se encuentran aún subsumidos en los derechos reproductivos, sien-
do necesaria su separación. Esta transición se revela al revisar el diagnóstico de la
salud de la mujer durante la década de los ochenta realizado por Freire (1992),
en donde los derechos de las mujeres no están ni siquiera enunciados en la nor-
mativa vigente a la época.

Aunque los cambios en las normas constituyen pasos fundamentales, su
aplicación ha sido parcial (Ministerio de Gobierno, 2005). De igual forma, la
implementación de planes y programas aún se encuentra en ciernes. UNFPA-
CONAMU (2004) plantean varios retos pendientes: difundir ampliamente las
leyes aprobadas a fin de que pueda ser exigido su cumplimiento; capacitar al per-
sonal del sistema público de salud en las leyes y procedimientos de atención con
enfoque de género; superar ciertas prácticas discriminatorias contra las mujeres
en los servicios de salud, como por ejemplo, la exigencia de la autorización del
esposo para realización de la ligadura de trompas; ampliar la información sobre
la disponibilidad de métodos de planificación familiar, incluyendo la anticon-
cepción de emergencia y sobre el método de aspiración manual endouterina pa-
ra el tratamiento del aborto incompleto; aplicación de la Ley sobre Educación de
la Sexualidad y el Amor y su institucionalización en el Ministerio de Educación;
dotar de recursos para la aplicación de las leyes aprobadas; fomentar la discusión
amplia y pública, desde una perspectiva científica y laica, de todos los temas re-
lativos a la salud sexual y reproductiva de adultos y adolescentes, a fin de que
puedan adoptarse medidas preventivas y políticas que aborden estos temas como
problemas de salud pública.

De los párrafos anteriores se desprende que los esfuerzos realizados hasta
ahora han tenido un énfasis normativo y un enfoque predominantemente basa-
do en la oferta. En este ensayo se busca en cambio resaltar dos aspectos poco con-
siderados en la discusión de las políticas pública de salud y, más particularmen-
te, de los derechos sociales, sexuales y reproductivos de las mujeres. Por un lado,
se enfatiza en la persistencia de profundas disparidades sociales en las condicio-
nes de salud de las ecuatorianas y en el acceso a los servicios de salud entre dis-
tintos grupos poblacionales de la sociedad ecuatoriana. La universalización de los
derechos sociales, sexuales y reproductivos deberá contemplar la erradicación de
estas disparidades, procurando intervenciones que prioricen a los grupos vulne-
rables. Por otra parte, en este ensayo se presentan los resultados de un modelo
que analiza los determinantes de la demanda de atención del parto y que corro-
bora la existencia de procesos de exclusión social hacia las mujeres indígenas, ru-
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rales y de escasos recursos. Un enfoque integrado de política pública requiere
considerar tanto los factores de oferta como los de demanda que afecta el cum-
plimiento de los derechos a la salud. Varios de los indicadores analizados en es-
te capítulo son considerados en otros ensayos de esta misma publicación (ver los
artículos de Pilar Egüez y Margarita Velasco). Antes que mirar la información de
salud desde una perspectiva demográfica o desde la situación de las niñas y jóve-
nes, nuestro propósito al integrar esas dimensiones es sustentar una reflexión so-
bre la heterogeneidad de los resultados de salud en esta última década así como
identificar los factores que intervienen en la demanda de salud materna.

En una primera parte, se describen brevemente algunos indicadores claves
de las condiciones de salud general de los y las ecuatorianas. Luego, se identifi-
can las disparidades observadas en varios indicadores referidos a la salud sexual y
reproductiva. La tercera sección presenta un análisis de los determinantes de la
demanda de atención de salud durante el parto. En la cuarta sección se analizan
varios programas de protección social actualmente existentes en el país y sus vín-
culos con la salud de las mujeres. Finalmente, la última sección contiene algunas
conclusiones y desafíos para las políticas.

Tendencias generales en la salud de los y las ecuatorianas

Las condiciones generales de salud de los y las ecuatorianas han mejorado nota-
blemente durantes las últimas décadas. No obstante, persisten profundas dispa-
ridades sociales en el acceso a la salud entre grupos de pobladores. Dos indica-
dores que muestran una mejora considerable son la esperanza de vida y las tasas
de mortalidad. En efecto, la esperanza de vida al nacer ha dado un salto enorme
en los últimos 50 años. Según el INEC (2004), pasó de 48.3 años en el quin-
quenio 1950-1955 a 72.3 años en el quinquenio 1995-2000. Esta tendencia ha
sido continua y se mantuvo durante la década de los noventa a pesar del sinnú-
mero de vicisitudes económicas y políticas que enfrentó el país en ese período.
Así, la esperanza de vida al nacer en la década pasada aumentó de 67.5 a 72.3
años, cerca de 5 años. Este mejoramiento es, particularmente, importante en el
grupo de las mujeres, cuya esperanza de vida regeneró en 5.2 años al pasar de
69.9 años en 1985-1990 a 75.1 en 1995-2000, mientras que en el caso de los
hombres ésta aumentó de 65.3 años a 69.7 años en igual período, es decir, en
4.4 años. Esta tendencia se puede explicar en parte por la reducción de las tasas
de mortalidad y fecundidad, así como por el cambio en el perfil de morbimor-
talidad de la población y la ampliación del acceso a servicios básicos. Esto ha re-
dundado en un envejecimiento de la población cuya edad promedio aumentó de
24.1 a 27.4 entre 1990 y 2001 (STFS, 2004).
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Por otro lado, la tasa de mortalidad general ha tenido una tendencia des-
cendente, acorde al comportamiento general de América Latina. Las principales
caídas en las tasas de mortalidad se observan entre 1960 y 1980. En el período
posterior se reduce el ritmo de mejora. De igual forma, la tasa de mortalidad in-
fantil muestra una reducción importante en los últimos 50 años. Esta disminu-
yó, según el método indirecto2, de 139.5 menores de un año fallecidos por cada
mil nacidos vivos en el quinquenio 1950-55 a 33.3 en el quinquenio 1995-
2000, lo que representa una reducción del 76%. En la década pasada también se
observó una disminución significativa, al pasar la tasa de mortalidad infantil de
55.5 a 33.3 entre los quinquenios 1985-1990 y 1995-2000, lo que implica una
disminución del 40% (ver gráfico 1).
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2 Las tasas de mortalidad infantil descritas aquí están basadas en el método indirecto de Coale-Demeny-
Trussell, modelo Oeste, sin realizar ajustes demográficos. Este método se basa en estimaciones de la fecun-
didad de las mujeres en edad fértil realizadas a partir de los censos de población y de modelos generales
de comportamiento demográfico. El otro método existente para calcular las tasas de mortalidad infantil es
el directo. Este se basa en la información de las estadísticas vitales que son registros administrativos anua-
les de defunciones y nacimientos (SIISE, 2003). 

Gráfico 1
Tasas de mortalidad infantil (por mil nacidos vivos), 1950-2000

Fuente: INEC, Ecuador: Estimaciones y Proyecciones de Población 1950-2025. Elaboración: STFS-SIISE

     



Aunque la tasa de mortalidad infantil ha disminuido significativamente en las úl-
timas décadas3, al inicio del nuevo milenio el Ecuador conserva grandes dispari-
dades en este indicador al interior del país (ver tabla 1). Es así como, mientras
en el área urbana esta tasa es de 27 por mil nacidos vivos, en el área rural es de
44 por mil nacidos vivos. De igual forma, los infantes de madres indígenas y
afrodescendientes tienen una mayor probabilidad de morir. Los niños y niñas de
mujeres que hablan una lengua nativa tienen una tasa de mortalidad infantil de
66 por mil nacidos vivos, en tanto que aquellos cuya madre es de habla hispana
tienen una tasa de 35 por mil nacidos vivos. Según la autoidentificación étnica
de las mujeres en edad fértil el panorama es similar. Los niños menores de un
año de madres indígenas presentan una tasa de mortalidad de 66 por mil naci-
dos vivos, los de madres afrodescendientes 38, de madres mestizas 31 y de ma-
dres autodefinidas blancas 26.

Asimismo, los infantes provenientes de mujeres de hogares pobres tienen
una mayor probabilidad de morir antes del año. Usando una definición de po-
breza y extrema pobreza, según necesidades básicas insatisfechas4, se observa que
los niños y niñas que viven en extrema pobreza tienen una tasa de mortalidad in-
fantil de 42 por mil nacidos vivos, aquellos que viven en pobreza 38 y quienes
son no pobres 25 por mil nacidos vivos. Como se observa en el tabla 1, el perfil
de mortalidad es muy similar para los niños y niñas menores de 5 años y para los
niños y niñas entre 1 y 5 años: la niñez proveniente de hogares pobres, rurales,
indígenas y afrodescendientes tienen un mayor riesgo de morir a edades tempra-
nas. Entre las causas de muerte más importantes de los niños menores de un año
se encuentran los trastornos e infecciones respiratorias, nacimientos prematuros
y de bajo peso, las infecciones intestinales y sepsis, y la desnutrición, las cuales
en su mayor parte pueden ser combatidas a partir de una política de salud pú-
blica más agresiva en los ámbitos de la promoción y prevención colectiva e indi-
vidual.
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3 CEPAR (2005), a base de la encuesta ENDEMAIN 2004, encuentra un estancamiento de los niveles de
mortalidad infantil en el último quinquenio.

4 Se considera como pobre a un hogar que presenta una o más necesidades básicas insatisfechas y como ex-
tremadamente pobres a aquellos que tienen dos o más.

   



Respecto al perfil de la mortalidad general, en las últimas décadas éste ha transi-
tado de uno, de tipo tradicional (enfermedades transmisibles, reproductivas y de
la nutrición), a uno moderno (enfermedades no transmisibles y accidentes y vio-
lencia) que coexiste con el anterior (STFS, 2004). Según las estadísticas vitales
del INEC del año 2002, entre las diez principales causas de muerte de las muje-
res del país se encuentran las siguientes: enfermedades cerebro-vasculares, diabe-
tes mellitus, neumonía, enfermedades isquémicas del corazón, enfermedades hi-
pertensivas, enfermedades del sistema genito-urinario, afecciones originadas en
el período perinatal, enfermedades del sistema respiratorio y cáncer de estóma-
go. Todas estas causas representaron cerca del 50% del total muertes de las mu-
jeres en ese año (48.2%). Es importante resaltar que los y las adolescentes entre
10 y 19 años de edad están particularmente expuestos a causas de muerte asocia-
das a condiciones de vida modernas tales como los accidentes de transporte,
agresiones y lesiones autoinflingidas intencionalmente o suicidios. Estas consti-
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Tabla 1

Perfil de mortalidad de la niñez (método indirecto)*

Lengua 0 a 1 años 1 a 5 años 0 a 5 años

No indígena 35.0 7.5 38.5

Indígena 66.0 26.0 90.5

Autodefinición

Indígena 66.0 26.0 89.8

Afro 38.0 10.0 48.3

Mestizo 31.0 7.0 37.8

Blanco 26.0 5.3 30.8

Otro 29.0 6.5 35.3

Área de residencia

Urbana 27.0 5.5 32.3

Rural 44.0 12.8 56.0

Pobreza NBI

Pobres extremos 42.0 12.0 53.5

Pobres 38.0 10.0 47.5

No pobres 25.0 4.8 29.3

Total País 34.0 8.3 42.3

* Datos sin correcciones demográficas.

Fuente: INEC, Censo de Población y de Vivienda, 2001. Elaboración: STFS-SIISE.

             



tuyen las tres principales causas de muerte en este grupo de edad. Se destaca en
los hombres una mayor importancia de las agresiones y en las mujeres el suici-
dio, accidentes y causas obstétricas (STFS, 2004).

Salud materna, sexual y reproductiva

En esta sección se describe un conjunto de indicadores que dan cuenta de la sa-
lud materna, sexual y reproductiva de las mujeres ecuatorianas. Si bien algunas
dimensiones han mejorado en los últimos años, como, por ejemplo, la disminu-
ción de la tasa de mortalidad materna y la tasa de fecundidad, aún persisten di-
ferencias importantes entre mujeres de distintos grupos sociales (pobres y no po-
bres; indígenas, afroecuatorianas y blanco-mestizas; urbanas y rurales) y algunos
problemas que afectan a una fracción importante de las mujeres como es el caso
de la violencia intrafamiliar y la creciente incidencia de VIH/SIDA en este gru-
po de la población.

Tasa de mortalidad materna 

La tasa de mortalidad materna, es decir la muerte de mujeres en edad fértil por
causas ligadas con el embarazo, aborto, parto y puerperio, es un indicador de las
condiciones de vida de las mujeres y refleja el acceso de éstas a servicios de salud
sexual y reproductiva (control prenatal, atención del parto y post-parto, planifi-
cación familiar, métodos anticonceptivos), personal de salud calificado y nutri-
ción durante el embarazo, parto y post-parto (SIISE, 2003). Los datos disponi-
bles sugieren una declinación significativa en la mortalidad materna. De acuer-
do a las estadísticas vitales del INEC, la tasa de mortalidad materna cayó de 203
por 100 mil nacidos vivos en 1971 a 117 en 1990 y a 67 en 2001 (SIISE, 2003).
Si estos datos son adecuados, la continuación de la tendencia decreciente tal co-
mo se observó en la década de los noventa sería suficiente para alcanzar la meta
del milenio para este indicador (disminuir en 75% la tasa entre 1990 y 2015).
Sin embargo, hay fuertes razones para creer que los registros administrativos su-
bregistran las muertes maternas5. Adicionalmente, en los últimos años existe un
mejor registro de las muertes maternas, lo cual ha redundado en un repunte de
la tasa.
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5 La tasa de mortalidad materna se calcula a partir de las estadísticas vitales de nacimientos y defunciones.
Esta fuente de información subregistra el número de muertes maternas debido fundamentalmente a dos
razones: a) en el área rural no se registran o declaran muchas muertes maternas; b) muertes por causas vin-
culadas a la maternidad se registran como provocadas por otro tipo de razones (SIISE, 2003).
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Tasa de fecundidad

La tasa global de fecundidad, es decir, el número promedio de hijos que una mu-
jer en edad fértil puede tener, ha mostrado una tendencia marcadamente decre-
ciente en los últimos 50 años, contribuyendo a la reducción de la tasa de morta-
lidad materna al reducirse el número de embarazos por mujer. La tasa de fecun-
didad se redujo de 6.7 en el quinquenio 1950-1955 a 3.1 en el quinquenio
1995-2000 (ver gráfico 2). Entre 1990 y 2001 esta tasa disminuyó cerca de un
hijo en promedio, al pasar de 4.0 a 3.1 a escala nacional. La reducción fue ma-
yor en el área rural que en la urbana, pero en la primera área la tasa continúa
siendo superior. En efecto, en el año 2001, la tasa general de fecundidad del área
rural fue 1.5 veces mayor que en el área urbana. Esta tasa es mucho mayor entre
la población indígena (5.8) y se encuentra un poco sobre el promedio del país
en el caso de la población afrodescendiente (3.9), siendo superior en el caso de
la población negra (4.1) que en el caso de la mulata (3.7). Las poblaciones mes-
tiza y blanca tienen tasas globales de fecundidad inferiores al promedio nacional
(3.3 y 2.8, respectivamente). El comportamiento de las tasas brutas de natalidad
-estimadas a partir de la información del número de nacidos vivos del censo de
población correspondiente al año anterior a la aplicación del censo– tiene un pa-
trón similar al encontrado en la tasa global de fecundidad. Así, las poblaciones
indígenas y afroecuatorianas presentan tasas mayores a aquellas de las poblacio-
nes blancas y mestizas (7.8, 6.7, 5.7 y 5.2 nacidos vivos por cada mil habitantes,
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Gráfico 2. Tasa global de fecundidad, 1950-2000

Fuente: INEC, Ecuador: Estimaciones y Proyecciones de Población 1950-2025. Elaboración: el autor.

    



respectivamente). La población negra tiene una tasa de 7.2 y la mulata de 6.3,
cifras que se encuentran sobre el promedio nacional de 5.9 nacidos vivos por ca-
da mil habitantes.

La reducción de las tasas de fecundidad se ha reflejado también en un me-
nor tamaño de los hogares. Así, solo entre 1990 y 2001, el tamaño medio de los
hogares ecuatorianos se redujo de 4.7 a 4.2 miembros.

Conocimiento y uso de métodos anticonceptivos

El ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos subraya que la pareja y, en
particular las mujeres, controle su propia fecundidad de manera segura y eficaz,
optando tener hijos cuando lo deseen, previniendo embarazos no deseados y lle-
vando a término los embarazos deseados (Oviedo, 2003). El ejercicio de este de-
recho tiene como elemento esencial la difusión de los métodos de anticoncep-
ción. Aunque el conocimiento y uso de métodos anticonceptivos ha crecido en
las últimas décadas, persisten aún grandes contrastes entre grupos sociales que
coadyuvan a explicar las diferencias en las tasas de fecundidad6. Efectivamente,
según la encuesta de condiciones de vida de 1999, el 67% de las mujeres rurales
en edad fértil conocen algún método anticonceptivo y el 56% de las mujeres ru-
rales casadas o unidas no usan ninguno de los métodos posibles. Los porcentajes
correspondientes para las mujeres urbanas son 92% y 37%, respectivamente. Es-
tos indicadores son particularmente preocupantes en el caso de las mujeres indí-
genas (de habla nativa) y representan el 34% y 82%, respectivamente. Asimis-
mo, se observa una gran diferencia entre distintos estratos socio-económicos.
Entre las mujeres del 10% más pobre de la población los porcentajes correspon-
dientes de conocimiento y uso de anticonceptivos son 48% y 71%, mientras en
las mujeres del decil más rico son 93% y 32% (ver tabla 2).

Este patrón ayuda a explicar el hallazgo de la ENDEMAIN de 1999 que so-
lo el 62.5% de los nacimientos en los 5 años previos a la encuesta haya sido de-
seado y planeado, el 17.3% deseado pero no previsto y el 20.2% no deseado (CE-
PAR, 2000). Esta última categoría es mayor en las mujeres de las áreas rurales
(23.6%) y en mujeres sin nivel alguno de instrucción (35.2%). Un grupo particu-
larmente vulnerable al riesgo de embarazo no deseado y al contagio de infecciones
de transmisión sexual y VIH/SIDA es el conformado por las mujeres jóvenes. Se-
gún la ENDEMAIN 2004, el porcentaje de mujeres entre 15 y 24 años de edad

206

Mauricio León Guzmán

6 Según CEPAR (2000; 2005), la prevalencia de uso de métodos anticonceptivos en las mujeres en edad fér-
til casadas o unidas aumentó de 52.9% en 1989 a 65.8% en 1999 y a 72.7% en 2004. En 1979, esta ta-
sa era de 33.6%.

     



que ha tenido al menos una relación sexual aumentó de 40.7% en 1994 a 46.7%
en 2004. El 80% de las mujeres jóvenes con experiencia sexual tuvo relaciones pre-
maritales y apenas un 13.5% manifestó haber usado algún método anticoncepti-
vo en su primera relación sexual. El uso de anticonceptivos en la primera relación
sexual es incluso menor en las mujeres jóvenes rurales (8.6%), indígenas (4.9%) y
sin educación (4.0%). Aunque el uso de anticonceptivos en la primera relación se-
xual es bajo en general, las adolescentes entre 15 y 19 años presentan un porcen-
taje mayor respecto de las mujeres jóvenes entre 20 y 24 años (16.4% y 12.1%,
respectivamente), lo cual, probablemente, refleja un creciente acceso a educación
sexual de las poblaciones más jóvenes. Por último, tres de cada cuatro (75.1%) y
nueve de cada diez (87.5%) mujeres adolescentes y jóvenes, respectivamente, con
experiencia sexual estuvieron alguna vez embarazadas. De éstas, en un poco más
del 40% el embarazo fue producto de relaciones premaritales.

Conocimiento sobre el VIH/SIDA e infecciones de transmisión sexual 

Hombres y mujeres tienen derecho a gozar de una vida sexual satisfactoria, segu-
ra y responsable, libre de infecciones de transmisión sexual y del VIH-SIDA, así
como a procrear hijos e hijas saludables. El desconocimiento y falta de acceso a
información y servicios de salud sexual y reproductiva afectan el cumplimiento
de este derecho.

Según el Programa Nacional del SIDA del Ministerio de Salud Pública, los
casos reportados de infectados con VIH/SIDA se han incrementado rápidamen-
te durante la década de los noventa. En efecto, el número acumulado de perso-
nas infectadas aumentó de 250 en 1990 a 5291 en 2003. De este total, el 25%
corresponde a mujeres. En consecuencia, la tasa de infectados por cada 100 mil
habitantes subió de 0.83 a 6.31 en igual período. Este resultado es consistente
con el incremento de la percepción del riesgo de infectarse con VIH/SIDA en-
tre las mujeres entrevistadas en las encuestas ENDEMAIN. En efecto, esta per-
cepción aumentó del 17.4% en 1999 al 25.7% en 2004 (CEPAR, 2005).

El aún poco uso de los métodos anticonceptivos hace que una fracción im-
portante de la población ecuatoriana sea vulnerable a contraer infecciones de
transmisión sexual, incluido el VIH-SIDA. De hecho, la mayor parte de las in-
fecciones de VIH/SIDA son transmitidas sexualmente. A pesar de que, según la
encuesta de medición de indicadores de la niñez y los hogares del año 2000
(EMEDINHO), cerca de tres, de cada cuatro personas, han oído hablar del SI-
DA, sabe que es contagioso y conoce que una persona que parece sana puede es-
tar contagiada (74.2%), todavía, aproximadamente, tres de cada diez (28.6%)
desconoce que esta enfermedad puede ser transmitida de la madre al hijo duran-
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Tabla 2
Indicadores de salud sexual y reproductiva según varias características (en porcentajes)

Lengua
No indígena 85.8 41.1 65.1 76.7 74.0 59.1 31.0

Indígena 33.8 82.1 15.5 57.6 54.0 44.6 19.4

Total 83.2 43.4 62.4 74.2 71.4 57.2 30.1

Autodefinición
Indígena 30.7 31.5 24.0 15.5

Afro 74.9 72.2 52.8 25.5

Mestizo 76.3 73.9 59.1 31.1

Blanco 81.2 75.6 62.1 35.6

Otro 66.0 63.1 64.0 19.8

Total 74.3 71.5 57.3 30.1

Sexo 
Hombre 75.2 72.4 58.3

Mujer 83.2 43.4 62.3 73.3 70.5 56.1 30.1

Total 83.2 43.4 62.4 74.2 71.4 57.2 30.1
Área de residencia
Urbana 91.8 36.5 74.4 84.0 79.4 62.7 34.8

Rural 67.1 55.7 40.9 54.9 55.7 46.3 19.0

Total 83.2 43.4 62.4 74.2 71.4 57.2 30.1

Deciles de
consumo/ingreso 
10% más pobre 48.0 71.2 26.4 56.7 58.1 46.1 22.1

2 67.9 61.4 33.4 58.9 59.6 45.7 20.6
3 79.3 49.1 49.7 66.4 67.7 53.1 21.1
4 80.5 38.4 56.0 68.4 68.9 56.2 24.1

5 85.9 40.6 60.3 71.2 69.7 54.4 23.7

6 85.8 41.5 67.5 75.5 72.9 60.8 29.2
7 90.4 40.4 68.2 77.5 74.3 58.3 34.6
8 92.8 34.7 75.8 81.5 77.2 59.9 33.4

9 92.8 37.0 76.9 85.0 80.2 66.0 39.2

10% más rico 93.0 32.1 88.4 90.3 79.3 65.4 46.7

Total 83.1 43.4 62.3 74.4 71.6 57.4 30.2

Fuentes: (a) INEC, ECV 1999; (b) INEC, EMEDINHO, 2000; (c) INEC, SPEH, 2003. Elaboración:
STFS-SIISE.
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te el parto y un poco más de cuatro de cada diez desconoce las prácticas sexua-
les seguras para protegerse del SIDA y otras infecciones de transmisión sexual. El
grado de conocimiento o desconocimiento varía entre los grupos de la pobla-
ción, siendo nuevamente las poblaciones indígenas, rurales y pobres las menos
informadas (ver tabla 2). Según la ENDEMAIN 2004, el 62.5% de las mujeres
en edad fértil tienen conocimiento espontáneo sobre el VIH/SIDA, cifra que se
reduce significativamente en el caso del conocimiento de las infecciones de trans-
misión sexual como la sífilis (28.0%), gonorrea (36.3%) y hepatitis B (2.7%).
Nuevamente, las mujeres campesinas, indígenas y con menor educación presen-
tan un mayor desconocimiento.

Violencia intrafamiliar

La violencia familiar, incluida la violencia sexual, afecta la salud y la vida de un
número importante de mujeres en el país. Este tipo de violencia constituye una
barrera social que obstaculiza la participación de las mujeres en la toma libre de
decisiones al interior del hogar sobre aspectos que afectan su vida como es el ca-
so de su salud sexual y reproductiva. Si bien, es plausible pensar que las encues-
tas subregistran la violencia, es importante señalar que según la ENDEMAIN de
1999, tres de cada diez mujeres en edad fértil declaran que sufrieron al menos
una agresión causada por algún familiar. Asimismo, una de cada cinco mujeres
casadas o unidas reconoce que fue víctima de violencia por parte de la pareja. De
acuerdo a la ENDEMAIN de 2004, el 27.7% de las mujeres en edad fértil ha re-
cibido maltrato físico antes de cumplir 15 años de edad y el 24.9% maltrato psi-
cológico. Aproximadamente, tres de cada diez mujeres que tiene o ha tenido pa-
reja, novio o enamorado sufrió actos de violencia por parte de su pareja en los
doce meses previos a la realización de la encuesta. En particular, una de cada tres
mujeres con pareja fue obligada a tener relaciones sexuales. Finalmente, el 7% de
las mujeres en edad fértil manifestó que fue violada con penetración y el 4% vio-
lada sin penetración en algún momento en el transcurso de su vida.

Demanda de servicios de salud 

El acceso a los servicios de salud es fundamental para mejorar las condiciones ge-
nerales de salud de la población, así como para garantizar los derechos sexuales
y reproductivos. En esta sección se analizan tres indicadores de la demanda de
las mujeres por servicios de salud reproductiva que afectan la tasa de mortalidad
materna y se describe un modelo estadístico de los determinantes de la deman-
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da de atención de salud durante el parto. Se evidencia aquí también la existen-
cia de profundas disparidades en el acceso a servicios de salud materna entre mu-
jeres provenientes de distintos grupos sociales.

Atención institucional del parto

La atención institucional del parto es importante para reducir la mortalidad ma-
terna e infantil en la medida en que garantiza una atención profesional en los ca-
sos en que se presentan complicaciones durante el parto y post-parto como he-
morragias y obstrucciones. De acuerdo a las encuestas de demografía y salud ma-
terna e infantil, el porcentaje de mujeres en edad fértil que ha recibido atención
institucional durante el parto ha aumentado, en los últimos años, al pasar de
63.5% en 1994 a 74.7% en 2004 (CEPAR, 2004). La encuesta de empleo del
INEC del año 2003 proporciona un porcentaje mayor. Según esta fuente esta-
dística, el 84.4% de las mujeres ecuatorianas de 12 años o más que tuvieron al
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Tabla 3
Atención institucional del parto de mujeres mayores de 15 años que tuvieron
al menos un hijo nacido vivo entre 1999 y 2003 (en porcentaje)

Centros

públicos o Centros Centros

privados públicos privados Casa Comadrona

Autodefinición

(15 años o más) 

Indígena 44.6 35.9 8.7 47.8 7.6

Afro 80.4 65.4 15.1 17.3 2.3

Mestizo 88.4 63.2 25.2 9.2 2.4

Blanco 91.2 65.7 25.5 7.3 1.5

Otro 71.6 36.6 35.0 7.6 20.9

Total 84.4 61.1 23.3 12.8 2.8

Área de residencia

Urbana 93.7 66.8 26.9 4.8 1.5

Rural 67.1 50.4 16.7 27.8 5.1

Total 84.4 61.0 23.3 12.8 2.8

Fuente: INEC, SPEH, 2003. Elaboración: STFS-SIISE.
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menos un hijo entre 1999 y 2003 recibió atención institucional del parto, ya sea
en centros de salud públicos o privados. Sin embargo, las poblaciones indígena
y rural muestran tasas de atención institucional del parto muy inferiores al pro-
medio del país y que las tasas correspondientes a las poblaciones blanco-mesti-
zas. La población afroecuatoriana, por su parte, presenta también una tasa infe-
rior pero cercana al promedio nacional. La mayor parte de las mujeres afroecua-
torianas, al igual que las blanco-mestizas, es asistida por centros de salud públi-
cos. En cambio, las mujeres indígenas paren, primordialmente, en su casa. El se-
gundo lugar que escogen para parir las afroecuatorianas es su casa, a diferencia
de las mujeres blanco-mestizas que escogen los centros privados de salud y que
las indígenas que escogen los centros de salud públicos (ver tabla 3).

Controles del embarazo

La realización de controles durante el embarazo es también fundamental para re-
ducir la mortalidad materna e infantil puesto que permite detectar oportunamen-
te complicaciones que se presentan durante el embarazo como las toxemias y las
infecciones del aparato genito-urinario. Asimismo, los controles prenatales son
necesarios para educar a las madres sobre la importancia de la atención profesio-

nal o calificada durante el parto
(SIISE, 2003). Según las encuestas
ENDEMAIN, el porcentaje de
mujeres en edad fértil que recibió
atención prenatal se incrementó de
74.7% a 84.2% entre 1994 y 2004
(CEPAR, 2005). Por otra parte, se-
gún la encuesta de empleo de
2003, el 54.3% de las mujeres en
estado de lactancia declaró haberse
realizado cinco o más controles du-
rante el embarazo. Este número es
el establecido como mínimo por el
Ministerio de Salud Pública del
Ecuador. El porcentaje de mujeres
indígenas, afroecuatorianas y rura-
les que se realizaron cinco o más
controles es muy inferior a la cifra
nacional (23.5%, 44.3%, 37.1%,
respectivamente (ver tabla 4).
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Tabla 4
Porcentaje de mujeres que tuvieron cinco
zo más controles durante el embarazo

Autodefinición (15 años o más) %

Indígena 23.5

Afro 44.3

Mestizo 59.6

Blanco 51.5

Otro 86.4

Total 54.3

Área de residencia

Urbana 66.5

Rural 37.1

Total 54.3

Fuente: INEC, SPEH, 2003.
Elaboración: STFS-SIISE.

         



Prevención del cáncer cérvico-uterino 

El cáncer del cuello uterino es causa de enfermedad y muerte entre las mujeres7.
No obstante, según la encuesta de condiciones de vida de 1999 solo seis de ca-
da diez mujeres unidas o casadas se ha realizado el examen de Papanicolau algu-
na vez. Nuevamente, las mujeres indígenas, rurales y pobres presentan las cifras
más bajas (15.5%, 40.9% y 26.4%, respectivamente). Asimismo, según la EN-
DEMAIN de 1999, solo el 22.6% de las mujeres en edad fértil se ha realizado
alguna vez el auto-examen del seno y apenas el 5.1% una mamografía.

Determinantes de la demanda de atención de salud en el parto 

Vos et al (2004) estiman un modelo econométrico logit multinomial de deman-
da de atención institucional del parto (ver anexos 1 y 2). Este tipo de modelo
permite medir la probabilidad de demandar distintas opciones de un determina-
do servicio. En este caso, se modelan los factores que determinan la probabilidad
de que una mujer escoja entre no demandar atención institucional en el parto,
demandar servicios de salud públicos o demandar servicios de salud privados.
Entre los factores determinantes los autores incluyen aquellos asociados a las ca-
racterísticas personales de la madre, las características del hogar y diversas varia-
bles médicas (ver anexo 3). Los resultados de las características personales de la
madre muestran que ser una madre indígena incrementa la probabilidad de te-
ner un parto no atendido profesionalmente (ver anexo 2). Las madres indígenas
prefieren prácticas tradicionales de parto atendidas por individuos diferentes a
los profesionales de la salud. En cambio, ser una madre no indígena incrementa
tanto la probabilidad de demandar servicios de salud públicos como la probabi-
lidad de demandar servicios de salud privados. La educación de la madre es al-
tamente significativa pero tiene un efecto modesto. A mayor nivel de educación
disminuye la probabilidad de tener un parto sin atención profesional e incre-
menta la demanda de servicios privados y públicos. La significación simultánea
del consumo per cápita y la educación indica que también hay efectos no econó-
micos que subyacen esta relación. En el caso en que existan diferencias impor-
tantes de calidad entre los servicios públicos y privados, según el modelo se es-
peraría que las madres más educadas y, por tanto, con mejor información, pre-
fieran estos últimos.

212

Mauricio León Guzmán

7 Según CEPAR (2000) es la principal causa de muerte por cáncer. Sin embargo, de acuerdo a las estadísti-
cas vitales del INEC del año 2002, el cáncer del estómago y del seno tienen una mayor prevalencia.

      



Los efectos de las características del hogar sobre la elección de los servicios
de parto indican que la residencia en el área urbana disminuye la probabilidad
de no atención del parto e incrementa la demanda de servicios públicos y pri-
vados. Esto evidencia que el residir en las urbes permite un mayor acceso a los
servicios de salud para el parto. Asimismo, el residir en regiones distintas a la
Amazonía disminuye la probabilidad de no atención del parto e incrementa la
provisión de servicios públicos y privados. El incremento resultante en la de-
manda de atención profesional es más fuerte para la provisión privada que pa-
ra la pública.

Mientras mejor es la condición económica de los hogares (medida por los
niveles de consumo), es más probable que una madre esté dispuesta a usar y pa-
gar por los servicios médicos disponibles. Igualmente, si se percibe que la calidad
de los servicios privados es mejor que la de los servicios públicos, los grupos de
más altos ingresos probablemente preferirán usar los servicios de salud privados.
En efecto, los resultados del modelo indican que a mayor consumo per cápita se
incrementa la demanda de servicios privados, se reducen los partos no atendidos
y no se producen cambios sustanciales en la demanda de atención pública. Se-
gún Vos et al. (2004), este resultado puede indicar que las ecuatorianas están dis-
puestas a cambiarse inmediatamente a servicios privados antes que a servicios
públicos debido a que perciben que la atención pública de salud es de menor ca-
lidad. Una implicación importante de política sería que un programa de trans-
ferencias en efectivo no condicionadas tendería a incrementar la demanda de
atención privada de salud. En contraste, una transferencia monetaria condicio-
nada (como el Bono de Desarrollo Humano, BDH) incrementaría el acceso a
servicios públicos de atención de salud debido a la condicionalidad y no al in-
greso adicional recibido.

En las variables médicas se tiene que el efecto cuantitativo de la disponibi-
lidad promedio de personal médico en los servicios de salud públicos es más bien
pequeño. Un aumento de la oferta de trabajadores de salud (por 100 mil habi-
tantes) incrementa poco la demanda de atención pública y disminuye ligeramen-
te la demanda de servicios privados y la no demanda de atención. Vos et al.
(2004) manifiestan que estas estimaciones requieren ser tomadas con cierta pre-
caución, pero lo que parece seguro es que la ampliación de la oferta de trabaja-
dores de la salud tendrá un impacto muy limitado sobre la demanda de cuidado
de la salud materna. La afiliación al sistema de seguridad social (Instituto Ecua-
toriano de Seguridad Social y Seguro Social Campesino) incrementa la probabi-
lidad de elegir atención pública. El efecto, sin embargo, es pequeño y es com-
pensado parcialmente por una menor demanda de servicios privados. Por lo tan-
to, Vos et al. (2004) concluyen que la expansión del seguro de salud público no
tendrá un gran impacto por sí mismo sobre la demanda de atención profesional
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del parto. Los partos prematuros disminuyen la probabilidad de no atención, re-
sultando en un incremento muy similar de la intervención privada y pública. En
el caso de un parto prematuro, las madres pueden desear no correr riesgos y re-
querir asistencia profesional. Los controles prenatales provocan una importante
reducción de la probabilidad de que el parto no reciba atención, un fuerte incre-
mento en la demanda de la provisión pública y un aumento moderado de la pro-
visión privada (ver anexo 2). Los controles prenatales pueden indicar una mayor
preferencia de las madres por la atención profesional a lo largo de todo el emba-
razo, así como también la existencia de servicios institucionales que proveen ta-
les atenciones.

En suma, el modelo confirma que las mujeres indígenas, rurales, con poca
educación y de escasos recursos tienen menor probabilidad de acceder a atención
institucional del parto, lo que sugiere la existencia de procesos de exclusión so-
cial hacia estos grupos de población debido a barreras culturales, geográficas, so-
ciales y económicas. Se requiere entonces de intervenciones específicas que am-
plíen el acceso de estas mujeres a los servicios de salud y que se promuevan el
ejercicio de este derecho. Una mayor cobertura del aseguramiento de salud au-
mentaría la demanda de atención pública del parto, pero modestamente. Otro
resultado relevante del modelo es que el incentivo de la demanda de controles
prenatales puede tener un efecto importante en la demanda de atención institu-
cional del parto. Por lo tanto, es necesario fortalecer aquellos programas dirigi-
dos a incentivar directa o indirectamente los chequeos de salud durante el em-
barazo como, por ejemplo, el Programa de Maternidad Gratuita, el Programa de
Alimentación y Nutrición (PANN 2000) y el Bono de Desarrollo Humano. La
cobertura actual de estos programas se describe en la siguiente sección.

Programas dirigidos a las madres embarazadas

En esta sección se analiza la cobertura de un grupo de programas sociales imple-
mentados por el estado ecuatoriano y que benefician principalmente a las muje-
res embarazadas, en estado de lactancia y con hijos e hijas menores de 5 años. Se
discute el acceso a seguridad social, el Programa de Maternidad Gratuita, el Bo-
no de Desarrollo Humano y el Programa Nacional de Alimentación y Nutrición.
Como se resaltó en la sección anterior, estos programas pueden contribuir signi-
ficativamente a incrementar la demanda de controles prenatales y de atención
institucional del parto. Se resaltan también las diferencias de acceso entre distin-
tos grupos sociales.
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Programa de maternidad gratuita 

Un avance importante hacia la realización de los derechos sexuales y reproducti-
vos como la universalización del acceso a servicios de salud reproductiva fue la
promulgación de la Ley de Maternidad Gratuita y Atención Infantil en 1998. El
programa contempla un amplio número de prestaciones (actualmente 43) tales
como control prenatal, parto, cesárea, emergencias obstétricas, detección opor-
tuna del cáncer ginecológico, planificación familiar, atención a los recién naci-
dos/as normales y con patologías, transfusiones sanguíneas y paquetes globula-
res, atención de enfermedades de transmisión sexual (excepto SIDA), atención a
niños y niñas menores de 5 años en la enfermedades prevalentes en la infancia
(UNFPA-CONAMU, 2004). Aunque se ha adelantado significativamente en su
implementación, son aún muy pocas las mujeres que conocen los derechos con-
sagrados a través de este cuerpo legal. Así, según la encuesta de empleo del INEC
de noviembre de 2003, la cual introdujo una serie de preguntas sobre acceso a
programas sociales, solo tres de cada diez mujeres en edad fértil conoce los dere-
chos establecidos en dicha ley. Las mujeres indígenas, afrodescendientes, rurales
y de estratos pobres conocen de la ley en una proporción mucho menor que el
promedio nacional, siendo por ende la difusión de la ley y de la cobertura en es-
tos grupos uno de los desafíos pendientes.

La aplicación de la Ley de Maternidad Gratuita se ve afectada además por
la creciente privatización de facto de la provisión de salud en el Ecuador (STFS-
SIISE, 2004; Vos et al., 2004)8, la reducción de la jornada laboral de los médi-
cos a solo cuatro horas y la política de recuperación de costos que se implemen-
tó en el sector salud simultáneamente a su promulgación. Todo esto afecta tan-
to la oferta como la demanda de los servicios de salud pública. Respecto al pri-
mer punto, por ejemplo, el número de camas de hospital del Ministerio de Sa-
lud Pública por cada 100 mil habitantes se redujo de 9.5 en 1980, a 7.6 en la
década de los noventa y a 6.3 en 2001. En contraste, el número de camas de hos-
pital del sector privado aumentó de 2.5 a 3.0 y a 4.7 en ese mismo período (ver
gráfico 3). Asimismo, el número de médicos del sector público por cada 10 mil
habitantes se incrementó de 6.2 en 1981 a 7.7 en 1990 y a 8.0 en 2001. En cam-
bio, el crecimiento del número de médicos del sector privado fue mucho más rá-
pido, especialmente en la década de los noventa. Este se incrementó de 1.8 a 1.9
y a 7.9 por cada 10 mil habitantes entre esos mismos años (ver gráfico 4).
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8 La privatización de facto se refiere a la creciente participación relativa de los servicios y personal médico
privado en la última década (Vos et al., 2004).
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Personal médico público y privado por 10 mil habitantes

Fuente: INEC, Anuarios de recursos y actividades de salud. Elaboración: STFS-SIISE.
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Aseguramiento

La cobertura de aseguramiento es baja en el Ecuador. De acuerdo a la encuesta
de empleo de 2003, solo el 17.2% de la población total tiene acceso a algún ti-
po de aseguramiento: privado, Seguro Social General, Seguro Social Campesino,
Seguro Social de las Fuerzas Armadas y la Policía, medicina preventiva. Al igual
que otros indicadores, en este caso se observan también diferencias entre distin-
tos grupos socioeconómicos. Las poblaciones indígena y afroecuatoriana tienen
menores coberturas de aseguramiento que el promedio nacional y que la mayo-
ría blanco-mestiza. Asimismo, las mujeres y quienes residen en el campo tienen
menores coberturas, debido fundamentalmente a su menor inserción en el sec-
tor formal de la economía (ver tabla 5).
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Tabla 5
Aseguramiento de la población

Autodefinición (15 años o más) %

Indígena 14.4

Afro 18.6

Mestizo 22.5

Blanco 27.4

Otro 16.4

Total 22.1

Sexo (población total)

Hombre 19.3

Mujer 15.2

Total 17.2

Área de residencia (población total)

Urbana 18.5

Rural 14.8

Total 17.2

Fuente: INEC, SPEH, 2003.
Elaboración: STFS-SIISE.

        



Bono de Desarrollo Humano (BDH)

El Bono de Desarrollo Humano es el nombre que adoptó el programa Bono So-
lidario desde julio de 2003, fecha en la que implementó una reforma en su con-
cepción y un proceso de refocalización de beneficiarios basado en los quintiles 1
y 2 del SELBEN (Sistema de selección de beneficiarios de programas sociales),
mecanismo de focalización individual administrado por la Secretaría Técnica del
Frente Social que se sustenta en una encuesta de caracterización socioeconómi-
ca a partir de la cual se construye un índice de bienestar que clasifica a las fami-
lias según su nivel de pobreza. Los quintiles 1 y 2 de SELBEN están conforma-
dos por, aproximadamente, las 1 millón 200 mil familias más pobres. El benefi-
cio que otorga el BDH a las madres beneficiarias consiste en una transferencia
monetaria de 15 dólares mensuales condicionada a la matrícula y asistencia es-
colar de los hijos e hijas entre 6 y 15 años y a chequeos de salud periódicos de
los hijos e hijas menores de 5 años. El Bono Solidario era, en cambio, simple-
mente una transferencia monetaria sin condicionamiento alguno a sus beneficia-
rios, que se basó en una focalización por auto selección. No obstante, hasta ini-
cios de 2005 el programa no implementaba un mecanismo de control de la con-
dicionalidad. Apenas se habían realizado varios pilotajes.

En la tabla 6 se observa que según la autodefinición étnica, las poblaciones
indígena y afroecuatoriana tienen coberturas, relativamente, mayores del BDH
que las poblaciones mestiza y blanca (27.7%, 21.8%, 17.6% y 13.1%, respecti-
vamente)9. Asimismo, la cobertura es mayor en el área rural y en los estratos más
pobres, constituyéndose en un programa pro-pobre. Es decir, se trata de un pro-
grama redistributivo en dos sentidos: primero, llega en mayor proporción a la
población más pobre y, segundo, está dirigido, mayoritariamente, a las mujeres.

Programa de Alimentación y Nutrición

El PANN 2000 es un programa nutricional del Ministerio de Salud Pública que
tiene dos productos alimenticios fortificados básicos: Mi Papilla y Mi Bebida. El
primero, está dirigido a niños y niñas entre 6 y 24 meses de edad y el segundo a
mujeres embarazadas o en período de lactancia. En la tabla 7 se presentan las ci-
fras correspondientes a Mi Papilla. Se observa que este programa tiene una co-
bertura proporcionalmente mayor en los grupos de niños y niñas que provienen
de hogares en que el jefe se autodefine indígena o afroecuatoriano que en los gru-
pos mestizos y blancos (35.4%, 36.8%, 31.9%, 30.3%, respectivamente). De
igual forma, beneficia relativamente más al área rural y a los estratos más pobres.
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Tabla 6
Beneficiarias(os)* del Bono de Desarrollo Humano 

Cobertura Beneficiarios Mujeres mayores Concentración Concentración

(5%) (No.) de 15 años beneficiarios población de

y ancianos BDH referencia

(No.) (%) (%)

Lengua

No indígena 17.4 757627 4361818 87.6 91.5%

Indígena 26.4 107334 407212 12.4 8.5%

Total 18.1 864962 4769030 100.0 100.0

Autodefinición

Indígena 27.7 100545 363423 11.6 7.6

Afro 21.8 39485 181163 4.6 3.8

Mestizo 17.6 669264 3811610 77.4 79.9

Blanco 13.1 52383 400831 6.1 8.4

Otro 28.6 3285 11467 0.4 0.2

Total 18.1 864962 4768494 100.0% 100.0

Sexo

Hombre 16.0 65474 410278 7.6 8.6

Mujer 18.3 799488 4358752 92.4 91.4

Total 18.1 864962 4769030 100.0 100.0

Área de residencia

Urbana 14.1 455255 3233903 52.6 67.8

Rural 26.7 409707 1535127 47.4 32.2

Total 18.1 864962 4769030 100.0 100.0

Deciles de ingreso

10% más pobre 34.7 139417 402002 16.1 8.6

2 32.3 137452 425581 15.9 9.1

3 30.9 132340 427708 15.3 9.1

4 25.9 114956 444601 13.3 9.5

5 24.3 111587 459278 12.9 9.8

6 19.5 90588 463454 10.5 9.9

7 12.6 61010 483187 7.1 10.3

8 8.8 46278 524217 5.4 11.2

9 4.9 24897 511522 2.9 10.9

10% más rico 1.2 6437 553651 0.7 11.8

Total 18.4 864962 4695200 100.0 100.0

* Mujeres de 15 años o más y ancianos(as) mayores de 65 años.
Fuente: INEC, Sistema Integrado de Encuestas de Hogares 2003. Elaboración: STFS-SIISE.
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Tabla 7
Beneficiarios del Programa PANN 2000, Mi Papilla

Cobertura Niños Población Concentración Concentración

(5%) Beneficiarios entre 6 y 24 programa población de

(No.) meses (%) referencia

(No.) (%)

Lengua jefe del hogar

No indígena 32.0 112616 352407 87.9 89.3

Indígena 36.6 15518 42409 12.1 10.7

Total 32.5 128135 394816 100.0 100.0

Autodefinición

jefe hogar

Indígena 35.4 14578 41181 11.4 10.4

Afro 36.8 7362 20019 5.7 5.1

Mestizo 31.9 96333 301854 75.2 76.5

Blanco 30.3 9400 31025 7.3 7.9

Otro 62.7 462 737 0.4 0.2

Total 32.5 128135 394816 100.0 100.0

Sexo

Hombre 32.6 64566 197797 50.4 50.1

Mujer 32.3 63569 197019 49.6 49.9

Total 32.5 128135 394816 100.0 100.0

Área de residencia

Urbana 27.2 67715 248657 52.8 63.0

Rural 41.3 60419 146158 47.2 37.0

Total 32.5 128135 394816 100.0 100.0

Deciles de ingreso

10% más pobre 43.8 22537 51470 17.9 13.3

2 41.3 21686 52542 17.3 13.6

3 35.0 17409 49767 13.9 12.8

4 36.1 15949 44208 12.7 11.4

5 33.2 13059 39350 10.4 10.2

6 30.5 12137 39792 9.7 10.3

7 29.0 9033 31177 7.2 8.0

8 21.2 7183 33899 5.7 8.7

9 14.8 3722 25118 3.0 6.5

10% más rico 14.5 2922 20198 2.3 5.2

Total 32.4 125637 387521 100.0 100.0

Fuente: INEC, SPEH, 2003. Elaboración: STFS-SIISE.
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Tabla 8
Beneficiarios del Programa PANN 2000, Mi Bebida

Cobertura Beneficiarios Población Concentración Concentración

(5%) (No.) entre 12 y 49 programa población de

años (%) referencia

(%)

Lengua

No indígena 25.2 82731 32 8600 87.8

89.2

Indígena 28.8 11504 39973 12.2 10.8

Total 25.6 94235 368573 100.0 100.0

Autodefinición

Indígena 26.5 10233 38618 10.9 10.6

Afro 37.8 6561 17342 7.0 4.7

Mestizo 24.1 67728 280884 72.5 76.9

Blanco 30.7 8490 27612 9.1 7.6

Otro 51.1 462 904 0.5 0.2

Total 25.6 93474 365361 100.0 100.0

Sexo

Hombre 0.0 0.0

Mujer 25.6 94235 368573 100.0 100.0

Total 25.6 94235 368573 100.0 100.0

Área de residencia

Urbana 21.4 46870 219313 49.7 59.5

Rural 31.7 47366 149260 50.3 40.5

Total 25.6 94235 368573 100.0 100.0

Deciles de ingreso

10% más pobre 37.8 18925 50117 20.6 13.8

2 26.9 12264 45636 13.3 12.6

3 27.7 13196 47635 14.4 13.1

4 32.4 12020 37076 13.1 10.2

5 24.0 8652 35980 9.4 9.9

6 24.4 9355 38285 10.2 10.6

7 23.6 7130 30224 7.8 8.3

8 14.0 4233 30319 4.6 8.4

9 12.5 3263 26163 3.6 7.2

10% más rico 13.7 2884 20984 3.1 5.8

Total 25.4 91922 362419 100.0 100.0

Fuente: INEC, SPEH, 2003. Elaboración: STFS-SIISE.

           



La tabla 8 presenta la cobertura del componente Mi Bebida del PANN
2000. Aquí se observa una mayor cobertura relativa de las mujeres embarazadas
y en estado de lactancia autodefinidas como afrodescendientes (37.8%). Le sigue
en importancia la cobertura de las mujeres autodefinidas como blancas (30.7%),
indígenas (26.5%) y mestizas (24.1%). También beneficia relativamente más al
área rural que a la urbana y a los estratos más pobres. En suma, el PANN 2000,
en sus dos componentes, tiende a beneficiar relativamente más a la población
afroecuatoriana que a la indígena, contrariamente a lo que sucede en el resto de
programas de protección social, en los que esta última tiene una mayor cobertu-
ra relativa.

En suma, en esta sección se observa que los programas focalizados benefi-
cian en mayor proporción a los grupos vulnerables y son por tanto pro-pobres,
mientras que los programas de carácter universal tienen aún limitaciones para,
efectivamente, universalizar sus prestaciones, particularmente en las poblaciones
rurales, indígenas y pobres. La suscripción de un convenio a finales de 2004 en-
tre el Programa de Maternidad Gratuita y el Seguro Social Campesino para ope-
rar a través de sus centros de salud es un mecanismo que propenderá a cerrar las
brechas sociales en el acceso a la salud entre las mujeres urbanas y rurales. El se-
guro social campesino es uno de los programas sociales más progresivos y pro-
pobres del país (Vos et al., 2003).

Conclusiones

Durante la década de los noventa, el Ecuador modificó su marco legal respecto
a la atención de la salud de las mujeres con el fin de acoger el enfoque de dere-
chos sexuales y reproductivos, siguiendo los compromisos de la Conferencia In-
ternacional sobre Población y Desarrollo de 1994 y de Beijing de 1995. La
Constitución Política y la ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia
son dos ejemplos fundamentales de estos cambios. Las instituciones públicas y
privadas también han ido incorporando este enfoque en sus políticas y progra-
mas. Sin embargo, el proceso se encuentra aún en ciernes y demanda un mayor
impulso. Varios son los retos aún pendientes para profundizar la garantía de los
derechos sexuales y reproductivos. Uno de ellos se refiere a priorizar las interven-
ciones en ciertos grupos vulnerables históricamente rezagados en sus logros so-
ciales como son los conformados por las poblaciones indígenas, afrodescendien-
tes, rurales y pobres. El modelo estadístico analizado en este ensayo confirma la
menor probabilidad que tienen las mujeres de estos grupos de población de ac-
ceder al parto institucional. Se trata entonces de cerrar brechas sociales remo-
viendo las barreras culturales, económicas y sociales que impiden el acceso a los
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servicios de salud, especialmente, los relacionados a salud sexual y reproductiva;
el acceso al conocimiento y al uso de métodos anticonceptivos, y a la salud ma-
terna e infantil. El énfasis en estos grupos coadyuvará a universalizar los derechos
sexuales y reproductivos.

Varios programas vienen funcionando en esta dirección, como son los casos
del Programa de Maternidad Gratuita, el Bono de Desarrollo Humano y el Pro-
grama de Alimentación y Nutrición. En particular, la implementación de la con-
dicionalidad en salud del Bono inducirá a que las madres de hogares pobres lle-
ven a sus hijos e hijas a chequeos periódicos en los centros de salud públicos. En
la medida en que éstos atiendan adecuadamente y proporcionen los alimentos
fortificados a los niños y niñas con desnutrición y anemia, se observará una me-
jora en la salud de la niñez. Por esta razón, es importante que este programa que
incentiva la demanda de salud esté coordinado con los programas organizados
desde la oferta como la maternidad gratuita, el PANN 2000, vacunación infantil,
entre otros. De igual forma, el sistema de salud debe aprovechar este incentivo a
la demanda para proveer también a la madre beneficiaria del Bono con informa-
ción sobre sus derechos sexuales y reproductivos, servicios de la planificación fa-
miliar y salud materna e infantil y educación sobre la prevención de las enferme-
dades de transmisión sexual. En particular, es necesario estimular la realización de
controles prenatales y la atención institucional del parto.

Finalmente, los resultados mostrados sugieren la existencia de una aparente
paradoja entre el mejoramiento de las condiciones de salud y un contexto de de-
sarticulación del estado. Vos et al. (2004) arriban también a conclusiones simila-
res en su análisis sobre la evolución de la mortalidad infantil. Según estos autores,
la paradoja se explicaría por el continuo mejoramiento de los niveles de educación
de la población, especialmente de las mujeres, la creciente urbanización del país,
el mejoramiento de las condiciones de saneamiento básico y la ampliación de las
mejores prácticas de salud sexual y reproductiva. Estos factores habrían contribui-
do a reducir las tasas de fertilidad, lo que a su vez coadyuvó en la reducción de la
mortalidad materna e infantil10. Es decir, todos estos aspectos han contrarestado
y superado los efectos adversos del debilitamiento del funcionamiento de los ser-
vicios de salud pública, que se expresa, entre otras cosas, por la creciente privati-
zación de facto del sistema de salud11. Otro desafío de política pública, entonces,
consiste en reformar el sistema público de salud de tal forma que contribuya de
mejor forma a acelerar las tendencias positivas en la salud de población ecuatoria-
na. La Ley de Maternidad Gratuita es, justamente, un esfuerzo en esa dirección.
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10 A estos factores habría que agregar también la creciente participación femenina en el mercado laboral, lo
cual tiende a afectar las preferencias por el número de hijos.

11 Una hipótesis a ser investigada con mayor profundidad consiste en postular que la continua mejoría de las
condiciones de salud se debe en buena parte a un mayor gasto de bolsillo en salud por parte de los hogares.
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Introducción

La Plataforma de Beijing se propuso asegurar la igualdad de acceso a la educa-
ción, la eliminación del analfabetismo, la erradicación de la discriminación en el
sistema educativo, entre otros objetivos (CONAMU, 2004). Efectivamente,
muchos estudios en el Ecuador encuentran que la brecha de género en educa-
ción se ha cerrado y que las disparidades de género, en esta área, no representan
un grave problema. Este estudio plantea que dicha afirmación es una verdad a
medias. La brecha parece haberse cerrado en ciertos aspectos (en especial en el
acceso a los servicios), pero se mantiene en otras dimensiones. En este estudio se
presenta una evolución de la situación educativa de las mujeres durante la déca-
da de los noventa. Para ello, a continuación, se hace una síntesis de los estudios
sobre la educación y las mujeres realizados en el Ecuador en la última década.
Una vez ubicado el debate se presenta evidencia empírica fresca para contrastar
y enriquecer la discusión teórica. Con esta información, se realiza un análisis de
la situación educativa de las mujeres tanto en términos de acceso como en tér-
minos de calidad. El estudio sobre la calidad abarca temas como la eficiencia in-
terna y externa de la educación así como la eficacia del sistema escolar. Se anali-
za también, desde un punto de vista cualitativo, la segregación de las opciones
educativas en función del tipo de carreras universitarias elegidas por las mujeres
en comparación con las de los hombres. Uno de los hallazgos importantes de es-
te estudio es que se observa una tendencia contrapuesta en los retornos educati-
vos entre hombres y mujeres durante la década de los noventa. Mientras que en

Mujeres y educación

Juan Ponce y Silvia Martínez1

1 Juan Ponce es profesor investigador de FLACSO, Sede Ecuador y Silvia Martínez es estudiante de la maes-
tría de economía de FLACSO, Sede Ecuador.

     



el caso de los hombres los retornos se incrementan, entre las mujeres éstos tien-
den a disminuir. Lo anterior parece insinuar que los mayores niveles de acceso
de las mujeres a la educación no tienen una contraparte en el mercado laboral;
es decir, la demanda de trabajo para las mujeres no logra absorber a la nueva ma-
no de obra calificada incorporada. 

Ubicando el debate

En la literatura ecuatoriana existe un reconocimiento generalizado de que la re-
ducción de la brecha en educación es uno de los mayores logros de las mujeres
en el Ecuador en las últimas décadas. En efecto, varios autores han subrayado que
no existen mayores disparidades entre géneros en cuanto al acceso a la educación
en todos los niveles (Prieto, 1997; STSF, 1998; Vos y Ponce, 2004). Sin embar-
go, de lo anterior, existen algunos elementos que matizan esta afirmación. Por un
lado, este logro de las mujeres no ha sido igual para todas. Las mujeres indígenas
y de las zonas rurales presentan una situación de desventaja preocupante; sus ni-
veles de acceso son exageradamente inferiores a los de la media nacional (STFS,
1998). Por otro lado, se observan importantes diferencias en las opciones de es-
tudio entre hombres y mujeres a nivel universitario (Troya, 1998)2.

A pesar de esta reducción de la brecha en cuanto a acceso a la educación, las
mujeres obtienen trabajos menos calificados, más informales y subsiste una dis-
criminación de género en la remuneración laboral, aun cuando, respecto a la po-
blación económicamente activa, ellas poseen un mejor nivel educativo que los
hombres, tendencia que ya había sido reportado como una característica de las
mujeres durante la década de los ochenta (Luna, 1992). En esta línea, Carolina
Reed desarrolló un índice de discriminación de género en la remuneración labo-
ral que muestra como, independientemente del avance de las mujeres en cuanto
a acceso a la educación, aún continúan recibiendo remuneraciones por debajo del
nivel de sus pares masculinos (Reed, 1997); esta diferencia es imputable a su con-
dición de mujer. Otros estudios, confirman dicha discriminación (ver por ejem-
plo, Larrea, 1997; Samaniego y otros, 1999). Lo anterior significa que pese a los
importantes incrementos en los niveles educativos de las mujeres, dado por esta
mejora en el acceso, sus remuneraciones en el mercado laboral permanecen por
debajo de las de los hombres. Pese a la persistencia de esta forma de discrimina-
ción, el mayor acceso a la educación por parte de las mujeres ha tenido efectos po-

228

Juan Ponce y Silvia Martínez

2 Según este estudio, la matrícula femenina tiende a focalizarse especialmente en las carreras de educación
y humanidades y está sobrepresentada en carreras relacionadas con las Ciencias Naturales, Ingeniería y
Agricultura (Troya, 1998). 

     



sitivos en otras áreas importantes del desarrollo social en el Ecuador. Por ejemplo,
Carlos Larrea, por medio de un análisis a nivel cantonal, muestra que cantones
con menores diferencias de género en educación (medidas a través de un índice
de diferencias de género en educación3) tienen menores tasas de mortalidad infan-
til y menores niveles de indigencia. Asimismo este autor establece que existe una
relación inversa entre fecundidad y escolaridad femenina (Larrea, 1997).

En cuanto al aprovechamiento y rendimientos, tampoco se encuentran di-
ferencias importantes entre hombres y mujeres. Por el contrario, investigaciones
anteriores muestran pequeñas diferencias a favor de las mujeres. Ellas tendrían
menores niveles de deserción en las zonas rurales (STFS, 1998) y mejores nive-
les de rendimiento en pruebas de medición de logros. Sin embargo, de lo ante-
rior, existe un grave problema en términos de pertinencia y de contenidos curri-
culares y de los textos escolares. Investigaciones sobre este tema muestran la pre-
sencia de un fuerte contenido sexista en los textos escolares del país (Robalino,
1992). Desde este punto de vista el sistema educativo ejerce un rol legitimador,
reproductor y transmisor de creencias sobre el orden social, los roles y los este-
reotipos sexuales, relegando a las mujeres a funciones reproductivas en el hogar
y a funciones productivas tradicionalmente femeninas como una extensión de las
labores domésticas, las cuales son desvalorizadas socialmente y se encuentran en
los estratos más desventajosos del mercado laboral. En los textos y materiales di-
dácticos, se transmiten estereotipos polarizados como referentes que influyen en
la auto-percepción e identidad femenina. La enseñanza y el uso del lenguaje se
basa en un modelo androcéntrico para representar a la humanidad, tanto en ilus-
traciones como en el uso del género gramatical masculino. Se encasilla el papel
femenino en torno al hogar, restringiendo sus posibilidades intelectuales y elec-
ciones profesionales. Se omite la contribución de la mujer en los procesos histó-
ricos y al desarrollo de la sociedad. No se orienta a las niñas sobre la capacidad
de desarrollo individual diverso y multidimensional de las mujeres ni se las pre-
para frente a los retos sociales. Las prácticas docentes también transmiten nor-
mas, valores y costumbres que asignan comportamientos y valores diferenciados.
Por ejemplo, en un estudio realizado sobre el profesorado, se encontró que el
30% de los docentes orientaba a los estudiantes a seguir “carreras propias de su
sexo”, además, el 72% desconocía el rol de las mujeres en la electrónica y creían
que las niñas son mejores en lenguaje y los niños mejores en ciencias exactas (Ro-
balino, Villanueva e Isch, 1992). En la actualidad, en respuesta a esta problemá-
tica, en la mayoría de las escuelas, se plantea la adopción de un modelo coedu-
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3 Este índice desarrollado por Reed (1997) se construyó utilizando análisis de componentes principales y es
una combinación lineal de las diferencias entre hombres y mujeres en las siguientes variables: tasa de anal-
fabetismo, años de escolaridad, población con formación universitaria, y tasas de matrícula para la prima-
ria y la secundaria.
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cativo que consiste en la derogación de distinciones sexuales en cuanto a activi-
dades, comportamientos y aptitudes. Finalmente, existe evidencia que las muje-
res participan más activamente en los organismos estudiantiles, pero que, sin em-
bargo, sienten mayor represión e inseguridad de su capacidad (Luna, 1992).

En la siguiente parte de este ensayo se intenta contextualizar el debate con
base en información empírica sobre la situación educativa de las mujeres en el
Ecuador y su evolución en la década de los noventa.

Acceso de las mujeres a la educación

En general los indicadores de educación del Ecuador tienen una considerable
mejora durante las cinco últimas décadas. Por ejemplo, el grado medio de esco-
laridad de la población de 24 años y más, pasó de 2.3 en 1950 a 7.3 en 2001.
Un avance similar se observa en la reducción del analfabetismo. En este caso, la
tasa de analfabetismo para la población de 15 años de edad y más pasó de 44%
en los años 1950 al 9% a principios del nuevo milenio (ver tabla 1). 

Sin embargo, de estos importantes avances a nivel nacional, uno de los rasgos ca-
racterísticos del sistema educativo ecuatoriano, cuya estructura actual se configu-
ró con la reforma educativa de los años sesenta, es su carácter poco equitativo.
En efecto, el tipo de sistema educativo implantado en el país favoreció funda-
mentalmente a las clases medias y altas de la sociedad urbana y excluyó de sus

Juan Ponce y Silvia Martínez

Tabla 1 
Porcentaje de analfabetos* y grado medio de escolaridad** 

Año Analfabetismo Escolaridad

1950 44.2 2.3

1962 32.5 2.9

1974 25.8 3.6

1982 16.2 5.1

1990 11.7 6.7

2001 9.0 7.3

*Población de 15 años y más.
**Población de 24 años y más.

Fuente: INEC, Censos de población y vivienda, varios años.
Elaboración: SIISE. 

     



beneficios a amplios sectores del campo, las mujeres y los pueblos indios y ne-
gros. Así por ejemplo, el nivel de analfabetismo entre las mujeres es del 10%,
mientras entre los hombres es del 7.7%. Entre los indígenas es del 28%, mien-
tras entre los no indígenas es del 7.6% (ver tabla 2).

Los indicadores presentados señalan un rezago en los niveles educacionales de las
mujeres. La situación es mucho más grave cuando se combinan categorías. Por
ejemplo, la situación de las mujeres del área rural, o de las mujeres indígenas es
mucho peor que el promedio nacional o que la situación de los hombres urba-
nos. Lo que se quiere demostrar en esta parte es la existencia de importantes ine-
quidades en los logros alcanzados por el sistema educativo en las últimas décadas.

Aunque aún se mantienen diferencias importantes entre hombres y muje-
res en cuanto a los niveles educativos alcanzados, en la actualidad, en términos
de acceso a la educación, la brecha parece haberse cerrado. En la siguiente tabla
(3) se presentan las tasas netas de matrícula para los diferentes niveles. Como se
puede ver, para todos los niveles, las tasas de matrícula de las mujeres son mejo-
res que las de los hombres. Pese a este importante avance hay dos comentarios
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Tabla 2. Porcentaje de analfabetos* y grado medio
de escolaridad**, según sexo, área y etnia, 2001

Analfabetismo Escolaridad
(%) (años)

Sexo

Hombres 7.7 7.5

Mujeres 10.3 7.1

Área

Rural 15.5 4.9

Urbano 5.3 8.7

Etnia

Indígenas 28.2 3.3

Afros 10.3 6.3

Otros 7.6 7.6

País 9.0 7.3

*Población de 15 años y más.
**Población de 24 años y más.

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001. 
Elaboración: SIISE. 

         



que merecen hacerse. Primero, como se vio arriba subsiste un rezago histórico en
los niveles educacionales de las mujeres, el cual es mucho más grave entre las mu-
jeres indígenas y entre las mujeres del campo. Si bien a nivel nacional la situa-
ción de las mujeres es mejor a la de los hombres (en cuanto a matrícula), subsis-
ten diferencias importantes entre los habitantes del campo y los indígenas, y el
resto de la población. Dichas diferencias se acentúan en los niveles más altos (se-
cundario y superior). Por ejemplo, entre los indígenas la tasa de matrícula uni-
versitaria es de apenas 3%, mientras que la tasa a nivel nacional es 13%. Segun-
do, como ya se mencionó en la parte anterior, hay diferencias en las elecciones de
estudio entre hombres y mujeres, en especial a nivel de las carreras universitarias.

Si bien, por un lado, la condición económica influye en la elección de una profe-
sión por cuanto implica costos alusivos a la carrera y tiempo de dedicación que de-
be ser compartido con el trabajo y desempeño de labores reproductivas. Por otro
lado, la identidad de género, como parte un proceso de formación de la orienta-
ción profesional recibida en el hogar y en el sistema educativo medio, también de-
termina el interés o predilección por una u otra carrera. Por lo tanto, la elección
de una carrera profesional dependerá de la percepción de sí mismos, de las expec-
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Tabla 3. 
Tasa neta de matrícula por niveles de educación 
según sexo, área y etnia, 2001

Tasa neta Tasa neta Tasa neta
matrícula matrícula matrícula
primaria secundaria superior

Hombres 89.9 43.9 11.1
Mujeres 90.4 45.4 12.6
Área
Rural 86.7 28.8 4.3
Urbano 92.7 55.7 16.2
Etnia
Indígenas 86.2 22.7 2.9
Afros 86.2 36.9 6.5
Otros 90.7 47.1 13.2
País 90.1 44.6 11.9

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 2001.
Elaboración: SIISE.

                 



tativas que otros y las de cada quién, como también las concepciones construidas
respecto a la identidad, condición y derechos. En este sentido, existen casos, por
ejemplo, en que las mujeres son desalentadas a seguir determinada carrera que
coincida con su vocación, por no ser considerada socialmente “para mujeres” y por
el poco campo de trabajo. Además muchas mujeres se ven obligadas a abandonar
una carrera universitaria por motivos de matrimonio o embarazo.

En un estudio sobre egresamiento y titulación en la Universidad Central
del Ecuador (Köck Schulmeyer, 2001), se demostró que, aunque en número ab-
solutos son menos que los hombres, las mujeres culminan su nivel universitario
tanto en calidad de egresadas como de tituladas. Sin embargo, hay un grave pro-
blema de deserción del 93% en hombres y 94% en las mujeres, tomando en con-
sideración todo el período de la carrera. La mayor tasa de deserción se da en las
Facultades de Ciencias Médicas (98.1%), Comunicación Social (96%) e Inge-
niería (94.8%). Aún al interior de las facultades la elección entre las distintas es-
pecialidades diversas. Por ejemplo, en la Facultad de Medicina los hombres se
orientan por la carrera de Doctores en Medicina mientras que las mujeres esco-
gen la especialidad de Obstetricia y Enfermería. En la Facultad de Ciencias Ad-
ministrativas, los hombres escogen Licenciatura en Administración de Empresas,
mientras las mujeres siguen Auditoria. En la misma universidad, las carreras de
Secretariado Ejecutivo, Trabajo Social, Filosofía y Letras y Ciencias de la Educa-
ción, se han convertido en “carreras femeninas”.

Según los datos disponibles de la Universidad Central, a inicios de la déca-
da de los noventa, las mujeres se concentraban en las Facultades de Medicina, Ju-
risprudencia, Ciencias Económicas, y Odontología; mientras los hombres lo ha-
cían en Jurisprudencia, Filosofía, Medicina, Ciencias Económicas e Ingeniería.
Por nivel de egresamiento, entre 1990 y 1998, si bien, la elección entre las carre-
ras “tradicionales de cada sexo” no mostró un cambio significativo, es notable
que hubo una menor concentración de las mujeres en las profesiones “típicamen-
te femeninas” y un crecimiento mayor en las carreras “mayoritariamente mascu-
linas” como Jurisprudencia, Economía, Ingeniería, Ciencias Agrícolas y Ciencias
Químicas. De igual manera, también en los programas de capacitación femeni-
na la mujer se concentra en actividades tradicionales.
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Tabla 4. 
Porcentaje de egresados por sexo y años según facultades de la 
Universidad Central del Ecuador

Facultades Mujeres Hombres

1990 1992 1994 1996 1998 1990 1992 1994 1996 1998

Arquitectura 2.6 3.4 2.6 4.5 - 17.7 11.8 8.2 7.9 -

Artes 1.0 1.2 0.5 1.2 0.3 1.4 2.0 1.5 1.9 0.5

CC. Agrícolas 0.6 1.6 1.5 1.5 2.0 2.1 6.4 5.0 3.1 5.2

CC. Económicas 13.2 21.3 29.9 37.5 34.0 20.7 21.1 22.9 24.6 24.6

CC. Médicas - - 8.7 8.7 8.1 - - 9.1 8.5 9.0

CC.Psicológicas 4.4 4.3 1.9 2.2 3.7 1.4 1.7 1.7 0.9 2.0

CC. Químicas 7.0 11.4 13.1 7.5 8.9 5.2 5.4 5.5 5.4 4.4

Com. Social 0.5 1.0 1.5 3.1 - 0.9 0.6 1.1 1.0 -

Filosofía 47.4 25.6 5.6 7.8 2.7 5.2 1.2 3.5 1.6 1.8

Ingeniería 1.8 1.2 1.6 2.0 4.0 3.8 8.6 5.9 9.3 10.8

Geología 0.6 0.3 0.3 0.2 0.4 2.7 3.0 1.5 1.8 3.2

Jurisprudencia 11.7 19.9 22.0 22.8 25.0 28.8 31.4 30.0 31.8 32.5

Veterinaria 0.5 0.5 0.7 0.9 0.9 2.5 2.5 1.2 2.1 2.4

Odontología 8.8 8.4 10.1 - 9.8 7.5 4.2 2.9 - 3.8

TOTAL 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Fuente: Secretaria de las Facultades de la Universidad Central del Ecuador. 
Elaboración: Köck Schulmeyer, 2001.
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Tabla 5.
Estudiantes matriculados por sexo y según facultad de la 
Universidad Central del Ecuador, 1986 – 1990

Facultad Mujeres Hombres

Total % Total %

Arquitectura 1727 2.6 11641 9.5

Artes 625 1.0 986 0.8

CC. Agrícolas 666 1.0 2867 2.3

CC. Económicas 9163 14.0 13945 11.4

CC. Médicas 22597 34.4 14949 12.2

CC.Psicológicas 3364 5.1 2406 2.0

CC. Químicas 4249 6.5 3071 2.5

Com. Social 2121 3.2 8907 7.3

Filosofía 1727 2.6 19490 15.9

Ingeniería 1854 2.8 13809 11.2

Geología 212 0.3 1874 1.5

Jurisprudencia 12296 18.7 23161 18.9

Veterinaria 354 0.5 1712 1.4

Odontología 4668 7.1 3955 3.2

TOTAL 65623 100.0 122773 100.0

Fuente: Secretaria de las Facultades de la Universidad Central del Ecuador. 
Elaboración: Köck Schulmeyer, 2001.

     



Calidad de la educación

La calidad de la educación puede verse desde dos perspectivas: eficacia y eficien-
cia. La eficacia del sistema educativo da cuenta sobre lo que realmente están
aprendiendo los y las niñas. La eficiencia, en cambio, informa sobre los objeti-
vos en relación al uso de recursos; es decir, da cuenta sobre la medida en que el
sistema educativo está consiguiendo sus objetivos sin desperdiciar recursos.

En relación a lo primero, el Ecuador ha realizado pruebas de medición de
logros a los/as niños/as de tercero, séptimo y décimo año de básica en las áreas
de lenguaje y matemáticas. Las pruebas evalúan destrezas básicas correspondien-
tes a cada curso y permiten ver el porcentaje de estudiantes que ha desarrollado
aceptablemente la correspondiente destreza. También se puede ver qué puntaje,
en promedio sobre veinte, obtuvieron los estudiantes. Si bien las pruebas se han
realizado para varios años, lastimosamente los resultados desagregados por sexo
se encuentran disponibles sólo para el año 1996.

Una primera constatación de la tabla 6 es que existe un serio problema de cali-
dad en el sistema educativo ecuatoriano. En general, niños y niñas tienen una
nota exageradamente baja tanto en matemáticas como en castellano en todos los
grados. Por otro lado, dentro de este estado de mala calidad, no se encuentra di-
ferencias importantes entre niñas y niños en los resultados de las pruebas. En to-
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Tabla 6
Resultados pruebas APRENDO

Hombres Mujeres Total

Segundo grado

Castellano 10.26 10.64 10.43

Matemáticas 9.43 9.14 9.33

Sexto grado

Castellano 10.74 11.59 11.15

Matemáticas 7.35 6.98 7.17

Tercer curso

Castellano 12.54 13.16 12.86

Matemáticas 7.53 7.07 7.29

Fuente: MEC, SINMLA-APRENDO, 1996. Elaboración: SIISE. 
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do caso se podría decir que hay una ligera ventaja de las niñas en castellano, y
una ligera ventaja de los niños en matemáticas, aunque estas diferencias no pa-
recen ser estadísticamente significativas.

En cuanto al segundo aspecto de la calidad -esto es en términos de eficien-
cia- también existen problemas serios en el país. En la tabla 7 se presenta la evo-
lución de los indicadores de eficiencia interna entre 1995 y 2001. Lo primero
que se puede concluir es que existe un deterioro de la eficiencia del sistema edu-
cativo ecuatoriano en el período analizado. La tasa de retención de 5º grado des-
ciende del 84% al 81%, y el número de años promedio requeridos para aprobar
la primaria aumentan de 6.7 a 6.8. Todo esto se expresa en una reducción de la
tasa de eficiencia interna del 88.6% al 87.6%. La misma tabla 7 revela que no
hay diferencias importantes entre hombres y mujeres en términos de eficiencia.
Sin embargo, sí se observan diferencias grandes entre el campo y la ciudad. Los
niveles de eficiencia interna de las escuelas del campo están muy por debajo de
los niveles de eficiencia de las escuelas de la ciudad. 

Otro componente importante de la calidad de la educación es la eficiencia exter-
na que permite explorar la efectividad de la educación en la generación de ingre-
sos futuros. A diferencia del estudio de Alison Vásconez en esta publicación que
se enfoca en el trabajo de las mujeres, aquí intentamos establecer relaciones en-
tre la escolarización y los ingresos potenciales. El método más comúnmente uti-
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Tabla 7
Indicadores de eficiencia interna para educación primaria según sexo y área 
(en porcentajes)

Tasa de reteción Años para Tasa de 
(5to. grado) completar la eficiencia

primaria interna (5to. grado)

Sexo: 1995 2001 1995 2001 1995 2001

Hombres 84.13 81.50 6.75 6.84 88.90 87.74

Mujeres 84.29 81.37 6.79 6.86 88.36 87.43

Área:

Urbano 87.69 84.58 6.56 6.68 91.41 89.78

Rural 76.34 74.16 7.32 7.30 81.95 82.14

País 84.22 81.44 6.77 6.85 88.63 87.59

Fuente: MEC-SINEC, 1995 y 2001. Elaboración: Vos y Ponce, 2004.

           



lizado en la literatura para analizar la eficiencia externa de la educación es el aná-
lisis de retornos educativos. Para ello, en esta parte de la investigación, se va a
utilizar modelos Mincerianos (Mincer, 1974). La idea central de este tipo de mo-
delos es que el ingreso es explicado por el nivel educativo, la experiencia laboral
y otras variables del individuo y socio-demográficas. Además, es posible compa-
rar a dos individuos con las mismas características; es decir, se puede identificar
el poder de explicación de una variable, manteniendo el resto de factores cons-
tantes4. Un problema común con estos modelos es el sesgo por selección. El pro-
blema es que se observa solo los ingresos de las personas que están trabajando en
el mercado laboral y no se observa los ingresos de los que no están vinculados.
En la medida en que la distinción entre los que trabajan y no trabajan no es alea-
toria los estimadores calculados sin tomar en cuenta esta selección serán sesga-
dos. Heckman (1979) desarrolló un procedimiento para corregir este sesgo. La
idea básica es introducir una ecuación de selección que permita incorporar los
determinantes de la participación en el mercado laboral. En el anexo metodoló-
gico se presentan los resultados de las estimaciones para algunos años de la déca-
da de los noventa.
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Gráfico 1
Discriminación salarial hacia las mujeres. Área urbana, 1990-2002

Fuente: INEC, EUE, 1990,1995, 1999 y 2002

4 Para facilidad de comparación estadística, el modelo utiliza el ingreso laboral por hora en términos de lo-
garitmos naturales para reducir la alta variabilidad de los ingresos. La estructura generalmente utilizada en
la literatura consiste en que el nivel de ingresos es igual a la sumatoria de características del individuo. El
grado de influencia de cada una de estas características, tanto cuantitativas (edad, años de escolaridad) co-
mo cualitativas (sexo, categoría de ocupación, sector, ciudad), es medido por un coeficiente cuyos valores
pueden ser positivos o negativos y fluctúan entre 0 y 1. Por ejemplo, si el coeficiente de la variable sexo es
igual a 0.2 significaría a igualdad de características, el hecho de ser mujer produce una reducción de los
ingresos (en este caso del logaritmo natural del ingreso por hora) en un 20%. Si este mismo coeficiente
fuera igual a 0, significaría que el sexo no produce cambios en el ingreso y por tanto, que no habría dis-
paridad de género. El parámetro de la variable años de escolaridad indica los retornos de la educación. Pa-
ra ver el efecto de una variable cualitativa se utilizan las ficticias llamadas dummies, que toman el valor de
1 para el caso de una variable categórica en particular, y 0 para el resto de casos. Una descripción

     



Para empezar con el parámetro de escolaridad, las estimaciones anteriores mues-
tran que hay un incremento de los retornos educativos durante la década de los
noventa. Mientras a inicios de la década un año adicional de escolaridad repre-
sentaba un incremento en los ingresos laborales del 6%, para inicios del 2002 un
año adicional de educación representa un incremento en los ingresos laborales
del 7%. Lo anterior confirma la cada vez mayor importancia que adquiere el ni-
vel de educación en la generación de ingresos. Los ingresos tienen una relación
no lineal con la edad. Durante la década se observa un incremento de la edad en
la cual se alcanza el máximo en los ingresos laborales, esta pasa de alrededor de
53 años a inicios de los noventa a alrededor de 58 años en 2002.

Por último, en relación a la discriminación por género en el mercado laboral,
las estimaciones muestran dos cosas interesantes. Por un lado, confirman la idea de
que existe discriminación. Lo anterior significa que las mujeres, a iguales niveles de
experiencia y de escolaridad, y trabajando en los mismos sectores que los hombres,
tienen, en promedio, ingresos inferiores a ellos. En segundo lugar, se observa, a lo
largo de la década, una reducción en los niveles de discriminación laboral. Mien-
tras en 1990 las mujeres recibían, en promedio y después de corregir por todas las
otras variables incluidas en el modelo, un 21% menos ingresos laborales que los
hombres, para el año 1999 este porcentaje se reduce al 17%. Esto confirma una
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Gráfico 2
Evolución de los retornos educativos de mujeres y hombres de áreas urbanas,
1990 - 2002

Fuente: INEC, EUE, 1990, 1995, 1999 y 2002. Elaboración: los autores.

más detallada del modelo econométrico y de las variables utilizadas se encuentra en el anexo meto-
dológico.

   



tendencia general encontrada en América Latina (Abramo y Valenzuela, 2001). Sin
embargo, es importante mencionar que para inicios del presente siglo la discrimi-
nación presenta un comportamiento creciente. Para tener una mejor idea de las di-
ferencias entre hombres y mujeres se corrieron modelos diferentes en cada caso a
fin de descubrir si el nivel de escolaridad tiene los mismos retornos o no para am-
bos sexos. En el anexo metodológico se presentan los resultados.

Lo primero que merece destacarse es que las mujeres, al inicio de los noven-
ta, tenían tasas de retorno educativo más altas que los hombres. Esta situación se
invierte a finales de esta década e inicios de 2000. En este caso los hombres tie-
nen más altos retornos que las mujeres. Mientras los retornos de las mujeres pre-
sentan una tendencia declinante a lo largo de los noventa, los retornos de los
hombres presentan una tendencia ascendente según lo apreciamos en la gráfico 2. 
Lo anterior puede explicarse por el incremento en el acceso a la educación de las
mujeres sin que haya habido un correlato por el lado de la demanda; durante los
noventa hubo un aumento de la oferta de mano de obra calificada femenina que
no se correspondió con los niveles de demanda. En el caso de los hombres esta-
ría sucediendo lo contrario: durante los noventa hubo un incremento de la de-
manda de mano de obra calificado en mayor nivel al crecimiento de la oferta. A
decir del autor Jorge Luna las mujeres necesitan tener mayores niveles educati-
vos para insertarse en el mercado laboral, sobre todo en el caso del sector formal
(Luna, 1992).

Otro aspecto interesante que merece destacarse de las tablas anteriores tie-
ne que ver con los parámetros de la ecuación de selección. Como se mencionó,
esta ecuación nos permite evaluar los determinantes de la participación en el
mercado laboral. Mientras durante los noventa la presencia de menores de diez
años afectaba de manera negativa la participación laboral femenina, para fines de
la década los coeficientes se vuelven no significativos aunque mantienen el signo
negativo. Lo anterior significa que la presencia de menores de diez años en el ho-
gar ya no afecta a la participación laboral de las mujeres. Lo anterior se puede ex-
plicar por el incremento importante de guarderías, centros de cuidado infantil u
otras estrategias para el cuidado infantil. Por último, en el caso de los hombres
los coeficientes, cuando son significativos, tienen un signo positivo. Esto signifi-
ca que, en el caso de los hombres, la presencia de niños afecta positivamente su
participación en el mercado laboral.
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Algunas conclusiones

De la evidencia presentada se pueden extraer algunas conclusiones importantes:

• El país ha alcanzado importantes mejoras en su situación educativa. Sin
embargo, el ritmo de dicha mejora ha sido diferente entre los distintos gru-
pos de la sociedad. En especial entre las mujeres, entre los indígenas y en-
tre los habitantes del campo existen graves rezagos históricos en educación.
Problema que no ha sido resuelto pese a la aplicación del proyecto de edu-
cación bilingüe y multicultural.

• La brecha entre hombres y mujeres tiende a cerrarse en términos de acceso
actual de la educación. En cuanto a matrícula, las tasas de las niñas y las jó-
venes son más altas que las de los niños y los jóvenes en todos los niveles.

• La educación básica en el Ecuador enfrenta un serio problema de calidad.
En promedio los/as niños/as del país pierden el año, tanto en lenguaje co-
mo en matemáticas, en todos los años analizados. Dentro de esta situación
generalizada de deterioro de la calidad de la educación, no se encuentra di-
ferencias importantes entre hombres y mujeres.

• Se constata la existencia de un problema de eficiencia interna en la educa-
ción ecuatoriana. En promedio, a un niño/a le toma 6.8 años para comple-
tar la primaria en el país, con una tasa de retención hasta el 5º año del 81%.
Nuevamente, dentro de esta situación de deficiencia no se encuentra dife-
rencias significativas entre niños y niñas.

• Existe un grave problema en términos de pertinencia curricular. Entre otros
aspectos, los textos y los contenidos curriculares están cargados con fuertes
contenidos machistas y fomentan prácticas discriminantes hacia las mujeres.

• Pese a que las mujeres continúan eligiendo carreras universitarias “tradicio-
nalmente femeninas”, existe una tendencia hacia la diversificación profesio-
nal y un rápido crecimiento en las profesiones anteriormente dominadas
por los hombres.

• Persiste un problema de discriminación contra las mujeres en el mercado
laboral ecuatoriano. La tendencia disminuye a lo largo de la década, en pro-
medio, el nivel de salarios de las mujeres fue alrededor de un 20% menor
al de los hombres, bajo las mismas condiciones de ocupación y caracterís-
ticas de capital humano. Sin embargo, para inicios del milenio, el nivel de
discriminación muestra una evolución en aumento.
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• El hallazgo más novedoso de este estudio es que los retornos educativos pre-
sentan tendencias diferentes para hombres y mujeres durante los años no-
venta. En el caso de las mujeres hay una tendencia a la disminución de los
retornos, mientras que en el caso de los hombres éstos se incrementan. Lo
anterior expresa un incremento de la demanda de mano de obra calificada,
en especial, masculina; mientras que, en el caso de las mujeres, si bien hay
un incremento de la oferta de mano de obra calificada, no hay un correlato
desde el lado de la demanda. Todo el avance de las mujeres en cuanto a ac-
ceso al sistema escolar en todos los niveles no se expresa en un incremento
de la demanda de mano de obra femenina calificada en el mercado laboral.
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Anexo metodológico

La estructura del modelo econométrico que explica el nivel de ingresos es de la
forma siguiente:

Donde Y son los ingresos laborales, S es la escolaridad, y X es la experiencia la-
boral. El parámetro b en este caso son los retornos educativos. El proceso con-
siste en correr, utilizando un programa especial de estadística, la ecuación que ex-
plica el nivel de ingresos y la ecuación que explica la observancia de los mismos,
de manera que el sesgo por selección sea corregido. A continuación se detallan
las variables utilizadas en el modelo econométrico:

Edad, en años cumplidos. Esta es una proxy de la experiencia: a mayor edad, ma-
yor probabilidad de adquirir destrezas que incidan en la productividad laboral de
los individuos.

Edad al cuadrado. Los años de edad se elevan al cuadrado porque la relación con los
ingresos no es lineal, es decir, a medida que se incrementan los años aumenta tam-
bién los ingresos pero hasta un punto máximo, luego del cual empieza a decrecer.

Sexo como variable dicotómica. Igual a 1 si la persona es mujer y 0 si es hom-
bre. Permite ver el cambio en el ingreso cuando el individuo es mujer, es decir,
la diferencia salarial por sexo.

Escolaridad medida en años aprobados. El supuesto detrás de esta variable es que
la educación aumenta la calificación y productividad laboral y por tanto, los in-
gresos. Esta variable recoge el nivel de instrucción primaria, secundaria, superior
(universitario o en instituto técnico) y postgrado.

Patrono como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es patrono e igual a
0 para el resto de categorías de ocupación.

Cuenta propia como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es trabajador
por cuenta propia e igual a 0 para el resto de categorías de ocupación.

Gobierno como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es asalariado del
gobierno e igual a 0 en cualquier otro caso.

Privado como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es asalariado del sec-
tor privado e igual a 0 en cualquier otro caso.
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Moderno como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es trabajador del
sector moderno e igual a 0 en cualquier otro caso.

Informal como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es trabajador del
sector informal e igual a 0 en cualquier otro caso.

Quito como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo reside en Quito e igual
a 0 en cualquier otro caso.

Guayaquil como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo reside en Guaya-
quil e igual a 0 en cualquier otro caso.

Cuenca como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo reside en Cuenca e
igual a 0 en cualquier otro caso.

Ecuación de selección. Como ya se mencionó, esta ecuación incorpora variables
que influyen la probabilidad de observancia de los ingresos. Para este caso, inclu-
ye variables que también explican el nivel de ingresos además de otros factores
que condicionan la participación en el mercado laboral, tales como:

Número de menores de 5 años en el hogar. Variable que podría incidir en la de-
cisión de participar en el mercado laboral. El resultado es ambiguo, dado que el
mayor número de menores en el hogar incide en la probabilidad que un indivi-
duo adulto trabaje para incrementar los ingresos. De igual manera podría tam-
bién tener un efecto contrario ante la necesidad de que una persona permanez-
ca en el hogar al cuidado de los infantes (generalmente la madre o alguna hija
mayor).

Número de menores de 6 a 10 años en el hogar. Variable que podría incidir en
la decisión de participar en el mercado laboral. Su resultado también es ambi-
guo, por un lado, por la necesidad de suplir los ingresos suficientes para la ma-
nutención de la familia (en el caso de que los menores no trabajen); y por otro,
por la propensión de que un adulto se quede a cargo de la atención de los me-
nores, aunque de menor peso que en el caso de niños más pequeños que requie-
ren de mayores cuidados.

Jefe del hogar como variable dicotómica. Igual a 1 si el individuo es jefe del ho-
gar e igual a 0 en cualquier otro caso. El supuesto es que el hecho de ser jefe de
hogar incrementa la probabilidad de laborar.
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Anexo 1 
Factores que determinan el nivel de ingresos. Área urbana, 1990-2002

Log ingreso por hora 1990 1995 1999 2002

Edad 0.04663* 0.037823* 0.035451* 0.031806*

Edad elevada al cuadrado -0.00044* -0.00037* -0.000304* -0.000272*

Dicotómica sexo (mujer = 1) -0.24029* -0.219613* -0.167533* -0.191946*

Escolaridad 0.060783* 0.063502* 0.075719* 0.072984*

Dicotómica patrono (patrono = 1) 0.159022** 0.484643* 0.477405* 0.206899*

Dicotómica cuenta. propia (cuenta propia = 1) -0.080048 0.022223 0.061917 -0.13599**

Dicotómica gobierno (empleado público =1) -0.022409 -0.089235 -0.009430 -0.02894

Dicotómica privado (empleado privado =1) -0.125576*** -0.151246 -0.124045 -0.28861*

Dicotómica moderno (trabajador sector moderno =1) 0.154993* 0.275220* 0.295771* 0.284010*

Dicotómica informal (trabajador informal = 1) -0.048390 -0.139169* -0.195299* -0.041285

Dicotómica Quito (quito =1) 0.122607* 0.259545* 0.2513267* 0.307813*

Dicotómica Guayaquil (guayaquil =1) 0.05215* 0.089547* 0.112876* 0.066625*

Dicotómica Cuenca (cuenca=1) 0.042701*** 0.199734* 0.099603* 0.201051*

Constante 4.38338* 6.25446* 7.123794* -1.36919*

Ecuación de selección

Edad 0.05313* 0.062282* 0.077416* 0.115522*

Edad2 -0.00067* -0.000775* -0.000956* -0.001381*

Dicotómica sexo 0.237919* 0.249121* 0.104719* -0.458433*

Escolaridad -0.02426* -0.019044* -0.010509* -0.031387*

Dicotómica patrono 3.381763* 3.164547* 3.004328* 1.927083*

Dicotómica cuenta propia 3.349655* 3.146664* 2.878786* 1.821808*

Dicotómica empleado del gobierno 3.549583* 3.588317* 3.58531* 2.261496*

Dicotómica empleado privado 3.285143* 3.479024* 3.143168* 2.002983*

Dicotómica empleado sector moderno -0.54169* -0.865282* -1.172938* -0.093226

Dicotómica empleado sector informal -0.17838* -0.196854* -0.168075* 0.694701*

Dicotómica Quito -0.13566* 0.1811485* 0.1330385* -0.07867**

Dicotómica Guayaquil 0.13424* 0.141310* 0.0541961 -0.018018

Dicotómico Cuenca 0.13178* -0.279711* 0.0454622 -0.066061

Número de menores de 5 años en el hogar 0.05309* 0.037097** 0.0203716 -0.00404***

Menores de 6 a 10 años en el hogar -0.04046** -0.048430** -0.056745* -0.00148

Dicotómico y jefe del hogar (jefe=1) 0.375907* 0.420933* 0.311681* 0.619840*

Constante -2.647381* -2.78977* -2.81467* -2.49129*

/athrho -0.47782* -0.447623* -0.428941* -0.320253*

/lnsigma -0.317001* -0.332464* -0.239392* -0.237471*

Test de Wald para la independencia del Ecuador (prob chi 2) 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000

* significativo al 99%, ** significativo al 95%, *** significativo al 90%.
Estimaciones corregidas por heteroscedasticidad, sesgo por selección y diseño muestral.
Fuente: INEC, EUED, 1990, 1995, 1999 y 2001.
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Anexo 2. Mujeres: Retornos de los factores que determinan el nivel de ingresos. 
Modelo Heckman para el área urbana, 1990-2002

Log ingreso por hora 1990 1995 1999 2002

Edad 0.0315* 0.0304238* 0.0209007* 0.0548265*

Edad elevada al cuadrado -0.0002803* -0.0003207* -0.0001528*** -0.0005811*

Dicotómica sexo (mujer = 1) 0.0703948* 0.0636054* 0.0721244* 0.0612382*

Escolaridad -0.2326758 -0.0373272 0.2514285 0.8379137*

Dicotómica patrono (patrono = 1) -0.4492567* -0.4030735* -0.0967833 0.4974167**

Dicotómica cuenta propia (cuenta propia = 1) -0.4892923* -0.6643961* -0.3285296*** 0.809353**

Dicotómica gobierno (empleado público =1) -0.6174157* -0.6591324* -0.3781341** 0.4276617***

Dicotómica privado (empleado privado =1) 0.4290294* 0.515827* 0.540873* 0.325652*

Dicotómica moderno (trabajador sector moderno =1) 0.1972414* -0.1186582*** -0.1698372* 0.165363**

Dicotómica informal (trabajador informal = 1) 0.1678671* 0.3035008* 0.2954617* 0.3638747*

Dicotómica Quito (quito =1) 0.1407437* 0.1194876* 0.175841* 0.0936783**

Dicotómica Guayaquil (guayaquil =1) 0.0049822 0.1287862* 0.0315034 0.2264274*

Dicotómica Cuenca (cuenca=1) 4.561095* 6.635503* 7.424539* -2.748109*

Ecuación de Selección

Edad 0.0679588* 0.0765431* 0.0849404* 0.0967043*

Edad2 -0.0009004* -0.0009752* -0.0010629* -0.0011838*

Dicotómica sexo -0.0474408* -0.0364002* -0.0230587* -0.0332692*

Escolaridad 3.365836* 3.311034* 3.157982* 3.075535*

Dicotómica patrono 3.470453* 3.326822* 2.989596* 2.739742*

Dicotómica cuenta propia 3.813958* 3.578137* 3.883749* 3.45899*

Dicotómica empleado del gobierno 3.281001* 3.341044* 3.247978* 2.856166*

Dicotómica empleado privado -0.7487164* -0.95347* -1.52702* -0.8283991*

Dicotómica empleado sector moderno -0.406748* -0.4304222* -0.4326655* 0.0693731

Dicotómica empleado sector informal 0.0125726 0.2278543* 0.2059859* 0.0612856

Dicotómica Quito 0.1471161* 0.1621146* 0.0787718 0.0409106

Dicotómica Guayaquil 0.1516764* -0.0265568 0.1728295* 0.0235612

Dicotómica Cuenca 0.0317224 -0.0411493*** -0.0310546 -0.0043897

Número de menores de 5 años en el hogar -0.0567182** -0.0362152 -0.031492 0.000141

Menores de 6 a 10 años en el hogar 0.2964148* 0.2404302* 0.2310136* 0.5222279*

Dicotómica jefe del hogar (jefe=1) -2.370065* -2.509132* -2.618862* -2.661493*

/athrho -0.6894543* -0.8576021* -0.5780395* 0.3129544**

/lnsigma -0.2449516* -0.2209969* -0.1460196* -0.2032895*

Rho -0.5976313 -0.6950202 -0.521239 0.3031225

Sigma 0.7827424 0.8017192 0.8641408 0.8160419

Lambda -0.4678 -0.5572 -0.4504 0.2474

Test de Wald para la independencia del Ecuador (prob chi 2) 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000

* significativo al 99%, ** significativo al 95%, *** significativo al 90%.
Estimaciones corregidas por heteroscedasticidad, sesgo por selección y diseño muestral.
Fuente: INEC, EUED, 1990, 1995, 1999 y 2001.
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Anexo 3. Hombres: retornos de los factores que determinan el nivel de ingresos. 
Modelo Heckman para el área urbana, 1990-2002

Log ingreso por hora 1990 1995 1999 2002

Edad 0.0543465* 0.0442342* 0.0424061* 0.0345648*

Edad elevada al cuadrado -0.0005219* -0.0004263* -0.0003759* -0.0002901*

Dicotómica sexo (mujer = 1) 0.0552381* 0.0618445* 0.0758187* 0.0728277*

Escolaridad 0.0355041 0.7693323* 0.2815887** 0.3571174*

Dicotómica patrono (patrono = 1) -0.205529*** 0.2873076** -0.1530802 0.0141619

Dicotómica cuenta. propia (cuenta propia = 1) -0.1426438 0.2319864 -0.1792221 0.0774902

Dicotómica gobierno (empleado público =1) -0.2353386** 0.1478313 -0.3154513*** -0.1734152*

Dicotómica privado (empleado privado =1) 0.0864546* 0.2024054* 0.2399511* 0.1215315**

Dicotómica moderno (trabajador sector moderno =1) -0.1218152* -0.1100383* -0.1851608* -0.2181012*

Dicotómica informal (trabajador informal = 1) 0.115064* 0.2262924* 0.2199483* 0.2949036*

Dicotómica Quito (quito =1) 0.0140557 0.0739061* 0.0816752* 0.0670066*

Dicotómica Guayaquil (guayaquil =1) 0.0806481* 0.2339403* 0.1571482* 0.194136*

Dicotómica Cuenca (cuenca=1) 4.45263* 5.826319* 7.202344 -1.409166*

Ecuación de selección

Edad 0.0185903* 0.0320651* 0.0501754* 0.1423337*

Edad2 -0.0002586* -0.0004162* -0.0006435* -0.0016433*

Dicotómica sexo 0.0016451 0.0015537 0.0101051** -0.0289939*

Escolaridad 3.657888* 3.308045* 3.331925* 1.143382*

Dicotómica patrono 3.62447* 3.323236* 3.253419* 0.9756305*

Dicotómica cuenta propia 3.722562* 3.819632* 3.835012* 1.282837*

Dicotómica empleado del gobierno 3.614702* 3.816373* 3.515808* 1.401949*

Dicotómica empleado privado -0.3279877* -0.6719042* -0.8938699* 0.3435265*

Dicotómica empleado sector moderno 0.0524252 0.1063971 0.1048873 1.144718*

Dicotómica empleado sector informal -0.3022542* 0.0827371 0.0298431 -0.2175767*

Dicotómica Quito 0.1417468* 0.1021838*** 0.0063963 -0.054681

Dicotómica Guayaquil 0.0923936 -0.6095882* -0.1154747** -0.1446938**

Dicotómica Cuenca 0.0462547 0.1199693* 0.0697127** -0.0008243

Número de menores de 5 años en el hogar 0.0149882 -0.0576517** -0.0782034* -0.0059067

Menores de 6 a 10 años en el hogar 0.4388986* 0.5175812* 0.3550663* 0.5490914*

Dicotómica jefe del hogar (jefe=1) -2.727429 -2.910285* -3.049944* -2.871853*

/athrho -0.4044971 -0.2082022* -0.4458555* -0.2656176*

/lnsigma -0.3512111 -0.3866017* -0.2845185* -0.2683151*

Rho -0.3837902 -0.205245 -0.4184863 -0.2595423

Sigma 0.7038352 0.6793616 0.7523764 0.7646668

Lambda -0.2701 -0.1394 -0.3149 -0.1985

Test de Wald para la independencia del Ecuador (prob chi 2) 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000

* significativo al 99%, ** significativo al 95%, *** significativo al 90%.
Estimaciones corregidas por heteroscedasticidad, por sesgo por selección y por diseño muestral.

Fuente: INEC, EUED, 1990, 1995, 1999 y 2001.
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Introducción

El acuerdo de Beijing reconoció como problemas relevantes de las mujeres la lla-
mada feminización de la pobreza y su dependencia económica por lo cual enu-
meró varias acciones tendientes a superar estas limitaciones. De esta manera, se
planteó como compromiso de los países el adoptar medidas macroeconómicas,
legales y estrategias de desarrollo que tengan en cuenta las necesidades de las mu-
jeres y su acceso a recursos económicos. Al mismo tiempo, que se propuso fo-
mentar condiciones de empleo adecuado así como la eliminación de formas de
segregación y discriminación (CONAMU, 2004). Sin embargo, el comporta-
miento económico del Ecuador durante la década posterior a Beijing muestra un
alejamiento de estos compromisos. Siguiendo el patrón prevaleciente en la re-
gión, el Ecuador entró en la década de los ochenta en una transición desde la in-
dustrialización vía la sustitución de importaciones, la promoción de las exporta-
ciones y el proteccionismo hacia la apertura, liberalización y desregulación de la
economía nacional. La transición resultó compleja y sus resultados –por decir lo
menos— ambiguos en el campo económico y de reforma del estado, particular-
mente en aquella “función” estatal relativa a la consecución y aseguramiento del
bienestar de las personas. A partir de esta época, el ajuste de las cuentas fiscales,
la búsqueda de equilibrios y el arrastre al nuevo modelo económico ocuparán to-
da la década de los ochenta y parte de los noventa con logros poco alentadores
en el plano económico y resultados más bien negativos sobre las condiciones de
vida de la mayoría de la población. 
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Esta situación se verifica al notar la persistencia de una situación de pobre-
za no menor al 30% en 15 años, y una profundización de la desigualdad: el quin-
til de mayores ingresos, que concentraba 52% del ingreso en 1990, eleva su par-
ticipación al 65% en 2001, frente a 1.71% del quintil más pobre. Esto se ha de-
senvuelto en un contexto de crecimiento económico errático y lenta recuperación
económica a partir de la crisis de 1999, y de liberalización económica creciente
que ha venido aparejada de desregulación laboral. El empleo por otro lado, que
ha logrado recuperarse de la crisis, se mantiene en un nivel rígido a la baja y co-
mo se verá más adelante, en condiciones de cambio hacia regímenes precarios.

El régimen económico internacional apoya formas de trabajo a favor de la
flexibilidad, aunque no de la movilidad. La estrategia de competencia del Ecua-
dor y de los demás países llamados del “Sur” se da sobre todo a base de precios,
mientras que la del norte se basa en innovación y diferenciación. Y esta estrate-
gia de precios se basa en patrones de segregación laboral como brechas salariales
y de ingresos en especial entre mujeres de baja calificación así como entre quie-
nes han estado tradicionalmente menos favorecidos por los mercados. Por otro
lado, se amplía el trabajo informal a través de microempresas, auto-empleo, tra-
bajo no pagado y trabajo de subsistencia; la población desempleada y subemplea-
da tiende a migrar creando trabajo nómada y transnacional, un régimen muy co-
mún en el caso de las mujeres ecuatorianas. 

En este contexto el análisis de empleo y generación de ingresos de las mu-
jeres adquiere un especial interés y es el objeto de este ensayo. Argumentamos
que tanto las crisis como los procesos de liberalización y flexibilización económi-
ca producen y a la vez se alimentan de brechas laborales y de ingresos, porque
dejan al mercado la función de asignación de recursos y mediación de conflictos
de poder económico. Desarrollamos esta idea a través de un recuento de los prin-
cipales indicadores de la situación laboral de las mujeres y de la pobreza, duran-
te la última década, mirados el punto de vista económico y a partir del análisis
de varias fuentes de información como estadísticas oficiales y otros estudios rea-
lizados en el tema. En la primera parte se hace referencia a algunos aspectos me-
todológicos y conceptuales sobre la teoría económica feminista y sus aplicacio-
nes al mercado laboral. Seguidamente, se analizan indicadores de nivel macro,
meso y micro que contribuyen a explicar el fenómeno de la pobreza de las mu-
jeres en el Ecuador en los últimos diez años. Se incluye a nivel micro una sección
de percepciones sobre la pobreza manifestadas por un grupo de mujeres quite-
ñas y de los alrededores de Quito, que permite confirmar algunas de las intuicio-
nes del análisis cuantitativo. Finalmente se realiza una reflexión sintética que per-
mite, a la luz del marco conceptual y de los análisis desarrollados, definir linea-
mientos de política pública para la construcción de un modelo de bienestar equi-
tativo para hombres y mujeres.
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Precisiones conceptuales relevantes para el análisis 
de la pobreza y bienestar desde la crítica feminista

La consideración de la pobreza como una carencia material y más aún, de ingre-
sos, así como las mediciones que de ella se realizan sobre estas bases, han sido ma-
teria de crítica desde el feminismo, tanto por su eje androcéntrico como por su li-
mitada consideración de los aspectos que están fuera de lo conmensurable y su po-
ca atención a la distribución y relaciones de poder que configuran una determina-
da situación de pobreza. En esta sección se revisan brevemente algunas de estas crí-
ticas así como algunos consensos para la consideración de la pobreza y el bienes-
tar, incorporando una visión de género, enfoques que serán retomados al momen-
to de analizar la situación de las mujeres ecuatorianas en la última década.

Multidimensionalidad de la pobreza

Aunque la discusión y diseño de políticas sobre mujeres y pobreza se ha basado
en la idea de la feminización de la pobreza, el vínculo exacto entre ambas cate-
gorías no está del todo claro. Existen al respecto, al menos desde el punto de vis-
ta del trabajo, dos posiciones diferenciadas. La primera, proviene desde el femi-
nismo radical y plantea que la pobreza de las mujeres vía, su trabajo doméstico,
reproductivo y responde a un sistema patriarcal que funciona paralelamente al
económico (Carrasco, 1999), en un esquema de explotación de los hombres so-
bre mujeres, así como de los capitalistas hacia los trabajadores. La otra posición
se inspira en el feminismo socialista y la economía feminista. Desde este punto
de vista, las mujeres forman parte de la cadena del valor y del proceso producti-
vo al generar fuerza de trabajo con un excedente mayor al 100%, que es trasla-
dado al capital. En este sentido, la pobreza de las mujeres transfiere recursos al
sistema y se convierte en amortiguadora de las crisis sistémicas.

La pobreza de las mujeres, así como la pobreza en general y los conceptos
de bienestar o desigualdad, tiene múltiples dimensiones y más elementos relati-
vos que absolutos, dado que para las mujeres el factor contextual es en ocasiones
más determinante que en el caso de los hombres. No obstante, si seguimos a Sen
(1985) en su concepto de pobreza absoluta podemos decir que, independiente-
mente de las circunstancias, el conjunto mínimo de sobrevivencia humana aún
se encuentra inequitativamente distribuido, siendo las mujeres las que menores
posibilidades tienen de acceder a él.

La idea de la feminización de la pobreza ha estado detrás no solamente de
los análisis de la pobreza sino de las políticas, en especial aquellas de focalización
y, particularmente, en aquellas que tienen que ver con protección de los ingre-
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sos. Sus orígenes están relacionados con el hecho de que los hogares con jefas es-
tán sobre representados entre los pobres El enfoque de jefatura de hogar también
se ha basado en la idea del hogar como unidad de análisis y de alguna manera las
mujeres jefas aparecen como la opción analítica “sensible al género”. Esta visión
no permite mirar otras causas de pobreza que no afectan a los hogares como un
todo y particularmente aquellos dirigidos por mujeres. Es decir, no se observa la
pobreza “relativa” de las mujeres frente a otras personas dentro del hogar y di-
mensiones no económicas tales como la pobreza “de tiempo”. 

Bienestar y desarrollo humano

Tradicionalmente la pobreza ha sido relacionada con un estado de privación, en-
fatizando la deficiencia en el consumo individual frente a una línea mínima. Ac-
tualmente este enfoque ha cambiado hacia el análisis del proceso y las causas de
la pobreza. Esto se debe a la ampliación de la definición de bienestar o “no po-
breza”, relacionada con la libertad de no realizar actividades consideradas deni-
grantes y elegir estilos de vida que compensen y satisfagan (Baulch, 1996). Esta
visión está más orientada hacia ver la pobreza como un proceso más que un es-
tado, y en este proceso las personas pobres actúan para sobrevivir y enfrentar la
pobreza con los activos que poseen; es decir, el énfasis es en lo que se tiene, no
en lo que falta. En el caso de las mujeres, la capacidad de producir capital social
y relaciones culturales son activos que se incorporan en este acervo los cual per-
mite hacer visibles sus aportes al bienestar (Moser, 1996). Por otro lado, se han
cuestionado las metodologías de medición y evaluación de la pobreza, priorizan-
do enfoques cualitativos y percepciones de pobreza. Conceptos como empode-
ramiento, agencia, solidaridad, normas sociales, se han ido juntando a los crite-
rios de bienestar y de inclusión (Cagatay, 1998).

Una definición que conjuga algunos de estos elementos es la de Amartya
Sen (1997), asumida por el PNUD cuando menos desde sus planteamientos
conceptuales: pobreza humana. Sen se refiere básicamente a la pobreza como fal-
ta de capacidades para “funcionar”, que vienen dadas por los “quehaceres” de la
persona y por ende la privación relativa que puede llevar a la absoluta en térmi-
nos de capacidades. La pobreza humana hace referencia a la falta de oportunida-
des y elecciones de una vida “tolerable”. Estas oportunidades proveen de capaci-
dad para generar ingresos. El ingreso (y por ende la utilidad, concepto maneja-
do desde la economía pero imposible de definir en términos de bienestar) es un
resultado de algunos procesos anteriores como el acceso a oportunidades. Por su
lado, un incremento en el ingreso de la familia no se traduce automáticamente
en beneficios para sus miembros por igual. 
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A partir de esta complejidad en el concepto de bienestar se puede o no co-
rroborar el hecho de que las mujeres son más pobres que los hombres; de hecho,
no lo son en todas las dimensiones, incluso no lo son en algunas como la expec-
tativa de vida y la escolaridad. No obstante, es más difícil para las mujeres trans-
formar sus capacidades en ingresos, dada una desigualdad estructural en el ámbi-
to público y privado, y esto las coloca en una situación de desventaja económica.
Las mujeres por ende trabajan más pero tienen menor comando sobre sus recur-
sos, y lo que producen no siempre se refleja en ingresos monetarios. Desde el
punto de vista macro, esto implica un desbalance entre oferta y demanda agrega-
da en términos monetarios y reales. En términos micro, eso implica un aumento
de la vulnerabilidad con un mayor riesgo a la pobreza crónica y reciente, así co-
mo las crisis. Esto no significa, sin embargo, que las mujeres estén destinadas a la
pobreza sino que son proclives a algunas dimensiones de la misma que por otro
lado pueden compensarse (el hecho que la participación laboral provoque cam-
bios en la capacidad de negociación de tiempos en el hogar, por ejemplo).

En general, la crítica feminista a los conceptos de pobreza y bienestar ha es-
tado orientada a la necesidad de que cualquier valoración del bienestar incorpo-
re un componente relativo, y las mediciones de pobreza, uno de desigualdad. A
partir de esto, se aplica el concepto de desarrollo de género y el de potenciación
de género que dividen la medición y evaluación de bienestar entre hombres y
mujeres además de incorporar en estas mediciones otros criterios relativos a cues-
tiones como la decisión y participación política. No obstante, aún estos indica-
dores no incorporan un componente relativo que refleje las brechas, sino que
realizan las mediciones separando indicadores para hombres y mujeres (Chakra-
borty, 2004).

No obstante, a pesar de que tanto la relativización de la pobreza como la
incorporación de elementos diferenciadores en el concepto de bienestar parecen
ser principios de consenso mundial, en la práctica las acciones y políticas lleva-
das adelante en muchos países –entre ellos el Ecuador— los contradicen. En los
últimos 20 años el eje fundamental de la política social por lo general ha estado
en línea con objetivos de alivio y supervivencia, más que de transformación o de-
sarrollo o derechos. 

En este contexto una reflexión importante hace referencia al concepto de
vulnerabilidad y riesgo. En la literatura reciente así como en las agendas de políti-
ca social propuestas por organismos de desarrollo aparecen como los últimos y
más complejos significados de la pobreza, caracterizando así la situación de, entre
otros grupos, las mujeres. Teóricamente si los elementos de vulnerabilidad se eli-
minan a través de un adecuado equipamiento esto las habilita para ingresar al mer-
cado y las instituciones, los servicios y las redes sociales. Es decir, las provee de re-
cursos para participar. Ante esto las políticas se han concentrado en proveer de
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“paquetes para pobres” que, a decir de muchos estudios, han provocado aislamien-
to y por ende pérdida de cohesión social en la población, además de eliminar el
principio de ciudadanía implícito en las políticas e intervenciones universales.

Pobreza estructural y coyuntural

Dada la importancia del contexto y los entornos institucionales en el bienestar
de las mujeres en particular, es importante destacar las diferencias entre pobreza
estructural y coyuntural. La pobreza estructural tiene que ver con las institucio-
nes y los procesos políticos y económicos que provocan situaciones de pobreza
de largo plazo e intergeneracionales. Este tipo de pobreza se refiere también a la
falta de capitales y respaldos para la sobrevivencia, así como carencias sustancia-
les para la vida2. El análisis de género en este tipo de pobreza hace referencia a la
privación del acceso a activos y capitales proveniente de las instituciones, los
marcos legales y culturales (Benería, 1996). Por su lado, la pobreza coyuntural
tiene que ver con elementos de pobreza reciente o inercial debida a shocks o
cambios económicos por cortos períodos: inflación, desempleo cíclico, ajustes
económicos. En el caso de las mujeres, algunos estudios han mostrado que las
crisis económicas son soportadas por quienes están en el límite inferior de la dis-
tribución salarial, trabajadores móviles e inestables, y la economía no monetaria,
que caracterizan al trabajo de las mujeres (Vásconez, 2002). 

Por otro lado se ha planteado que tanto los cambios tecnológicos como
otras estrategias de competitividad externa producen situaciones de pobreza co-
yuntural en quienes tienen baja calificación y destrezas para el trabajo. De he-
cho, se afirma que a pesar de que existe una creciente capacidad productiva en el
mundo, esto se ha combinado con la reversión de alguna tendencia decreciente
de la pobreza en muchos países (Benería, 1996; Moser, 1996).

Capacidades y empoderamiento

Algunas conceptualizaciones de bienestar merecen atención no solamente para la
medición sino para la propuesta de políticas. La primera es la de las capacidades,
basada en Sen y Nussbaum (2000). Se habla en ella de la capacidad de vivir un
tiempo normal de vida sin muerte prematura; de tener una buena salud y con
una nutrición adecuada; de tener integridad corporal en el sentido de moverse
libremente, estar libre de violencia y decidir sobre opciones sexuales; de utilizar
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los sentidos y la razón con bases en educación adecuada; de tener vinculaciones
afectivas con otros; de formarse una concepción del bien y poder reflexionar so-
bre el modo de vida propio; de integrar formas diversas de interacción social en
un medio no discriminatorio; de convivir con preocupación frente a otras espe-
cies vivas; de divertirse y jugar; de cambiar el entorno vía participación política
y material (en el mercado).

De manera complementaria Grown y otros (2003) agregan los conceptos
de agencia y empoderamiento en el bienestar, concebidos como la capacidad de
realizar elecciones y decisiones que pueden cambiar resultados. Esto incluye de-
cisiones sobre fertilidad y control, sobre recursos temporales y materiales dentro
del hogar, sobre edad del matrimonio y actividad de trabajo. Para esto, el acceso
a recursos de empoderamiento y negociación es básico: ingresos y ganancias; ac-
tivos, soporte estatal para la familia y para sí mismas. El empoderamiento supo-
ne también la participación pública y en instituciones civiles. De hecho, se ha
utilizado más para conseguir políticas e intervenciones que para analizarlas. Asi-
mismo, se ha tendido a confundir el concepto con el de participación, y por en-
de se ha propuesto como estrategia incorporar a quienes son pobres o desaven-
tajados a los procesos de desarrollo, a través de la participación, principalmente
en las instituciones del nivel meso (Narayan, 2000). Bennet (2002: 63) concep-
tualiza el empoderamiento de una forma relacionada aunque distinta de la inclu-
sión. Se refiere a él como “aumento de activos y capacidades de los individuos
para incorporarse y ejercer influencia sobre las instituciones que les afectan, la in-
clusión es, en cambio, la remoción de barreras institucionales y el incremento de
incentivos para el acceso a activos y oportunidades”. El empoderamiento es por
lo tanto un proceso que surge desde abajo, mientras que la inclusión depende de
cambios desde arriba de las reglas del juego. En consecuencia el empoderamien-
to debe ocurrir primero en un nivel micro, tal como lo define Sen (1993), alte-
rando las relaciones de poder que restringen las opciones y la autonomía de de-
cisión. Para completar, Kabeer (2001) habla de la expansión de la capacidad pa-
ra decidir y elegir en un contexto donde estas capacidades habían sido antes res-
tringidas. Malhotra et al. (2002) sintetizan algunas de las más importantes di-
mensiones del empoderamiento: económica, sociocultural, familiar e interperso-
nal; legal, política y psicológica. Estas dimensiones se interrelacionan tanto en el
hogar como en la comunidad y en espacios públicos más amplios. En resumen,
se pueden destacar los siguientes aspectos del empoderamiento:
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Estas dimensiones del empoderamiento nos proporcionan el marco de análisis de
este ensayo. Se intentan dimensionar algunos aspectos de este modelo, desde el
punto de vista de la economía, además de complementarlos con las percepciones
de la pobreza de las mujeres.
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Tabla 1. Dimensiones del empoderamiento

Dimensión

Económica

Socio-cultural

Familiar-
interpersonal

Legal

Política

Sicológica

Hogar

- Control y apor-
tes de recursos.

- Libertad de mo-
vimiento; no dis-
criminación ha-
cia hijas.

- Participación en
decisiones do-
mésticas relacio-
nadas con la fe-
cundidad y el
cuerpo.

- Conocimiento y
soporte de dere-
chos.

- Conocimiento y
participación vía
ejercicio del voto

- Autoestima, bie-
nestar psicológi-
co.

Comunidad

- Empleo.
- Activos.
- Acceso a merca-

dos.

- Participación en
redes y grupos;

- Cambios en nor-
mas patriarcales.

- Cambios en
regímenes de
matrimonio y
parentesco;

- Campañas contra
la violencia
doméstica.

- Movilización y
conciencia.

- Inclusión de
mujeres en pro-
cesos político
electorales.

- Conciencia
colectiva y
potencial de
movilización.

Otros espacios

- Empleos de alta califica-
ción y remuneración

- Representación de intere-
ses en las políticas y presu-
puestos.

- Acceso a amplio rango de
opciones educativas

- Imágenes y representacio-
nes públicas de roles y cul-
turas de las mujeres.

- Cambios legales
- Opciones de divorcio,

aborto seguro, anticoncep-
ción  y otros cambios con
soporte legal, político y re-
ligioso.

- Leyes y abogacía por dere-
chos y accesos; sanciones.

- Representación política
- Incorporación de intereses

en negociación política.

- Sentido propio y acepta-
ción social de derechos e
inclusión.

Fuente: Adaptado de Malhotra et al., 2002.

         



Mujeres y economía: niveles de análisis

En oposición los planteamientos teóricos tradicionales, la economía feminista
cuestiona a los mercados como medios confiables de movilización y asignación de
recursos para producción y consumo, o medios efectivos de consecución y cober-
tura de necesidades. En su lugar, se incorporan al habitus económico para actuar
simultáneamente y a través de flujos de ida y vuelta el mercado, el estado y los ho-
gares como instituciones que funcionan con unas determinadas reglas del juego
que las hace portadoras de género. Uno de los principales aportes conceptuales de
las críticas a la economía tradicional es el cuestionamiento a la racionalidad de las
acciones y decisiones de los agentes económicos: por un lado las motivaciones
maximizadoras e individualistas de estas decisiones en el mercado; y, por otro, las
motivaciones altruistas, solidarias y monolíticas en las familias y las decisiones
neutrales de los gobiernos. Otro elemento importante en la crítica es la no visibi-
lización de todos los flujos económicos en las relaciones de mercado, por carecer
muchos de estos flujos de una representación monetaria. En este sentido, se dice
que tanto la micro como la macroeconomía son portadoras de género y que estos
espacios funcionan a través de relaciones de mediatización o mesoeconómicas.

El nivel macro 

La perspectiva crítica propone que lo que es racional para un agente económico
individual no necesariamente es racional para el sistema como un todo. El nivel
macro de la economía tiene una vida propia y no es simplemente un agregado
que sintetiza las preferencias y dotaciones de los individuos. Esto se debe a cuan-
do menos dos elementos: el primero que el mercado y el dinero no simplemen-
te integran las acciones de los individuos en equilibrio; estos aspectos también
desintegran, fragmentan y segmentan las acciones individuales; y el segundo que
en los mercados los flujos de trabajo no se representan igualmente que los flujos
de dinero.

El dinero es incapaz de movilizar todos los recursos que van a la reproduc-
ción y mantenimiento de la capacidad de esfuerzo (fuerza de trabajo), en cual-
quier economía no basada en esclavismo. La habilidad del dinero para movilizar
fuerza de trabajo para la esfera productiva depende de la operación de un con-
junto de relaciones sociales no monetarias, parte de la esfera reproductiva. Se da,
para la acumulación del sistema, una transferencia de recursos de la esfera repro-
ductiva a la productiva, transferencia que está determinada por la estructura de
las relaciones de género. Como consecuencia de esta “ausencia de mercado”, el
dinero en todas sus formas (interés, crédito, precios, etc.) se vuelve “portador” de
relaciones de género.
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Dado que los conflictos entre esferas productivas y reproductivas no se dan
en ámbitos monetarios, su interdependencia no puede ser resuelta únicamente
en términos monetarios o contractuales. Es decir, las relaciones de género expre-
sadas en el intercambio pueden cambiar si cambian las organizaciones del esta-
do y la comunidad, otros actores intervienen para proveer los servicios de la es-
fera reproductiva y se dan incentivos para que la esfera productiva se desarrolle
sin este subsidio cruzado.

En general se asume que la economía reproductiva seguirá funcionando y
se acomodará a cambios y reformas institucionales, reducción del tamaño y fun-
ciones del estado, de los subsidios, elevación de impuestos. Por ende se asume
que existirá oferta laboral impaga de las mujeres en un nivel suficiente como pa-
ra responder a estos “ahorros” forzosos y mantener cubiertas las necesidades mí-
nimas de la fuerza laboral. 

El nivel meso

En complemento a la idea de que la economía es un sistema que puede generar
sus propios desequilibrios, y que los resultados macro no son únicamente fruto
de microfundamentos, las perspectivas críticas toman de la economía institucio-
nalista el planteamiento de que los mercados así como las empresas son espacios
socialmente construidos y por lo tanto instituciones en las que no siempre se rea-
lizan decisiones basadas en decisiones de individuos. En este sentido, Akerlof
(1982) ya incorpora elementos genéricos a las decisiones empresariales cuando
habla de que las voluntades y compromisos de los individuos juegan un impor-
tante papel en las decisiones corporativas. Las instituciones involucran conflictos
cooperativos basados en acuerdos macro y diferentes perspectivas en cuanto a la
distribución de ganancias. Por ello existen en las instituciones y organizaciones
normas sociales y redes de poder que dan forma al comportamiento de los indi-
viduos. Sin ellas, la economía en su más pura expresión no puede funcionar. El
resultado depende del grado de libertad con que las personas actúan e interac-
túan, aún cuando los contratos de trabajo no contengan cláusulas que cubran es-
tas actuaciones.

Por ejemplo, las relaciones comerciales entre compradores y vendedores o
entre empleadores y empleados no dejan ver relaciones de género como las fami-
liares o de parentesco. Tampoco lo hacen las relaciones entre estado y personas,
entre proveedores de servicios públicos y la población usuaria pero están permea-
das por aspectos de género en su estructura institucional. Esto opera a través de
las normas sociales, de las redes sociales que funcionan para “suavizar” o “relati-
vizar” el funcionamiento de estas instituciones. La cohesión social entre hom-
bres, por ejemplo, tiene que ver con la exclusión de las mujeres. La disciplina je-
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rárquica también se fortalece con la actitud subordinada de las mujeres. Formal-
mente los contratos no pueden incorporar todos los elementos en una relación
laboral, de tal forma que la presencia de vacíos e inconsistencias apoya para el
mantenimiento de estos sistemas y contribuye a apoyar la tesis de que la econo-
mía no puede ser entendida únicamente en términos de nexos contractuales y
monetarios. Si bien, estos vacíos contractuales, estas ausencias de información
completa pueden operar para que el sistema capitalista (de beneficios del inter-
cambio) pueda seguir funcionando, la ganancia generada no es distribuida de
manera equitativa. Los entendimientos socialmente compartidos y la confianza
mutua son discursos de poder. Las mujeres pueden tener acceso formal a traba-
jo y mercados, pero están lejos de estas redes de negocios y entendimientos.
Igualmente, tienden a estar excluidas de los “equipos de expertos: que obtienen
mayores salarios.

El nivel micro

Tradicionalmente se define hogar como “una o más personas que viven juntas
de manera voluntaria, que preparan y comparten alimentos y se benefician del
cuidado del hogar compartido en común”. En economía no se diferencia el ho-
gar de la familia, para fines de análisis económico. La familia en la teoría eco-
nómica ha sido una institución social y un agente económico único o, cuando
menos, un conglomerado de decisiones que de alguna manera confluyen en una
sola (sobre la base de decisiones en parte individuales y en parte colectivas o so-
lidarias).

Sin embargo, la familia es la institución de conflicto cooperativo por exce-
lencia, aunque funciona con mayor complejidad que una empresa o el mercado
mismo. Autores que analizan la familia desde el patriarcado y otras relaciones so-
ciales incluso cuestionan la fundamental caracterización de los seres humanos
como agentes económicos, Nelson (1993). Un historial de discriminación y su-
bordinación así como el ejercicio cotidiano del poder simbólico pueden defor-
mar las preferencias, que no serán construidas de manera equitativa entre las di-
versas personas de una familia o comunidad. 

Las reformas económicas pueden alterar este poder de negociación a través
de abrir o cerrar oportunidades de ingreso, o cambiando el acceso a posesiones
(ingresos, activos, capacidades) relativas de un sexo frente al otro. Mientras la
teoría de la toma de decisiones se basa en la microeconomía, el poder diferencia-
do de negociación y acceso dentro del hogar tiene importantes implicaciones en
la macroeconomía del desarrollo, dado que provee elementos para entender el
impacto diferenciado de las políticas de ajuste y las respuestas diferenciadas a in-
centivos de precios.
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Algunos determinantes del poder de negociación son cuantificables: activos
económicos de los individuos; otros menos: sistemas de soporte, normas socia-
les, instituciones, percepciones. Algunos de los determinantes necesitan a su vez,
ser negociados (ejemplo, derechos de propiedad). Sen define el poder de nego-
ciación como el conjunto de habilidades para comandar (disponer de) bienes y
servicios de subsistencia: recursos (lo que la persona posee, sus activos, su “poder
laboral”), y las posibilidades intercambio de estos recursos por otros en los mer-
cados, dada una estructura de precios. 

Otras dotaciones que no derivan de la propiedad privada pueden ser: dere-
chos tradicionales a recursos comunitarios, sistemas de apoyo social y apoyo del
estado o de otras instituciones, normas sociales y percepciones acerca de las con-
tribuciones, necesidades y habilidades (Agarwal, 1997). A mayor posibilidad de
que la persona subsista fuera de la familia, mayor será su posibilidad de negociar
poder sobre subsistencia dentro de ella. Estas determinantes del poder de nego-
ciación también son limitantes para los aportes de las personas al hogar, o de su
visualización (o valoración monetaria). La habilidad de las personas para encarar
y retar las normas sean legales formales o sociales, también depende de la situa-
ción económica, el vínculo entre el comando sobre recursos y el control sobre
instituciones; y la fuerza grupal. La propiedad de recursos que generan poder o
riqueza (establishment educacional, religioso, los medios).

Para analizar y enfocar las políticas de desarrollo y, más específicamente, las
de empleo y entender la lógica del trabajo de las mujeres, es necesario explicar
una serie de factores en los ámbitos macro, meso y micro. En el análisis que se
realiza a continuación a nivel macro se exploran las consecuencias sociales de las
crisis económicas recurrentes y los subsiguientes ajustes en el marco de este mo-
delo de desarrollo, la carencia e inconsistencia de políticas estructurales de gene-
ración de empleo y sostenibilidad social. En el nivel meso, se consideran las dis-
tintas maneras de involucramiento e interrelación entre agentes que laboran y
emplean, la normativa a la que responden y aquella a la que deberían responder,
la capacidad y medios con que las mujeres ingresan a un mercado poco transpa-
rente e inequitativo. Y, desde lo micro, se aproxima a descifrar y entender las es-
trategias de sobrevivencia que llevan adelante las mujeres en su inserción laboral,
que no sólo responden a lógicas económicas coyunturales y de mercado sino ade-
más al entorno social y a las condiciones y opciones que se les ofrecen en el es-
pacio familiar, comunitario y público.
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Mujeres y trabajo en la última década

A partir de la propuesta de análisis descrita en la sección anterior se analiza la si-
tuación de las mujeres ecuatorianas en relación al trabajo y los ingresos en el ni-
vel macro, meso y micro durante los últimos diez años a partir de Beijing. Para
el efecto se parte de información procesada a partir de las encuestas de empleo,
condiciones de vida y censos de población y vivienda; las principales líneas de la
normativa laboral vigente y una visión cualitativa de la pobreza a partir de las vo-
ces de las mujeres.

El trabajo de las mujeres en algunos estudios ecuatorianos

Las condiciones laborales precarias y la discriminación laboral representan una
conclusión común de los análisis sobre el tema de mujeres y trabajo en el Ecua-
dor. Un estudio que brinda un interesante punto de partida para nuestro ensayo
es el de Naranjo (1992), donde se analizan las desigualdades de género en el mer-
cado laboral ecuatoriano durante los años ochenta. Allí se muestran tendencias
claras de crecimiento de la fuerza laboral de las mujeres, aunque siempre menor
que la de los hombres junto a una mayor proporción de mujeres en el desem-
pleo. Se aprecia también que existen importantes diferencias de participación la-
boral entre sierra y costa; ésta última con bajas aunque crecientes tasas de parti-
cipación que la autora atribuye a los regímenes de producción, la migración y la
elevada fecundidad en la costa. Igualmente, se nota ya un descenso de la PEA
agrícola desde finales de los setenta, la predominancia femenina en el trabajo co-
mercial y de servicios y su poca participación en los sectores “productivos de bie-
nes” (Naranjo, 1992: 66), lo que es atribuido a factores culturales. Adicional-
mente, se habla de informalidad en el trabajo femenino y tipos de trabajo que
reproducen roles e inequidades tradicionales como el trabajo doméstico o de cui-
dado, así como el trabajo productivo no remunerado; de poquísimas mujeres
ocupando cargos directivos o patronales, y alta concentración de mujeres en los
rangos más bajos de ingreso salarial.

Estudios más recientes como el de Samaniego et al. (1998) demuestran que
las diferencias de salario entre hombres y mujeres persisten después de ser contro-
lados por factores como la educación, la región, la rama y la categoría ocupacional,
entre otros. La explicación de estas diferencias alude a aspectos que no se conside-
ran de mercado. Se confirma en este estudio que el nivel meso de normas sociales y
reglas masculinas en empresas y organizaciones incide en el retorno económico de
la educación y la experiencia. En este mismo estudio se analizan las brechas salaria-
les históricas, determinando que se profundizan durante la década de los noventa.
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En la misma línea, pero orientándose más hacia las políticas públicas, León
(1992) afirma que es en el trabajo de las mujeres en donde se apoyan las políti-
cas neoliberales; particularmente, en su capacidad de reproducción y en su res-
ponsabilidad sobre el bienestar, la educación, la salud de sus hogares. El Estado
reproduce las relaciones de subordinación de género a través no solamente de su
ceguera a las diferencias de intereses y necesidades entre hombres y mujeres sino
de la orientación misma de sus políticas. El ajuste y la crisis, por otro lado, pro-
vocan incrementos en el trabajo gratuito y en el que genera ingresos, así como
en las actividades de las mujeres para la sobrevivencia, entre ellas el trabajo in-
formal en el comercio, en condiciones de precariedad y carencia de derechos.

Finalmente cabe destacar un estudio reciente de Larrea (2004), donde se
desarrolla un modelo en el que claramente se demuestra la relación entre el mo-
delo económico neoliberal y las brechas salariales de género. A su juicio, la recu-
peración económica no ha permitido o facilitado que se reduzcan las brechas sa-
lariales, las cuales no son fruto de la carencia de empleos o del estrechamiento de
los mercados, ni de condiciones particulares de las mujeres, sino de distorsiones
del mercado de trabajo debidas principalmente a la discriminación de género. 

Los tres puntos referidos en estos estudios -el régimen económico, la polí-
tica laboral y social, la discriminación en los mercados de trabajo- son aspectos
básicos que se retoman en el análisis que se presenta a continuación y que se con-
firma muchas de las conclusiones de estos estudios.

Bienestar, trabajo y tendencias macro

Gasto social y bienestar de las mujeres en la década: interrelaciones

La vinculación más clara de la política macroeconómica y el bienestar de las
personas está dada a través de la política fiscal, en sus funciones asignativa y
distributiva. Teóricamente, la política social a través del gasto público consti-
tuye una de las principales fuentes de redistribución de ingresos y bienestar en
la población. Si el gasto está equitativamente distribuido y se dirige a la pobla-
ción de menos ingresos y oportunidades, el gasto público contribuye a fortale-
cer los funcionamientos y capacidades de estos grupos. De acuerdo a Vos et al.
(2003), el gasto social en el Ecuador es progresivo, y en muchos casos, pro-po-
bre. No se ha medido, sin embargo, la equidad horizontal del gasto, esto es, la
equidad entre diferentes grupos de la sociedad, excepto a nivel regional. Tam-
poco existen en el Ecuador estudios de incidencia del gasto o encuestas de con-
sumo por persona, de tal forma que los análisis que se pueden hacer al momen-
to son limitados. 
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Para tener una idea del efecto del gasto en algunos indicadores de bienes-
tar, un reciente estudio del CONAMU (Vásconez, 2004) realiza un ejercicio de
análisis de correlaciones entre variables del gasto y de bienestar durante los últi-
mos 10 años3. En este ejercicio se combinan indicadores de salud, educación y
gasto público social. 

En cuanto a la educación, el estudio encuentra que el analfabetismo de
hombres y mujeres no está correlacionado con el gasto. Esto puede tener dos ex-
plicaciones: la primera una tendencia histórica hacia la reducción de este indica-
dor influenciada por una fuerte inversión hacia el combate al analfabetismo a fi-
nes de la década de los ochenta, a más del mejoramiento en otros indicadores de
educación, a pesar de que, a partir de mediados de los noventa, los esfuerzos fis-
cales en este subsector se hayan reducido. La otra hipótesis es que la reducción
del analfabetismo de adultos se ha dado desde esfuerzos e inversiones privadas,
lo cual ha provocado que esta reducción sea desigual entre hombres y mujeres,
lo que explica la persistencia de las brechas de género.

Por otra parte, la escolaridad tanto de hombres y mujeres tiene una alta co-
rrelación con el gasto en educación. No obstante, en el caso de los hombres, el gas-
to en salud también está correlacionado con la escolaridad, lo cual puede deberse
a que los hombres acceden a servicios de salud públicos que inciden en que asistan
y accedan a la educación. El gasto en bienestar social, en cambio, tiene una rela-
ción directa y muy significativa con la escolaridad de las mujeres, lo cual puede in-
dicar que la focalización de gastos hacia grupos vulnerables o “dependientes” como
niños y personas de la tercera edad así como transferencias directas hacia mujeres
inciden en que puedan acceder a más años de educación, debido a una cierta libe-
ración de las tareas reproductivas y de cuidado que serían asumidas por el Estado.

El gasto educativo no tiene relaciones significativas con la matrícula prima-
ria o secundaria, salvo en el caso de los hombres en primaria. Esto puede signi-
ficar que los accesos a la educación pueden estar mediados por otro tipo de as-
pectos más allá de la oferta en especial para las mujeres. La relación encontrada
no es, sin embargo, altamente significativa. De hecho, existen estudios que atri-
buyen a la calidad de la educación y la percepción del beneficio educativo una
mayor incidencia en la demanda. De hecho, en la secundaria es en donde se pre-
senta la mayoría de casos de deserción escolar tanto de mujeres como de hom-
bres, a pesar de que existe en el país una infraestructura bastante amplia tanto de
establecimientos como de maestros (Arcos y Vásconez, 2001).
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A pesar de que existe evidencia de que el gasto en educación terciaria es re-
gresivo porque quienes acceden a éste pertenecen a los niveles medios y altos de
ingreso, en el presupuesto se siguen dedicando recursos importantes a este sec-
tor. Una consecuencia de esto es que se encuentra una alta correlación entre las
tasas de matrícula en la educación superior y el gasto en educación, en especial
en el caso de los hombres. Desde el punto de vista de género, no obstante, es im-
portante indicar que la educación superior y en especial la titulación -en el caso
de las mujeres- representan un incremento importante de salario frente al bachi-
llerato e inciden de manera determinante en la decisión de trabajar. No obstan-
te, como se verá más adelante, es en el nivel de educación superior donde se pre-
sentan las más amplias brechas salariales con relación a los hombres. Es decir,
tanto hombres como mujeres reciben un subsidio estatal vía inversión en educa-
ción superior que les representa un beneficio directo en capital humano pero la
presencia de distorsiones no económicas en el mercado laboral (discriminación
y segregación) hace que este beneficio no sea distribuido equitativamente. El gas-
to en bienestar social también tiene relación con el acceso a este nivel educativo,
en especial en el caso de las mujeres, lo cual confirma el hecho de que el apoyo
en tareas de cuidado constituye un subsidio directo que permite que las mujeres
accedan a oportunidades de mejorar su capital humano.

En cuanto a la salud, existe una fuerte correlación entre el gasto en salud y
bienestar social frente a los indicadores de incidencia de muertes prevenibles,
mortalidad materna e infantil. En este último caso, el gasto en bienestar social
presenta una correlación más fuerte que el de salud, verificando lo dicho ante-
riormente sobre el impacto del gasto en grupos vulnerables, en especial niños y
niñas. Por otro lado, el conjunto y el gasto público dirigido a ciertos grupos, en
este caso las madres, tienen un impacto indirecto en el bienestar de las familias
vía re-priorización de gastos en los hogares, cuando el ingreso está en manos de
las mujeres. En cuanto a la mortalidad materna, el gasto social, influye en gran
medida al gasto de la educación, verificando la alta correlación entre la educa-
ción de la población y sus hábitos de salud, en especial para las mujeres.

Es decir, si bien la inversión pública social tiene una relación importante con
el bienestar de la población, al existir accesos diferenciados de hombres y mujeres
a los servicios y distorsiones en otros sectores (el laboral, por ejemplo) los impac-
tos también son diferenciados. Por otro lado, aquella inversión dirigida tanto a su-
plir costos en la economía del cuidado así como complementar los ingresos de las
mujeres tiene una elevada relación con indicadores de bienestar (salud y educa-
ción) de las mujeres. Estos últimos, no obstante, se deben analizar a la luz de eva-
luaciones específicas de otros efectos de este tipo de transferencias, tales como el
Bono de Desarrollo Humano4, sobre el que algunos estudios indican que si bien
impacta en la pobreza de algunos hogares, desincentiva el trabajo y en el caso de
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las mujeres reduce los apoyos que reciben por redes sociales y familiares (León y
Vos, 2003). Por otro lado, este desincentivo al trabajo puede no deberse a elec-
ción individual basada en un análisis de retornos, sino a una decisión presionada
por descalificación al trabajo de las mujeres o a una reducción de la presión por
entrar al mercado laboral en condiciones precarias (Armas, 2004).

El nivel macro y el trabajo

Un segundo nivel de análisis en el ámbito macro está dado por las tendencias la-
borales en relación al contexto económico ecuatoriano. La institucionalidad y re-
gulación laboral fue funcional y básica al modelo de desarrollo posterior a la segun-
da guerra mundial, de tipo fordista, industrializador y modernizador. Con la crisis
de este modelo y el advenimiento del neoliberalismo, la regulación estatal de la
producción y distribución, el naciente estado de bienestar y la institucionalización
de la fuerza laboral a través de los sindicatos, pasaron a ser, desde el punto de vis-
ta de los nuevos núcleos de poder político, obstáculos para el crecimiento econó-
mico, trabas para el funcionamiento del mercado y cargas financieras importantes
sobre los equilibrios. Las regulaciones previamente existentes no le son funcionales
al nuevo contexto de la economía global, en especial aquellas que le imponen cos-
tos a los recursos productivos: capital, trabajo, recursos naturales y tecnología.

Por otro lado, al ser un proceso de internacionalización y “desnacionaliza-
ción”, tanto del desarrollo económico como del ingreso y salida de inversiones
en distintos países, la llamada “factoría global” requiere de facilidades legales pa-
ra su establecimiento. Estas facilidades pasan por un proceso de desregulación en
el que los estados nacionales pierden rectoría para poner las reglas del juego en
cuanto a regulaciones laborales para las empresas globales. La falta de homoge-
neización de condiciones mínimas para quienes se incorporan a este tipo de tra-
bajo provoca un desequilibrio de fuerzas entre una demanda laboral cohesiona-
da, estructurada y con intereses muy específicos y una oferta flexible, móvil y
vulnerable, sujeta además a salarios locales en un contexto global. Por otro lado,
la urgencia de la apertura económica y de la colocación de productos en el mer-
cado internacional provoca un desincentivo para invertir en educación, innova-
ción y desarrollo tecnológico en países tradicionalmente exportadores de pro-
ductos intensivos en trabajo (y por tanto en el uso de gran cantidad de mano de
obra poco calificada) dadas las diferencias en la distribución del conocimiento y
la tecnología entre países. Además, el retorno a estas inversiones en capital hu-
mano y conocimiento se produce en el largo plazo.
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4 Una descripción de este mecanismo se encuentra en el ensayo de Mauricio León en esta publicación así
como en León y Vos (2003). 

     



En el Ecuador la inserción de capitales, empresas y negocios transnaciona-
les así como la utilización de mano de obra nacional en la factoría global se ha
dado de manera retardada. Esto no quiere decir, sin embargo, que el modelo eco-
nómico de desarrollo y las políticas económicas no hayan estado orientados des-
de hace varios años hacia el acomodo de la economía nacional a esta lógica glo-
bal. Es en este contexto general que se enmarcan los procesos de flexibilización
laboral y debilitamiento de los sistemas de protección a los trabajadores, con ma-
yor fuerza a partir de finales de la década de los ochenta. 

En el caso del trabajo de las mujeres -quienes parten de una situación de des-
ventaja (inserción tardía, trabajo considerado “secundario”, descalificación so-
cial)- el entorno de precarización y desprotección tiende a incidir con mayor fuer-
za. La tasa de participación global de la fuerza laboral en el Ecuador ha manteni-
do tendencias crecientes, en especial durante los últimos diez años, fundamental-
mente, debido a la participación femenina, que de acuerdo a las encuestas de em-
pleo del INEC, se ha elevado de 38% en 1990 a 55% en 2001, aunque sigue
manteniéndose a más o menos 30 puntos porcentuales por debajo de la de los
hombres. La más alta participación corresponde a los hombres en el sector rural;
sin embargo, las mayores tasas de crecimiento se dan entre las mujeres rurales. Es-
te hecho puede tener su explicación en el desarrollo de algunos sectores orienta-
dos hacia la exportación que han utilizado mano de obra femenina de forma cre-
ciente. Es el caso de la industria florícola por ejemplo5. De acuerdo a datos de las
encuestas de condiciones de vida, la participación de las mujeres rurales en el mer-
cado de trabajo se eleva de 12% en 1982 a 63.4% en 1999 (ver tabla 2).
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Tabla 2
Tasas globales de participación en el empleo por área (en porcentajes)

Años Urbano Rural
Mujeres Hombres Mujeres Hombres

1990 29.80 72.00 19.70 80.70

1995 54.01 80.57 56.97 90.42

1999 58.53 81.81 63.40 91.79

Fuente: INEC, ECV 1990, 1995 y 1999. Elaboración: SIISE.

5 De acuerdo a Newman (2002) el sector florícola crea oportunidades para retener la mano de obra y evi-
tar que emigre. A pesar de esto y de algunos beneficios en el empoderamiento de las mujeres trabajado-
ras, el sector florícola se mantiene con condiciones de baja protección y precariedad.

     



Las tendencias macro de los años noventa indican que la oferta de trabajo de las
mujeres ha sido históricamente de carácter añadido; es decir, las mujeres entran
a sustituir a la de los perceptores principales cuando ésta sale del mercado o hay
necesidad de recursos adicionales, aunque nunca lo hace en iguales condiciones.
Este carácter de añadido del trabajo femenino se manifiesta de forma clara en el
Ecuador hasta finales de la década de los noventa. En los dos primeros años de
la siguiente década la participación no se ha reducido en un marco de recupera-
ción económica y reingreso de los perceptores principales al trabajo, lo que pue-
de significar que el mercado ha incorporado la mano de obra de las mujeres con
un carácter un poco más permanente o que la reinserción de los hombres al mer-
cado no fue en iguales condiciones que antes de la crisis. No obstante, la tenden-
cia general del período de estudio indica que en momentos de crisis y desempleo
la participación de las mujeres crece (ver gráfico 1).

La tendencia al trabajo añadido contra-cíclico de las mujeres en especial en las
áreas donde la crisis ha impactado con mayor fuerza se aprecia en la incorpora-
ción al trabajo laboral de mujeres indígenas, que revelan una participación cre-
ciente y mayor a cualquier otro grupo poblacional: del 81% al 88% de la pobla-
ción económicamente activa (ver tabla 3).
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Gráfico 1. 
Participación de las mujeres en el mercado de trabajo

Fuentes: INEC, EUED, 1991-2002; Banco Central del Ecuador.

   



Dentro de la población indígena, la mayor participación se observa en los secto-
res urbanos -lo cual da cuenta de los procesos migratorios internos, en especial
de las mujeres- y en actividades en el sector comercial de pequeña escala en el
que las trabajadoras se incorporan mayoritariamente y lo hacen en a partir de los
40 años. Este fenómeno responde a un efecto del ciclo de vida que afecta más en
las mujeres que a los hombres; la época en que más mujeres entran a trabajar co-
rresponde a cuando tienen menos responsabilidades sobre hijos e hijas pequeñas.
De hecho desde fines de los noventa hasta los primeros años de 2000 existen en
el sector urbano comercial más mujeres mayores participando que en aquellos
años de mayor bonanza económica (Vásconez, 2002).

En 1990, el 90% de la PEA de mujeres y el 95% de la PEA de los hom-
bres estaba trabajando. Sin embargo, las crisis recurrentes mencionadas anterior-
mente y los problemas sociales que alcanzaron su cúspide en la segunda mitad
de 1990 provocaron un deterioro reflejado en desempleo de alrededor del 17%.
Las tasas de desempleo de las mujeres, mayor a la de los hombres en especial du-
rante períodos de crisis (que han correspondido a procesos de ajuste), demuestra
el carácter de prescindible de la mano de obra femenina ante cambios en el en-
torno económico. En el año 1999 el porcentaje de mujeres de la PEA trabajan-
do era de 80%; hacia 2004 existe una recuperación en 6 puntos, pero todavía no
se alcanza el nivel de inicios de los noventa.

De acuerdo a las encuestas laborales urbanas, el desempleo de las mujeres
creció de 9.1% en 1990 a 16% en 2001, frente al de los hombres, que lo hizo
de 4.3% en 1990 a 7.2% en 2001. Esta brecha se intensificó durante los años de
mayor severidad de la crisis. No obstante, como se observa en el gráfico 2, la ma-
no de obra masculina ha permanecido con un nivel de desempleo más o menos
uniforme, excepto por la gran depresión económica del año 1999. En el gráfico
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Tabla 3. 
Participación en el mercado laboral por condición étnica y sexo (en porcentajes)

1995 1999

Urbana Rural Urbana Rural

Hombre indígena 77 93 82 94

Hombre no indígena 77 87 78 89

Mujer indígena 67 81 72 88

Mujer no indígena 51 54 55 58

Fuente: INEC, ECV 1995 y 1999. Elaboración: SIISE. 

   



se aprecia también que las fluctuaciones del empleo-desempleo de las mujeres
son más marcadas que las de los hombres y de alguna manera, coinciden con las
fluctuaciones de la economía; adicionalmente esta época para Ecuador coincide
con la profundización de los procesos de flexibilización laboral.

En general las crisis sucesivas del sistema económico en el Ecuador han dado pa-
so a que muchos trabajadores y trabajadoras busquen mecanismos de subsisten-
cia en empleos con condiciones diferentes a las que quisieran, tanto en tiempo
como en salarios. La tasa de subempleo en Ecuador crece a medida que la eco-
nomía deja de brindar oportunidades de trabajo pleno. A pesar de que el subem-
pleo aparece como una constante tanto para hombres como para mujeres, en los
períodos pre y post-crisis el subempleo de los hombres se mueve más rápidamen-
te. Esta tendencia permite intuir que el subempleo o el empleo informal repre-
sentan para los hombres una transición hacia o desde el empleo pleno, mientras
que las mujeres tienen mayor dificultad de pasar de un sector a otro. De hecho,
las crisis económicas provocan que las mujeres abandonen sus empleos totalmen-
te (ver gráfico 3). 
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Gráfico 2
Crecimiento económico y desempleo por sexo

Fuente: INEC, EUED, 1991-2002.

   



Otra intuición respecto a estos datos se refiere a que el sector informal o el su-
bempleo no son sectores femeninos y que para el Ecuador la precariedad del tra-
bajo en las mujeres se manifiesta menos por el sector al que pertenece que por
las condiciones y normas que rigen los mercados laborales en general.

El nivel meso: el mercado laboral y el contexto normativo

Marco legal, normas sociales y precarización del trabajo

Como se dijo antes las leyes laborales ecuatorianas han estado orientadas, a
partir de la década de los noventa, a acomodar la incorporación del país a pro-
cesos de apertura económica. Esto se ha reflejado en el desarrollo de una legis-
lación que promueve la flexibilización de las formas de contratación laboral,
dando lugar al nacimiento de nuevas figuras de contratación precaria, así co-
mo a la instauración de normas que facilitarían el desenvolvimiento de las re-
laciones de trabajo y contribuirían a generar empleo en razón de la inversión
extranjera que teóricamente debería acompañar a este esfuerzo. Otras razones
para la adopción de estas políticas son la creación de condiciones necesarias pa-
ra que se desarrolle el esquema económico de dolarización, la factibilidad de
que los empleadores optimicen sus procesos de producción al contratar perso-
nal estrictamente necesario para determinados períodos, el incremento del ni-
vel técnico y competitivo de la mano de obra, el supuesto de que el trabajador
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Gráfico 3. 
Crecimiento económico y subempleo por sexo

Fuentes: INEC, EUED, 1992-2002; Banco Central del Ecuador. 

      



eleve sus ingresos al tener facilidad de prestar sus servicios ante dos o más em-
pleadores, entre otras. 

Las reformas introducidas por la Ley para la Transformación Económica
del Ecuador y la Ley para la Promoción y de la Inversión y Participación Ciuda-
dana6 establecieron profundos cambios en las materias tributaria, financiera, de
producción, administrativa y laboral. Por el lado, de la seguridad social estas re-
formas se complementaron con otras introducidas en la nueva Ley de Seguridad
Social7 para adecuar las prestaciones a las nuevas formas de contratación y regu-
lar los aportes y administración de recursos.

Dentro del desarrollo de las distintas relaciones laborales, si bien hombres
y mujeres se encuentran amparados por un marco legal mínimo de condiciones,
derechos y obligaciones laborales de carácter nacional e internacional, las muje-
res han debido impulsar procesos de legitimación de sus derechos y garantías es-
pecíficas, para combatir la desigualdad en que se desenvuelven las relaciones la-
borales en muchas áreas. Las convenciones de la Organización Mundial del Tra-
bajo (OIT), si bien están dirigidas a nivel general para ambos sexos, han incor-
porado en sus distintos textos ciertas condiciones que buscan garantizar los de-
rechos laborales de las mujeres. Aunque el Ecuador ha recogido en los distintos
cuerpos legales, los compromisos mínimos a los que se había comprometido al
ratificar la vigencia de tratados internacionales a favor de la equidad y en contra
de la discriminación8, en la práctica los hechos siempre han rebasado al derecho.
Las prácticas discriminatorias no han desaparecido, los procesos selectivos para
acceder a una fuente de empleo siguen vigentes, así como algunas políticas y
prácticas empresariales que ponen condiciones a los trabajadores (especialmente
del sexo femenino) para mantener su estabilidad laboral.

Si bien la legislación ecuatoriana recogía los “mínimos regularizadores de
una relación laboral” propuesta por los distintos instrumentos internacionales,
con los procesos de flexibilización laboral y con las figuras jurídicas precaristas
impulsadas e instauradas por el propio Estado, se han empezado a plantear du-
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6 Correspondientes a la Ley 2000-4, Registro Oficial 34-S, 13-III-2000 y al Decreto Ley 2000-1, Registro
Oficial, 144-S, 18-VIII-2000.

7 Ley No. 2001-55, Registro Oficial, 465-S, 30-XI-2001.

8 Por ejemplo, el Convenio 111 de la OIT relativo a la Discriminación en el Empleo (1958, Registro Ofi-
cial, 219, 30-VII-62) que combatía la distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, co-
lor, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social, que tenga por efecto anular o al-
terar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; el Convenio 100 de la OIT so-
bre la Igualdad de Remuneración (1951, Registro Oficial, 177, 3-IV-57), en cuya virtud era obligatorio
para los países firmantes del convenio, el adoptar todas las medidas para lograr una equiparación de la re-
muneración por un trabajo de igual valor; y el Convenio sobre el Desempleo, (Convenio 2 de la OIT, Re-
gistro Oficial, 159,17-V-62) según el cual los estados miembros se obligan a crear agencias públicas y pri-
vadas de colocaciones, como un medio que permitiría a los trabajadores en general, el poder acceder con
mayores facilidades a un empleo, entre otros.

       



das respecto de la observación de algunos mandatos de esta legislación interna-
cional. Convenios que aún se encuentran vigentes imponen la necesidad de pro-
moción del crecimiento económico y la creación de empleo así como el acceso a
la formación y elección sin discriminación9; la fijación de remuneraciones sobre
la base de investigaciones y la no discriminación en el acceso a cualquier em-
pleo10. Estos principios entran en contradicción con nuevas formas de contrata-
ción tales como la contratación por horas que elimina las posibilidades de for-
mación ni promueve el empleo decente (dado que no especifica condiciones ni
tipo de trabajo).

En materia de Seguridad Social, tanto en la derogada Ley del Seguro Social
Obligatorio, como en la actual ley de Seguridad Social se recogieron los míni-
mos establecidos en los instrumentos mencionados, pero la crisis institucional
del sistema de seguridad social, la errónea administración de los recursos, así co-
mo las prácticas empresariales de evasión de obligaciones legales, han vuelto
inaccesibles las prestaciones sociales para algunos sectores de los trabajadores y
trabajadoras. La seguridad social ha sido materia de continuos embates desde la
política social, que ha terminado por arrinconarla y sustituirla por otro tipo de
transferencias, sin sustituir su función principal.

Por otro lado, la situación laboral por efectos del proceso de flexibilización
laboral crea obstáculos para acceder al sistema de seguridad social. En los conve-
nios para la protección de la maternidad se prevé la creación de fondos especiales
para cuando las mujeres no cumplan con requisitos para acceder a prestaciones re-
gulares, pero el sistema de seguridad no ha creado fondo alguno hasta la fecha.

Los contratos precarios y el ocultamiento de relaciones laborales 

A partir de estos procesos de apertura y modernización, como se dijo antes, se
establecieron dos modalidades de contratación: los contratos por horas y los con-
tratos de polifuncionalidad. Los primeros se refieren a que las partes acuerdan el
valor del trabajo por horas y que este contrato puede ser terminado por una de
ellas en cualquier momento. La precariedad, hasta hace poco entendida como
aquella en la cual los contratos no gozan de la estabilidad mínima de un año,
pierde sentido y vigencia como concepto. Por otro lado, el contrato por horas, al
eliminar la estabilidad se contradice con el Código del Trabajo que asegura esta-
bilidad a mujeres embarazadas. Si no se incluye en la contratación un tiempo de
duración ni se asegura algún tipo de estabilidad, se da paso a arbitrariedades sin
reclamo de derechos como el del despido. Se aprecia claramente que al momen-
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9 Convenio 122 de la OIT, Registro Oficial, 632, 19-VII-78.

10 Convenio 117, Registro Oficial, 59, 11-V-72.

     



to de no regular y dejar la decisión al mercado los vacíos en los contratos pue-
den ser sustituidos por normas sociales y convenciones informales.

La polifuncionalidad se refiere a la realización de dos o más actividades de
diversa índole11. Esta modalidad debía pactarse por escrito y podía funcionar en
cualquier momento de la relación laboral; el supuesto beneficio salarial correspon-
diente a la actividad de mayor valor es neutralizado por abusos de cambios intem-
pestivos de actividad o incorporaciones de nuevas acciones. Nuevamente se entró
en contradicción con el Código del Trabajo cuando en su definición de estabili-
dad impide el cambio arbitrario de labores, que debe ser compensado con indem-
nización y por ello la polifuncionalidad fue declarada inconstitucional en el año
200012. No obstante, la polifuncionalidad es una práctica común de hecho en las
empresas y sobre todo en el sector informal, especialmente para las mujeres. La
categoría laboral “no calificado”, por ejemplo, alude al tipo de trabajo más que a
la calificación, y se refiere a quien realiza cualquier tarea que se le encomiende. 

Otra forma de precariedad laboral son los contratos civiles “por obra cier-
ta” o por “servicios personales” en los que se puede dar por terminada una rela-
ción laboral cuando estos servicios ya no sean necesarios a criterio del emplea-
dor. Este tipo de contratos se realizan para ahorrarse el pago de aportes y obliga-
ciones laborales. Esta es una forma de contratación bastante común entre las
mujeres trabajadoras.

Este marco legal flexible refuerza la efectividad de las normas sociales vigen-
tes: la discriminación y el abuso, los diferenciales salariales, la transferencia de
trabajadores de la formalidad a la informalidad, la salida de trabajadores y traba-
jadoras del mercado. Por ejemplo, mientras la participación de los trabajadores
del sector moderno cae de aproximadamente del 65% al 57%, la participación
de los trabajadores del sector informal pasa del 29% al 33% entre enero de 1998
y julio de 2000. El porcentaje de trabajadores con afiliación al IESS y con con-
trato permanente cae desde el 52% del total, al 42%; mientras que los trabaja-
dores sin afiliación al IESS y con contrato ocasional suben del 16% al 21% en
los últimos dos años.

Uno de los factores más importantes para la efectividad de las políticas de
flexibilización es su capacidad desmovilizadora. De acuerdo a la teoría del “sala-
rio eficiente”, en asimetría de información, el contrato es el mecanismo a través
del cual el trabajador asegura unos rendimientos mínimos, y el salario, el meca-
nismo a través del cual el empleador se encarga de que los cumpla. En un am-
biente de desempleo y carencia de seguridad, el salario de eficiencia es aquel que
refleja necesidades mínimas para la permanencia de los trabajadores y no mues-
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11 En el artículo 79 del Código Laboral ecuatoriano.

12 Resolución 193-2000-TP, Registro Oficial, 234-S, 29-XII-2000.

     



tra las capacidades, dado que su papel como incentivo para el trabajo ha sido
sustituido por, primero, la fila de desempleados/as con disposición a recibir sa-
larios más bajos, y segundo, la incertidumbre de conseguir un pago adecuado
a sus necesidades y capacidades. De esta manera, un mecanismo idóneo para
ahorrar recursos por trabajo es la flexibilización laboral y el mantenimiento del
desempleo13. De hecho, las encuestas de empleo a partir de 1998 revelan que
más del 75% de las mujeres y el 50% de hombres que buscan empleo consi-
deran que no tienen la oportunidad de conseguir el trabajo adecuado. Esto re-
fleja también el carácter mercantil del trabajo en un sistema capitalista liberal:
en escasez de demanda laboral se valora a quienes tienen mayor posibilidad de
retorno económico. Las diferencias salariales que parten de la discriminación y
segregación de los mercados así como de las consideraciones micro de califica-
ción de merecimientos de las personas se reflejan en costos de oportunidad de
mercado menores para las mujeres, y por ende, menor expectativa al momen-
to de buscar un trabajo.

Estos postulados se cumplen en la práctica. De acuerdo al estudio de PU-
CE- CELA (2000), la precarización del trabajo contribuyó a modificar los com-
portamientos y actitudes de los trabajadores al interior de sus respectivas empre-
sas, muchos de los cuales están dispuestos a prescindir de algunos de sus dere-
chos laborales si se les garantiza mantener su empleo. Esto es más palpable en al-
gunos sectores que en otros, en que incluso está expresamente prohibida la reu-
nión y congregación de trabajadores o trabajadoras. Esto añadido a la posibili-
dad de venta de renuncias y tercerización, o trabajo por subcontrato constituye
opciones que las mujeres consideran atractivas, lo cual ha contribuido a que sal-
gan de empleos formales y de los grupos gremiales de trabajadores14.

El mercado laboral y las trabajadoras

En este contexto de alta participación de las mujeres en el mercado laboral y con-
diciones normativas previas, se puede entender de mejor manera la estructura del
mercado y su funcionamiento. Para el análisis de género es relevante la identifi-
cación en el mercado laboral de dos tipos principales de inequidades: la segrega-
ción y la discriminación. La segregación se relaciona con la asignación de roles,
la categorización de trabajos como femeninos o masculinos, las barreras a la en-
trada a los mercados de trabajo debidas a esta categorización, y las caracterizacio-
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13 Para profundizar sobre teorías de salario de eficiencia y de creación-destrucción de empleo, se pueden es-
tudiar textos de economía laboral, como Borjes, 2000; Ehrenberg, 2000; y Shapiro, 1986.

14 Este es el caso de las trabajadoras de la empresa textil “La Internacional” de Quito. De un sindicato con
una participación paritaria de hombres y mujeres en 1998, hoy las mujeres representan la quinta parte (ver
Vásconez, 2003).
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nes de los tipos de trabajo asignados de preferencia a mujeres (monótonos, sim-
ples, manuales, etc.). La división de trabajo es una manifestación de las relacio-
nes de género, no basadas en supuestas desventajas “naturales” de las mujeres, si-
no en construcciones de conceptos normativos en torno a oposiciones binarias,
que llevan a prácticas de diferenciación: fuerza, complejidad, dificultad frente a
debilidad, simplicidad, y facilidad. 

La segunda forma es la discriminación, que se refiere más a un tipo de
inequidad horizontal, es decir, personas con igual capacidad que reciben dife-
rentes salarios o beneficios. Esto también tiene su raíz en la concepción de que
las mujeres son menos capaces, menos comprometidas con las instituciones
(por sus obligaciones del hogar), y que su contingente laboral puede no ser
permanente. 

Categorías de ocupación, sectores y segregación

Una característica importante de diferenciación entre trabajadoras y trabajadores
son las categorías laborales. Los hombres lo hacen en su mayoría en calidad de
empleados privados o cuentapropistas. Las mujeres también aparecen como tra-
bajadas de estos dos sectores, en casi un tercio de la población económicamente
activa, con la diferencia de que en la categoría de “patrono o socio activo” las mu-
jeres participan en 7% frente a 10% para el caso de los hombres, de acuerdo al
Censo de 2001. Cabe señalar que esta estructura ha cambiado: en 1990 las dife-
renciaciones eran más marcadas, en especial en estas dos categorías. Por otro la-
do, se ven menos diferencias en actividades de trabajo no remunerado y asalaria-
do privado (ver tabla 4 en la página 118).

Es necesario notar que la categoría de “trabajador sin pago” que aparece re-
levante tanto para mujeres como hombres en otras fuentes de información como
las encuestas de empleo y las de condiciones de vida se presenta irrelevante en el
Censo de 2001 (5 a 7%). En las encuestas de condiciones de vida de 1995 y 1999
más de la mitad de las mujeres indígenas y cerca del 30% de las no indígenas eran
trabajadoras sin pago. Los hombres en ambos grupos llegaban a la mitad o me-
nos de la participación de las mujeres. Por otro lado, pierde importancia en estas
encuestas la categoría de cuentapropista (ver tabla 5). Las diferencias entre ambas
fuentes, al margen de aspectos metodológicos básicos, pueden deberse a otras ra-
zones: el censo puede no captar el trabajo sin pago ya que no contempla suficien-
tes categorías de empleo y trabajo; en las encuestas de condiciones de vida en
cambio no se define bien el concepto de cuenta propia o autoempleo y no apa-
rece dentro de este grupo mucha población de mayores ingresos que pueden ser
consultores freelance, trabajadores de agencias internacionales, profesionales que
ejercen solo su profesión, etc., que se registran en el censo. De hecho, por estruc-
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Tabla 4.
Categoría ocupacional por sexo

Categoría 1990 2001 1990 2001

ocupacional Hombres % Hombres % Mujeres % Mujeres %

Patrono o socio 178.003 7.0 303.666 9.6 47.684 4.6 108.731 7.9

Cuentapropista 1’047.504 41.3 1’126.421 35.7 361.837 35.2 440.646 32.0

Asalariados de municipios 
y consejos provinciales 47.371 1.9 54.838 1.7 12.713 1.2 19.136 1.4

Asalariados del Gobierno 211.613 8.3 183.404 5.8 116.311 11.3 129.168 9.4

Asalariado privado 740.431 29.2 1’045.381 33.2 330.960 32.2 480.520 34.9

Trabajador familiar sin 
remuneración 129.772 5.1 168.518 5.3 72.228 7.0 71.792 5.2

Se ignora 179.847 7.1 269.854 8.6 87.072 8.5 125.068 9.1

Total 2’534.541 100.0 3’152.082 100.0 1’028.805 100.0 1’375.061 100.0

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 1990 y 2001. Elaboración: SIISE, 2004.

Tabla 5
Categoría ocupacional por condición étnica y sexo (en porcentaje respecto a la PEA)

Patrono Cuenta Asalariado Asalriado Trabajador No
socio activo propia público privado sin pago definido

1995

Hombre no indígena 8.7 21.9 6.9 43.2 14.1 5,2

Mujer indígena 0.3 22.6 3.9 17.3 51.6 4,2

Mujer no indígena 2.8 27.2 6.7 29.2 24.5 9,6

1999

Hombre indígena 3.7 36.1 2.1 28.8 29.2 .

Hombre no indígena 8.9 20.8 6.1 48.4 15.8 .

Mujer indígena 0.5 19.6 0.7 14.5 64.7 .

Mujer no indígena 3.4 28.0 6.9 31.2 30.5 .

*Para 1999 los resultados no presentan esta categoría.
Fuente: INEC, ECV, 1995 y 1999. Elaboración: SIISE, 2004.
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tura las encuestas de condiciones de vida y de hogares no captan los extremos de
mayores ingresos de la población que se encuentran alejados de la distribución
del ingreso, así como tampoco los cuentapropistas del sector rural15. 
Adicionalmente el fenómeno de la segregación de géneros se aprecia desde el ti-
po de trabajo: las encuestas de empleo demuestran que al año 2000 habían, por
cada hombre en las mismas actividades: 1.4 mujeres en el comercio y servicios,
casi del doble de empleadas de oficina, 16 empleadas domésticas, la tercera par-
te de artesanas, la décima parte de operarias de maquinaria, el 70% de directi-
vas, la mitad de profesionales técnicas y menos de la mitad de trabajadoras agro-
pecuarias pagadas. La situación ha cambiado con respecto a 1995 únicamente en
dos categorías: la de profesionales y técnicas, cuya participación ha bajado, y la
de directivas públicas, que se ha incrementado de manera importante. Esto in-
dica que persisten ciertas barreras y prejuicios a la entrada de mujeres a determi-
nados tipos de trabajos.

Relacionado a esto, el sector donde se trabaja también representa un factor
de diferenciación, aunque suavizado durante la última década. A 2001, de acuer-
do a las encuestas de empleo la población económicamente activa ecuatoriana se
concentra principalmente en las actividades agrícolas, las cuales abarcan al 33%
de la población trabajadora de 10 años y más. Otras ramas importantes de acti-
vidad son el comercio (21%), la manufactura (13%) y los servicios públicos
(11%). Existe un mayor porcentaje relativo de hombres en las actividades agrí-
colas que de mujeres (36% frente a 30%), mientras que la proporción relativa de
mujeres en el comercio y servicios públicos supera la de los hombres: 23.4%
frente a 19.8% para el comercio y 13% y 9%, respectivamente en el caso de los
servicios. En el servicio doméstico, el cuál abarca al 5% de la población econó-
micamente activa, predominan las mujeres, representando el 90% de las perso-
nas incorporadas en esta rama de actividad.

Estos datos se confirman cuando se observa con los obtenidos por los cen-
sos de población: la agricultura sigue siendo la actividad que más población tra-
bajadora absorbe, en especial de hombres; de hecho, la participación de las mu-
jeres en la agricultura se ha reducido desde 1990. Los servicios personales son
mayoritariamente femeninos -no así todas las demás actividades- e incluso se re-
duce la participación de los hombres durante la década. Por otro lado, hay cier-
tas actividades en las cuales las mujeres no consiguen ingresar, como la construc-
ción y el transporte. Otras importantes actividades son los servicios y comercios
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15 No obstante, esta observación metodológica sería interesante indagar un poco más sobre las conceptuali-
zaciones de formalidad, autoempleo, cuenta propia, trabajo sin pago, etc., que están detrás de las encues-
tas, caracterizarlas de mejor manera y uniformizar estos conceptos, dado que las diferencias que se presen-
tan son muy importantes y pueden dar paso a contradicciones de política.

   



(18%), donde el porcentaje de mujeres duplica la de los hombres: 25% y 12.8%,
respectivamente. De hecho, el comercio ha sustituido a actividades manufactu-
reras y agrícolas de las mujeres durante la década de los noventa (ver tabla 6). La
proporción relativa de mujeres adolescentes entre 15 y 17 años en esta categoría
supera la proporción de hombres con similar edad: 25% frente a 19% para los
varones. El porcentaje de mujeres en los servicios y comercio se mantiene mien-
tras avanza la edad, mientras que en el caso de los hombres el porcentaje dismi-
nuye con el incremento de la edad. 

En coincidencia, de acuerdo a las encuestas de condiciones de vida de 1995 y 1999,
las actividades tradicionales como agricultura e incluso comercio dejan de tener im-
portancia hacia fines de los noventa, excepto entre las mujeres indígenas que se
mantienen de manera importante en la agricultura, aunque en menor proporción
que en 1995. El comercio aparece como poco relevante en 1999 para las mujeres
no indígenas, lo cual contradice las otras fuentes de información. Es necesario indi-
car que los conceptos de rama no explican más allá del 60% de la participación la-
boral en este año, de tal forma que es necesario mirar esta información con cautela.
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Tabla 6
Ocupación por rama de utilidad

Rama de                                1990 2001 1990 2001

actividad Hombres % Hombres % Mujeres % Mujeres        %

Agricultura Caza y pesca 935.637 36.8 1’028.935 32.6 187.597 18.1 215.751 15.7

Minas y canteras 19.042 0.7 22.085 0.7 2.222 0.2 2.522 0.2

Manufactura 254.098 10.0 324.432 10.3 141.716 13.7 147.116 10.7

Electricidad, gas y agua 10.844 0.4 11.675 0.4 2.006 0.2 2.128 0.2

Construcción 194.988 7.7 279.421 8.9 5.263 0.5 8.314 0.6
Comercio, hoteles 
y restaurantes 308.158 12.1 551.866 17.5 206.647 19.9 326.599 23.8

Transporte y comunicación 125.132 4.9 208.859 6.6 7.527 0.7 18.760 1.4

Servicios financieros 54.777 2.2 115.312 3.7 28.097 2.7 47.853 3.5
Servicios personales 
y sociales 396.879 15.6 329.146 10.4 338.518 32.7 471.957 34.3

Actividades no 
especificadas 114.551 4.5 280.351 8.9 48.954 4.7 134.061 9.7

No declarados 129.188 5.1 0.0 67.834 6.5 0.0

Total 2’543.294 100.0 3’152.082 100.0 1’036.381 100.0 1’375.061 100.0

Fuente: INEC, Censo de Población y Vivienda, 1990 y 2001. Elaboración: SIISE, 2004.

   



De acuerdo a las encuestas de empleo del INEC, hacia el año 2001 se mantiene
la relación de mujeres a hombres tanto en el sector denominado “moderno” co-
mo en el informal. El único sector mayoritariamente femenino es el de servicios
domésticos y personales. Este comportamiento se mantiene desde 1990, salvo
con un ligero incremento de la participación en actividades en el sector moder-
no e informal hacia fines de la década, por las razones de oferta laboral de mu-
jeres antes mencionadas. En este mismo tema, la mitad de la PEA trabaja en es-
tablecimientos de dos personas, la proporción de hombres en este tipo de esta-
blecimiento es similar al de mujeres; mientras que el porcentaje de mujeres que
trabajan solas duplica el de los hombres: 23% frente a 11% (INEC, ECV, 1999;
EUED, 2000 y 2001). 

La demanda por trabajo de mujeres, de acuerdo a las encuestas de empleo
del INEC ha experimentado ciertos cambios durante la década de los noventa.
Se aprecia una creciente demanda para el sector manufacturero, en especial el de
textiles; se eleva también la demanda por servicios domésticos y se mantiene la
demanda en el sector comercio, con un apreciable crecimiento del sector de co-
mercio al por mayor (de 4 a 14% entre 1990 y 2000). En lo relativo a la califi-
cación del trabajo, más de un tercio de la población económicamente activa ma-
yor de 10 años se ubica en actividades no calificadas (36%). En este grupo la pro-
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Tabla 7
Ramas de actividad economiza por etnia y sexo (% PEA)

Agricultura Industria Comercio y Servicios Constru-
silvicultura manufac- hotelería comunales ción

pesca turera

1995

Hombre indígena 45.4 8.0 9.0 12.1 14.8

Hombre no indígena 34.3 11.2 18.8 14.7 7.4

Mujer indígena 62.2 6.7 13.2 13.1 0.3

Mujer no indígena 18.2 12.0 31.3 26.9 0.3

1999

Hombre indígena 39.9 6.0 5.5 3.0 7.1

Hombre no indígena 19.7 7.5 13.9 8.1 4.5

Mujer indígena 42.3 5.5 6.1 4.4 0.0

Mujer no indígena 9.63 5.0 13.0 11.3 0.1

Fuente: INEC, ECV, 1995 y 1999. Elaboración: SIISE, 2004.

       



porción de mujeres es más importante (38.7% frente a 34% para los hombres),
revelando que su inserción en el mercado de trabajo es menos ventajosa que la
de los hombres.

Al considerar la población económicamente activa de 15 años y más por
grupo de edad, se observa que dentro de los trabajadores no calificados predo-
minan los adolescentes de entre 15 y 17 años de ambos sexos, los cuales repre-
sentan más del 53% de esta categoría de ocupación. El hecho de que estos jóve-
nes deban trabajar tempranamente impide su acceso a una mayor calificación pa-
ra una inserción más ventajosa en el mercado de trabajo. La mano de obra no ca-
lificada disminuye conforme aumenta la edad (INEC, ECV, 1999).

En lo relativo al lugar de trabajo la mayoría de los ocupados /as desempe-
ñan su actividad principal en el local de una empresa o del patrón; el porcenta-
je de hombres en esta situación es ligeramente superior al de las mujeres (28.6%
y 25.6% respectivamente). El porcentaje de hombres que se desplaza para reali-
zar su trabajo duplica el de las mujeres: 16.7% frente a 6.1%, por lo que se pue-
de considerar que, en este aspecto, la situación de las mujeres es menos precaria.
La proporción de mujeres que trabajan en su propio hogar triplican el porcenta-
je de hombres en esta condición. Esta situación refleja el incremento de las acti-
vidades “cuentapropistas” de las mujeres hacia finales de la década.

Informalidad y subempleo 

Al explorar otras variables de directa relación con el trabajo de las mujeres, y a
pesar de la dificultad conceptual de definir la informalidad, es necesaria su con-
sideración como ámbito de injerencia en las relaciones laborales de las mujeres.
La aparente movilidad de los trabajadores entre ambos sectores, la complejidad
de la lógica de los retornos, la poca visibilidad de la dualidad del mercado, e in-
cluso las condiciones de flexibilidad de facto en las que la mayoría de los traba-
jadores/as ecuatorianos hacen difícil establecer y detectar algunas condiciones in-
dicativas de informalidad con base en las fuentes tradicionales de información.
Algunas aproximaciones de datos al respecto nos dicen que más de la mitad de
la fuerza laboral de mujeres ecuatorianas, que trabaja por un pago, se ubica en
ocupaciones de baja remuneración, irregularidad en la contratación, trabajo por
cuenta propia o como trabajadoras de la producción no asalariadas (casi la mi-
tad de la fuerza laboral). 

De acuerdo a un estudio reciente realizado por Larrea et al. (2001), si bien
el desempleo experimenta reducciones a partir de mediados del 2000, el subem-
pleo ha mantenido una tendencia creciente. Es decir, las reducciones en el desem-
pleo no se reflejan en crecimiento del empleo adecuado y quizás se deban entre
otras razones, al fenómeno migratorio de los últimos años. El paso del desempleo
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al subempleo o a un tipo de trabajo informal, es relativamente más fácil que ob-
tener un empleo adecuado. De acuerdo con las encuestas urbanas de empleo del
INEC, en el curso de la última década el subempleo16 se ha incrementado: ha pa-
sado de 50% de la población económicamente activa en 1990 a 57.3% en el año
2001, alcanzando su mayor nivel en el año 2000 (60,8% de subempleados).

El 26% de la población económicamente activa de 10 años y más está
sub-empleada, solo trabaja hasta cuatro días por semana en el empleo princi-
pal. El porcentaje relativo de mujeres en situación de subempleo es ligeramen-
te superior al de los hombres: 29% frente a 25% (INEC, ECV, 1999). Un
15% trabaja cinco días semanales. Es importante destacar que un cuarto de la
población económicamente activa trabaja seis días por semana mientras que
otro cuarto adicional lo hace todos los días, sin derecho a descanso. Existe un
mayor porcentaje de mujeres que de hombres trabajando los siete días de la se-
mana: 30.4% y 21.6% respectivamente (INEC, ECV, 1999). Esta situación se
ha agravado hacia finales de la década de los noventa. En 1995, el 21% de la
población económicamente activa trabajaba siete días mientras que en 2000
este porcentaje se elevó al 25%. En todo el período más mujeres que hombres

trabajan durante toda la semana, y más hombres el tiempo regular de la sema-
na (cinco días).
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Tabla 8
Número de días trabajados por semana en primer empleo (principal)

Número de días

1 2 3 4 5 6 7

1995

Hombres 1.6 4.9 7.4 6.9 28.8 31.0 18.8

Mujeres 3.7 8.0 8.0 5.3 26.5 23.3 24.5

Ambos 2.5 6.2 7.6 6.3 27.9 28.0 21.1

1999

Hombres 2.8 5.6 8.6 7.7 24.1 29.6 21.6

Mujeres 5.5 9.1 8.8 5.7 21.2 19.4 30.4

Ambos 3.9 7.0 8.6 6.9 22.9 25.4 25.3

Fuente: INEC, ECV, 1995 y 1999. Elaboración: SIISE 2004.

16 Corresponde a la agregación de aquellas personas que forman parte del sector Informal Urbano, más aque-
lla población que trabaja menos de la jornada laboral (subempleo visible) y aquella que percibe ingresos

       



Otro indicador que refleja la precariedad del trabajo es el número de horas dia-
rias de trabajo: sólo el 28% de la población económicamente activa cumple un
horario completo de trabajo (ocho horas). El porcentaje de hombres en esta si-
tuación supera en 10 puntos porcentuales al de mujeres: 32% frente a 22.7%. El
porcentaje de mujeres que trabaja hasta cinco horas diarias en la actividad prin-
cipal más que duplica al de hombres (41% frente a 18.6%), revelando el mayor
subempleo de las mujeres (INEC, ECV, 1999). El trabajo por horas y el subem-
pleo visible matizan la creciente participación de las mujeres y de alguna mane-
ra explican la flexibilidad aprovechada por mujeres y empleadores para integrar-
las al trabajo. La población de mujeres que trabajaba menos de 20 horas a la se-
mana era el 26% de la población económicamente activa en 1995. Este porcen-
taje, en 2000, se eleva a 31%. En cambio, es mayor la población de hombres que
trabaja más de 49 horas a la semana.

En cuanto al nivel educativo se aprecia, al igual que para el desempleo, más
mujeres que hombres subempleadas con educación superior, igual proporción
con secundaria y menos con primaria. Se confirma que el mercado laboral res-
ponde menos a la formación que a otros aspectos de la oferta de trabajo para el
caso de las mujeres. Un factor de tipo meso: niveles de educación universitarios
(o terminales) suponen cierta edad o al menos cierta etapa del ciclo de vida que
en las mujeres puede relacionarse con posibilidad de embarazo o de formar par-
te de una familia. Este factor al parecer pesa más en el retorno potencial de las
mujeres que su calificación profesional. Esta situación se ha intensificado mucho
hacia los últimos años: a 1990, 13.88% de las mujeres subempleadas tenían edu-
cación superior; a 2004 este porcentaje es de 29.53 (ver tabla 9).

Adicionalmente se pueden identificar situaciones de informalidad cuando
se aprecia que el subempleo visible es mayoritariamente femenino y joven, que
las mujeres se mueven con mayor frecuencia entre el empleo y el desempleo, y
que el empleo de tipo informal ofrece cierta flexibilidad en cuanto al uso del
tiempo y la atención a los hijos, lo cual facilita el ingreso de las madres a este ti-
po de trabajos. Por otro lado, es sólo en la categoría de trabajo por cuenta pro-
pia y la de trabajo familiar no remunerado en que la presencia de las mujeres es
numéricamente mayor que la de los hombres. A pesar de sus condiciones, no
obstante, el sector informal no representa para las mujeres un sector de transi-
ción hacia el formal, sino un mecanismo de sobrevivencia detrás del cual está una
aceptación social de la informalidad por sobre el trabajo en el mercado formal.
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provenientes del trabajo menores al ingreso mínimo legal vigente para cada tipo de trabajador (subempleo
invisible). 

   



Entre 1999 y 2001 el empleo pleno se incrementó del 29% al 31,8%, no obs-
tante, este incremento no se debe a una mejora en la calidad del empleo. En efec-
to el cálculo del pleno empleo se realiza sumando las horas y los ingresos de to-
dos los trabajos que ejerce una persona. Así, el incremento se explica por el he-
cho de que un mayor número de personas recurre a varios trabajos debido a la
mala calidad del empleo principal. El porcentaje de empleados plenos del área
urbana que tienen dos trabajos o más se incrementó del 13.7% en 2000 al
35.2% en 2001. Las mujeres son las que más han tenido que acudir al multiem-
pleo para acceder al trabajo pleno, por horas y por ingresos. Entre estas el por-
centaje de ocupados plenos con dos o más trabajos pasó de 12.1% al 42.6%
(INEC-OIT, EUED, agosto 2001); mientras que la proporción de hombres en
esta situación se duplicó, pasando del 14.5% al 30.7%.  

En el área rural, el multiempleo es mucho más común. En el año 2001 el
76% de los empleados plenos tenían dos o más trabajos. Al igual que en el área
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Tabla 9
Subempleo por grado de instrucción y según sexo (%)

Ninguna Centro de
instrucción alfabetización Primaria Secundaria Superior

1990

Mujeres 6.66 0.97 43.21 35.28 13.88

Hombres 4.70 0.33 51.19 35.84 7.93

1995

Mujeres 5.43 0.11 38.43 35.99 20.06

Hombres 5.95 0.00 43.48 35.24 15.34

1999

Mujeres 5.39 0.13 40.55 37.21 16.73

Hombres 3.95 0.35 44.57 40.96 10.17

2000

Mujeres 4.81 0.30 37.15 38.02 19.72

Hombres 3.56 1.15 44.03 39.83 11.44

2004*

Mujeres 3.89 0.00 26.82 39.76 29.53

Hombres 5.10 0.19 43.05 36.47 15.19

*Incluye 4 categorías más de nivel educativo, se consideraron únicamente las requeridas por el cuadro.
Fuente: INEC, EUED, 1990,1995, 1999 y 2000; INEC, SPEH, EUED, 2004. Elaboración: SIISE, 2004.

           



urbana, el porcentaje de multiempleo femenino supera al masculino: 89% y
67%, respectivamente. Debido al mayor multiempleo rural el porcentaje de ocu-
pados plenos en la PEA rural es superior al prevaleciente en el área urbana:
42.1% frente a 31.8%. 

Discriminación, brechas salariales y de participación

Como se dijo antes, en una economía cuya principal forma de extracción de be-
neficios privados y de competencia radica en mantener bajos los costos de la ma-
no de obra con poca inversión en innovación tecnológica y productividad, la
oferta laboral poco elástica al salario, resulta conveniente. El mantenimiento de
salarios bajos y de un nivel constante de desempleo es una práctica de presión
por parte de empleadores, en situación de oligopolio. No obstante, este es un
modelo productivo poco sostenible, porque se basa en la extracción de valor a
través del trabajo antes que en la innovación o en la productividad.

En 1995, 47% de los hombres eran perceptores de ingreso en los hogares,
frente a 26% de mujeres. Para la población indígena esta diferencia es del doble,
y de 2.5 veces en las zonas rurales. Esto da cuenta de mayores brechas de géne-
ro a nivel campesino. En 1999 estas diferencias se reducen en todos los sectores
pero se mantienen importantes brechas en los sectores rurales y se reducen sus-
tancialmente en las áreas urbanas pero ante todo debido a una reducción en la
percepción de ingresos de los hombres.
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Tabla 10. 
Porcentaje de perceptores de ingresos en el hogar por sexo y etnia

Área Área País Indígenas No
urbana rural indígenas

1995

Total 40 31 36 32 37

Mujeres 31 18 26 21 26

Hombres 50 44 47 42 48

1999

Total 38 32 36 30 36

Mujeres 32 20 27 21 27

Hombres 45 44 44 40 45

Fuente: INEC, ECV 1995 y 1999. Elaboración: SIISE, 2004.
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La precariedad del trabajo reflejada en los niveles bajos de salario, responde y le
es funcional al sistema económico. Si se considera la posición ocupacional de los
trabajadores, se observa una alta proporción de aquellos que no reciben ningún
pago por su trabajo. Como se dijo antes, de acuerdo a las encuestas de hogares
el 24% de la población económicamente activa de 10 años y más está constitui-
da por trabajadores no remunerados. La mayoría de estos son ayudantes agrope-
cuarios del hogar (13.4%), un 8.7% adicional son trabajadores no agropecuarios
del hogar y el 2% restante trabaja fuera del hogar, tanto en actividad agropecua-
rias como no agropecuarias.

En lo relativo a los niveles de ingresos, las diferencias por sexo son signifi-
cativas demostrando que si bien el “subempleo” no visible no es mayor entre las
mujeres, existe un subempleo oculto de las estadísticas dado por las diferencias
salariales. Así, el ingreso promedio de las mujeres equivale al 67% del ingreso
percibido por los hombres en 199017. La brecha tiende una tendencia a reducir-
se hacia fines de la década, pero vuelve a subir a partir de la crisis ampliándose
en 2 puntos hacia 2001 (ver tabla 11).

De esta misma tabla también se puede inferir que las brechas de género se
dan más en sectores considerados de empleo pleno, es decir a tiempo completo
y salarios de mercado, tanto en sectores formales como informales. Por su lado,
en trabajos que se realizan menos horas de las deseadas o a salarios menores al
mercado (subempleos) se observa que las brechas se elevan hacia fines de la dé-
cada de los noventa, lo cual puede tener una explicación de tipo meso: si bien el
trabajo por menos horas les es conveniente por flexibilidad para que realicen sus
actividades familiares, al ingresar en estas condiciones, se puede percibir menor
compromiso o dedicación al trabajo, lo cual provoca menores posibilidades de
ascenso y mayores salarios. No obstante, estas brechas se reducen hacia el inicio
de los años 2000. En el caso del subempleo invisible las diferencias salariales se
reducen sustancialmente e incluso durante algunos años las mujeres tienen ma-
yores ingresos que los hombres. 

Esto permite inferir por un lado una precarización e informalización del
trabajo de las mujeres dentro de sectores considerados formales y por otro que
la situación general de trabajadores y trabajadoras es precaria en condiciones de
subempleo. Es decir, en donde todas las personas tienen un salario bajo y cuan-
do se trata de trabajos temporales o por horas al parecer tienden a equipararse
las condiciones salariales. Es decir, no son los regímenes laborales los que go-
biernan las relaciones salariales de género, sino más bien las normas sociales im-
plícitas en ellos.

Mujeres, trabajo y pobreza

17 Este indicador se calcula con el ratio del ingreso salarial de las mujeres sobre el de los hombres.

   



Esto puede deberse a dos factores: un deterioro en la situación salarial de los hom-
bres, más que a un mejoramiento en aquella de las mujeres; o al hecho de que pa-
ra tareas menos calificadas las mujeres están dispuestas a aceptar salarios más ba-
jos y por lo tanto ingresan con mayor facilidad a condiciones de subempleo lo que
hace que los salarios en general tiendan a la baja, hacia el límite inferior. Por otro
lado, en los trabajos de mejor calidad es donde se amplían las diferencias: se pro-
duce competencia y se puede extraer el mayor valor agregado de las trabajadoras.
De hecho, la mayor brecha de ingresos entre hombres y mujeres, excluyendo las
personas de 65 años y más, se da en el rango entre 41-65 años, mientras que la
menor brecha ocurre entre los adolescentes de entre 15-17 años. 

Si bien estas diferencias pueden explicarse por factores distintos al género, al
observar los niveles educativos de los y las trabajadoras podemos inferir que sí exis-
te discriminación en el mercado de trabajo. La población ocupada de mujeres se re-
duce frente a la de los hombres a medida que se eleva el nivel educativo, lo que ve-
rifica lo dicho anteriormente al describir la estructura del desempleo (ver tabla 12).

De acuerdo a la teoría del capital humano, mayores años de estudio repre-
sentan mayores salarios o al menos mayor expectativa de ingresos. En el Ecuador, 
si bien el retorno a la educación y especialmente a la educación superior, al menos 
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Tabla 11
Brechas salariales de género por utilización de la fuerza laboral

Año Ocupación Subempleo Subempleo Empleo sector Todas
plena invisible visible informal

1990 66.5 77.9 56.3 75.0 66.9

1991 61.8 90.3 44.3 69.4 63.5

1992 61.5 90.9 42.5 61.9 61.2

1993 62.8 88.5 50.2 68.8 64.5

1994 64.3 86.8 86.8 68.6 66.8

1995 63.5 93.8 62.1 64.8 64.8

1996 68.2 95.6 62.3 66.8 68.1

1997 74.5 104.2 72.0 73.1 73.8

1998 70.4 102.1 64.7 73.2 71.5

1999 70.9 73.6 59.3 73.9 68.6

2000 61.6 81.6 62.7 70.1 68.1

2001 63.5 89.4 75.2 65.4 66.1

Fuente: INEC, EUED, 1990-2001. Elaboración: SIISE, 2004.

   



en el sector formal, es elevado y significativo para las mujeres (Vásconez, 2001),
es en los niveles más altos de educación donde se aprecian las mayores brechas sa-
lariales, aunque se han reducido hacia finales de la década. Al mismo tiempo, el
retorno a la educación formal es mayor en los hombres. Se puede intuir, entonces,
que el mercado de trabajo discrimina entre trabajadoras y trabajadores (ver gráfi-
co 4). Otro aspecto detrás de este resultado es que las profesiones a las que acce-
den las mujeres y los cargos donde se ubican son de menor valoración social o me-
nos demandados que en el caso de los hombres.
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Tabla 12
Brecha de ocupación por nivel de instrucción (% PEA*)

Años PEA ocupada PEA desocupada

Nivel de instrucción Nivel de instrucción

Secundaria Superior Secundaria Superior

1990 0.60 0.66 1.48 1.50

1995 0.64 0.71 1.25 0.97

1999 0.61 0.61 1.36 1.75

2000 0.63 0.76 1.34 1.75

2004 0.63 0.86 1.50 1.56

* PEA Mujeres / PEA hombres
Fuente: INEC, EUED, 1990, 1995, 1999 y 2000; SPEH, EUED, 2004.

Gráfico 4
Brechas de género en el ingreso laboral (%salario mujeres / hombres)

Fuente: INEC, ECV, 1995 y 1999

     



De este mismo gráfico se puede inferir un deterioro de las condiciones de trabajo
de las mujeres en las zonas urbanas hacia fines de 1999, en especial las trabajado-
ras con relativamente bajo nivel de educación. Esto puede ser fruto de migracio-
nes internas así como de la flexibilización laboral en trabajos no especializados y
múltiples, que son aquellos en los que intervienen las mujeres pobres en la ciudad.

Si bien las brechas laborales y salariales entre hombres y mujeres son un as-
pecto vital del análisis de género, se debe insistir y ampliar en esta sección la pro-
blemática del trabajo sin remuneración. De acuerdo a las encuestas de empleo
del INEC, el porcentaje de la población económicamente activa femenina no re-
munerada duplica la población económicamente activa masculina en esta misma
situación: 34% frente a 17% hacia el año 2000, frente a 26% y 14% en 1995.
Las brechas entre el área urbana y rural también son considerables, ya que en el
área rural el porcentaje de trabajadores no remunerados más que duplica sus co-
rrespondientes urbanos (37.4% frente a 14.7%), revelando las peores condicio-
nes de trabajo del área rural. En esta área las trabajadoras agropecuarias no re-
muneradas del hogar alcanzan el 43% de la población económicamente activa
femenina rural. Este grupo de mujeres es probablemente uno de los que se en-
cuentran en peores condiciones de trabajo (INEC, 2000; ECV, 1999). La pro-
porción relativa de mujeres de 10 años y más que trabajan sin remuneración
también supera la de los hombres: 20.5% y 16.6%, respectivamente (INEC,
ECV, 1999). Si se incluye aquellas que se dedican exclusivamente al trabajo re-
productivo, se puede decir que el 38% de las mujeres trabajadoras no son remu-
neradas. La mayoría de las trabajadoras no remuneradas (51%) se concentran en-
tre los 25 y 65 años de edad, mientras que en el caso de los hombres este tipo de
trabajadores prevalece (75%) entre los jóvenes de entre 10 y 24 años. 

La pobreza y desigualdad de ingresos: una medición para los noventa

La distribución del ingreso entre quintiles presenta para las mujeres una mejora
durante la década de los noventa. De acuerdo a las encuestas de condiciones de
vida, las mujeres del campo estaban desafortunadamente concentradas en los
quintiles más bajos de ingreso en 1995. En este año se observa una distribución
de ingresos opuesta entre hombres urbanos y mujeres rurales, demostrando cla-
ramente quienes se beneficiaban más del trabajo y la generación de ingresos. Pa-
ra 1999 la situación de los hombres urbanos no cambia, pero sí la de las muje-
res rurales. Se observa una redistribución de los ingresos laborales18 en especial
entre el primero y cuadro quintil. Los cambios en las diferencias de género se
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18 Los ingresos laborales incluyen todo tipo de remuneración o beneficio por trabajo; los ingresos salariales
hacen referencia solamente a remuneraciones por empleo.

     



aprecian claramente en el área rural, mientras que tanto la distribución como las
brechas se mantienen en las zonas urbanas, tal como se observa en la tabla 13.

Este fenómeno puede explicarse tanto por cambios en la estructura laboral de las
mujeres rurales (que han dejado la agricultura) como por reducciones en los sala-
rios reales de los hombres en una mayor proporción (INEC, ECV, 1995 y 1999).

Cuando se trata de ingresos salariales la situación es distinta; no se apre-
cian demasiados cambios en la distribución intra e inter género. La intuición
detrás de estos confirma un estancamiento de las condiciones urbanas más que
rurales por las crisis económicas, además de un cambio de trabajo de las muje-
res hacia actividades más de cuenta propia, aparentemente mejor remuneradas
que aquellas en condiciones de dependencia. Por otro lado, es probable que en
términos de salario, el ingreso personal, es decir, incluyendo otros ingresos (re-
mesas, transferencias estatales) presenta más o menos igual comportamiento
que el ingreso laboral total, con un poco menos redistribución. La principal
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Tabla 13
Distribución del ingreso laboral por sexo

Área Urbana Área Rural

Quintiles Hombre Mujer Hombre Mujer

1995

20% más pobre 7.89 22.33 24.28 51.63

Segundo quintil 12.90 21.34 28.02 22.66

Tercer quintil 20.19 19.06 23.80 12.61

Cuarto quintil 26.82 18.04 15.20 9.23

20% más rico 32.20 19.22 8.70 3.88

1999

Área Urbana                          Área Rural

Quintiles Hombre Mujer Hombre Mujer

20% más pobre 8.96 22.84 23.02 24.28

Segundo quintil 14.93 20.74 26.39 28.02

Tercer quintil 18.73 18.51 23.17 23.80

Cuarto quintil 25.14 19.78 16.45 15.20

20% más rico 32.24 18.13 10.96 8.70

Fuente: INEC, ECV 1995 y 1999.

       



conclusión al respecto es que las condiciones de sobrevivencia de las mujeres no
han variado mucho durante la década, salvo en el caso de las mujeres rurales
más pobres cuya situación frente a los hombres ha mejorado; no obstante, es-
to no ocurre debido a cambios en el mercado de trabajo, donde la distribución
del salario se mantiene y las condiciones de las mujeres no varían, confirman-
do lo visto secciones anteriores. 

El nivel micro: decisiones de trabajar y percepciones sobre la pobreza

La oferta laboral de las mujeres

Sobre la base de la teoría del consumo, la microeconomía estudia la oferta labo-
ral, cuyo marco teórico básico asume que cada individuo tiene una función de
utilidad en la cual compara el consumo y el tiempo de descanso. El consumo
proviene del ingreso por trabajo, de tal manera que la persona elige cuanto tiem-
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Tabla 14: Distribución del ingreso salarial por sexo 

Quintiles Área urbana Área rural

Hombre Mujer Hombre Mujer

1995

20% más pobre 11.74 22.91 25.75 41.00

Segundo quintil 12.65 20.25 31.28 25.41

Tercer quintil 20.73 17.60 22.33 16.10

Cuarto quintil 25.07 19.18 13.75 12.63

20% más rico 29.81 20.07 6.89 4.86

1999

Quintiles Área urbana Área rural

Hombre Mujer Hombre Mujer

20% más pobre 12.92 21.59 27.85 37.86

Segundo quintil 14.53 16.60 28.48 24.01

Tercer quintil 18.86 19.96 22.78 18.51

Cuarto quintil 23.47 21.35 13.91 15.38

20% más rico 30.23 20.50 6.98 4.25

Fuente: INEC, ECV, 1995 y 1999. Elaboración: SIISE, 2004.

        



po quiere dedicarle al trabajo y al no trabajo, sobre la base de la utilidad que sus
“productos” le generan. La decisión sobre trabajar o no depende la relación de
utilidades, que se llama tasa de sustitución. Esta decisión está mediatizada por el
ingreso o presupuesto (que proviene del salario) y los precios de los bienes o ser-
vicios que consume. De esta manera, si el salario refleja un retorno con el que
puede acceder a un consumo, esta persona “provee” de trabajo en el mercado. Si
la tasa de sustituir el tiempo de no trabajo por el trabajo y por ende el consumo
es mayor que el salario potencial, la persona no trabajará. Sobre esta base, los
economistas utilitaristas no saben cómo juzgar el hecho de que las personas no
ofertan trabajo al mercado, sino por que existe una gran utilidad derivada del
ocio. Este punto mínimo del cual hay que partir, que equivale a esta tasa de sus-
titución, es un valor que se llama “salario de reserva”, que es el valor mínimo al
que una persona está dispuesta a ofertar su trabajo. La función de oferta laboral
tiene como punto de inicio este nivel de salario. Este nivel depende de las carac-
terísticas personales, educativas, sociales del hogar, así como de circunstancias de
la demanda laboral, el acceso a mercados de trabajo, entre otros. 

Ahora bien, el hecho de que el trabajo no remunerado en el hogar no sea va-
lorado y que los mercados de trabajo funcionen mediatizados por relaciones de
poder y normas sociales lleva que la oferta laboral de quienes realizan este traba-
jo no responda a los salarios del mercado; que estos salarios del mercado no refle-
jen el verdadero costo de oportunidad de la persona, y por ende entre al mercado
en una situación de desventaja; que el salario de reserva sea sumamente bajo, da-
do que ya están realizando un trabajo de manera gratuita. Esto distorsiona el aná-
lisis de la oferta de trabajo para estas personas si no se consideran los demás fac-
tores y niveles. Es decir, la oferta laboral (decidirse a buscar trabajo o ofrecer la
mano de obra en el mercado) es una decisión tanto individual como colectiva, de
asignación y valoración del tiempo; esta decisión depende de situaciones genera-
les de la economía además de condiciones en el ámbito familiar. Cómo es valora-
do este tiempo y este aporte, quién en última instancia decide sobre la asignación
del tiempo y los roles internos, y por ende sobre la oferta de trabajo, cómo fun-
cionan las interdependencias en las decisiones individuales, qué variables sociales,
económicas o demográficas y normas sociales inciden en estas decisiones, son as-
pectos que se relacionan con las inequidades explícitas de género dentro de los ho-
gares. Y es en este contexto que aparecen, valoradas de diferente manera, otras for-
mas de trabajo no remuneradas, en el ámbito productivo y reproductivo. La exis-
tencia de estos tipos de trabajo distorsiona el análisis “formal” de la oferta laboral
en el sentido de que el salario “de mercado” ya no es un dato importante para la
decisión o las mujeres entran al mercado en condiciones menos favorables.

En este marco, un estudio realizado en 2000 sobre la oferta de trabajo de las
mujeres en el Ecuador (Vásconez, 2001) demuestra en primer lugar que la parti-
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cipación (oferta) en el trabajo formal está relacionada más con hombres que con
mujeres, más con mujeres de mayores que de menores ingresos, y más con muje-
res con mayores niveles de educación. Seguidamente revela que la probabilidad de
que las mujeres oferten su fuerza de trabajo en el sector formal aumenta cuando
existen apoyos para el cuidado de sus hijos, en especial si este cuidado es profesio-
nal. Es importante añadir que el número de hijos menores en la familia no resul-
ta una variable tan relevante como su cuidado. Son relevantes, en cambio, las de-
cisiones de fecundidad, y la capacidad de tomarlas independientemente.

En el sector informal cambian las motivaciones de la decisión de ofertar
mano de obra, siendo éste un sector bajo el que una gran proporción de muje-
res y jóvenes ingresan en calidad de “trabajador no calificado” que más que un
referente de formación o calificación tiene que ver con el tipo de actividades que
se realizan, como se dijo anteriormente. El ingreso al sector informal desde el
punto de vista de la oferta está relacionado con niveles de ingresos medios y ba-
jos como familias más numerosas. De hecho, el acceso a servicios de cuidado in-
fantil es importante en la medida en que se ocupe de hijos e hijas en edad esco-
lar más que para niños pequeños que de alguna manera pueden acompañar a sus
madres al trabajo. Esto repercute en las condiciones de búsqueda y entrada: el sa-
lario esperado para el ingreso al sector informal es bastante más bajo que para un
trabajo más formal.

En general los referentes “de mercado” tales como el salario de referencia o
la información sobre empleos (escasa para el caso del sector rural en especial) no
tienen un impacto en la decisión de ofertar fuerza de trabajo. Esto es el reflejo
de que la no transparencia en los mercados laborales, la poca posibilidad de ac-
ceso a información y el costo de buscarla, la baja valoración de la propia capaci-
dad de trabajo y las condiciones de entrada de las mujeres al mercado. Finalmen-
te, la condición de trabajo y educación de los cónyuges tiene un efecto impor-
tante en la decisión de búsqueda. Esto permite confirmar la existencia de algu-
na influencia cultural en las decisiones intra-hogar.

La pobreza desde las percepciones de las mujeres 
residentes en Pichincha

De acuerdo al enfoque conceptual del que parte el trabajo, las definiciones e índi-
ces de la pobreza deben ser complementados demostrando sus múltiples dimensio-
nes. Una de ellas, ya descrita y destacada desde el empoderamiento, es la percepción
de las mujeres sobre la propia pobreza, que parte muchas veces de situaciones de ba-
ja autoestima y descalificación, poco conocimiento de derechos o ejercicio de po-
der simbólico por parte de otras personas o de los mismos conglomerados sociales.
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Para rescatar esta dimensión se han realizado trabajos como el de “La voz
de los pobres” (Narayan, 2000), en donde se recuperan testimonios de habitan-
tes de varios países que permiten conocer de forma cercana esta realidad. Con el
objetivo de matizar y profundizar en algunos temas de posterior investigación así
como alimentar el debate sobre los conceptos de pobreza en la referida publica-
ción se realizó una serie de entrevistas donde se indagó sobre las opiniones de la
pobreza y otros aspectos que permiten caracterizarla a partir de las personas que
consideran vivir en ella. En este sentido, el presente estudio considera como uno
de sus objetivos conocer la opinión de las mujeres ecuatorianas, para lo cual fue-
ron entrevistadas mujeres que viven en este país, concretamente en la provincia
de Pichincha19. Sus testimonios abarcan cuatro aspectos sobre su definición de la
pobreza, la relación de la misma con algunas variables, las estrategias usadas pa-
ra enfrentarla y su percepción de la felicidad.

Definición de pobreza

Como se planteó previamente, la pobreza es un fenómeno multidimensional de-
finido como la insatisfacción o privación de las capacidades básicas; es decir, la
imposibilidad de vivir una vida mínimamente decente. Al ser preguntadas sobre
cómo perciben la pobreza, las mujeres la relacionan con algo presente y cercado:
en el pan, la casa, los juguetes, la ropa, el trabajo que en reiteradas ocasiones les
falta, y hablan de su presencia relacionándola a mala suerte: “ser pobre es algo
muy triste, porque a veces uno tiene para una cosa y no para otra. A una le da
ganas de llorar porque a veces le mandan a pedir algo en el colegio y como uno
no tiene, no les podemos dar a los hijos lo que nos piden. Por eso la pobreza es
muy triste” (Verónica, noviembre 2004).

En el Ecuador la crisis de 1998 y 1999 determinó que las condiciones de
vida de las familias se deterioren sin poder recuperarse del todo hasta hoy; esto
agudizó las privaciones de los hogares pobres: “La pobreza es una sola. No pue-
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19 Fueron entrevistadas 23 mujeres que habitan en zonas urbano-marginales de Quito, específicamente en
los barrios Corazón de Jesús y Rancho Alto, ubicados al norte y en Orquídeas del Sur, barrio pertenecien-
te al sector sur de la ciudad. A nivel rural se conversó con mujeres de Pacto y Gualea poblaciones cerca-
nas a Nanegalito. Entre los aspectos abordados están: sus opiniones sobre la pobreza, formas de vida, prin-
cipales fuentes de ingreso, el significado que tienen para ellas sus hijos e hijas. Las entrevistadas tienen en-
tre 14 y 62 años; a excepción de una, todas son madres de familia. Los referentes de cada sector colabora-
ron en la selección de las entrevistadas, escogiendo a las mismas por ser miembras de los hogares que atra-
viesan por mayores dificultades económicas. Se trabajó con un criterio de heterogeneidad en cuanto a ét-
nica, estado civil, modalidades de trabajo y número de hijos. En algunas entrevistas estuvieron presentes
otros miembros de la familia. Estas entrevistas y su procesamiento fueron realizados por Vanessa Calvas,
a quien agradecemos por su colaboración. 

     



do decir que soy rica porque tengo una casa, yo soy pobre en ciertas cosas. Vivi-
mos del trabajo, a pesar de ello no podemos progresar porque no hay plata en el
país” (Pilar, noviembre 2004).

La pobreza crónica se refiere a ingresos bajo la línea de pobreza y al menos
una carencia. En el Ecuador, este índice subió de 28% en 1995 a 39% en 1999.
Las mujeres entrevistadas consideran que este nivel está conformado por el nú-
cleo más crítico de pobreza. Para ellas los hogares más pobres son aquellos que
hacen su vida en las calles: “Hay distintas clases de pobres, porque hay familias
que pasan en la calle durmiendo, pidiendo caridad, otros pasan tomando, hay
niños que no tienen padres de familia que les den un pedazo de pan y se mue-
ren del hambre, piden limosna” (Verónica, noviembre 2004).

Pobres inerciales son los hogares que presentan ingresos sobre la línea de
pobreza y al menos una carencia, indican un progreso económico, aunque toda-
vía no logran satisfacer todas sus necesidades básicas. “Los más pobres son los
que no tienen trabajo, no pueden estabilizarse. Yo estoy entre los medianamen-
te pobres, porque por lo menos sí tengo que comer, porque trabajo. Los pobre-
citos no tienen que comer”. (María, noviembre 2003). En 1995 este índice era
del 27% y en 1999 disminuyó a 14%, debido básicamente a la contracción en
el consumo de un gran número de hogares que se encontraban en este nivel, es-
tos regresaron a una situación de pobreza crónica.

Hogares con pobreza reciente son aquellos con ingresos bajo la línea de pobre-
za, y con ausencia de carencias. La situación de pobreza de estos hogares no ha sido
permanente por lo que no se ha afectado la satisfacción de sus necesidades básicas y
están exentos de situaciones como: desnutrición crónica, inaccesibilidad a infraes-
tructuras o carencias habitacionales. En el Ecuador la pobreza reciente se incremen-
tó, de 6% en 1995, a 13% en 1999, los hogares afectados, redujeron sus capacidad
de consumo por debajo de la línea de pobreza. El testimonio de una madre de fa-
milia habla sobre el empeoramiento de su economía, “antes estaba mejor porque
cuando una es soltera no me hacía falta nada, vivía bien. Tenía para todo, en cam-
bio ahora no puedo darles muchas cosas a mis hijos” (Martha, noviembre 2004).

Finalmente, los hogares “no pobres” poseen ingresos sobre la línea de po-
breza y no presentan carencias, es decir que no son pobres bajo ningún concep-
to. “Yo no soy pobre, porque yo conozco a mi Dios. En segundo lugar, yo no pa-
so por hambre, gracias a mi Dios. Además, sí tengo para pasar el hambre y cual-
quier otra necesidad que se me presente” (Jesús María, noviembre 2004). “Mi si-
tuación parece que está mejor, aunque problemas no faltan, lo bueno es que te-
nemos salud, tengo problemas de repente con mis hijos, a veces ellos toman y
eso no me gusta, ahora los hijos jóvenes no obedecen a sus papás, hacen lo que
ellos quieren. A nivel económico estamos mejor, porque antes no teníamos un
mensual, ahora que trabajamos en esa casa sí tenemos un sueldito cada mes”
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(María, noviembre 2004).
Las mujeres entrevistadas reconocen sus dificultades y la complejidad con

la que deben cumplir sus responsabilidades, porque la vida no deja de exigirles;
perciben y entienden a aquellas familias que se encuentran en peor situación, an-
te lo cual ellas establecen distintos parámetros para determinar los niveles de po-
breza, lejanos a los determinados a nivel mundial, centrados básicamente en los
niveles de consumo y los niveles de ingreso, para clasificarse a sí mismas entre los
que, de alguna manera, por poseer un bien más, están en mejor posición. Estos
bienes generalmente son una casa o mediagüita, un trabajo, un pedazo de tierra
para cultivar (zonas rurales) y los alimentos. “Son más pobres los que no tienen
nada. Los que tenemos una casita donde meter la cabeza somos menos pobres”
(Consuelo, noviembre 2004).

La pobreza de consumo20 en la población ecuatoriana en 1995 fue de 34%
en 1999 se incrementó a 56%, es decir, en ese año seis de cada diez ecuatorianos
pertenecían a hogares que sufrían de privaciones en la satisfacción de sus necesi-
dades básicas. Según Rob Vos (2003), la incidencia de la extrema pobreza aumen-
tó entre 1995 y 1999 de 12% a 21%, en todo el país; por lo que en 1999 uno de
cada cinco ecuatorianos no lograba ni siquiera cubrir sus requisitos alimenticios
mínimos. Esto también se percibe desde las entrevistadas: “Desde que mi papi fa-
lleció la situación está peor, cuando vivía mi papi nunca nos moríamos del ham-
bre, no teníamos mucho, pero teníamos” (María Luisa, noviembre 2004). “A ve-
ces sí creo que estamos en extrema pobreza porque no se tiene ni para dar ni un
pan a mis hijos, o a veces ni para un desayuno” (Verónica, noviembre 2004).

Además, las mujeres opinan que la extrema pobreza se relaciona con perso-
nas enfermas que no pueden trabajar, o aquellas cuyos miembros de familia en
edad de producir, por razones de su salud no pueden, por lo que dejan de perci-
bir los ingresos que sostienen estos hogares, así como las personas que no tienen
como alimentarse ni a sí mismas, ni a sus hijos. Como “vulnerables” consideran
también a las viudas, los niños que deambulan en las calles, sin embargo, ade-
más manifiestan que todos los ciudadanos por la violencia, la delincuencia, es-
tán en riesgo. “Yo creo que los enfermos, están en mayor riesgo, pero no le pue-
do decir quien está en más peligro, ¿por qué hay tanta delincuencia? de repente
asaltan, matan, así que ni viejos ni jóvenes nos libramos del peligro en esta par-
te”. (María Hortensia, noviembre 2004). 

Según la Evaluación Común de País del Sistema de Naciones Unidas en
Ecuador existen 4.8 millones de niños y niñas, de los cuales el 70% son pobres,
de ellos 430 mil en edad de 5 a 17 años tienen que trabajar, el 15% sufren de
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desnutrición severa o moderada (Valdivieso, 2004). Esta realidad es reconocida
entre las mujeres de escasos recursos: “Los que pasan en la calle, los mayorcitos
que pasan pidiendo limosna, corren peligro que les pise el carro, hay niños que
pasan así en la calle lidiando, así borrachitos desde menor de edad ya están en la
calle, esos tienen más peligro, y los padres que no se preocupan de los niños, por
eso yo creo que aunque uno no se tenga que comer hay que estar a lado de los
hijos” (Verónica, noviembre 2003). Las entrevistadas manifiestan que están en
riesgo todos aquellos que no pueden acceder a mejores condiciones de vida; es-
ta carencia o privación se manifiesta en las condiciones físicas, de salud, alimen-
tarias, culturales y de socialización. “Los niños y los ancianitos, porque como
uno es pobre no puede darles una buena alimentación y los ancianitos igual que
los niños si no se les alimenta pueden morirse porque no tienen fuerza” (Veróni-
ca, noviembre 2004).

Otro factor de riesgo es la falta de seguridad, en especial en las zonas urba-
nas; no obstante, se reconoce que las personas que están involucradas en la de-
lincuencia, el alcoholismo son vulnerables ante la pobreza. “La viuda, sobre to-
do si está vieja y siempre ha vivido del marido y los niños son los que sufren más,
si son hijos de borrachitos, los padres los dejan criar en la calle. Y si los padres
no dejan un buen ejemplo para los hijos de dónde van a aprender los niños. No
pueden, y aprenden la mala vida y la pobreza” (María, noviembre 2004).

Dimensiones de la pobreza

Existen aspectos característicos de las condiciones de vida que señalan a las perso-
nas que viven en situación de pobreza. Las mujeres entrevistadas se refirieron a los
siguientes: zonas donde habitan, tipo de vivienda y sus posibilidades de poseerla,
formas de tenencia de la tierra, el acceso a la educación y al empleo, el número de
hijos e hijas por familia, la expectativa sobre ellos, la salud y la enfermedad.

Zonas donde habitan 

Las Encuestas de Condiciones de Vida, INEC del 2001 señalan que el índice
NBI21 de pobreza en la zonas urbanas es del 45.8% mientras que en las zonas ru-
rales este porcentaje es del 85.6%, por lo que la posibilidad de que un habitan-
te del campo sea pobre es de 1.9 veces más que la de un habitante de la ciudad.
Estas cifras están relacionadas con la actividad productiva básicamente agrícola
que realiza la población de estas zonas, de la cual no reciben ganancias significa-
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tivas a pesar del esfuerzo que requiere. El 36.0% de jefas de hogar se dedican a
la agricultura pertenece al grupo de pobreza del total nacional. “Los hombres y
las mujeres que viven en el campo sufren más, trabajan mucho, trabajan ocho
horas y les pagan dos dólares, o de seis a seis y les pagan poco, trabajan a mache-
te” (María, noviembre 2004).

La proporción de hogares en las ciudades que ni siquiera podrían cubrir sus
requisitos alimenticios mínimos se incrementó entre 1995 y 1999. De 4% pasó
a 9%; pero este aumento fue mucho mayor en el campo donde subió de 23% en
1995 a 38% en 1999 (Vos, 2003). Sin embargo, cuando a las mujeres se les pre-
guntó sobre cuales hogares pobres sufrían más, sí los que viven en la zona rural
o en la zona urbana, la mayor parte respondió que en la zona urbana. Se consi-
dera que en el campo es posible acceder a los alimentos que se requiera o que la
tierra les brinde y esto determina la ausencia de hambre. “En la ciudad hay ma-
yores posibilidades de ser pobre, porque, por ejemplo, en el campo se siembran
algunos productos, y cuando no hay dinero se puede ir al campo y coger un ma-
durito, una yuca, un fréjol, un choclo, con un cafecito y con eso se pasa el ham-
bre. En la ciudad si una no tiene dinero, ya no come” (María, noviembre 2004).

Tipo de vivienda y posibilidades de poseerla

Cuando se pidió referencia sobre mujeres con escasos recursos, los habitantes de
estos sectores indicaron con facilidad el nombre, lugar y el por qué esta persona
es pobre. Es así como en uno de los barrios, al preguntar a las mujeres si había
alguien en su comunidad que vivía en peor situación que ellas, todas se refirie-
ron a la misma persona. Al visitarla se comprobó el por qué se le había otorga-
do esta valoración: casa de madera, con ollas sucias tiradas en el piso de tierra
junto con las gallinas y los cuyes, su banco de madera apegado a la pared, entre
la pequeña cocina y la puerta. Es una anciana delgada, de piernas enfermas y des-
cubiertas. Ella permanece sentada en ese banco por seis y más horas durante el
día, debido a su enfermedad que no la deja moverse, recibiendo todo el frío ca-
racterístico de las montañas de Quito que aumenta más en noviembre y en épo-
ca lluviosa. El viento y agua le acompañan, mojan sus pies al filtrarse entre las
paredes de madera y el piso. Nos comenta: “no creo que alguien esté en peor si-
tuación que yo. Yo he de ser la más pobrecita, no tan pobre porque Dios me ayu-
da y la Sor Rosita. Ella me trae cualquier cosita” (Francisca, noviembre 2004). 

En el Ecuador existe una carencia de 870 mil viviendas y un incremento en
la demanda de 50 mil anual. La escasez de sus recursos económicos, de muchas
mujeres, no les permite acceder a una vivienda propia, por lo que es frustrante pa-
ra la mayor parte de ellas, el pagar una renta mensual por la vivienda. Manifiestan
que cuando es así, una gran parte de sus ingresos se va en el arriendo: “Sí, yo soy
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pobre, porque no tengo una casa propia, tengo que trabajar para pagar el arrien-
do. Teniendo una casa yo no dejaría a mis hijos solos” (Nancy, noviembre 2004).

El Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, MIDUVI, inició un pro-
grama llamado Sistemas de Incentivos de Vivienda que incluye el mejoramiento
de vivienda y vivienda nueva. En 1998 y 1999, del 38% de las solicitudes reali-
zadas por mujeres a este Ministerio, se adjudicaron 30.5%. El 60% de los hoga-
res pobres tuvo acceso a vivienda propia (CONAMU, 2001). El 68% de todas
las jefas de hogar22 tienen vivienda propia o están pagando por ella.

Gracias a este tipo de programas, o en ocasiones a la organización barrial,
algunas familias han conseguido casa y al tenerla sienten tranquilidad y se clasi-
fican a si mismas en un escalón más arriba de entre los pobres: “bueno, no me
considero pobre porque un pobre no tiene una casita. Yo con franqueza le digo
que no teníamos casita, solo vivíamos de empleados, pero recién gracias a la jun-
ta Parroquial de aquí de Gualea, me ayudaron a construir una casita. Ahora ten-
go una casita con una sala y dos cuartitos, en La Tola, pero como no teníamos
trabajo, un señor de Quito nos fue a ver para que trabajáramos en su propiedad
en Gualea y él nos presta una casita por el trabajo que hacemos” (María, noviem-
bre 2004). 

Tenencia de la tierra

En la zona urbana el 6.6% de las mujeres que son jefas de hogar acceden a la te-
nencia de la tierra, mientras que a nivel rural este índice es del 55%. Este porcen-
taje nos permite conocer que en el área rural no todas las mujeres cuentan con
extensiones de tierra propia, aunque sus principales fuentes de ingreso provienen
de la agricultura. Este fenómeno explica la prestación de terrenos o “trabajo al
partir”, que consiste en que las familias de escasos recursos económicos cumplen
las actividades de deshierbe, siembra, cuidado y cosecha de productos. Cuando
se cosecha, se reparte igualitariamente entre el dueño del terreno y las personas
que trabajaron en él. Por todo este trabajo la persona que pide el partido no re-
ciben dinero, solo productos: “Para comer cogemos algo de las plantas que sem-
bramos en otros terrenos, tenemos que cultivar para el dueño y para nosotras. Pe-
ro para nosotras es mucho trabajo, nos toca trabajar, limpiar, cosechar y cuando
está listo les damos a los dueños, no nos pagan nada, a cambio del trabajo pode-
mos coger esos alimentos. Es mitad, mitad. A mi no me gusta este trabajo por-
que es servirles solo a ellos. Ellos dicen, en un terreno que está puro monte, “va-
ya, trabaje, siembre”, cuando esté maduro, hemos de ir a cosechar. Ellos como
son dueños pueden cosechar a cualquier rato” (María Luisa, noviembre 2004).
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Acceso a la educación y al empleo

A partir de los datos analizados sobre la pobreza, se establece que uno de los fac-
tores estructurales de ella y la desigualdad entre los géneros es la diferencia en los
logros educativos. Efectivamente, las mujeres así lo perciben: “Yo creo que una
causa de mi pobreza es que no haya estudiado, si yo hubiera hecho el colegio,
talvez tendría un trabajo” (Susana, noviembre 2004).

Si bien se conocen diferencias de género en cuanto a accesos y logros edu-
cativos, esto no fue evidenciado en las entrevistadas. En la opinión de algunas:
“Un hombre debe estudiar más, porque siempre es él el que va a llevar todo, es
la cabeza del hogar. Mis hijos estudiaron poco, mi hija no estudió, ella no estu-
dio porque se pensaba que las mujeres no debían estudiar. Pero ahora ya no es
así” (Jesús María, noviembre 2004). Otras mujeres también consideran que el
hecho de que una mujer estudie debe responder a las capacidades que muestra,
suponen que los hombres tienen más capacidades que las mujeres. “Los dos de-
berían estudiar, pero más los hombres que la mujer, porque el hombre a veces
pone más atención que una mujer. Mi mamá y mi papá decían que el estudio no
nos sirven, pero ahora me doy cuenta que el estudio sirve para los dos mismo”
(Verónica, noviembre 2004). Aunque la mayor parte considera que, en la actua-
lidad, estas concepciones ya no son válidas: “Una mujer debe estudiar más. Las
mujeres si tienen un fracaso y no tienen ninguna clase de estudio, no pueden de-
fenderse después” (Lidia, noviembre 2004).

En cuanto al empleo, un gran número de mujeres entrevistadas se dedican
a actividades de servicio doméstico (empleadas domesticas, lavanderas), comer-
ciantes del sector informal, o realizan actividades artesanales. Una de ella nos
comenta: “Salgo a lavar para tener dinero y darles a mis hijos de comer y así me
toca aunque sea ir a vender, cojo legumbres y vendo, para darles a mis hijos”
(Verónica, noviembre 2004). En la zona rural se emplean en actividades agro-
pecuarias y también como lavanderas: “No me gustó el trabajo de la ciudad, tra-
bajar en la cocina. Aunque soy mujer no me gusta la cocina. Vine al campo y
me puse a trabajar en el campo: cogía fréjol, maíz, papas. Me casé y también me
toca dedicarme a la cocina. Ahora me dedico a mi trabajo de campo” (María,
noviembre 2004).

Entre estas mujeres se pudo observar que la mayor parte no participan en
el mercado laboral, debido principalmente a que deben encargase del cuidado de
los hijos. Algunas no consideraban la posibilidad de dejar a sus hijos en los cen-
tros de cuidado infantil del sector. Los esposos eran los que decidían si sus espo-
sas debían continuar con un trabajo o no. El argumento que sustenta esta acti-
tud es el mejor cuidado de los hijos, el trabajo y salario de los jefes de hogar
cuando estos son hombres. Esto sucede a nivel urbano y rural: “Antes yo traba-
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jaba en limpieza, pero luego dejé porque mi esposo quiso que salga del trabajo
por mis hijos, ahora tengo que verles a ellos” (María, noviembre 2004).

Número de hijos e hijas y expectativas sobre ellos

La sociedad conoce y crítica el número excesivo de hijos que tienen las familias
de escasos recursos ¿Cuál es la opinión de las mujeres sobre este aspecto?, ¿Por-
qué ellas deciden tener más de cuatro hijos? ¿Cómo se relaciona el número de hi-
jos con la pobreza? A criterio de una de las entrevistadas sobre las posibles cau-
sas de la pobreza, después de nombrar al desempleo, la deficiente remuneración,
la “vagancia”, contó lo siguiente: “¿Será que también somos pobres porque nos
hemos llenado de hijos? ¡Por que los hijos en brazos no dan tiempo para hacer
nada! Yo, solo quería tener tres hijos, pero mi esposo quería tener hijos hasta que
yo ya no pueda tener más. Es que cuando son pequeños no es mayor gasto, en-
tonces él pensaba que toda la vida iba a ser así” (Lidia, noviembre 2004). A la
presión y decisión de los esposos sobre el número de hijos que ha de tener la pa-
reja, se suma la falta de regulación por parte de las mujeres de su fecundidad, en
la actualidad según datos de ENDEMAIN el 35.3% de las mujeres en edad fér-
til utilizan métodos anticonceptivos, este porcentaje asciende a 56% en la muje-
res casadas o en unión libre. 

Los hogares numerosos tienen mayores posibilidades de ser pobres. El cen-
so de 2001 señala que el 72% de los hogares con más de seis miembros son po-
bres. El 42% de los pobres habitan en hogares de más de seis miembros, de esto
algunas mujeres están conscientes: “bueno, a veces las personas tienen muchos
niños, a veces no tiene donde vivir, y tienen que pagar arriendo, agua, luz, y a
veces no alcanza la plata para estudiar. Esto provoca pobreza” (Martha, noviem-
bre 2004). Sin embargo, para todas las mujeres sus hijos siempre son una espe-
ranza, las dificultades que tienen con ellos no trascienden, es más valioso todas
las posibilidades y sueños que a través de ellos pueden lograr: “ellos son una es-
peranza, yo trabajo para mis hijos, algún día ellos crecerán, trabajaran, y nos ayu-
daran. Mi hijo dice que él va a estudiar y luego va ser un empresario y me va a
poner una casa” (Nancy, noviembre 2004).

Salud y enfermedad

La pobreza no solo se manifiesta con la ausencia de bienes; en muchas ocasiones
se alude también este fenómeno a las enfermedades y ausencia de sus seres que-
ridos. La pobreza no es solo consecuencia de las deficiencias de salud sino que
también en ocasiones es la causa de las mismas. “Es muy triste, la pobreza, sufro
mucho por mi enfermedad, eso me trae aflicción porque quisiera trabajar y no
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puedo. Hace algunos años murió mi papi, a los dos meses le arroyó el carro a mi
hermana, la que me ayudaba. Entonces yo sufría mucho. Cuando mi papi mu-
rió quise ir a Loja a verle pero no puede. Tanto sufría y pensaba que quedé en
un estado como de dormida, entonces me perdí. Desde ahí quedé mal, como que
perdí el conocimiento. No me acordaba de mis vecinos. No puedo apurarme,
trabajar en casa no puedo, porque no puedo hacer las cosas rápido, me confun-
do. Por eso es que no puedo trabajar, a la gente le consta, que a veces me desma-
yaba, me caía, cuando a veces estoy empeoradita y salgo, en el carro me orino,
así me sabe pasar. Mi vida es triste” (Enriqueta, noviembre 2004).

Según el trabajo de Pilar Egüez compilado en este libro, la esperanza de vi-
da y la tasa de mortalidad en el Ecuador están cercanas a la media latinoameri-
cana. Entre las principales causas de muerte se identifican las enfermedades de-
generativas, los accidentes, la violencia, a esto se suma las enfermedades asocia-
das a la pobreza como enfermedades trasmisibles, causas vinculadas a actividades
reproductivas y la desnutrición, están consideradas entre las más comunes que
causan mortalidad. Según el trabajo de Margarita Velasco, entre las principales
causas de mortalidad infantil asociadas a la pobreza están las enfermedades res-
piratorias e intestinales, septicemia y desnutrición. Una madre de familia cuen-
ta que ella tuvo que vender su negocio de panadería para poder salvar a su hijo:
“antes sí teníamos un poco más de dinero, pero desde que se enfermaron mis ge-
melitos con neumonía, tuvimos que vender todo, pero a mi no me importa, por-
que yo sé que salvé la vida de mi hijo. No hemos podido recuperar nada toda-
vía. Eso fue hace 3 años” (Verónica, noviembre 2004).

Las madres manifiestan una preocupación constante en cuanto a la dificul-
tad que tienen un sinnúmero de veces para alimentar a sus hijos. Si bien los datos
estadísticos de los últimos años muestran que el nivel de desnutrición en niños
menores a 5 años ha disminuido de 45.1% en 1990 a 25.8% en 2000, todavía
uno de cada cuatro niños sufren de desnutrición. “Yo como quiera me puedo
aguantar el hambre mi esposo también, pero mis hijos no, ellos se mueren del
hambre, lloran a veces uno no se tiene y están “mami ya me da hambre” y a mi
me toca aunque sea ir donde alguna vecina para que me presten y darles de comer,
y eso. Yo no quiero que otras familias sufran así” (Verónica, noviembre 2004).

Estrategias para afrontar la pobreza

Asociaciones productivas solidarias, apoyo entre familiares y amigos

Con el objetivo de fortalecer la capacidad de generación de empleo productivo,
se han realizado iniciativas gubernamentales que fomentan la participación so-
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cial y la producción. Ante la posibilidad de formar parte de este tipo de proyec-
tos o haber participado en ellos una de las mujeres manifestó: “sería bueno que
el barrio se organice porque hay más compañerismo con las vecinas. El barrio sí
podría organizarse, poner alguna cosa para nosotros poder trabajar; por ejemplo,
poner un taller de costura o de cerámica. Cuando yo trabajaba en la guardería,
era todo tan bonito, orábamos, cantábamos, era precioso, pero recién que yo me
fui, no saben cantar los niños, ya no oran en la hora de la comida, se oye silen-
cio cuando se pasa por ahí” (Madre de Verónica, noviembre 2004). Las mujeres
expusieron que en los momentos de mayor dificultad económica un gran núme-
ro de ellas pudieron contar con el apoyo de sus familias: “con mis hermanas nos
ayudamos, si la una no tiene que comer, le damos de comer y así a la que no ten-
ga” (Nancy, noviembre 2004).

Actividades poco aceptadas

La pobreza determina que las mujeres en varias ocasiones deban recurrir a prác-
ticas “degradantes”, así como desprendimiento de los bienes y propiedades que
poseen, con el objetivo de enfrentar y sobrevivir a las grandes crisis. Es así como
una de las mujeres entrevistadas manifestó: “cuando por días no he probado bo-
cado, a veces alguna cosa hallaba en la basura, papitas, y eso. Cogía y cocinaba y
comía” (Verónica, noviembre 2004).

Otras mujeres señalaron con antipatía la posibilidad de realizar trabajo se-
xual. “Yo no he hecho esto, pero hay mujeres que se meten con otros hombres
para que les den plata. Eso sí que yo no he hecho, aunque el papá de mi hijo
sabía decir, en su vocabulario de hombre de la costa: “yo dizque siendo mujer,
yo no estuviera como cojuda, yo rápido me acostaría con un hombre, sacudie-
ra y ya me quedara con plata, ustedes sufren por cojudas”. Entonces yo cuando
me acuerdo digo, ¡este ignorante ha de seguir pensado que una sufre por coju-
da, como él decía! ¡Tanto hombre que ahora le propone a una pendejadas! Has-
ta ahora en mi vejez, sin embargo, yo no me atrevo hacerlo” (Enriqueta, no-
viembre 2004). Otras señoras declararon que lo más común en las mujeres que
padecen de dificultades económicas es ser amantes de hombres casados: “hay
mujeres que se han metido con un hombre casado para que les ayude” (Victo-
ria, noviembre 2004). 

Actividades y alternativas

En la actualidad existen otros incentivos cuyo objetivo es la reducción de la po-
breza. Uno de esos mecanismos, nombrado por todas las mujeres entrevistadas,
es el Bono de Desarrollo Humano. A través de él ellas logran cubrir gastos como
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la educación de sus hijos, compra de alimentos y otras necesidades que a sus hi-
jos se les presenta. “Sí recibo el bono, con eso puede matricular a mi hijo en la
escuela, le compré los útiles. Le pude llevar a mi marido al doctor y hice un po-
quito de compras” (Consuelo, noviembre 2004). Si bien esta transferencia cons-
tituye una gran ayuda a, por lo menos, la mitad de las mujeres entrevistadas, es-
te bono se les ha retirado o todavía no pueden acceder a él. “Yo sí recibía el bo-
no, pero me quitaron porque la tarjeta de la luz sale a mi nombre y lo que paga-
mos es bastante, porque mi esposo tiene en la casa su taller de carpintería. Sí era
bueno el bono”. Por otro lado, es importante mencionar que aunque todas valo-
ran el bono, preferirían poder acceder a un trabajo.

Pobreza y felicidad

Si bien en los barrios visitados se percibe a la mayor parte de las mujeres entre-
vistadas como las que atraviesan por la peor situación económica debido al de-
sempleo, abandono de los hijos, enfermedades familiares o al estado de sus vi-
viendas, una importante proporción de ellas, confesaron que sentían felicidad al
poder contar con sus hijos, su familia y, en el mejor de los casos, sus trabajos y
viviendas. Asimismo, para ellas, los objetos materiales pierden importancia al
compararlos con la salud para poder trabajar. “Si me considero feliz, porque en
primer lugar, mis hijos es lo más grande que tengo y aquí en mi casa también
tranquila; los dos aquí pasamos con mi guagua; entonces me siento bien gracias
a Dios” (Novicia, noviembre 2004). 

Las que han logrado adquirir una vivienda, sienten que con esto han alcan-
zado el mayor sueño de su vida, además la mayor parte de ellas siempre conside-
ra como fundamental su fe religiosa: “si me considero una persona feliz por que
no he tenido enfermedades, mis hijos me aprecian, ahora ya tenemos esa casita.
Mi felicidad es la salud. Mi más grande riqueza, es saber que hay un Dios en el
cielo. Sí él no existiera no sé que sería de mi. ¿Será por que yo soy pobre que
pienso así? Eso es lo único que hay para mí. Estar tranquilos. En las mañanas me
levanto tranquila, a orar con mis hijos a poner las manos y pedirle que a mi me
de la salud para poder trabajar” (María, noviembre 2004).

Reflexiones finales y desafíos

En esta sección presentamos una síntesis de los principales hallazgos de este re-
corrido estadístico y cualitativo por algunas de las dimensiones del empleo y la
pobreza de las mujeres en el Ecuador durante la última década. Esta reflexión es-
tá encaminada a ubicar estos hallazgos en las dimensiones del bienestar y del em-
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poderamiento descritos al inicio, con énfasis en el trabajo, desde el punto de vis-
ta de su desempeño frente a lo establecido hace 10 años en Beijing. Posterior-
mente se presentarán algunos lineamientos de política laboral para encaminar-
nos nuevamente hacia el cumplimiento de estas metas. Los hallazgos más impor-
tantes son:

Tendencias del trabajo: resultados erráticos y deterioro del trabajo 
para hombres y mujeres

• En el estudio se confirman algunas de las tendencias del trabajo encon-
tradas en estudios anteriores, y en otros países de Latinoamérica. Se
aprecia un crecimiento sostenido de la participación de las mujeres en el
mercado laboral que se profundiza con las crisis económicas y el desem-
pleo general.

• Por otro lado, si bien también se observa en la mayoría del período un ca-
rácter añadido de la fuerza laboral de las mujeres, el mercado ha ido incor-
porando esta mano de obra con carácter más permanente desde fines de los
años noventa.

• Hay más mujeres que hombres desempleados. La brecha (de más o me-
nos 30 puntos) se amplía durante la década de los noventa y se reduce
en los primeros años de 2000, sin alcanzar los niveles de inicios de los
noventa. El desempleo de las mujeres es más volátil y sus fluctuaciones
están relacionadas con las fluctuaciones económicas más que en el caso
de los hombres.

• El subempleo tiene una tendencia contraria durante el período de estudio.
Tiene en general una tendencia creciente aunque sin mayores diferencias
entre hombres y mujeres durante los noventa, pero el subempleo femenino
toma otro camino luego de la crisis de 1999 y se eleva muy por encima del
masculino en los primeros años de 2000. Se puede intuir entonces que la
fuerza de trabajo de las mujeres se ha comportado como mecanismo de
ajuste y transferencia de recursos en la recesión económica por su aporte no
monetario, el diferencial salarial y la inelasticidad de su oferta laboral. Es-
to, por otro lado, no se da solo en los estratos bajos.

• Desde el punto de vista meso, las condiciones normativas y los ambientes
laborales tienden, a partir de inicios de los noventa, hacia la desregulación
y la informatización. Existe un marco legal importante que influye en la
precariedad pero persisten y se hacen efectivas prácticas y convenciones so-
ciales informales en un marco de flexibilidad. El contexto de trabajo flexi-
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ble requiere de recursos de negociación a la vez que sus fuentes se pierden
(derechos, leyes, desprotección). En este contexto las mujeres son más afec-
tadas frente a los hombres. 

• La flexibilización oculta relaciones de trabajo precarias que antes eran con-
sideradas como subempleo o empleo de baja calidad y desmoviliza a los tra-
bajadores y trabajadoras reduciendo al mínimo sus recursos de negociación.
En un contexto de discriminación esto ahonda diferencias en situación la-
boral entre hombres y mujeres, en especial aquellas que carecen de recursos
de negociación. La creciente participación de las mujeres en actividades in-
dependientes y de cuenta propia y su poca posibilidad de entrada como
empleadas en algunos sectores más tradicionales como la manufactura,
puede ser una respuesta a estas condiciones de vulnerabilidad.

• En lo que se refiere a las condiciones de trabajo en la última década y me-
dia, manifiestan un cambio más bien ligero en la composición de las cate-
gorías de ocupación. Hay más intervención de las mujeres en negocios y ac-
tividades por cuenta propia, se duplica la cantidad de mujeres patronas y
socias (aunque sigue siendo baja respecto al total de la PEA). Las activida-
des por cuenta propia bajan un poco, dependiendo de la fuente de datos,
aunque siguen siendo muy importantes. Por otro lado, los hombres asala-
riados del sector privado siguen siendo el doble de las mujeres durante to-
da la década de los noventa, y baja la proporción de mujeres que trabajan
como profesionales y técnicas.

• El trabajo sin pago presenta tendencias muy diferentes de acuerdo a la
fuente de información. Problemas metodológicos y conceptuales pueden
estar detrás de estas diferencias. De acuerdo a las encuestas de condiciones
de vida y las encuestas de empleo se mantienen y profundizan las brechas
de género entre quienes trabajan sin remuneración, en especial en las zonas
rurales y en los grupos indígenas.

• El sector de trabajo continúa siendo un factor de segregación, aunque
suavizado hacia inicios de los años 2000. No obstante, persisten algunas
tendencias, se reduce la cantidad de hombres trabajando en los servicios
personales, el comercio sustituye a actividades de producción, las muje-
res no pueden entrar en la manufactura a pesar de que crece la demanda
de estos sectores. Esto puede deberse a un problema de bajos salarios, de-
sincentivas, baja calificación o inadecuación entre oferta y demanda de
trabajo.

• Otra tendencia clara es que hombres y mujeres dejan la agricultura. Esto
último se puede explicar por cambios en la estrategia general de desarrollo
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del país, la migración, la liberalización, desplazamiento de trabajadores y
trabajadoras de predios y empresas agrícolas pequeñas.

• Por otro lado, se mantiene la distribución de hombres/mujeres en el sector
moderno e informal, aunque se incrementa el número de mujeres que tra-
bajan solas, el número de mujeres que trabajan todos los días de la semana,
y las que trabajan menos de 20 horas semanales. Tanto hombres como mu-
jeres universitarios se ubican crecientemente en el subempleo y la brecha
entre ambos se mantiene entre inicios de los noventa y los años recientes.
Se reduce la población con primaria de hombres y mujeres en el desempleo
y se incrementa un poco la de secundaria. Esto tiene implicación impor-
tante: la política educativa unida a otros factores de acceso y demanda han
provocado que las condiciones educativas de la población en general y las
mujeres en particular mejoren; por otro lado, más niños y niñas pasan a la
secundaria y una cantidad permanente pasa a la educación superior. Más
profesionales, aunque sin oportunidades para ubicarse. Otra hipótesis de-
trás de esto es la mención de Bourdieu a la inflación de títulos, en el senti-
do de su desvalorización a medida que personas o grupos socialmente mar-
ginados los obtienen.

• Las brechas de ingreso entre hombres y mujeres presentan un comporta-
miento ambiguo durante el período de estudio. En general se puede decir
que no existen demasiados cambios. No obstante, caben algunas precisio-
nes. Se aprecia un ligero incremento en la participación de las mujeres per-
ceptoras de ingreso y una reducción en la de los hombres, lo que produce
una reducción de la brecha. Los ingresos salariales de las mujeres no suben
más allá del 70% que el de los hombres; la tendencia es una reducción de
las brechas (en no más de 4 puntos) hacia fines de la década del noventa y
un pequeño incremento hacia los primeros años de 2000. Por otro lado, se
encuentra que las brechas se reducen ligeramente para el caso del subem-
pleo y se amplían para el caso del llamado “pleno empleo”, lo que demues-
tra una informatización del trabajo. 

• Verificando la conclusión sobre la desvinculación con el mercado laboral y
la discriminación en ese mercado, se observa que si bien las brechas salaria-
les por nivel educativo se reducen entre 1995 y 1999, se mantiene la ten-
dencia a que se incrementen en los niveles superiores frente a los inferiores. 

• En general también la distribución del ingreso inter e intra-género se man-
tiene igual entre 1995 y 1999, se da un cambio importante cuando se tra-
ta del ingreso laboral: en 1995 se encontraba una distribución opuesta en-
tre mujeres rurales y hombres urbanos, ubicándose la mayoría de éstos en
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los quintiles superiores de ingreso. Esta situación se revierte al final de la
década, tanto por un cambio en los regímenes de trabajo de las mujeres ru-
rales como por una reducción de los ingresos reales de los hombres más que
los de las mujeres. En cambio, la situación no cambia hacia el final de la
década al analizar el ingreso por salario, e incluso se aprecia un ligero incre-
mento en la participación de los hombres en los quintiles bajos. Esto da
cuenta de la precarización en las condiciones del mercado de trabajo en los
sectores más “formales”.

La década en términos del empoderamiento económico

Sobre la base de las conclusiones anteriores y de acuerdo a las dimensiones eco-
nómicas del empoderamiento que se definieron al inicio de este estudio, se pue-
den resumir algunos aspectos relevantes para el balance de la década, que puede
ser calificado como ambiguo en la situación de las mujeres durante la última dé-
cada y media. Se consigue, por un lado, participar y acceder a oportunidades de
generación de ingresos, tanto por coyunturas económicas críticas como por una
mejor calificación de la mano de obra; pero, por otro, se mantienen inequidades
de segregación y discriminación en el mercado, en especial en aquellos sectores
llamados “modernos” y “formales”, restando capacidad de negociación y salida.
Por otro lado, las mujeres enfrentan la sobrevivencia a través de múltiples estra-
tegias, una de ellas el autoempleo en donde se presentan menos inequidades de
ingreso que en situaciones de dependencia. Durante estos 10 o 15 años estas es-
trategias se consolidan, así como los apoyos que reciben de otras fuentes de in-
greso como no inversión, remesas y transferencias del Estado. En la tabla 14 se
presentan en detalle algunos aspectos de las conclusiones de acuerdo a las dimen-
siones del empoderamiento. 

Desafíos

En este contexto, consideramos que una política pública laboral consistente es
básica para el avance hacia las metas de la inclusión, la equidad y la no discrimi-
nación, así como para la generación de bienestar entre las mujeres, visto desde
esta perspectiva económica. Considerando al trabajo no únicamente como fac-
tor de crecimiento económico sino como un generador de oportunidades y li-
bertades para las personas, es necesario enfocar las políticas en todos sus niveles
de incidencia, intersectorial e interinstitucionalmente. Por ello, se reconoce que
esfuerzos aislados, que se mantengan alejados de políticas públicas o que no se
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incorporen en un proceso de construcción de las mismas, no tendrían impacto
de largo plazo. 

En una época de transformaciones productivas agresivas y de globalización
de capitales y políticas, surge una necesidad básica de rearmaje de la instituciona-
lidad pública. Se debe crear una institucionalidad que supere las estructuras ante-
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Tabla 15
Situación de las mujeres ecuatorianas frente a dimensiones 
del empoderamiento económico

Dimensión

En el control
y aportes de
recursos

En el empleo

Activos

Acceso a 
mercados

Empleos de
alta califica-
ción y remu-
neración

Participación
y decisiones
económicas

Descripción de situación

Mejoramiento, mayor aporte y participación aunque esto no necesariamente
se refleja en decisiones libres en cuanto a ofertar el trabajo y compartir el
tiempo de tareas reproductivas

Más mujeres que entran y se mantienen en el mercado laboral aunque man-
tienen su carga reproductiva e ingresan al mercado en condiciones de desven-
taja. Tienen mayor capital humano pero enfrentan discriminaciones labora-
les. Excepto por las regiones rurales de la costa, la participación de las muje-
res como actoras económicas en el mercado crece a una mayor velocidad que
los hombres. No obstante, crece proporción de la población con baja capaci-
dad de generación de ingresos.

Los hogares pobres han desinvertido en sus activos para superar crisis econó-
micas. La migración de las mujeres así como su vinculación a tareas no agrí-
colas, al servicio doméstico y al comercio informal son un reflejo del despren-
dimiento de activos productivos. La pobreza de activos es un indicador im-
portante de vulnerabilidad.

Las mujeres se vinculan a los mercados de manera creciente como trabajado-
ras y productoras autoempleadas. De hecho esta no es una característica so-
lamente de las mujeres pobres sino de las de clase media o alta, y de las mu-
jeres de mayor edad.

Pocas mujeres acceden a estos empleos, y si lo hacen existen grandes brechas
de salario que se ahondan cuando mayor es la calificación, mejor es el cargo
y durante la edad más productiva. Esto devela un sistema discriminador (pa-
triarcal) y de competencia (capitalista) en donde las rentas son extraídas a
quienes están en posición de desventaja.

Si bien de este tema no se ha tratado en el presente trabajo, es necesario in-
dicar que solo recientemente algunas organizaciones públicas y no públicas
de mujeres han incursionado en temas de economía y políticas macro en el
Ecuador. No se puede por lo tanto indicar el impacto de esta incursión ni de
la incorporación de criterios de género en las políticas económicas, ya que es-
ta última está en sus primeros niveles de discusión y debate.

     



riores –pesadas e ineficientes para la sociedad—, recupere aquellas que fortalecen
la cohesión social y enfrenten los procesos globales desnacionalizados, involucre
nuevas formas de actoría social internacional, promueva el desarrollo autocentra-
do, fortalezca y sostenga los capitales nacionales (social, humano, natural, cultu-
ral) y detenga el paso acelerado de los procesos y agendas transnacionales hacia lo
local. En este sentido, se requieren dos niveles de políticas: unas emergentes, de
inclusión y equidad, de protección de la calidad de vida; otras, de generación de
oportunidades, de recomposición del papel rector y regulador del Estado y plan-
teamiento de modelos productivos sustentadores. Las primeras se refieren a man-
tener un nivel de condiciones de vida que “equipen” a las personas para su desen-
volvimiento y acceso al trabajo, educación, sobrevivencia económica básica. 

Las políticas de generación de oportunidades aluden a la generación y con-
solidación de empleo decente para las mujeres sobre la base de un paquete de es-
trategias con al menos tres elementos básicos: de política fiscal y macro; de polí-
tica productiva y de política laboral. Algunas definiciones de estas políticas se de-
linean a continuación:

De política fiscal y macro: la valoración del trabajo de las mujeres

Es indispensable promover la visibilización y valoración del trabajo no remune-
rado productivo y reproductivo, con el fin de promover políticas que generen
una sustitución de este trabajo por uno adecuadamente pagado y protegido; y li-
beren recursos estatales que eleven la eficiencia del trabajo doméstico, en dos
sentidos: primero, apoyando con servicios estatales gratuitos. Segundo, liberan-
do mano de obra calificada.

De la generación de empleo desde la producción

• Estrategias e inversiones educativas y de capacitación estables, que tomen
en cuenta la demanda laboral interna.

• Vinculación de los salarios con la productividad y aporte de los y las traba-
jadoras, de acuerdo a tablas salariales discutidas en varios ámbitos sociales
y con la participación de los y las beneficiarias.

• Apoyo al equipamiento y acceso a activos productivos, crédito y capacita-
ción en las economías locales, cuidando que no sean dirigidos exclusiva-
mente hacia mujeres, es decir incorporando indicadores de resultados que
valoren el tiempo y dedicación de las mujeres y la familia al trabajo.
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• Generar redes de trabajo, comercialización e integración vertical (comercio
solidario).

• Promover, a través de incentivos, la incorporación de mujeres y jóvenes (en
edad de trabajar) a empresas, su estabilidad y capacitación. 

De la generación de empleo desde el sector laboral

• Regularizar y normar el trabajo, a partir de cambios conceptuales que re-
salten la importancia de la informalidad. Darle un marco jurídico concep-
tual al trabajo informal, al subempleo y otras formas diversas de trabajo, y
proporcionar protección a las trabajadoras y trabajadores que están inmer-
sos en ellas.

• Promover y proveer el acceso de toda la población a información adecuada
y transparente sobre demanda de empleo.

• Incentivar el empleo de mujeres con fondos de inversión y capacitación a las
empresas.

• Propender hacia evaluaciones estándar según tipo de trabajo.

• Tecnificar y transparentar la determinación de los salarios.

• Promover políticas de Estado de capacitación y formación para hombres y
mujeres, flexibles y adaptables.

• Analizar y proponer mecanismos de protección contra el desempleo (por
ejemplo un seguro de desempleo compartido con empleadores).

• Incrementar la cantidad y calidad de los servicios de cuidado infantil.

• Apoyar e incentivar el acceso a la educación, y particularmente la educación
superior de las mujeres.

• Desarrollar, consolidar, normar una política de igualdad de oportunidades,
que integre derechos sociales, políticos y económicos.

• Fortalecer o crear unidades de género en las instancias de decisión (Minis-
terio de Trabajo y Recursos Humanos).

En definitiva, se trata de construir una política pública que integre lo económi-
co, social y laboral, que fortalezca el papel regulador del Estado en la protección
de su fuerza de trabajo frente a la factoría global y a la vez aproveche de las opor-
tunidades de aprendizaje e intercambio de conocimientos y tecnologías en pro-
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vecho del desarrollo del capital humano de su población, y propenda a la cons-
titución de nuevas modalidades de trabajo y producción basadas en el aporte de
los trabajadores y su productividad por sobre un modelo rentista inequitativo e
insostenible.
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Introducción

En septiembre de 2005 se cumplen 10 años de la IV Conferencia Mundial de la
Mujer celebrada en Beijing en la que se promulgó una declaración y una plata-
forma de acción para orientar el trabajo a favor de los derechos de las mujeres al
tiempo que destacó la situación de desventaja de las niñas. La niña2 aparece por
primera vez como un sujeto visible dentro de esta plataforma de acción. Años
antes, la Convención sobre los Derechos del Niño había colocado un marco con-
ceptual para llamar la atención sobre la situación de la niñez en el mundo, y en-
tre sus desafíos, se había propuesto la eliminación de todo tipo de discrimina-
ción, incluida la de género. Estos documentos asumen que los niños y las niñas,
al igual que las mujeres, los homosexuales y los pueblos indígenas y afro, perte-
necen a sectores excluidos de la sociedad, perspectiva que da cuenta de un mo-
vimiento mundial por los derechos de los marginados, los llamados derechos de
cuarta generación. Consideran, además, que las niñas y adolescentes padecen
una doble exclusión: por su edad y su género. Ellas, junto a los más pobres, tie-
nen mucho que perder porque es muy poco a lo que pueden acceder. Si por un
lado, se dan ciertas mejorías en el  acceso a servicios sociales como educación y
salud, por otro lado, los cambios culturales esperados para modificar las relacio-
nes de género, parecen ir con pies de plomo. Si bien hoy día existe un marco le-
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gal que ha modificado  la visión de las niñas y las mujeres como sujetos de dere-
chos, esta óptica no ha sido incorporada aún en el diseño de las políticas públi-
cas. Pese a la llamada de atención sobre las condiciones de desventaja de las ni-
ñas, sus problemas son prácticamente invisibles en las teorías, en el diseño de las
líneas de actuación, en las medidas adoptadas para el desarrollo y en los sistemas
de información (UNICEF, 2003). Además, en la familia, en la escuela y en los
servicios de salud persisten visiones que perpetúan roles tradicionales para la mu-
jer, y que invisibilizan a las niñas y sus particularidades. 

En el marco de las aperturas ofrecidas por estos documentos y por los com-
promisos adquiridos por el país, en este capítulo se examina cómo las políticas
de salud y de educación dirigidas a los niños y niñas han provocado, en los últi-
mos 10 años, mejorías en algunos indicadores sociales. Sin embargo, también se
comprueba cómo a la hora de formular políticas de salud dirigidas a los niños,
no se consideran las diferencias de género que existen en las causas de enferme-
dad y muerte entre niños y niñas y entre adolescentes y mujeres adultas. En el
caso de la educación, se revela que si bien se ha logrado eliminar las brechas en
el acceso educativo entre niños y niñas, la convivencia escolar, la percepción que
madres, padres y profesores tienen sobre el rol de las mujeres, continúa perpe-
tuando la exclusión de género. En este sentido, este ensayo identifica dónde y có-
mo se dan las exclusiones, cuánto se modificó en los últimos 10 años y cuáles son
los ámbitos donde persisten exclusiones que aún no han podido ser transforma-
das. De esta manera, argumentamos que es tan necesario mejorar el acceso a los
servicios como la cultura de exclusión que viven las niñas y adolescentes. Si es-
tos factores no son transformados, la eliminación de la discriminación de géne-
ro y el avance hacia la equidad, desafíos planteados en la Convención de Beijing,
no se alcanzarán. 

Hemos partido de una concepción de salud como un proceso integral y no
solo como la ausencia de enfermedad. Es decir, como la posibilidad que tienen
tanto las mujeres como los hombres de vivir con altos grados de bienestar, como
resultado de un acceso equitativo a una vida de calidad, en su familia, en sus lu-
gares de trabajo y sobre todo en la convivencia y participación comunitaria. Esta
visión integral supera la noción de salud como sinónimo de satisfactor de nece-
sidades básicas de sobrevivencia y adopta una nueva perspectiva que apunta al
cumplimiento de derechos en el ámbito de la salud. Este cambio de perspectiva,
implica una mirada holística  de los procesos de salud, ligados a la vida antes que
a la muerte. Este concepto mayor denominado promoción de la salud integra la
movilización social, la participación de los y las ciudadanas en los proceso sani-
tarios y tiene como herramienta fundamental la educación a la población en
prácticas sanitarias adecuadas dirigidas al buen vivir. En cuanto a la educación, la
perspectiva a la que se apela es aquella que supera el espacio circunscrito a la es-
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colaridad de la población, y dentro de ella las diferencias entre niños y niñas. El
concepto de educación que orienta el artículo es el de la transformación de per-
cepciones y conductas de la sociedad frente al tema de las niñas para lograr un
nuevo abordaje y por tanto, nuevos comportamientos en miras a construir prác-
ticas societales democráticas, tolerantes e incluyentes. 

Las niñas en la investigación social y en la información

Los sistemas de información recogen datos de niños sin establecer diferencias de
género, fomentado la invisibilidad sobre la situación específica de las niñas en el
país. Para la elaboración de este artículo, la Fundación Observatorio Social del
Ecuador, instancia especializada en temas de niñez y adolescencia, apoyó en el
cálculo de los datos requeridos para comprobar las diferencias entre niños y ni-
ñas existentes en la gran mayoría de indicadores sociales utilizados en este artí-
culo3. Asimismo, una revisión bibliográfica sobre el tema, demostró la existencia
de limitados estudios dirigidos a las niñas. Si bien es perceptible que desde 1997
la producción de trabajos sobre la situación de los niños y las niñas frente a los
compromisos del país con la Cumbre Mundial de la Infancia de 1990, se incre-
mentaron, en muchos casos no se encontraron alertas que diferenciaran lo suce-
dido entre hombres y mujeres menores de 18 años. Estos análisis se basaban en
medidas cuantitativas del acceso a servicios sociales: salud, educación y protec-
ción social (ver por ejemplo, Echenique y Velasco, 1996; IINFA, SEDH-SIISE,
1999; INEC, SIISE, NUESTROS NIÑOS, INNFA, CEPAR, 2001; MBS, Se-
cretaria Técnica del Frente Social, SIISE, 2002). En cuanto a los informes sobre
el cumplimiento de los compromisos de Beijing (CONAMU, 2000, 2001 y
2004), solo se hacen referencias al acceso a la educación de las niñas y la situa-
ción general del embarazo en adolescentes. Al igual que en este artículo, se resal-
ta en estos informes, la ausencia de estadísticas que permitan analizar diferencias
entre niños y niñas. 

Entre los poquísimos artículos específicos sobre las niñas destacan el análi-
sis del marco legal que garantiza su no discriminación (Rosero y Valdivieso,
2003) y la descripción de actitudes, comportamientos y prácticas culturales que
permiten acercarse al mundo del aula y de las familias y analizar lo que sucede
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con las niñas en esos espacios (Poeschel-Renz, 2003; Samaniego, 2003)4. Así, se
puede concluir que si bien la recolección de la información sufrió un cambio im-
portante desde el año 2000 al incluir por primera vez el tema de la niñez en las
grandes encuestas nacionales dirigidas por el INEC (módulos del Sistema de En-
cuesta Permanentes de Hogares de 2000, 2001, 2003, 2004) o por CEPAR (EN-
DEMAIN, 1999), estos avances, desde el punto de vista de la investigación es-
pecífica de la situación de las niñas, solo fueron posible utilizarlos cuando se pu-
do procesar específicamente los datos para buscar situaciones diferenciadas de lo
que acontece con las niñas, sin que éste haya sido el objetivo de las encuestas en
mención (con excepción de la ENDEMAIN que solo suministra datos de ado-
lescentes en el trecho de edad de 15 a 18 años). 

La revisión bibliográfica realizada nos permite concluir por tanto, que si
bien se han producido en los últimos 10 años varios documentos de análisis so-
bre la situación de la niñez, las niñas solo aparecen puntualmente como parte de
esta temática. Es en el tema educativo donde sí se encontró alertas sobre el cie-
rre de las brechas entre hombres y mujeres en el acceso a servicios de educación.
Por el contrario, en el caso de la salud, no se identificó a las niñas y su proble-
mática. Se constató un vacío en el análisis de los comportamientos de la socie-
dad, la familia, la escuela y los servicios de salud frente a las niñas en la investi-
gación social a nivel nacional. 

Políticas públicas desde el enfoque de derechos

Beijing significa para el movimiento feminista un cambio fundamental en su
quehacer puesto que la perspectiva de la relación feminismo-estado es modifica-
da hacia la de políticas públicas de género (Herrera, 2001: 81). Esta óptica, im-
plicó a juicio de esta autora, volverse un movimiento ciudadano que busca inci-
dir en el estado, colocar sus demandas en él y exigir -a través de la veeduría y del
control social- el cumplimiento de sus derechos. La nueva relación entre la pers-
pectiva feminista y lo público-político tiene que ver con un fortalecimiento del
“discurso sobre derechos” (en lugar de reafirmar las vulnerabilidades de las mu-
jeres) y con una ciudadanía entendida más allá de su discurso político electoral
como práctica de los derechos existentes (Herrera, 2001: 35). A decir de Giocon-
da Herrera: “se trata de pasar de una visión de las mujeres como sujetos de aten-
ción a una mirada integral donde las políticas, en cualquier área persiguen corre-
gir inequidades de género” (2001: 82). Sin embargo, se constata una brecha en-
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tre el discurso y la práctica, ya que la construcción de políticas de género se en-
cuentra con resistencias y prácticas culturales discriminatorias. A continuación
indagamos algunas implicaciones concretas de estas afirmaciones.

En primer lugar, el concepto de derechos como eje en la formulación de la
política pública, supera la perspectiva de necesidades. El núcleo de la reflexión se
modifica, puesto que la necesidad se la satisface a un ente pasivo. Está implícita,
por tanto, una relación de poder entre alguien que tiene la potestad de escoger
lo que le dará al otro, quien se constituye en un mero ente receptor. El derecho,
por el contrario, es una relación de iguales, donde el uno garantiza y cumple lo
acordado, y el otro es un sujeto que demanda. Siendo así, la formulación de la
política pública desde la entrada de los derechos, en el caso de las niñas, se fun-
damenta en una doble vertiente: sus derechos como sujeto menor de 18 años y
sus derechos como mujer. La formulación de la política pública desde el enfoque
de derechos es un proceso reciente en el Ecuador y recorre al movimiento de la
niñez de los últimos 15 años. Efectivamente, la Convención de los Derechos de
los Niños, firmada por 186 países en 1989, dio inicio a una década –1990 a
2000— de planes y programas encaminados a visibilizar a los niños y las niñas
como sujetos de derechos, dentro del ámbito de las políticas públicas.

En el Ecuador, la lucha del movimiento a favor de la niñez logró hasta el
año 2003, tres conquistas fundamentales: el compromiso del Estado ecuatoria-
no con la Convención de los Derechos del Niño; la inclusión en la Constitución
de 1998 de los principios fundamentales de la Convención y la promulgación,
en junio de 2003, del Código de la Niñez y Adolescencia. La Conferencia de
Beijing y los compromisos del país, con ella, complementa el marco legal funda-
mental para el ejercicio de los derechos de las niñas en el Ecuador5. Estas coinci-
dencias legales que tenderían a favorecer el diseño y ejecución de políticas con
enfoque de género dirigidas a las niñas permite al CONAMU afirmar que: “el
movimiento de las mujeres así como el movimiento a favor de los derechos de la
niñez y adolescencia se convierten en un eje común de planteamientos de dere-
chos y solución de problemas (para las niñas). El CONAMU reconoce que no
ha logrado incorporar el enfoque de ciclo de vida en la formulación de las pro-
puestas encaminadas a eliminar la discriminación de género y a garantizar el ejer-
cicio pleno de los derechos de las mujeres” (CONAMU, 2004: 30).

El avance logrado se circunscribe a la consecución de las leyes que abonan
un camino propicio para llevar a la práctica lo que significan políticas sociales
con enfoque de derechos. Sin embargo, del enunciado a la vida diaria; de la ley
a la formulación de la política, o del enunciado de la política a los programas
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concretos y al financiamiento de las acciones que lleven a convertir a las niñas en
sujetos de derechos, se presenta un camino largo y complejo. Implica desde una
reingeniería del aparato público, pasando por una nueva lógica de planificación
de las políticas públicas, y por tanto por un enfoque también de derechos en el
diagnóstico de la situación de las niñas y las mujeres, que permita identificar me-
tas a lograr con ese enfoque. Y esto sin mencionar el mayor desafío: el empode-
ramiento de los propios sujetos como ciudadanos, el cual, sin duda, implica un
cambio en las prácticas culturales del país. 

La Convención de los Derechos del Niño y Beijing

La Convención fue la declaración de la ciudadanía social de los niños (y las ni-
ñas). En esta Carta se reconoce el interés superior de los estados miembros de las
Naciones Unidas por los niños y la definición de su condición -lo hemos afirma-
do antes- como sujetos de derechos. Desde el punto de vista operacional, la Con-
vención se plasmó desde 1990 en un Plan de Acción a favor de la infancia, que
determinó 27 metas a ser cumplidas hasta el año 2000. De estas 27 metas, el 75%
de ellas, se refirieron a temas de salud y educación y un 25% a transformaciones
en los comportamientos de la sociedad para eliminar formas de discriminación
contra los niños y las niñas. En el caso del Ecuador, nuestro país logró, entre
1990 y 2001, cumplir 13 de las 27 metas con las que se comprometió; a saber:

• Disminución de la mortalidad infantil (de menores de 1 año) y de la niñez
(de menores de 5 años). 

• Disminución del número de muertes por infecciones respiratorias agudas y
sarampión.

• Erradicación de la poliomielitis, yodización de la sal, inmunización con va-
cuna antituberculosa, BCG, a todos los niños y las niñas y vacunación con-
tra el sarampión. 

• Fomento de la lactancia materna.

• Reducción de la repetición de primero y segundo grado en un 10%.

• Graduación del 50% de los niños y niñas de la primaria.

• Cambios en la legislación para incluir principios de la Convención.

A partir de la Conferencia de Santiago (1998) centrada en el seguimiento de las
metas del Plan de Acción de la Infancia, se incluyó referencias a los planeamien-
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tos de Beijing y se puso énfasis en los informes sobre el nivel de cumplimiento
del Plan, a las desagregaciones de la información por sexo para destacar la situa-
ción de los niños y las niñas. Si bien la Convención, desde su nombre, se refiere
al niño, sin especificar a las niñas, los artículos que tratan la exclusión y discri-
minación, hacen referencia a su situación, dentro de todo un enunciado general.
El artículo Políticas públicas desde el enfoque de derechos, por ejemplo, señala que:
“Los estados partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el
niño se vea protegido contra toda forma de discriminación”. En el caso ecuato-
riano, el Código de la Niñez promulgado en 2003 integra el enfoque de género
y trae referencias específicas al tratar el embarazo adolescente, en el artículo 25
del Código (Rosero y Valdivieso, 2003). Por otro lado, el artículo 6 del Código
destaca la igualdad sexual y la no discriminación por su causa, constituyendo es-
ta Ley un avance con respecto a la Convención.

A diferencia de lo observado en la Convención de los Derechos del Niño,
la Declaración de Beijing dedicó un párrafo particular al tema de las niñas, en-
fatizando el desafío de los países signatarios en torno a disminuir su discrimina-
ción en cinco aspectos:

1- “Eliminar las actitudes y prácticas culturales que perjudican a la niña.
2- La discriminación en la educación y formación profesional.
3- La discriminación en el ámbito de la salud y la nutrición.
4- Así como en la explotación económica de la que son objeto mediante

el trabajo infantil.
5- Y también la violencia que se ejerce contra ellas” (Valdivieso, 2004: 28). 

Siendo así, los objetivos de la plataforma de Beijing profundizaron y especifica-
ron la visión de las niñas y su influencia se notó en las posteriores declaraciones
de las Naciones Unidas, en los propios diseños de la política mundial a favor de
la infancia y la adolescencia, donde el tema de las niñas desde un enfoque de gé-
nero comenzó a ser explícito y ser visible. 

Una prueba de ello son las metas del milenio que revisamos a continuación.
Ocho son las metas del próximo milenio en la que los países del mundo se han
comprometido. El compromiso renovado de los países a favor de los niños y las
niñas y adolescentes para la próxima década, consignado en el documento Un
mundo apropiado para los niños, aprobado por la Conferencia de las Naciones
Unidas para la Infancia en mayo de 2001, incluyó seis de las ocho metas del mi-
lenio: lograr la enseñanza primaria universal, con énfasis en las niñas, promover
la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer, reducir la mortalidad
infantil, mejorar la salud materna, combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras
enfermedades y erradicar la pobreza extrema y el hambre.
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De estas metas, a la vez, tres tienen que ver explícitamente con las mujeres
y tres con toda la población. Aún más, en los compromisos definidos por UNI-
CEF sobre las metas del milenio, este organismo definió como los objetivos de
desarrollo más urgentes el “eliminar la desigualdad de género en la educación
primaria y secundaria para 2005, porque la educación de las niñas tiene impac-
to directo en la reducción de la pobreza, el hambre, la mortalidad de los meno-
res de 5 años, la mortalidad materna y la lucha contra las principales enfermeda-
des” (UNICEF, 2003: 27). También destacó que los objetivos de desarrollo del
milenio se lograrán sólo si se facilita el acceso universal a la primaria garantizan-
do a todas las niñas su derecho a la educación, no en el futuro, sino en el presen-
te. 

Este marco internacional ha sido coherente con los postulados de Beijing
para generar una conciencia sobre la necesidad del cumplimiento de los derechos
a la no discriminación de las niñas. Pero existe una distancia significativa entre
el marco legal de avanzada y la inclusión del enfoque de género en el diseño, ope-
ración y financiamiento de la política pública social dirigida a los niños en gene-
ral y a las niñas en especial. 

Vigilancia de los derechos y las políticas

El enfoque de derechos en la política pública se impulsa de manera sostenida
desde inicios del presente milenio en el Ecuador, dirigido específicamente a la ni-
ñez y a la adolescencia. La creación de un Observatorio de los Derechos de la Ni-
ñez y Adolescencia6 desde la sociedad civil (2002) y la implementación del Con-
sejo Nacional Descentralizado de Protección a la Infancia, desde el Estado
(2003) son los avances más importantes de los últimos 3 años. Un mecanismo
importante de vigilancia de los derechos de niños, niñas y adolescentes es la crea-
ción de una medida -el índice de cumplimiento de los derechos de la niñez y
adolescencia, IDN- para calificar su cumplimiento en cada provincia y el con-
junto del país. El índice mide en una escala los cambios en diferentes aspectos
del ciclo vital de los niños y las niñas. De esta manera, permite graficar el esta-
do de los derechos. Para cada momento de la vida de la niñez existen grupos de
derechos que se sintetizan en un solo índice y que constituyen la calificación del
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de decisión, presionando, creando consensos y enviando mensajes a la sociedad sobre lo que son los dere-
chos y la imperiosidad de su observancia. 

     



país7. La nota que obtuvo el país en 2004 fue 4 sobre diez en el cumplimiento de
derechos de los niños y las niñas en sus primeros años (menores de 6 años)8. Las di-
ferencias por sexo señalan que los derechos de las niñas apenas llegan al 4.3 sobre
diez, constatándose una ligera mejoría con respecto al índice de los hombres que
obtiene una nota de 3.8 sobre diez. El cumplimiento de los derechos de la niñez en
la edad escolar, esto es en los niños y las niñas de 6 a 11 años9, tampoco supera los
4 puntos sobre diez10. Las diferencias entre niños y niñas son casi imperceptibles, el
IDN en la edad escolar para los hombres fue de 4.2 sobre diez y para las mujeres
de 3.9 sobre diez. Finalmente, al observar lo sucedido con el cumplimiento de los
derechos de las y los adolescentes se constata que durante 3 años consecutivos el
Ecuador ha obtenido notas que no superan los 4 puntos sobre diez11 .

El Consejo Nacional Descentralizado de Protección a la Infancia, por su
parte, creó en 2004 la Secretaría Técnica, cuya tarea central fue la formulación
participativa del Plan de Acción a favor de la niñez a ser implementado en el pró-
ximo decenio. El documento recoge el enfoque de derechos en el diagnóstico de
la línea de base de la situación de la infancia y la adolescencia. En la formulación
de acciones y metas, sigue la lógica planteada por el Código de la Niñez y Ado-
lescencia. Esta Secretaría espera diseñar un sistema de seguimiento a la imple-
mentación del Plan y ha recogido como eje del diseño de la política, la noción
de ciclo vital y la familia.

De esta manera, el país ha dado pasos institucionales y legales para abogar
por los derechos de la niñez y mejorar su situación. Sin embargo, como bien re-
conoce el CONAMU, “el movimiento de las mujeres así como el movimiento a
favor de los derechos de la niñez, no logran articular propuestas para que la pro-
tección de niños y adolescentes, se convierta en el eje común de posicionamien-
to de los derechos y la solución de los problemas” (CONAMU, 2004: 30). 
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7 Así en los primeros años (menores de 6 años), se miden tres derechos fundamentales: a vivir, a crecer sa-
nos y saludables y al desarrollo intelectual y emocional.

8 Este promedio nacional dibuja un rondador de inequidades, donde la punta más alta la tiene Galápagos
que alcanza notas de 7.9  sobre diez y la más baja, Chimborazo con una calificación que no llega ni a 1/10. 

9 Mide los derechos a vivir sanamente, libres de miedos y amenazas,  a jugar y compartir con los padres y
al desarrollo intelectual.

10 Es la provincia de Galápagos, la mejor, sin embargo, con notas inferiores a las obtenidas en el cumplimien-
to de los derechos de los primeros años, porque esta vez solo llega al 5.5 sobre diez. La peor provincia es
Cotopaxi, con una calificación del 2.6 sobre diez.

11 Para medir el cumplimiento de los derechos de los y las adolescentes de 12 a 17 años, se calcula el compor-
tamiento de tres derechos fundamentales: el primero, a vivir libres de peligros y amenazas; el segundo, a un
crecimiento físico y emocional saludable y el tercero, al desarrollo intelectual. Los tres indicadores que con-
forman este índice son muertes por causas evitables en la adolescencia (suicidio, homicidio y accidentes de
tránsito), el embarazo precoz y la permanencia de los y las adolescentes en la educación media. Al desagre-
gar esta cifra a nivel de provincias, se perfila un cuadro de inequidades: las mejores calificaciones las obtie-
ne nuevamente Galápagos  6.7 sobre diez, y las peores la provincia del  Cañar con 0.5 sobre diez.  

      



Género y políticas de salud

Alrededor de los años noventa, el marco conceptual de las políticas de salud co-
mienza a incluir el enfoque de género. Antes de esta década, las políticas de sa-
lud concebían a la mujer como el objeto de su intervención con el propósito de
fomentar el desarrollo. Este enfoque consideraba a las mujeres como las respon-
sables de la salud y, en este sentido, las intervenciones adolecían de limitaciones
que han sido subrayadas por la literatura sobre género y desarrollo. De los Ríos
(1993: 6-9) destaca las siguientes:

• Las mujeres vistas como recursos para la salud de la población. La mujer y
las niñas como encargadas fundamentales de esta tarea en el hogar. Respon-
sables no solo de acarrear el agua, sino de hervirla para evitar enfermeda-
des. La mujer como la encomendada de preparar alimentos nutritivos, lle-
var a los hijos y a las hijas a vacunar, cuidar a los niños y a las niñas, los en-
fermos y los ancianos, y mantener la higiene del hogar. 

• Las mujeres como recursos para el desarrollo de los programas y servicios
de salud. Los servicios de salud han apostado a que la modificación de los
hábitos y prácticas de salud de las mujeres, rebota directamente en benefi-
cio de la salud de todo el conjunto social. La mujer cumple un papel clave
en su papel de madre capacitada en la atención primaria y nutricional,
puesto que desde esta visión, las madres educadas en principios sanitarios
son el mejor aliado para el descenso de las tasas de enfermedad y muerte de
la niñez.

• Las mujeres como reproductoras de la especie. Este enfoque de la salud cen-
tra los riesgos reproductivos en las mujeres madres o potencialmente ma-
dres, en función de la disminución al mínimo de los riesgos asociados con
la mortalidad prenatal e infantil. Las mujeres como madres han estado so-
bre representadas como grupo objetivo de las diferentes intervenciones en
materia de salud. De allí el enfoque de riesgo de los programas que tuvie-
ron como prioridad al binomio madre-niño, dirigido a la mujer-madre. Por
otro lado, la maternidad como responsabilidad única de la mujer es reite-
radamente transmitida por el sector salud, situación que ha influido sobre
las desventajas que experimenta la madre por el hecho de ser mujer.

• Las mujeres como productoras y mantenedoras de sus hijos. Desde esa vi-
sión los programas de planificación familiar se los vio como una estrategia
no solo para reducir los riesgos reproductivos, sino para eliminar los emba-
razos muy seguidos, con el fin de que la mujer pudiera insertarse en el mer-
cado de trabajo remunerado en condiciones más favorables. De esa mane-
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ra, las mujeres más educadas, con mejores niveles salariales, podrían con-
vertirse en sustentadoras del hogar. Desde esta visión, mejorando la salud y
la nutrición de la mujer trabajadora se incrementa su productividad. 

• La mujer como agente social participativa. Además de su carga doméstica,
las mujeres, sobre todo en las áreas rurales, han sido vistas como elementos
fundamentales de la participación social. Una relación directa entre perma-
necer en el hogar y dominar la distribución del tiempo. Por ejemplo, con-
tar con mayor tiempo que los que trabajan fuera y deben obedecer a un de-
terminado horario. La mujer dueña de su tiempo puede distribuirlo de tal
manera que todavía hay horas que sobran para atender los problemas co-
munitarios, liderar a otras mujeres y comandar los procesos de consecución
de mejoras locales que afectan las vidas de sus familias.

Estas formas de abordar la temática de la mujer en las políticas de salud, exclu-
yen tácitamente al hombre de estas responsabilidades; su rol se restringe al de
productores y mantenedores de la familia. No existe la pareja como responsable
de la salud de sus hijos y de la comunidad. Estas visiones de la mujer no han si-
do superadas ni descartadas. Siguen presentes en las prácticas de los servicios de
salud del Ecuador, e incluso en los postulados de varias políticas internacionales,
a pesar del nuevo énfasis en el enfoque de género en las políticas. Desde antes de
Beijing este nuevo enfoque había comenzado a ser gestado en las intervenciones
de salud. A la par de ello, se desarrolló un pensamiento renovador que incorpo-
ró otras categorías de análisis a las políticas como el desarrollo humano, el desa-
rrollo sustentable, la equidad, la diversidad, la modernidad, la democracia. En
definitiva, se comenzó a incorporar a la comprensión de la política pública un
desarrollo pensado en función de la gente (De los Ríos, 1993).

A partir de entonces, se generó desde la salud una nueva mirada para de-
terminar las actitudes y prácticas sexistas discriminatorias que superaran la no-
ción del cuerpo femenino como “máquina reproductora” así como el énfasis en
la causalidad orgánica y biológica de la explicación de los problemas de la mu-
jer. Se puede afirmar que los planteamientos de Beijing, dejan a un lado el con-
cepto de sexo femenino y lo reemplazan por el concepto de género en salud y lo
que es más importante, colocan el desafío de superar aquella comprensión del
desarrollo como crecimiento económico y la participación puntual de la mujer
como agente social participante de programas diseñados por otros. Este desafío
implica la comprensión de un enfoque de derechos y su ejercicio. Se asume que
la mujer y la niña como sujetos de derechos en salud se apropian del conoci-
miento e información sobre su salud, toman conciencia de que son dueñas de su
cuerpo, toman decisiones y exigen la revalorización de la función reproductora
de manera social y económica. 
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Sin embargo, estas corrientes reflexivas, han tenido una muy débil presen-
cia en la práctica real de los servicios de salud del país. Se detuvieron en los enun-
ciados, sin que se tornaran realidad. Los desafíos en la formulación de la políti-
ca de salud en el Ecuador pasan por resolver dos ausencias: el enfoque de dere-
chos y el enfoque de género. 

Políticas de salud y las niñas

En general, las políticas de salud dirigidas a los niños y niñas menores de cinco
años han sido prioritarias desde que el Ministerio de Salud Pública fue creado en
1968. Los programas de control prenatal, de asistencia profesional del parto, las
inmunizaciones infantiles, el control del niño sano, la lactancia materna o los
programas dirigidos a erradicar la desnutrición han sido constantes en estos años
de vida del Ministerio. La mayor debilidad de las políticas de salud ha sido la au-
sencia de vigorosas políticas a favor de los y las escolares y de los y las adolescen-
tes así como la introducción de los conceptos de derecho y equidad de género
tanto en el diseño como en la operación de las políticas. 

Si bien se observan avances en cuanto a la disminución del número de
muertes en los niños y las niñas, ninguna de estas metas alcanzadas se han pro-
puesto incluir ni el enfoque de género ni el de derechos de la niñez y adolescen-
cia en la política de salud. Estas son herencias de políticas ideadas por los salu-
bres que desde su concepción de la salud preventiva armaron programas y pro-
yectos que buscaban resolver uno de los principales problemas de la salud públi-
ca: la mortalidad en todas las edades. Una posibilidad de cambiar esta dinámica
salubre se ha abierto con la aprobación de la Ley de Maternidad Gratuita. Efec-
tivamente, entre las políticas de salud importantes emitidas en estos 10 últimos
años se encuentra esta Ley, en vigencia desde 1999 como resultado de la presión
de los movimientos de mujeres. A las niñas se las beneficia doblemente. Por un
lado, porque se incluyen acciones a favor de los niños y las niñas desde que se
encuentran en el vientre materno hasta los 5 años de vida. Y por otro, atiende el
incremento del parto en adolescentes y los derechos de las jóvenes. El Ministe-
rio afirma que ha logrado atender con este programa en 11 provincias del país,
entre el 66% y 88% de las madres que lo demandaron (Secretaría Técnica del
Frente Social, 2002). 

A pesar de la presencia de una legislación que reconoce los derechos de la
niñez y que están consignados en la Constitución y en el Código de la Niñez, el
enfoque de los programas de salud dirigidos a los niños y niñas, no ha logrado
modificar el eje fundamental de la política de salud para ellos, puesto que sigue
enfocándose solo en la supervivencia. Por tanto, las niñas en la atención de sa-
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lud siguen siendo similar a la de los niños, con acciones dirigidas muy acertada-
mente a disminuir las tasas de mortalidad y a cumplir así con el artículo prime-
ro de la Convención: “el derecho a la vida”. Estas acciones no consideran que la
política deba vincularse a los derechos de la niñez que no solo se refieren a la su-
pervivencia sino también al desarrollo y a la participación. En este sentido, el en-
foque de derechos -necesario punto de referencia del movimiento de mujeres y
del movimiento de la niñez- no ha sido integrado como eje modificador del bie-
nestar de las niñas y adolescentes. Es por esto que el diseño de la Agenda de Po-
líticas desde el Consejo de la Niñez, en el que se parte del marco conceptual de
los derechos consignados en el Código de la Niñez, es un avance en el proceso
de formulación de la política de salud y, social, en general12. 

Pese a los enunciados y las convenciones las políticas de salud tampoco han
logrado introducir el enfoque de equidad de género. Según Carmen Laspina, en
el Ecuador luego de Beijing no se ha emitido ninguna política que impulse el en-
foque de género en las políticas de salud hacia las niñas. Sin embargo, se crearon
políticas públicas en salud que beneficiaron en general la situación de las niñas.
Entre ellas, la Ley de la Lactancia Materna, que impactó sobre el mejoramiento
de la nutrición de los menores de 1 año. Tanto en las Conferencias de El Cairo
como en la de Beijing aparecieron las nociones de salud sexual y reproductiva,
así como enfoques sobre violencia y género que en cierta manera comenzaron a
cambiar la percepción de los profesionales de salud sobre los embarazos adoles-
centes. El trabajo de las mujeres en el Ministerio de Salud Pública (MSP) ha lo-
grado la conformación de un Comité de Género que vela por cambiar esta men-
talidad al interior del sector salud. Si bien el primer logro de las mujeres en sa-
lud fue la expedición y el control por el cumplimiento de la Ley de Maternidad
Gratuita, el segundo desafío planteado en salud en el Ecuador es el de cambiar
la idea de que el cuidado de los niños y de las niñas es solo responsabilidad de
las mujeres, sino también de los hombres como padres. Por otro lado, al interior
del MSP, se ha logrado colocar en la literatura producida un lenguaje incluyen-
te que especifica las necesidades de “los niños y las niñas”. Este ha sido un logro
muy difícil porque existe una cultura de invisibilización de las mujeres. En la
práctica este es el punto más complejo: es complicado que el personal preste una
atención diferenciada a los problemas de salud de los niños y de las niñas (En-
trevista, noviembre de 2004). Marcelo Moreano, por su parte, reitera que los ejes
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12 El diseño de la política social desde el enfoque de derechos rompe con la sectorialidad de lo social, donde
salud, educación y protección social son cajas estanques, separadas, sin conexión y sin entender la posibi-
lidad de sus sinergias. Cuando el eje de la política social es el sujeto –en este caso la niña- el enfoque de
derechos remite a la integralidad, a la universalidad y a la progresión de la política, lo que debe ser plas-
mado en su diseño, en la prioridad de la acción y del financiamiento y en el seguimiento de su ejecución.
Cuando esto sucede, los veedores miden y vigilan resultados integrales en cuanto a cumplimiento de de-
rechos,  no de programas aislados.

   



de la política para frenar la desnutrición no recogen el enfoque de género y más
bien enfatizan el rol tradicional de la mujer (Entrevista, noviembre de 2004). 

Estos testimonios hablan, una vez más, de las dificultades de incluir el en-
foque de equidad de género a las políticas de salud. Las visiones y prácticas de
los funcionarios del Estado, tanto de los diseñadores de políticas cuanto de quie-
nes atienden en los servicios de salud, excluyen las dimensiones de género y de
derechos, de manera que las políticas tienden a mantener un enfoque exclusiva-
mente sanitario. Herrera alertaba ya que en el campo de las políticas de salud el
enfoque de género se reduce a la atención de los problemas de violencia intrafa-
miliar. Daba como ejemplo, el enfoque aplicado a las acciones de salud repro-
ductiva y que se reducen a problemas puntuales y revelan la idea que la repro-
ducción es asunto exclusivo de mujeres. Esta limitación, concluye Herrera, “obs-
taculiza los intentos por transversalizar el género en las políticas de salud, iden-
tificándolo solo como un problema de grupos vulnerables” (Herrera, 2001: 86).

Pero no sólo eso: a diferencia de la violencia intrafamiliar, la salud sexual y
reproductiva no es visualizada como derecho, en gran medida como consecuen-
cia de la cultura de los profesionales de la salud. La sexualidad asumida como el
derecho al placer, paraliza a los propios médicos y enfermeras, puesto que rom-
pe la mirada prevaleciente de las patologías que devienen de tales o cuales prác-
ticas sexuales. El problema de la sexualidad en el mundo médico (no en el de la
salud) se reduce al funcionamiento o anormalidad de los órganos sexuales y re-
productivos. El enfoque de derechos sexuales rompe con esa unidimensionalidad
del concepto biológico-curativo, que es uno de los conflictos entre una concep-
ción de los seres humanos medicalizada y otra, holística e integral propugnada
desde el marco conceptual de la promoción de la salud y la salud colectiva. Esta
reflexión permite más adelante analizar el embarazo precoz. 
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Recuadro  1. 
Políticas nutricionales y enfoque de género

Los ejes de la política para frenar la desnutrición  no recogen el enfoque de gé-
nero y más bien enfatizan  el rol tradicional de la mujer. Los objetivos de la po-
lítica de nutrición vigente son:

• Combatir la desnutrición de la mujer durante su etapa reproductiva, de 15
a 49 años. 

• Educar a las mujeres desde niñas en la  perspectiva de que van a ser madres
y de que estarán embarazadas, para así evitar que el feto tenga una predispo-
sición a nacer con bajo peso, y a contraer enfermedades crónicas.

• Ejecutar programas del Estado enfocados a la familia donde la madre es el
eje central de la educación nutricional y de las prácticas alimentarias por su
rol social clásico.

• Otorgar atención a la madre de manera gratuita. La Ley de Maternidad Gra-
tuita, una política de Estado que desde 2001, es parte de la veeduría social
porque protege a las mujeres embarazadas y lactantes, así como a los niños
y niñas hasta los 5 años.

• Aplicar ley de la lactancia exclusiva: control de los  permisos a las madres tra-
bajadores para permitir que las madres con hijos recién nacidos puedan sa-
lir de sus trabajos para dar de lactar por seis meses luego de su reintegro la-
boral. Esta ley no ha sido evaluada para mirar sus impactos.

• Proveer de alimentación complementaria, bajo el concepto de “aprender a
comer bien” ya que la población come carbohidratos. Las frutas y las verdu-
ras todavía son baratas y deben ser accesibles a todos. Las grandes multina-
cionales hacen imposible competir por una cultura de la alimentación ade-
cuada, porque con su marketing convencen a la población para consumir
alimentos chatarra. Aquí hay una contradicción entre alimentar a la pobla-
ción y vender los productos. Frente a la posibilidad de firmar el TLC, la po-
lítica estatal  de nutrición debería exigir  y condicionar a las grandes empre-
sas alimenticias, una reglamentación en la que se coloquen mensajes sobre
lo que es la correcta nutrición.

• Proveer desayuno. Es básico el desayuno como el primer alimento de la ma-
ñana para asegurar el buen rendimiento de los niños, por eso, se ha imple-
mentado el programa del Desayuno Escolar,  en el que se intenta ligar la ali-
mentación saludable con aprendizaje y  desempeño escolar.

(Marcelo Moreano, Programa Mundial de Alimentos y ex director de Nutrición del MSP. Entrevis-
ta, 15 de noviembre, 2004).

   



Género y políticas educativas

Desde 1937 las políticas educativas buscaron lograr dos metas: disminuir el anal-
fabetismo y lograr la primaria completa (seis grados) para toda la población ecua-
toriana (Uzcátegui, 1975: 68). En 1950 el analfabetismo llegaba al 44% y la esco-
laridad era solo de dos grado. El censo de 2001 contó 9% de analfabetos, mayo-
ritariamente mujeres. Al mismo tiempo, el nivel de escolaridad de la población
ecuatoriana a comienzos de 2000 llegó a siete grados, tanto para mujeres como pa-
ra hombres (SIISE, versión 3.5). Estos datos demuestran un avance en el cumpli-
miento del derecho a la escolarización y, como veremos, revelan que se han acor-
tado las brechas educativas entre hombres y mujeres en la población en general. 

En las acciones educativas emprendidas para lograr estas metas, las motiva-
ciones no han sido ni los enfoques de derechos ni la equidad de género. Las po-
líticas educativas se inspiraron, en cambio, en la concepción liberal de construir
una nueva sociedad compuesta de ciudadanos y ciudadanas libres, laicos y cons-
cientes (Entrevista a Gonzalo Abad, marzo, 2004). Sin embargo, este modelo re-
vela un deterioro. Desde 1990 se estancan los progresos alcanzados en cuando a
la cobertura de la educación primaria. Asimismo, las políticas educativas en los
últimos 10 años, en el marco de la reforma, revelan deficiencias: se centran en la
escolaridad y no en la educación, dejan intocadas las relaciones entre niños y ni-
ñas; entre adultos, niños y niñas; entre escuela y familia y, fundamentalmente,
revelan una baja calidad de la educación y del aprendizaje13. Este concepto tiene
varias acepciones, desde dotación de bibliotecas y material didáctico hasta lo que
a los pedagogos realmente preocupa: la pertinencia y correspondencia de lo que
se enseña con el país en el que vivimos y el que deseamos construir. En términos
generales, las acciones educativas no abordan un enfoque de derechos y replican
relaciones patriarcales entre los agentes educativos, lo que dificulta aún más la
observación de problemas de discriminación de género en el comportamiento al
interior del aula o en el tratamiento de los temas educativos del currículo.

¿Qué y cómo se enseña en el aula que no logramos cumplir con el propó-
sito planteado por los precursores de la educación ecuatoriana de formar ciuda-
danos y ciudadanas conscientes y comprometidas con su país? A juicio de Sama-
niego (2003:10):

“Niños, niñas y jóvenes transcurren su vida escolar en aulas donde subyacen
formas autoritarias de relación pedagógica, carentes de experiencias significa-
tivas de aprendizaje, situación que ilustra la desarticulación y nula preocupa-
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en esta publicación. 

    



ción que tuvo la formación inicial del docente, en la formulación de políti-
cas y ejecución de proyectos de mejoramiento de la calidad de la educación
básica durante la década pasada”. 

Un indicador de estas formas autoritarias lo constituye el maltrato a niñas y ni-
ños. Un 20% reporta haber sido maltratado por sus profesores (INEC, EME-
DINHO, 2000). 

Pero no sólo se imputa a la falta de actualización docente y a su falta de par-
ticipación en las propuestas educativas las deficiencias educativas actuales. Hay
toda una corriente en la reflexión de las políticas educativas que identifican a la
crisis fiscal, pero fundamentalmente, a los organismos financieros multilaterales
como los responsables del descalabro. Señalan el año 1994 como el punto clave
para la creación de un “ministerio paralelo”, donde los proyectos con financia-
miento externo y a cargo de deuda externa, son los que definen los objetivos na-
cionales que responderán a las metas globales del mercado y a una desnacionali-
zación de las políticas. La experta Rosemarie Terán nos relata, por ejemplo, que
“mejorar el nivel de matemáticas y de lenguaje fue la meta planteada por estos
organismos, olvidando la perspectiva a largo plazo de las políticas educativas.
Siendo así, el área de ciencias sociales se convirtió en un espacio débil del currí-
culo, y éste era precisamente, el campo donde se debía reflexionar y aprender so-
bre el enfoque de género” (Entrevista a Rosemarie Terán, noviembre, 2004).

Además del bajo perfil otorgado a las ciencias sociales, incluir el enfoque de
género en la política educativa es complejo puesto que son los maestros y las
maestras quienes deben poner en práctica estos lineamientos y la política educa-
tiva no se ha planteado una estrategia para la transformación de la cultura de los
y las maestras quienes replican el modelo excluyente y patriarcal de la sociedad,
responden a una estructura jerárquica y no proponen cambios en las relaciones
entre los géneros. La convivencia entre niñas y profesores-profesoras está intoca-
da, no ha podido ser modificada. Curiosamente, el centro neurálgico del cambio
en toda sociedad es la educación, y es allí donde está la limitación de la política
educativa en este país: se buscó escolarizar pero no educar, se logró el acceso a la
escuela más no la transformación de los sujetos. 

Gioconda Herrera propone una explicación complementaria al señalar que
el enfoque de género en la educación se introduce en la reforma curricular tan so-
lo como parte del componente denominado “valores”. Siendo así, el género se cir-
cunscribe a un valor ético y un principio de justicia. Desde esta visión moralista,
se limita las posibilidades de utilizar al género como categoría analítica o para en-
tender procesos discriminatorios contra las propias maestras insertas en la institu-
ción educativa (Herrera, 2001: 86-87). Es decir, que en el tema de las políticas
educativas, primero están las deficiencias de la propia educación y su imposibili-
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dad de construir espacios democráticos en las aulas, en las escuelas y en las pro-
pias relaciones de la escuela con la familia. Allí en ese ambiente de sometimiento
en el que viven los niños y las niñas, el enfoque de género es aún más difícil de
ser entendido e incorporado. Pero a la vez, si no es transformada las prácticas cul-
turales dentro de la escuela, difícilmente podrán ejercerse a su interior derechos
de la niñez, adolescencia y menos aún promocionar la equidad de género.

Las niñas ecuatorianas, 1990- 2001

Tendencias generales

¿Cuántas son y dónde viven? 

Según el Censo de Población y Vivienda de 2001, en el Ecuador viven 2.372.195
niñas menores de 18 años. Este grupo representa el 20% de la población del país.
El número de niñas se ha incrementado en un 9% con respecto a 1990. Hoy
existen 21 300 niñas más que hace 10 años. La mayoría de las niñas habita en
las ciudades (57%). El abandono de la población rural de sus lugares de vivien-
da ha sido evidente en estos últimos años, desde el censo de 1990. En el caso de
las niñas, se constata que hoy viven en la zona rural, alrededor de 20 mil niñas
menos que en 1990. Guayas, Pichincha y Manabí son las provincias donde vi-
ven la mayoría de mujeres menores de 18 años del país. En total habitan allí el
49% de todas las niñas ecuatorianas. El último censo permitió contar por prime-
ra vez el número de niñas indígenas. Estas son alrededor de 300.000 y existe so-
lo una diferencia de 400 personas con respecto al número de niños indígenas.

Al observar la distribución de la población de niñas según el ciclo vital -es
decir de 0 a 17 años de edad- encontramos que ésta es bastante simétrica. Alre-
dedor de 800.000 por cada grupo etáreo: existen 790.000 niñas menores de 6
años; 800.000 entre 6 y 11 años y 776.000 adolescentes con edades entre 12 a
17 años. La diferencia por género entre los niños y las niñas menores de 18 años
es similar en los primeros 6 años y en la edad escolar (6 a 11 años): 51% son ni-
ños, 49% son niñas. En la adolescencia la población de hombres y mujeres es
igual, 50% para cada sexo. Esto no ocurre en el grupo de mayores de 18 años:
las mujeres son más numerosas (51%) que los hombres. La distribución pobla-
cional parece reflejar el comportamiento social de los géneros. A partir de los 18
años, más hombres salen a trabajar y mueren en mayor número por causas liga-
das con el medio social y a la violencia, lo que explica las diferencias numéricas
entre los sexos.
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En la pirámide poblacional por edad que se han construido a partir del cen-
so de 2001 (ver Pilar Egüez en esta publicación), el primer piso de la pirámide,
correspondiente a la población de 0 a 4 años, evidencia una disminución con res-
pecto a décadas pasadas. La explicación la tenemos en los cambios en las tasas de
fecundidad, afectados por las modificaciones en los comportamientos de las mu-
jeres en lo que tiene que ver con su mayor acceso a la educación, preferencias de
familias menos numerosas, lenta toma de conciencia de la mujer sobre las deci-
siones que afectan a su cuerpo y a sus proyectos de vida, y al uso de métodos an-
ticonceptivos. La disminución de la población infantil es común en los países de
América Latina. La fecundidad bajó de un promedio de 6 hijos por mujer, regis-
trado en los años 1950 a 1955 a 3.6 en el quinquenio de 1985-1990 (OPS-
OMS, 1993: 10). En el Ecuador, el proceso fue similar: si en 1982 el número de
hijos por mujer fue de 5.3 a nivel nacional, en 1990, la cifra bajó a 4 y en 2001
a 3.39. Esta evolución fue más significativa en el área urbana donde el número
de hijos por mujer descendió de 4 en 1982, a 3 en 1990, y a 2.9 en 2001. En el
área rural, donde vive cada vez menos población, el número de hijos por madre
fue de casi 7 hijos en 1982 a 4 hijos en 2001. 

Los niños y las niñas ecuatorianas en una mirada comparativa

Situación de salud

Si bien no encontramos cifras internacionales que permitan diferenciar mortali-
dad de la niñez de hombres y mujeres, es interesante ubicar la magnitud del pro-
blema de la pérdida de niños y niñas que nunca tendrán 5 años, debido a con-
diciones de vida inequitativas para la población más pobre en general, y que se
refleja en las tasas de mortalidad de la niñez. La mortalidad de los menores de 5
años de ambos sexos ha disminuido de manera significativa desde 1960 cuando
fallecían en el Ecuador, 178 niños y niñas por cada mil que nacían. Hoy, mue-
ren 26, cifra similar a la tasa de mortalidad de la niñez mundial. Si comparamos
esta cifra con la región y los países menos adelantados, en nuestro país, se mue-
ren menos niños y niñas. El promedio para América Latina y El Caribe es de 34
(para el año 2002) y los países menos adelantados, tienen una tasa de mortali-
dad de la niñez de 158 por mil nacidos vivos. 

Al otro lado de la medalla están los países industrializados, cuyas cifras re-
velan que el camino que resta al Ecuador para tener altos grados de bienestar pa-
ra sus niños y niñas, es largo todavía, ya que en estos lugares, solo mueren 7 de
cada mil niños o niñas que nacen. Las decisiones tomadas por algunos países de
América Latina, donde la prioridad de la inversión está en las políticas sociales
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se reflejan en sus bajas tasas de mortalidad de la niñez, como lo demuestran las
tasas de Cuba donde solo 9 niños y niñas fallecen antes de los 5 años, o el de
Costa Rica, país que tiene una tasa de mortalidad de la niñez de 11 por cada mil
que nacen (UNICEF, 2003: 102-105).

Situación educativa

La tasa neta14 de enseñanza primaria en el Ecuador en los 10 años comprendidos
entre 1992 y el 2002 fue de 90% para hombres y mujeres. El promedio de Amé-
rica Latina y el Caribe es del 96% para hombres y del 94% para mujeres. Los
países industrializados tienen porcentajes similares a los latinoamericanos, sin
embargo, las diferencias entre hombres y mujeres, favorecen a éstas últimas: el
96% de los hombres y el 97% de las mujeres está cubierto por la primaria. Los
problemas comienzan cuando se analiza lo sucedido con los países en desarrollo
de todo el mundo: el 96% de los hombres accede a la primaria, frente a tan so-
lo el 88% de las mujeres. En los países menos adelantados, los porcentajes des-
cienden para ambos sexos, siempre en detrimento de las niñas: 76% de acceso a
la primaria en los hombres, frente al 67% de las mujeres. El promedio del mun-
do en cuanto a tasa de enseñanza primaria en este decenio, fue del 96% para los
hombres y del 85% para las mujeres. Por tanto, el Ecuador, ha logrado eliminar
las diferencias de género en el acceso a la educación primaria, lo que no sucede
en gran parte de países del mundo ni de América Latina (UNICEF, 2003).

En cuanto al acceso de los niños y niñas del campo, el 79% de la niñez
comprendida entre los 6 a 14 años asiste a un establecimiento de educación bá-
sica y el 77% de los niños y las niñas indígenas. Desde 1998 se determinó el no-
table aumento de la matrícula femenina en el campo. En 1980 solo la mitad de
las niñas rurales asistía a la escuela. En 1990, ocho de cada diez ya lo hacía
(STFS-UNIFEM, 1998: 52). Las tasas brutas de escolarización secundaria llegan
al 57% para los hombres y al 58% para las mujeres en el Ecuador en el período
comprendido entre 1997 y 2000. Las diferencias de género son mínimas. No su-
cede lo mismo con los porcentajes de todos los países latinoamericanos y de El
Caribe, donde tanto el porcentaje de adolescentes en el sistema educativo es ma-
yor que en el Ecuador, como el de niñas en el sistema. En efecto, los hombres
que estàn en la secundaria representan un 82%, mientras que las mujeres repre-
sentan el 87% . En los países industrializados se mantiene esta ventaja: 105% pa-
ra los adolescentes y 108% para las adolescentes. Las cifras caen cuando se trata
de los países en desarrollo, pareciéndose la situación a la del Ecuador: 59% de
los niños están en la secundaria, frente al 52% de las niñas. Finalmente, las ci-
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fras de los países más atrasados son alarmantes: 30% tan solo de los jóvenes está
en la secundaria y 25% de las mujeres. A nivel del mundo, las cifras de acceso a
las secundaria son menores que las de la primaria. El 65% de los hombres jóve-
nes de todo el mundo frente al 59% de las mujeres está en la educación secun-
daria (UNICEF, 2003).

La salud de las niñas

La salud constituye un importante satisfactor relacionado con las formas del ser,
el tener, el hacer y el estar. Es también, un satisfactor sinérgico que no solo con-
tribuye a satisfacer las necesidades humanas fundamentales de la subsistencia y
la protección sino que, además tiene la capacidad de potenciar la satisfacción de
otras necesidades humanas fundamentales y de mayor complejidad que solo las
de supervivencia, como la creación, la identidad y la libertad (De los Ríos, 1993:
15). Es decir que el concepto de salud como ausencia de enfermedad es supera-
do con esta reflexión, complejizándolo y acercándolo más bien al quehacer vital
integral. No en vano es la propia OMS-OPS que al revisar el concepto de salud
prefiere apostarle a la vida antes que a la enfermedad, al definir a la salud como
“un estado de completo bienestar físico, mental y social” (OPS, 1993: XIV ). La
OPS afirma que para observar cómo es la calidad de vida de una población, no
hay otra manera de hacerlo que analizando de qué se enferman y mueren los gru-
pos de determinada sociedad. 

En esta parte del artículo vamos a observar a las niñas y su salud desde dos
ámbitos: la oferta y la demanda. La demanda se refiere a la decisión de las fami-
lias por buscar atención de salud para sus hijas y cómo ésta se condiciona por la
situación socioeconómica, los conocimientos sanitarios y el comportamiento de
las familias frente a las niñas. La oferta está dada por la disposición del servicio
de salud para atender a las niñas y sus éxitos en resolver los problemas de salud
desde un enfoque de género. 

Las niñas y los niños de 0 a 18 años no están avocados a los mismos ries-
gos para enfermar o morir. Es posible diferenciar causas y formas de muerte se-
gún el momento del ciclo vital por el que están atravesando. La noción de ciclo
vital se fundamenta en que los riesgos que enfrentan los niños y niñas para su
desarrollo físico, emocional e intelectual varían según avanza su edad. Y esto tie-
ne que ver con una noción de derechos. Si bien los diversos derechos en su con-
cepción y ejercicio son universales, indivisibles, las acciones y recursos que la so-
ciedad y las instituciones deben desplegar para atender las necesidades de desa-
rrollo de los niños y niñas varían según las etapas de su ciclo vital. Esto ha per-
mitido identificar tres etapas: la infancia o primeros años (0 a 5 años); la edad
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escolar (6 a 11 años) y la adolescencia 12 a 18 años (Fundación Observatorio So-
cial, 2003: 47). 

La salud de las niñas en los primeros años

En los primeros años, cuando los riesgos de enfermedad y de morir son mayores de-
bido a las características frágiles de los menores de 5 años, las causas de muerte se li-
gan estrechamente a las condiciones en las que se da el parto, el conocimiento de
los padres sobre la crianza de los niños y niñas y en las posibilidades de acceso a los
servicios de salud. Sin embargo, también las condiciones sanitarias de la vivienda en
la que se desenvuelve la vida de los pequeños y la situación económica de las fami-
lias impactan de manera fundamental en su posibilidad de sobrevivencia. Las con-
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Recuadro 2. Condiciones de vida de los  niños y las niñas  
ecuatorianas antes y después de Beijing

1990
72% de los niños y niñas viven con in-
gresos inferiores a dos dólares por día.

Sin datos para niños y niñas.

7 de cada diez niños o niñas viven en
hogares donde no hay agua dentro de
su vivienda y tampoco tienen acceso a
alcantarillado, lo que explica por qué
no poseen servicio higiénico privado.

Más de la mitad (56%) de los niños y
niñas ecuatorianas viven hacinados. Es-
to quiere decir que no tienen habita-
ción propia y la comparten con cinco
personas más.

26% de los niños y niñas ecuatorianas
no tienen luz eléctrica en sus viviendas
y 88% no poseen teléfono.

2001
63% de los niños y niñas viven con in-
gresos inferiores a dos dólares por día.

18% viven en habitaciones con piso de
tierra.

6 de cada diez niños o niñas viven en
hogares donde no hay agua dentro de su
vivienda y tampoco tienen acceso a al-
cantarillado, lo que explica por qué  no
poseen servicio higiénico privado.

Casi la mitad de todos los niños y niñas
ecuatorianas viven hacinados. 

14% de los niños y niñas ecuatorianas
no tienen luz eléctrica en sus viviendas
y 74% no poseen teléfono.

Fuente: SIISE, versión 3.5.
Fuente: Observatorio de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, 2004: 10. 

       



diciones de vida en la que viven la gran mayoría de niños y niñas del país -resumi-
das en el recuadro 2- explican, por ejemplo, los altos porcentajes de desnutrición y
enfermedades infecciosas intestinales, dos de las principales causas de muerte en los
primeros 5 años de vida. A estas condiciones adversas hay que añadir las caracterís-
ticas biológicas de los niños y las niñas, que les condiciona las formas cómo enfren-
tan los riesgos que se les presentan en el primer quinquenio de su vida.

Desde un enfoque de derechos, la sobrevivencia, sin embargo, no basta pa-
ra garantizar el derecho a la vida. La calidad de la sobrevivencia de los niños y
niñas está mediada por las posibilidades de desarrollo integral desde los prime-
ros años. Este desarrollo tiene que ver con la atención a las capacidades cogniti-
vas, sociales y emocionales de las niñas, que presta el hogar, padre y madre por
igual, y que se potencializan cuando las niñas acceden, por ejemplo, a centros de
cuidado diario donde son tratadas de manera integral. Como conclusión dire-
mos que en los primeros años, todas las variables antes mencionadas se interre-
lacionan y explican las causas de muerte y de la morbilidad. 

La ventaja biológica que el sexo femenino tiene sobre el masculino, se lo ha
probado a lo largo de varios estudios, al realizar un seguimiento histórico de las
tasas de mortalidad de la niñez y de la esperanza de vida al nacer entre hombres
y mujeres. Las mujeres tienden a ser más longevas que los hombres y a superar-
los numéricamente en todas las edades (Gómez, 1993: 27). Los expertos afirman
que esta sobremortalidad masculina no es solo una característica de la especie hu-
mana sino que abarca a casi todas las formas de vida animal estudiadas hasta aho-
ra15. El papel de las condiciones biológicas se pone de manifiesto en los primeros
5 años de vida y opera frente a la adversidad del medio en el que el niño y la ni-
ña crecen. Quien resiste más a estas condiciones negativas de vida, son evidente-
mente, las niñas. Por eso, cuando se encuentra sobremortalidad femenina en es-
tos años, se sugiere manejar la hipótesis de que es una señal de alarma respecto
a la posible existencia de discriminación contra las mujeres. Siendo la mortali-
dad una consecuencia final de una serie de condiciones sociales y de prácticas de
crianza, se la explica por una exclusión a las niñas en la nutrición, las inmuniza-
ciones y el cuidado oportuno a sus enfermedades. 

En un estudio realizado por la OPS en el período 1976-1988 se encontró
sobre-mortalidad de la niñez en varios países16, incluido el Ecuador (Gómez,
1993: 33-34). Por esta razón, analizamos una serie de tiempo de las encuestas
ENDEMAIN para poder ratificar o refutar esta afirmación para los últimos 10
años. La tabla 1 prueba que en el caso del Ecuador, en una serie histórica de 10
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veración en 60 estudios efectuados al respecto. 

16 Los otros países fueron Trinidad y Tobago, Paraguay y Guatemala.

   



340

años, las tasas de mortalidad de la niñez no reporta sobre-mortalidad de niñas, y
ratifican que los niños mueren más. Por otro lado, la tabla 1 permite constatar
una disminución del número de muertes de niñas menores de 5 años a lo largo
de los 10 últimos años. 

Las causas de sobremortalidad se dan por comportamientos observados en deter-
minadas poblaciones tales como alimentación prioritaria a los niños, búsqueda
tardía de atención médica cuando son las niñas las que se encuentran enfermas
o incumplimiento de ciertas recomendaciones sanitarias preventivas tales como
la inmunización contra enfermedades infecto-contagiosas (OPS, 1993: 34). A
continuación vamos a analizar estos tres aspectos y comparar el comportamien-
to de las familias si los afectados son las mujeres y los hombres. 

Alimentación prioritaria a los niños

Una de las formas de mirar si existe o no alimentación prioritaria a los niños en
detrimento de las niñas, es observar el comportamiento de la desnutrición dife-
renciada por sexos en los últimos años. En el período comprendido entre 1995 -
cuando se firma el acuerdo de Beijing- a 2004, se tomaron tres encuestas que re-
portaron la desnutrición de los niños y niñas menores de 5 años. Estas cifras re-
gistradas en la tabla 2 indican una clara tendencia hacia la disminución de los por-
centajes de desnutrición –de casi 16 puntos— con respecto a la primera medida
realizada a través de la encuesta DANS de 1986 (CONADE-MSP, 1998).

Margarita Velasco Abad

Tabla 1. Tasa de mortalidad de la niñez (menores de 5 años)

1989 1994 1999

Hombres 60 por mil nacidos vivos 54 por mil nacidos vivos 45 por mil nacidos vivos

Mujeres 49 por mil nacidos vivos 45 por mil nacidos vivos 33 por mil nacidos vivos

Fuente: CEPAR, ENDEMAIN, 1989, 1994, 1999.

Tabla 2. Desnutrición crónica en niños y niñas 

1998 2000 2004

Niños 29% 27% 23%

Niñas 24% 24% 19%

País 27% 26% 21%

Fuentes: INEC, ECV 1998; EMEDINH, 2000; SPEH, ENEMDU,
2004. Elaboración: SIISE y FOSE, 2004. 

               



Esta mejoría se debe, según el Dr. Marcelo Moreano, a varias causas que actúan
a la vez: aumento de los niveles de escolaridad de las mujeres, esfuerzos por am-
pliar la cobertura de la atención infantil en centros de cuidado diario, y el mejo-
ramiento general de las condiciones de vida de la población urbana así como el
mayor acceso a agua potable y alcantarillado. La desnutrición, en el caso ecuato-
riano, no refleja diferencias a favor de los niños. El comportamiento del indica-
dor prueba que las niñas siguen con una ventaja sobre los niños. Los datos de la
encuesta demuestran diferencias porcentuales entre 4% y 5% entre la desnutri-
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Recuadro 3. 
La desnutrición afecta sobre todo a los niños y niñas indígenas... 

En 1998, la provincia con el porcentaje más alto de desnutrición crónica fue en
Bolívar, donde un 35% de sus niños y niñas menores de 5 años presentó este
problema. En 2004 otras son las provincias con los porcentajes más altos de des-
nutrición: Chimborazo, con 44% y Cotopaxi con 40%. Esto alerta sobre un
empeoramiento de las condiciones de vida de las familias y su impacto sobre los
más pequeños, independientemente que éstos sean niños o niñas. Es decir, que
si bien no estamos encontrando diferencias de género,  sí constatamos -en estos
últimos 5 años- falta de cumplimiento de derechos para la niñez con un incre-
mento importante de la desnutrición. Coincidencialmente, en Chimborazo, 5
de cada 10 niños o niñas son indígenas, y el 72% de los niños, niñas y adoles-
centes pertenecen a hogares que no han logrado satisfacer sus necesidades de vi-
vienda, salud, educación y empleo. 

Fuente: Observatorio de los Derechos de la Niñez, 2004: 3.

Y la desnutrición está afectando más a las niñas del campo

La inequidad, en lo que a desnutrición se refiere, se vuelve notoria cuando se
analiza la situación de las niñas y los niños del área rural del país: 37% de las ni-
ñas del área rural están desnutridas y 16% de las niñas del área urbana. En el
campo las diferencias entre el porcentaje de hombres menores de 5 años desnu-
tridos y el de niñas en esta situación es de 35% para los hombres y de 37% pa-
ra las mujeres. Por otro lado, al comparar las cifras del año 1998 con 2000, se
incrementaron  el número de niñas desnutridas en el campo, de 31% a 37%. Si
bien, los datos nacionales sobre desnutrición reflejan tendencias  a su disminu-
ción, la comparación entre las provincias, las áreas rurales y urbanas; o entre
hombres y mujeres, demuestran las desigualdades existentes en el país.

Fuente: INEC, EMENDINHO, 2000.

       



ción de los niños y las niñas, con desventajas para los hombres. Sin embargo, el
recuadro 3 alerta sobre diferencias encontradas en la desnutrición de las niñas en
el área rural que debe ser motivo de preocupación y de acciones focalizadas pa-
ra eliminar estos riesgos. Nos referimos al hecho de que las niñas con desnutri-
ción tienen un futuro complejo: menor capacidad intelectual, mayor probabili-
dad de no crecer lo que se esperaría de acuerdo a su edad, propensión a enfer-
marse continuamente por sus bajas defensas inmunológicas frente a las infeccio-
nes, desmotivación, cansancio para jugar. Consecuencias que -si no mueren- se
verán reflejadas en bajos rendimientos escolares. Los datos señalados sobre la des-
nutrición en las niñas del área rural alertan sobre la necesidad de profundizar -a
través de estudios cualitativos- cuáles son las razones específicas que expliquen
las diferencias de género encontradas. ¿Será que en el área rural del país, no se da
un cuidado igualitario a las niñas y a los niños?

Búsqueda tardía de atención médica cuando son las niñas 
las que se encuentra enfermas

De igual manera que con el indicador de la desnutrición, la forma de compro-
bar si las familias buscan tardíamente atención médica cuando son las hijas mu-
jeres enfermas y no los hombres, es importante observar las diferencias entre ni-
ños y niñas que murieron con certificación médica. Este indicador señala si el
momento de morir estuvieron atendidas por un médico o si la familia buscó
atención de salud posterior a su muerte, para constatar el hecho y recibir una pa-
peleta de defunción. Entre 1997 y el año 2000 las variaciones de la muerte con
certificación, para el total de la población son mínimas. En ambos años fueron
de alrededor del 13% para ambos sexos y en todas las edades. Este promedio a
nivel nacional esconde diferencias en el acceso a los servicios, que saltan a la vis-
ta al analizar algunas desagregaciones de este indicador que constan en la tabla
3. Se constata, por ejemplo, que existen diferencias tanto entre niños y niñas y
población adulta; y entre las provincias del país.

La tabla 3 permite comprobar que no hay evidencias de que los padres
ecuatorianos se comporten de manera diferenciada para buscar atención médica
a favor de los niños hombres en detrimento de las niñas. Los porcentajes de
muerte con certificación médica son más altos para las niñas (aunque mueren
menos) que para los niños. Sin embargo, esta tabla también describe algunos as-
pectos de la situación de los niños y niñas y el uso de servicios de salud por par-
te de la población, que permiten medir cuánto cumple el Estado la atención a
los derechos a la atención médica, demandados por la Constitución y el Código
de la Niñez. En efecto se puede afirmar que los niños y niñas más pequeñas –me-
nores de seis años— son los que tienen el menor acceso a los servicios, puesto

342

Margarita Velasco Abad

    



343

que sus porcentajes de no certificación médica al morir son mayores que el de
los adultos. Existen provincias donde esta situación es aún peor, como es el caso
de la mitad de las provincias amazónicas: Napo, Zamora Chinchipe y Orellana
y la provincia serrana de Bolívar. La falta de certificación médica el momento de
morir es el doble y el triple que el promedio nacional en la mitad de las provin-
cias. En algunas provincias sí se constata diferencias en el acceso a la atención
médica entre niños y niñas. Por ejemplo, en el Napo la no certificación es ma-
yor en los niños pero en Zamora Chinchipe lo es en el caso de la muerte de ni-
ñas. Esta situación es una alerta para indagar y profundizar sobre el comporta-
miento de las familias de esta provincia cuando se trata de atender a los hombres
o a las mujeres menores de 6 años. 

Para complementar la búsqueda de datos que permitan llamar la atención
sobre los comportamientos de las familias en su trato a las niñas o a los niños
en el acceso a los servicios de salud cuando están enfermas, recogemos lo en-
contrado en la encuesta ENDEMAIN de 1999. En este año, por primera vez,
la encuesta permitió reportar desagregaciones por sexo en la búsqueda de aten-
ción médica por parte de los padres. Se preguntó a las madres de familia:
¿cuándo sus hijos, hombres o mujeres presentaron infecciones respiratorias
agudas y cuál es el tipo de tratamiento que recibieron? Las respuestas fueron
iguales para hombres y mujeres. El 85% de los niños y niñas recibieron algún
tipo de tratamiento: control de un médico, lo recibió el 38% de los niños y
40% de las niñas. Remedios caseros y hospitalización fueron acciones realiza-
das por los progenitores para curar tanto a sus hijos como a sus hijas (CEPAR,
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Tabla 3. 
Muertes sin certificación médica según edades y sexo en 2002

Niños Hombres Niñas Mujeres
menores de mayores de menores de mayores de

6 años 18 años 6 años 18 años

País 16% 12% 17% 11%

Bolívar 64% 26% 60% 28%

Napo 78% 65% 57% 42%

Zamora Chinchipe 54% 38% 61% 32%

Orellana 60% 39% 63% 29%

Fuente: INEC, Anuario de Estadísticas Vitales, 2002. Elaboración: FOSE, 2004.

           



ENDEMAIN, 1999: 179). Con este nuevo dato, se comprueba una vez más la
ausencia de un sesgo de género en el comportamiento de las familias para cu-
rar a sus hijos o hijas.

Incumplimiento de ciertas recomendaciones sanitarias preventivas 
tales como la inmunización contra enfermedades infecto-contagiosas

Una de las explicaciones de la disminución de la mortalidad de la niñez en los
últimos años es el incremento de las coberturas de inmunización a los niños y
las niñas contra enfermedades infecto-contagiosas. Por tanto, el comportamien-
to de las familias para llevar a las niñas y los niños a recibir la vacunación, in-
fluiría en la presencia de la mortalidad sobre las niñas mujeres. En el Ecuador
la cobertura de las inmunizaciones contra enfermedades como la tuberculosis,
poliomielitis, difteria, tétanos, tosferina y sarampión llega al 83% de los meno-
res de 5 años en todo el país. Esta cifra es del 83% en las niñas y 82% en los
niños. Por tanto, tampoco en este caso se ha encontrado diferencias de género
que permitirían probar comportamientos diferentes en la sociedad en cuanto a
recurrir al cuidado de la salud de las niñas o de los niños de manera diferencia-
da (SIISE, versión 3.5)17.

Los servicios de salud no atienden a las diferencias de género 
para el diseño de sus programas

Otra de las hipótesis a ser comprobadas en este ensayo se refiere a la ausencia
de políticas de salud con enfoque de género. Una de las expresiones de este en-
foque es diseñar planes y programas que atiendan a estas diferencias de géne-
ro. Para comprobar esta afirmación se presentan tablas con las diferentes cau-
sas de muerte de los niños y las niñas en cada momento del ciclo vital con el
fin de descubrir cuándo comienzan a diferenciarse los perfiles epidemiológicos
de las niñas y los niños. 

En los últimos 6 años, el porcentaje de muertes de niñas menores de 6 años
descendió. Esto revela la tabla 4 al comparar los datos de 1997 y 2002, desagre-
gados por sexo y causa de muerte. Por otro lado, la tabla señala que no existen di-
ferencias entre las causas de muerte de los hombres y las mujeres menores de 6
años. Ambos sexos fallecen -en primer lugar- por afecciones del período perinatal
que tienen que ver con la falta de atención profesional del parto y complicacio-
nes de los primeros días de nacido, sin asistencia de profesionales o personal cali-
ficado. Esta causa está relacionada con el acceso a servicios de salud y provoca un
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número alto de defunciones, ya que la segunda causa de muerte, apenas corres-
ponde a la mitad de los fallecimientos provocados por las afecciones del recién na-
cido. Se podría señalar, por tanto, que no se cumple con el derecho principal con-
signado en el Código de la Niñez y que es el derecho a la vida, claramente por
problemas relacionados con el acceso a servicios de salud. Esta violación del dere-
cho a la vida, también se cumple para las niñas de manera similar a los niños. 

La neumonía aparece en la tabla que se analiza, como la segunda causa de
muerte. Esto se debe a complicaciones de gripes mal curadas, debido a limitacio-
nes en el acceso a los servicios de salud y a la falta de cuidados calificados de las
madres y los padres en el cuidado de los pequeños. Las bajas defensas provoca-
das por la desnutrición o la mala alimentación, abonan también para desencade-
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Tabla 4. 
Evolución de las cinco causas de muerte más frecuente en  niñas y niños menores de 6 años

Cinco causas de muerte Niñas Niños Total Niñas Niños Total

1997 1997 2002 2002

1. Afecciones del 

período perinatal 895 1209 2104 786 1092 1878

2. Neumonía 378 487 865 331 384 715

3. Diarrea y 

gastroenteritis infecciosa 284 336 620 150 162 312

4.Malformaciones 

congénitas 154 175 329 156 232 388

5. Desnutrición 172 179 351 126 130 256

Total 5 más 

frecuentes 1883 2386 4269 (52%) 1549 2000 3237

Todas las otras 47 causas 1726 2137 3863 (48%) 1475 1690 3477 (52%)

Total muertes 3609 4523 8132 3024 3690 6714

(todas las causas) (44%) (56%) (100%) (45%) (55%) (100%)

Fuente: INEC, Anuario de Estadísticas Vitales, 1997-2002. Elaboración: FOSE, 2004.

                               



nar esta complicación. Las dos siguientes causas de muerte se relacionan directa-
mente con las condiciones de vida de los niños y las niñas ya referidas anterior-
mente y sintetizadas en el capítulo 3. La infección intestinal y la desnutrición
ocupan el tercero y cuarto lugar respectivamente, con una clara tendencia a ba-
jar. Hace 20 años estas enfermedades estaban en los dos primeros lugares como
causantes de la muerte de las niñas y niños menores de 5 años.

Las malformaciones congénitas aparecen como la única causa de muerte
que no ha descendido en los últimos años, más bien se han incrementado. Varias
son las explicaciones: acertados diagnósticos que permiten visibilizar enfermeda-
des que antes se las colocaba en la categoría de estados morbosos mal definidos18,
debido al incremento de pediatras y neonatólogos, así como de tecnología que fa-
cilita la precisión de dichos diagnósticos. Desde ese punto de vista, se podría afir-
mar que esta llegada de recursos humanos cada vez más calificados y el uso de la
tecnología, son aspectos positivos de mejoramiento de los servicios de salud. 

A diferencia de las causas de muerte, las niñas en sus primeros años ingresan
a los hospitales porque se enferman de infecciones intestinales, neumonía, presen-
tan anomalías congénitas, sufren fracturas y tienen desnutrición. Este listado en
orden de prioridades es igual al de las causas de ingreso hospitalario de los niños.
Llama la atención por ejemplo, que las fracturas ocupen el cuarto lugar como cau-
sa de ingreso, puesto que estaría reflejando riesgos permanentes de accidentes y li-
mitaciones en el cuidado de los niños y las niñas por parte de un adulto respon-
sable, e incluso la presencia de estas fracturas provocaría dudas sobre si fueron o
no el producto de malos tratos por parte de sus cuidadores. Aunque no existen es-
tudios que puedan fundamentar estos supuestos, es importante señalarlos como
hallazgos en la discusión sobre la situación de salud y enfermedad de las niñas. 

La salud de las niñas en edad escolar: 
los diferentes roles y causas de muerte 

Superada la fragilidad de los primeros años, las niñas, al igual que los niños de 6
a 12 años de edad, logran mantenerse estables y sanos, siendo difícil encontrar
razones que los vulnere hasta provocar su muerte. El número total de falleci-
mientos en los y las niñas en edad escolar es ocho veces menor que en los prime-
ros años. Las causas de muerte se modifican de manera notable con respecto a
las de los primeros años. Las razones de muerte reflejan los comportamientos de
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sas de defunción” (OPS, 1995 cit. en  Velasco, 1997).

       



los niños y niñas, su creciente autonomía y dominio sobre su cuerpo, por tanto
ya comienzan a evidenciarse las consecuencias de roles diferentes según su géne-
ro: aparecen los accidentes de tránsito y las muertes por ahogamiento accidental
entre las primeras causas de fallecimiento. 

En 1997, el número de niños que murieron por accidentes de transporte
fueron el doble que las niñas. Sin embargo, esta diferencia se acorta, en los últi-
mos 6 años. Las diferencias señaladas tienen que ver con el hecho de que el por-
centaje de niñas en el sistema escolar se incrementa y se iguala con respecto a los
niños (ya lo veremos en la parte correspondiente), lo que obliga a que más niñas
salgan del hogar y tengan que transportarse a las escuelas, con el consiguiente
riesgo de accidentes. Estos cambios en el comportamiento de los perfiles de
muerte de las niñas, no han sido motivo de diseño de políticas de salud que
atiendan específicamente a estos hechos. 
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Tabla  5 
Evolución de las cinco causas de muerte más frecuente en  niñas y niños de 6 a 11 años

Causas de muerte Niñas Niños Total Niñas Niños Total

1997 1997 2002 2002

1. Accidentes de

transporte 39 77 116 51 68 119

2. Neumonía 23 29 52 23 24 47

3. Leucemia 17 18 35 19 14 33

4. Ahogamiento 

accidental 8 21 29 6 25 31

5. Septicemia 5 16 21 12 13 25

Total 5 más frecuentes 92 161 253 (32%) 111 144 255 (34%)

Todas las otras 47 causas 171 260 431 (68%) 218 288 506 (66%)

Total muertes 322 471 793 329 432 761

(todas las causas) (41%) (59%) (100%) (43%) (57%) (100%)

Fuente: INEC, Anuario de Estadísticas Vitales, 1997-2002. Elaboración: FOSE, 2004.

                               



La gran diferencia que existe entre el número de niños que fallecen por causa de
ahogamiento y el de niñas, permite afirmar que las diferencias en el comporta-
miento en el uso del tiempo libre, previene a las niñas a morir por esta causa. Es-
to nos lleva a comprobar que si bien muchas actitudes en la sociedad han cam-
biado con respecto a los niños y niñas, las formas de educación diferenciadas en
los estereotipos de lo que son los hombres y sus actividades y las mujeres y sus
comportamientos, siguen siendo marcados en nuestra sociedad y esto se eviden-
cia también en sus formas de enfermar y de morir. Las causas de enfermedad de
los niños y niñas en edad escolar corroboran estas afirmaciones. Las tres prime-
ras causas de egreso hospitalario son fracturas, traumatismos de todo tipo y en
tercer lugar apendicitis. El doble de niños que de niñas ingresaron a los hospita-
les por las dos primeras causas. En el caso de la apendicitis, las diferencias entre
hombres y mujeres se acortan al 6%.

Estas constataciones se ven reforzadas con la afirmación de Waldron (1984,
cit. en Gómez, 1993: 41) que señala que la influencia de los factores genéticos
pareciera secundaria en relación con componentes sociales tales como los roles
de género aprendidos y las actitudes de los padres en el refuerzo de tales roles.
Siendo así, las familias apelan a acciones de sobre protección a las mujeres que
ejercen efectos positivos a su favor en el riesgo de morir o enfermar por causas
evitables. Este comportamiento sesgado de otorgar mayor libertad de acción a
los niños, en cambio, los desprotege e incrementa sus riesgos de muerte. 

La salud de las adolescentes: enfermar y morir por ser mujer

Es en la adolescencia cuando se observa con mayor claridad las diferencias bio-
lógicas entre hombres y mujeres pero sobreañadido a ello, los comportamien-
tos sociales que se ligan a una y otra característica. Nos referimos a que en es-
ta etapa de la vida de los niños y niñas, su crecimiento y cambio físico, el de-
sarrollo de los caracteres sexuales diferenciales, van a modificar sus formas de
comportamiento y sus interrelaciones y también sus causas de enfermedad y
muerte.

Las diferencias biológicas colocan a las niñas en mayor riesgo de enfermar
por causas relacionadas con el ejercicio de su sexualidad: enfermedades genitou-
rinarias, aborto, complicaciones del parto e incluso el parto normal, que sin ser
una enfermedad, es el principal motivo de ingreso de las adolescentes a las casas
de salud. Del número total de ingresos, las causas ligadas con las especificacio-
nes biológicas de las mujeres ocupan el 78% y estas diferencias tienen que ver di-
rectamente con las formas de ejercer su sexualidad, donde se encuentran diferen-
cias substanciales con los comportamientos de los adolescentes. 
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En 1994, el 13% de las entrevistadas por la ENDEMAIN afirmó haber te-
nido su primera relación sexual antes de los 15 años. En 1999, la cifra asciende
a 18%. Por otro lado, en la encuesta del 1994, el 45% de las adolescentes entre
15 y 17 años habían tenido su primera relación sexual. En la misma encuesta
aplicada 4 años más tarde, la cifra se eleva al 49% (CEPAR, ENDEMAIN,
1994: 124 y 1999: 129). Esto prueba que los comportamientos sexuales de las
mujeres adolescentes ecuatorianas están cambiando. El problema es que el servi-
cio de salud, la familia y la escuela no están a tono con este cambio. Es decir, no
están trabajando en la prevención de los riesgos que aparecen con un ejercicio de
la sexualidad sin conocimientos. 

El enfoque de la salud en la atención de las adolescentes, se centra en una
idea de salud reproductiva, donde no se supera una definición estereotipada del
riesgo de la mujer adolescente a inaugurarse como reproductora y morir o enfer-
marse en el intento. Esto significa que no se logra -en el servicio de salud y en la
sociedad- entender la apropiación de su cuerpo por parte de la adolescente, y por
tanto de su sexualidad y de su derecho al placer. En efecto, mientras la sociedad
educa a los adolescentes hombres para encontrar placer en su sexualidad y el sis-
tema de valores está dirigido a la aprobación y la esperanza del buen desempeño
sexual de los jóvenes, en el caso de las adolescentes, se espera comportamientos
totalmente opuestos, tales como entrada tardía a la vida sexual, una virginidad
culpabilizada y la atención al qué dirán de los grupos a los que se pertenecen. Y
en eso radica el riesgo de enfermar o morir por las diferencias sexuales. No en el
ejercicio de su sexualidad, sino en la falta de orientación y acompañamiento por
parte de los padres, los maestros y el servicio de salud de la necesidad de la joven
adolescente de manejar su sexualidad de manera responsable y sin riesgos.

Otro aspecto que el cuadro señala son aquellas enfermedades en las que
tanto hombres como mujeres adolescentes se enferman por igual. La apendicitis
y las infecciones intestinales reflejan cifras similares en ambos casos. No sucede
lo mismo con las fracturas como causa de ingreso a los hospitales. Nuevamente
los comportamientos y los roles diferenciales se evidenciaron: 1 471 adolescen-
tes hombres ingresaron por esta causa frente a 88 mujeres (FOSE, 2004). Res-
pecto a la mortalidad de los y las adolescentes, se constata que mueren más ni-
ños y niñas de 12 a 18 años que en la edad escolar y en menos proporción que
los niños y las niñas en sus 6 primeros años de vida. El número total de muertes
en adolescentes en los últimos años, se mantiene sin mayores variaciones. 

Las causas de muerte vuelven a diferenciar a hombres de mujeres. El suici-
dio fue la primera causa de muerte entre las adolescentes en el año 1997. Por es-
ta causa 67 jóvenes mujeres murieron antes de cumplir 18 años. Para 2002, si
bien la cifra disminuye a 54, no deja de ser la primera razón de defunción de las
adolescentes mujeres. Los suicidios, a decir de la OPS, son la culminación de al-
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teraciones y afecciones psiquiátricas, presiones intensas de adaptación, el abuso
sexual y la toxicomanía (Henriquez-Mueller et al., 1993: 56). En 1998 la encues-
ta del SEVIP reportó que 23% de adolescentes mujeres entre 15 y 17 años afir-
maban que consumían alcohol y 6% utilizaban drogas, sin que se encuentren di-
ferencias con los adolescentes hombres (SIISE, versión 3.5)19. Aunque no encon-
tramos investigaciones en las que se relacione drogadicción y alcoholismo con el
suicidio en mujeres adolescentes, no es menos cierto que las cifras consignadas
solo constituyen una aproximación a una realidad más dura. La peor forma de
muerte de una adolescente es el suicidio y éste tiene un alto subregistro porque
las familias no lo denuncian por el temor al rechazo social. La OPS afirma que
“el suicidio esconde el sufrimiento personal de los y las adolescentes. Lo más gra-
ve aún es que por cada suicida hay por lo menos otros 40 que intentan hacerlo”
(OPS, 1995, en EDNA, 2003: 133).

Los accidentes de tránsito ocupan el segundo lugar en las causas de muer-
te de las adolescentes. Aún las cifras no son tan altas como la de los hombres ado-
lescentes. Estas diferencias señalan nuevamente cómo los comportamientos dis-
tintos traen consecuencias directas sobre los riesgos de muerte. En el caso de los
adolescentes, parecería, por los datos de la tabla, que la conducta riesgosa es un
patrón esperado por la sociedad para los jóvenes, a quienes se los presenta como
audaces, decididos, fuertes, dinámicos, listos a asumir peligros. Son los resulta-
dos de una educación que comienza desde que nacen. Lastimosamente esta ex-
pectativa de la sociedad conlleva una falta de prevención hacia los jóvenes hom-
bres que eleva la susceptibilidad para sufrir accidentes que pueden evitarse. A di-
ferencia de lo que sucede con los adolescentes, “para las mujeres de 12 a 18 años
el peor accidente es embarazarse” (Naranjo, 2003: 12). 

La tabla alerta sobre el hecho de que los modelos culturales de lo que de-
ben hacer los y las adolescentes, los roles que la sociedad espera que cumplan, se
convierten en los riesgos que impactan de manera negativa sobre su propia vida.
Si bien la violencia cobra más vidas en los adolescentes que en las niñas, debe
preocupar el incremento de las muertes por agresiones externas u homicidios en
las jóvenes, hecho que se constata en los últimos 6 años. Estas cifras podrían es-
tar ligadas al maltrato y al abuso sexual, sin que existan al momento investiga-
ciones que profundicen sobre esta relación.
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Embarazo precoz

El embarazo precoz está asociado a la actitud general de las familias a no hablar
de sexualidad a sus hijas e hijos y a confusas formas de educación sexual impar-
tidas por los colegios. Este es un tema con múltiples lados y múltiples determi-
nantes. Una mirada desde la demografía se encuentra en el ensayo de Pilar Egüez
en esta publicación. Algunos expertos señalan que un porcentaje de embarazos
precoces se produce por la propia decisión de las adolescentes, que escogen ser
madres para cumplir rápidamente con el único rol que su entorno le ha asigna-
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Tabla 6.  Evolución de las cinco causas de muerte más frecuente 
en  adolescentes de 12 a 18 años (en porcentajes)

5causas de muerte Niñas Niños Total Niñas Niños Total

1997 1997 2002 2002

1. Accidentes de 

transporte 31 93 124 39 89 128

2. Suicidio 67 29 96 54 27 81

3. Ahogamiento 

accidental 9 67 76 7 44 51

4. Agresiones 3 63 66 14 94 108

5. Leucemia 21 16 37 13 13 26

6. Neumonía 12 13 25 20 12 32

Total 5 más frecuentes 143 281 424 (36%) 147 279 426 (36%)

Todas las otras 47 causas 276 406 682 302 345 647 

Total muertes 458 725 1.183 513 666 1.179

(todas las causas) (41%) (59%) (100%) (43%) (57%) (100%)

Fuente: INEC, Anuario de Estadísticas Vitales, 1997-2002. Elaboración: FOSE, 2004.

                                      



do, mirada asumida en este análisis. Nos interesa subrayar, sin embargo, sus ries-
gos para la salud de las adolescentes. 

Los embarazos adolescentes afectan, sobre todo, a las jóvenes madres, ame-
nazan su desarrollo psicosocial, sus proyectos vitales, las posibilidades de conti-
nuar estudiando y salir de la pobreza, así como la propensión a convertirse en
madres con múltiples embarazos por el inicio precoz de los partos. A todo ello
se debe añadir, los riesgos que el embarazo a edades tempranas y sin la posibili-
dad de atención profesional puede traer para su salud. Las niñas inician su vida
reproductiva en condiciones de desventaja en relación a sus pares hombres. “La
sociedad rechaza lo que la naturaleza ofrece”, dice el experto Jorge Naranjo, y
añade que “las nuevas generaciones de mujeres se ven abocadas a evitar embara-
zarse -esto no ocurría con sus abuelas- para quienes esa era su tarea fundamental
y a edades tempranas. Las mujeres tienen hoy expectativas educativas, de traba-
jo, de proyectos vitales, de migración, que promueven nuevas formas de percep-
ción, organización y funcionamiento familiar, así como nuevos roles femeninos”
(Naranjo, 2003: 4).

El embarazo en la adolescencia es especialmente difícil para las niñas. No
solo por el rechazo familiar, o por los problemas relativos a sus proyectos vitales;
sino por los riesgos sobre su salud. Estos riesgos biológicos tienen que ver con el
acceso o no al control prenatal y al parto institucional. Se estima que tan solo el
22% de los partos de adolescentes son atendidos por el servicio de salud (Naran-
jo, 2003). En el área rural, el 26% de los partos de las menores de 19 años es
atendido por personas no capacitadas, a diferencia de lo sucedido en las ciuda-
des, donde este riesgo desciende al 5%. Esto demuestra, que por lo menos una
cuarta parte de las adolescentes embarazadas estarían en situación de riesgo de
muerte o de complicaciones en el parto, debido a que la cobertura de los servi-
cios de salud hacia ellas es inferior al que tienen las mujeres en edad adulta. En
efecto, las mujeres de 20 a 49 años tienen proporcionalmente menores riesgos:
en el campo el 18% de ellas fueron atendidas por personal no capacitado y en
las ciudades la cifra no pasó del 2% (SIISE, versión 3.5).

Pero ¿cuánto ha ascendido la frecuencia del parto en adolescentes en los úl-
timos años? El gráfico 1 resume la evolución del parto desde 1999 hasta 2003.
Nueve de cada cien partos eran de mujeres comprendidas entre 12 y 15 años en
1999; en 2003, la cifra se ha incrementado casi al doble: 15 de cada cien partos
ocurridos en el país corresponden a adolescentes menores de 18 años. Es decir,
que el embarazo adolescente creció en los últimos años. Esto se liga a los cam-
bios de comportamiento de las adolescentes respecto a su cuerpo y al inicio ca-
da vez más temprano de las relaciones sexuales. Cuando se indaga las causas del
embarazo de adolescentes, una parte de la explicación está dada por la propia ac-
titud de las familias a no colocar el tema de la sexualidad como parte de la edu-
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cación y de la vida, situación que se replica también en la escuela. Esto se refle-
ja en el desconocimiento sobre el uso adecuado de métodos de anticoncepción
en las adolescentes: una quinta parte de las jóvenes de 17 años afirman no haber
recibido educación sexual en sus colegios (SIISE, versión 3.5).

Como adelantamos, existen otras razones que explican este aumento en los emba-
razos: una buena proporción de adolescentes buscaron y desearon esos embarazos
de manera consciente. “Muchas mujeres se embarazan porque perciben que la ad-
quisición de este nuevo rol las califica como personas y las valida como mujeres
(…) la mujer adquiere un nuevo status incluso para poder elaborar un proyecto
de vida diferente, en medio de un marco social de carencias y de privaciones. Mu-
chas adolescentes se embarazan para conseguir algo, una ganancia: forzar un ma-
trimonio, probar su feminidad, su fertilidad, tener algo propio y dejar de estar so-
la, retener a su pareja, llamar la atención de sus padres” ( Naranjo, 2003: 15)20. 
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Gráfico 1. 
Partos adolescentes, 1999-2003

Fuente: INEC, SEPH, Encuesta de Empleo Subempleo y Desempleo, 2003. 
Elaboración: FOSE, 2004.

20 Jorge Naranjo Pinto llega a estas conclusiones después de 18 años de trabajar en el tema de adolescencia
de la Maternidad Isidro Ayora de Quito y de impulsar la creación del único Servicio de Atención Integral
a las  Adolescentes. 

   



El embarazo adolescente aparece en la literatura como una circunstancia en
la cual la mujer joven lo vive de manera solitaria e individual. En los análisis re-
gistrados sobre este tema, el gran ausente es el padre. Se debe recordar que este
padre suele ser un adolescente de la misma edad que la madre-niña. Si bien no
existen datos sobre la situación de estos adolescentes hombres, muchos de ellos,
compañeros de las niñas menores de 18 años atendidas en el Servicio Integral de
Atención a las Adolescentes de la Maternidad Isidro Ayora, tuvieron que trans-
formar su vida por sus pequeños hijos y dejar de estudiar para ir a trabajar. Es
necesario desarrollar en este caso también, investigaciones sobre el tema y los im-
pactos en las emociones, actitudes y proyectos de vida de los adolescentes, deri-
vados de la presencia prematura de hijos o hijas. 

La educación de las niñas

En esta sección examinamos nuestra aseveración previa que mientras las brechas
en la educación entre niños y niñas se han cerrado, se ha dejado intocado las per-
cepciones y los comportamientos de las familias, los y las maestras en cuanto a
la equidad de género y derechos de las niñas. La superación de las desventajas de
las mujeres en el acceso a la educación ha sido comprobada en varias publicacio-
nes (Reed et al. 1997 STFS, 2003) y relativizada cuando se introducen en el aná-
lisis los efectos de la educación en la incorporación de las mujeres al mercado la-
boral (ver en este sentido los artículos sobre educación y empleo en esta publi-
cación) así como algunas prácticas educativas, el objeto de esta sección.

Se cierran las brechas

Las políticas educativas fueron exitosas en reducir las desventajas históricas que
existían entre hombres y mujeres en el acceso a la educación en los últimos 10
años. Las madres y las abuelas de las niñas actuales no tuvieron las mismas opor-
tunidades que ellas. Hace 20 años, el 34% de las mujeres del campo eran anal-
fabetas, mientras que la cifra llegaba al 23% entre los hombres. En las ciudades,
el 8% de las mujeres eran analfabetas, mientras que los hombres lo eran en una
proporción del 4%. Hoy, el analfabetismo de las mujeres campesinas -aunque si-
gue alto- descendió al 18% y el de los hombres al 13%. En las ciudades, en 2001,
el 4.5% de los hombres y 6% de las mujeres mayores de 15 años no sabe leer ni
escribir (SIISE, versión 3.5). Pero no es solo a través del analfabetismo que se mi-
de el acceso a la educación. Otro indicador de cobertura es la matrícula en los
diversos niveles educativos, que también revela un cierre de las brechas de acce-
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so entre hombres y mujeres. Así por ejemplo, mientras que en 1982 el 71% de
las niñas de 6 a 14 años estaban registradas en la educación básica, esta cifra ha
ascendido en 2001 al 85%, equiparándose a la matrícula de los hombres (SIISE,
Índice No.3, 2003: 8). 

Inclusive entre los niños y las niñas indígenas las brechas de acceso han dis-
minuido, lo que no sucedía con las generaciones precedentes. El 76% de las ni-
ñas indígenas están en la educación básica (5 a 14 años), frente al 83% de las ni-
ñas negras y al 86% de las no indígenas. Estas cifras al compararse con sus equi-
valentes en los niños demuestran pequeñas diferencias. En efecto, el 79% de los
niños indígenas están en la escuela, más que las niñas, el 81% de los niños afroe-
cuatorianos, menos que las niñas y el 85% de los niños no indígenas, menos que
las niñas (SIISE, Índice No.3, 2003: 8). Al relacionar la pobreza y su impacto en
el acceso a la educación, se constata que no existen diferencias entre niños y ni-
ñas pobres. En ambos casos, 8 de cada 10 niños y niñas pobres están en la edu-
cación básica (Índice, No.3, 2003: 8).

UNICEF (2003) interpreta que la mayor atención a la educación de las ni-
ñas que se observa en gran cantidad de países durante la década de los noventa,
se explica por una virtuosa conexión entre la Convención de los Derechos del
Niño y las propuestas de Beijing. Estas plataformas se han dirigido de manera
específica a atender las necesidades de las niñas, sobre todo, en el campo educa-
tivo y a defender sus derechos. En el Ecuador, sin embargo, los datos demues-
tran que el proceso de cierre de brechas en el acceso a la educación culmina a fi-
nes de la década de los noventa. En este sentido, resulta difícil imputar este lo-
gro a los compromisos internacionales y más bien parecen responder a iniciati-
vas propias del Estado ecuatoriano. Creemos que hay dos razones que explica-
rían este logro. Por un lado, el discurso civilizador asociado a la imagen del vie-
jo Estado modernizador coloca a la educación como un bien que el Estado sigue
ofertando (Herrera, 2001: 84). Y, por otro lado, también está presente la vieja
idea del progreso asumida y difundida por el liberalismo que encuentra en la
educación un bien al que todos tienen que acceder y que se ha interiorizado en
la población. 

El primero de básica

Siguiendo con la lógica de análisis planteada en este trabajo, observemos qué su-
cede con el Estado ecuatoriano y la oferta de la educación del primer año de bá-
sica para las niñas de 4 a 5 años de edad. El Código de la Niñez define como un
derecho el acceso universal a este nivel del sistema educativo. Sin embargo, el
37% de los niños y las niñas ecuatorianas de 5 años no está en primero de bási-
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ca. ¿Qué significa esto en términos del futuro de las niñas? Algunos estudios aler-
tan sobre el hecho de que la educación pre-escolar es el inicio de la escalera edu-
cativa y es un entrenamiento para que las niñas sigan estudiando. Esto se debe a
que gran parte de las niñas en los hogares pobres inician su participación en las
tareas domésticas a muy temprana edad. Estas labores en la casa se convierten
paulatinamente en una rutina y marcan el ritmo de su vida diaria. Desde peque-
ñas, se mantienen ocupadas gran parte del día y resulta difícil que la escuela pue-
da encajar en esta rutina (UNICEF, 2003: 9).

En la tabla 7 se observa que en los últimos 4 años el incremento del acce-
so al primer año de básica (preescolar) fue lento y confirma que seis de cada 10
niños y niñas en edades comprendidas entre 4 y 5 años no están en el sistema es-
colar. El problema es aún mayor en la Amazonía donde 7 de cada diez en esa
edad no acceden a la escuela. Las conclusiones son claras: no hay atención de la
política educativa hacia este grupo de niños y niñas, a pesar de los compromisos
nacionales e internacionales y los riesgos de su no acceso a la educación. Estos
datos prueban una debilidad del sistema educativo. El Contrato Social por la
Educación ha iniciado un amplia campaña para lograr la universalización del ac-
ceso al primer año de la educación básica. El desafío del país es ampliar la cober-
tura actual.
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Tabla 7. 
Evolución de la tasa de no matricula de niños y niñas de 4-5 años, 1999-2003

Tasa de no matrícula 4-5 años

Región 1999-2000 2000-2001 2001-2002 2002-2003

Costa 67.6 64.7 62.1 61.8

Sierra 60.7 60.1 59.2 58.2

Amazonía 78.3 77.5 78.5 76.5

Sexo 1999-2000 2000-2001 2001-2002 2002-2003

Hombres 65.6 64.0 62.4 61.7

Mujeres 64.8 63.0 61.4 60.8

Total País 65.2 63.5 61.9 61.3

Fuente: MEC, SINEC,  1999-2003. Elaboración: FOSE, 2004.  

       



El riesgo mayor de las niñas adolescentes: la escuela expulsora

Los mayores riesgos de expulsión de los niños y niñas se encuentran en dos mo-
mentos: al finalizar la primaria (sexto grado) y al terminar los tres primeros años
de la educación secundaria. En el período escolar 1998-1999, por ejemplo, el
26% de niños y el 29% de las niñas abandonaron sus estudios en sexto grado y
no volvieron al primer curso de secundaria. En el período 2001-2003, se acen-
túan las diferencias de género en el abandono de los estudios: 26% de niñas no
volvieron a la secundaria, frente al 22% de los niños (MEC, SINEC, 2003). La
situación de los niños y las niñas es un poco diferente en las ciudades: 93% ter-
minan la primaria, sin que existan diferencias entre hombres y mujeres. Sin em-
bargo, para el campo la cifra disminuye al 87%, lo que evidencia que no existen
diferencias entre los dos sexos (SIISE, versión 3.5).

La escuela proporciona a las niñas el acceso a la adquisición de conocimien-
tos y de conciencia de sus propias posibilidades, aumenta la confianza en sí mis-
mas y en su capacidad para entablar relaciones sociales y llegar a acuerdos con
otras personas, posibilidades de ganar dinero y de protegerse contra la violencia
y las enfermedades. En este sentido, la educación les abre a las niñas las puertas
del mundo (UNICEF, 2003: 17-25) y por tanto, la deserción tiene mayores im-
pactos negativos en ellas. Se afirma que incluso la trata de niñas y la explotación
sexual pueden ser prevenidas a través de la escuela y lo que se aprende en ella. El
acceso a la educación primaria y su culminación parecería ser aceptado en el ima-
ginario de la sociedad, incluso por aquellos sectores más conservadores, los que
se ubican sobre todo en la zona rural. UNICEF afirma que la escuela primaria
para las niñas es ya un valor social aceptado por las familias. En el caso ecuato-
riano, no se constató diferencias entre el acceso de las niñas y los niños en la zo-
na rural. Sin embargo, cuando se pregunta por qué los niños y las niñas han de-
jado de estudiar, el 67% contesta que fue por razones económicas y las diferen-
cias entre niños y niñas salta a la vista. En las ciudades, el 72% de las niñas fue-
ron retiradas del sistema primario por problemas económicos, y el 62% de los
niños. En el campo, la relación hombre/mujer es similar: el 72% de las niñas no
fueron más a la escuela primaria por razones económicas y el 67% de los niños
(SIISE versión 3.5). Por tanto, en la secundaria dos son los desafíos del sistema
educativo: asegurar el porcentaje de niños y niñas que continúen sus estudios en
el octavo grado (primer año de secundaria) y la retención en la educación secun-
daria al terminar el décimo grado de básica.
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Las percepciones familiares sobre el rol de las adolescentes

Las explicaciones para el abandono escolar, luego de finalizada la primaria por
parte de las niñas, no solo están ligadas a su incorporación al trabajo, sino tam-
bién a otros factores referidos a creencias populares, a prácticas y actitudes cul-
turales, que esperan de los géneros papeles diferentes según el ciclo vital. La se-
cundaria para las niñas no es un valor social aceptado por todas las familias. Co-
mentarios como “cuesta dinero mantenerlas en la educación y luego se casan” o
que “la escuela no enseña lo que se necesita para la vida”, o incluso que siendo
adolescentes, los peligros de acoso sexual u otras formas de violencia se agudizan,
sobre todo si los trayectos a la escuela son largos y peligrosos dan cuenta de la
ambigua percepción sobre la educación secundaria mantienen ciertos grupos po-
blacionales. El imaginario popular difícilmente asigna otro futuro para las niñas
que no sea el de cuidadoras del hogar, no se perfila un trabajo remunerado por-
que la oferta en el mercado laboral es restringida21. 

Las transformaciones esperadas en el imaginario de la sociedad respecto a los
roles de hombres y mujeres, que deberían haber sido logrados por una educación
integral, no se dieron. El cambio en la conducta, definición de lo que se espera de
los procesos educativos vistos desde el punto de vista de la formación en valores,
que se evidencia en actitudes y aptitudes, generados en los espacios escolares, fa-
miliares, comunitarios, institucionales y comunicacionales, revelan otro tipo de
brecha más profunda y más difícil de saldar. La educación, como herramienta del
cambio de la percepción de los roles femenino y masculino, no ha logrado resol-
ver el desafío planteado en Beijing: eliminar la discriminación de género.

En efecto, las actitudes que la sociedad mantiene en sus formas de crianza
a las niñas y en la asignación de roles que perpetúan diferencias se incuban en las
percepciones de los adultos y se expresan en las interrelaciones de los niños con
las niñas. Este ámbito del problema es muy difícil de cuantificar, aunque hay en-
cuestas que indagan las percepciones de mujeres adultas y niños, respecto a las
niñas. En 1994, por ejemplo, la encuesta “Mi opinión sí cuenta”, desarrollada
por Defensa de los Niños Internacional (DNI), preguntó si las mujeres y los
hombres tenían los mismos derechos. El 70% de los niños y las niñas de 6 a 17
años encuestadas, contestó afirmativamente. Ocho años más tarde, la misma en-
cuesta indagó lo mismo y un 71% confirmó la idea de igualdad de derechos. Lo
más curioso es que estas respuestas fueron más favorables a la igualdad de dere-
chos en los estratos medios (76%) que en los estratos altos (69%) y populares
(67%). En la misma encuesta se hizo una pregunta aún más directa sobre el te-

358

Margarita Velasco Abad

21 El  porcentaje de niñas trabajadoras remuneradas es menor que el de los niños de las mismas edades co-
mo se observa en las siguientes páginas de este artículo.

    



ma de la igualdad: se indagó si los niños y niñas creían que los hombres y muje-
res eran iguales, el 39% contestó que no. En Quito, y en el área urbana del país,
las cifras disminuían, al 33% y al 38%, respectivamente. Tres de cada diez niñas
y cuatro de cada diez hombres no creían en la igualdad entre hombres y muje-
res. En la Costa del país, Guayaquil y en el área rural, las cifras ascendían al 45%
(SIISE, versión 3.5 citando a “Mi opinión sí cuenta”, (1994). En la encuesta se-
ñalada, solo la mitad de los niños y las niñas en edades menores a 10 años creían
en la igualdad de sexos. Estas cifras se elevaban a medida que los niños y niñas
tenían más edad. En el grupo de 11 a 17 años la creencia en la igualdad de gé-
nero fluctuaba entre 7 y 8 de cada diez niños y niñas (SIISE versión 3.5).

Los criterios de crianza al interior de las familias sobre roles y desafíos en-
tre géneros han sido poco documentados a nivel nacional. Por eso es importan-
te, todo intento por cuantificar el problema a través de encuestas que puedan
ayudar a visibilizar su magnitud. En el recuadro 4, los datos que provienen de la
ENDEMAIN de 1999, señalan que, efectivamente, una buena parte de mujeres,
independiente de su nivel escolar, establece preferencias entre sus hijos hombres
y sus hijas.
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Recuadro 4. 
Percepciones de la sociedad sobre las niñas

La ENDEMAIN de 1999,  incluyó algunas preguntas dirigidas a mujeres entre
15 a 45 años, en las que se les averiguó su opinión sobre si los hijos hombres de-
ben tener mejores oportunidades que las hijas mujeres. El 13% de las entrevis-
tadas, que correspondía a 14 300 mujeres, contestaron afirmativamente. La
gran mayoría de las mujeres que respondieron de esta manera, provenían de la
región Amazónica (22%) y de la Sierra (17%). Parecería que estas posiciones de
preferencia hacia los hijos hombres, provendrían de mujeres sin educación, pe-
ro no es así. Si bien el 31% estaban en esta situación, el 21% habían termina-
do la primaria, y lo que es más increíble es que el  11% tenían secundaria com-
pleta y educación superior. El 28% de las mujeres que pensaban de esta mane-
ra  eran agricultoras, pero el 5% eran profesionales y  ocupaban  cargos de di-
rección y administración.  El 70% tenían más de cuatro hijos y solo el 10% no
había tenido niños. 

Fuente: CEPAR,  ENDEMAIN, 1999.

   



Cuando se trata de educación, la mirada está dirigida a la escolaridad, mas
no al cambio de conducta y percepción que se esperaría sean el resultado de pro-
cesos de interiorización y formación. En términos de re-educación de la sociedad
para eliminar la exclusión de género, resta mucho por hacer. En definitiva, las ni-
ñas sí acceden más a la escuela, pero las condiciones del proceso educativo, lo
que sucede al interior del aula, lo que acontece en los hogares, no ha sufrido el
mismo avance que la escolaridad.

La educación de las niñas en los primeros años: 
¿Es acaso esto una tarea exclusiva de las madres?

Cuando se habla de educación, no sólo se debe observar los efectos de las políti-
cas públicas en el acceso a la escolaridad básica, sino que es importante mirar in-
tegralmente a niñas y niños desde su temprana educación y socialización. En es-
te caso, no nos referimos al sistema escolarizado, sino al desarrollo temprano de
sus potencialidades sociales, intelectuales y psicomotoras. Las posibilidades de
pertenecer a un hogar donde los padres conozcan las formas de estimulación a
su desarrollo psicomotriz, intelectual, social y afectivo colocan en ventaja a cier-
tos niñas y a los niños. Se asume que la experiencia del hogar debe ser comple-
mentada con el acceso a un centro de cuidado integral infantil donde se conti-
núe con esta estimulación a su desarrollo y se eduque a sus padres sobre las for-
mas de potencializarlo. Estas son las condiciones ideales que deben ser asegura-
das por el Estado y la sociedad, de acuerdo a los compromisos del país con la
Convención de los Derechos del Niño y con el Código de la Niñez y Adolescen-
cia para promover el desarrollo de niños y niñas.

Los niños y las niñas menores de 5 años pasan la mayor parte del tiempo
con sus madres (70%) y muy poco con sus padres (7%). Por otro lado, solo el
3% de estos niños y niñas están la mayor parte del tiempo en centros de cuida-
do diario o en guarderías. La tabla 8 grafica estas cifras y proporciona informa-
ción adicional sobre otros cuidadores. Por ejemplo, señala que en el segundo lu-
gar se ubican sus tíos y sus abuelos como cuidadores de los y las pequeñas. La
crianza de los hijos y de las hijas es, como se suponía, tarea que recae sobre las
madres y no sobre los padres, ni siquiera se asemejan los porcentajes de cuidado
dado a los niños y niñas por parte de los progenitores. En esta tarea los padres
participan diez veces menos. 
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A pesar de que el trabajo femenino adulto se ha incrementado, entre 1994 y
1999, la población económicamente activa femenina aumentó de 39% al 41%,
el porcentaje de niños y niñas que son atendidos –durante la mayor parte del
día— por centros de cuidado diario continúa siendo bajo, a pesar de que el Pro-
grama Nuestros Niños amplió la oferta de servicios del 8% a 14% (PNN, 2004).
Esto significa que las madres trabajadoras prefieren dejar a sus hijos e hijas al cui-
dado de otros familiares en lugar de acceder a los centros de cuidado diario. Es
probable que en esta decisión influyan tanto percepciones de tipo cultural (i.e.
los niños y las niñas deben permanecer en su hogar cuando son pequeños) como
problemas de tipo económico o de accesibilidad geográfica a los centros de aten-
ción. Respecto a las actividades compartidas por las parejas para el cuidado de
los niños y niñas en el hogar, la ENDEMAIN, encontró que el 43% de las en-
cuestadas no contaba con este apoyo por parte de su pareja (ENDEMAIN 1999:
192). No se encuentran diferencias significativas en el cuidado de niños o niñas;
el comportamiento de las familias es igual en ambos casos. 

La falta de acceso a la atención calificada y de calidad en centros de cuida-
do diario es un vacío para el desarrollo de los niños y las niñas. Los padres y las
madres no han sido preparados para desempeñarse como tales y aprovechar al
máximo las oportunidades de desarrollar a sus niños y niñas. Las madres y pa-
dres analfabetos se convierten en verdaderos riesgos no solo para la sobreviven-
cia sino para el desarrollo de los niños y las niñas en los primeros años. Dos ac-
ciones se esperan del Estado para mejorar esta situación y ofertar calidad de cui-
dado a los niños y las niñas menores de 4 años: la oferta masiva de escuelas pa-
ra padres y/o la ampliación de cobertura y tiempo de estadía de los niños y las
niñas en los centros de cuidado diario que certifiquen su calidad. 
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Tabla 8
Cuidado de niñas y niños menores de 6 años 

Persona o entidad que cuida más Niños Niñas Total 
tiempo a los y las niñas

Madre 70% 70% 70%

Padre 7% 7% 7%

Abuelos/ tíos 14% 14% 14%

Otros familiares 5% 4% 5%

Empleada-niñera 2% 2% 2%

Guardería o centro de cuidado diario 3% 3% 3%

Fuente: INEC, EMEDINHO, 2000. Elaboración: FOSE, 2004. 

   



Aprendiendo a perpetuar el rol: 
tiempo compartido con los padres y las madres

En el año 2000, la EMEDINHO y en 2004, la ENEMDU en su módulo sobre
la niñez y adolescencia averiguó sobre qué hacen los niños y las niñas en el tiem-
po compartido con ambos padres. El hallazgo más importante se refiere a las di-
ferencias de género en cuanto a la interacción de los niños y niñas con sus pa-
dres y madres y permite entender cómo se perpetúa el rol e imágenes de las mu-
jeres en su relación con sus hijos.

La primera actividad que las niñas comparten con sus madres es dialogar y
conversar: el 41% de las niñas encuestadas así lo afirmó. Para el 38% de las niñas,
la segunda actividad compartida son las labores domésticas y la tercera actividad,
con un 35%, es ver televisión y películas. Los niños, en cambio, en primer lugar
dialogan con sus madres, 43%, en segundo lugar ven televisión o películas, 38%,
y en tercer lugar un 26% comparten labores domésticas. Al hacer la misma pre-
gunta -teniendo como protagonista al padre- solo el 8% compartía labores do-
mésticas con él. La primera actividad que los niños y niñas hacían con sus padres
era ver TV o películas y hacer deportes 29% en ambos sexos. 

La gran mayoría de respuestas apuntaban a documentar, una vez más, las
diferencias de roles entre los padres y las madres y las responsabilidades mayores
de estas últimas en el cuidado e interrelación con sus hijos e hijas. Mientras un
alto porcentaje de niños y niñas, 33%, afirmaban que no hacían ninguna activi-
dad con sus padres, solo el 16% no hacía nada con sus madres. Las madres con
sus hijos juegan y hacen deportes (18%), ven películas (37%), salen de compras
(24%), participan de las tareas de la escuela o colegio (23%) y comparten sus ac-
tividades laborales con sus hijos (7%). La relación de las madres con las hijas en
los aspectos antes descritos no refleja grandes diferencias con los hijos. 

Sin embargo, hay una dimensión que no se señala: el aprendizaje del rol de
mujer que las niñas están adoptando en los hogares. Esta descripción del tiem-
po compartido por los niños y las niñas con sus padres reitera en los y las niñas
la imagen de las madres como responsables prioritarias del cuidado de sus hijos.
Compartir tareas domésticas, que solo hacen las madres y muy poco los padres,
participar de las tareas escolares de los hijos y las hijas, elementos que perpetúan
un rol que la sociedad históricamente asignó a las mujeres. 
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Trabajo infantil, maltrato y explotación sexual

¿A dónde van las niñas que dejan sus estudios?

La pregunta es pertinente, para indagar qué hacen el 32% de adolescentes entre 12
y 17 años que abandonan la secundaria, y ese otro 26% que a los 12 años dejó sus
estudios y no siguió la secundaria. En cifras totales la pregunta va dirigida a apro-
ximadamente 300.000 niñas ecuatorianas que abandonaron el sistema escolar. Las
diferencias de estas cifras con los niños que abandonan la escuela en la secundaria
no son grandes. En efecto, el 33% de los adolescentes hombres dejan la secunda-
ria y el 22% terminó la primaria y no continuó sus estudios. Los hombres adoles-
centes aducían como causa de la inasistencia a clases, el trabajo en el campo, con
mayor frecuencia que las mujeres: en 30% en el caso de los hombres y de 11% en
el de las niñas (INEC, ECV, 1995; STFS-UNIFEM, 1998: 52). 
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Recuadro 5. 
¿Qué hacen en el tiempo compartido con sus madres  
los niños y niñas ecuatorianos?

• En la Sierra rural indígena, la actividad más compartida con los niños y ni-
ñas con sus madres es realizar labores domésticas. 

• Quito, es la ciudad, donde los niños y niñas comparten el mayor porcenta-
je de tiempo en jugar y hacer deportes con sus madres (28%).

• La Costa urbana es la región donde la actividad más compartida con sus ma-
dres es ver TV o películas (51%).

• En la ciudad de Guayaquil es donde los niños y niñas salen más a hacer
compras o pasear con sus madres (35%).

• En Cuenca es la ciudad del país en donde los niños y las niñas dialogan más
con sus madres (47%) y hacen con ellas las tareas de la escuela y el colegio
(30%).

• En la población indígena de todo el país, los niños y las niñas comparten ac-
tividades laborales con sus madres en mayor proporción que en  todo el país
(18%).

Fuente: INEC, SEPH, ENEMDU, 2004. Elaboración: FOSE, 2004.

    



Una hipótesis es que estas niñas y niños en su gran mayoría van a traba-
jar. La definición de trabajo infantil tiene diferente connotación según éste
sea urbano o rural. En el caso del trabajo rural, muchas veces la incorporación
gradual de los niños al trabajo es aceptada como parte de prácticas culturales,
sobre todo en las zonas de población indígena. Pero el trabajo infantil tiene
como causa el desempleo, el subempleo, los ingresos precarios y la desigual
distribución de bienes. El trabajo infantil es una contribución complementa-
ria al ingreso familiar y se expresa en el desempeño de tareas necesarias a la
sobrevivencia de núcleos familiares que funcionan como una unidad de pro-
ducción (Gajardo y De Andraca, 1988: 41-71). En el Ecuador, el 52% de los
niños y las niñas trabajadoras de 5 a 17 años ayudan al ingreso familiar. Sin
embargo, el 29% de los niños y niñas afirmaron que son obligados a trabajar.
Esta cifra en el campo sube al 37% y desciende al 13% en las ciudades (SII-
SE, versión 3.5).

El trabajo de los niños y las niñas es nocivo si se hace en desmedro de la
educación y del desarrollo intelectual. Por el contrario, si éste es incorporado co-
mo forma de aprendizaje, supervisado y dirigido por los padres, es parte de una
noción de educación y formación. Sin embargo, es la participación sostenida,
permanente y cotidiana de los niños en el trabajo lo que reducirá su potencial
educativo, porque obligará al niño a compartir trabajo y estudio, asignándoles
una doble carga de actividades, que mermarán su tiempo de distracción, ocio o
juego, negativo para su desarrollo, o lo que es peor, el trabajo reemplazará la asis-
tencia a la escuela, lo que impactará de manera negativa en su futuro y en la po-
sibilidad de salir de la pobreza. 

Según una encuesta de empleo de 2001, los niños y niñas ecuatorianas tra-
bajadores tienen una jornada de trabajo de cinco horas diarias en promedio, tan-
to en el campo como en las ciudades; laboran cinco días a la semana y utilizan
nueve horas para realizar sus tareas escolares (SIISE, versión 3.5). Otro aspecto
que debe ser destacado es la asignación de responsabilidades según sexo y edad.
Las actividades domésticas son entregadas mayoritariamente a las niñas y las ac-
tividades sujetas a la producción, a los niños, y esta división del trabajo, provo-
ca –en el caso de los niños—una percepción valorada de su propio sexo. “Las ni-
ñas asumen una parte desproporcionada del total de las tareas domésticas, que
contribuye a internalizar la tipificación masculina/femenina de las funciones de
los adultos” (Gajardo y De Andraca, 1988: 60), siendo éste, en definitiva, el tra-
bajo, doméstico, no remunerado.

Buena parte de este total de niñas que no sabemos a dónde fue y que supo-
nemos trabaja, labora en tareas domésticas sin remuneración, razón por la cual
no aparece en las estadísticas registradas como trabajo si no que se oculta bajo la
definición de que “no trabajo ni estudian”. Estas tareas domésticas incluyen “el
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acarreo del agua y de la leña, cuidado de aves de corral, pastoreo, manutención
de las chacras, huertos familiares y otros similares que se vinculan a los procesos
de producción agrícola. Aseo, lavado y cuidado de los hermanos menores cuan-
do la madre se ausenta de la casa” (Gajardo y de Andraca, 1988:60). Y además,
preparación de la comida para toda la familia. Las siguientes cifras parecen co-
rroborar el trabajo doméstico invisible de las niñas:

• En las estadísticas se registra que más niños que niñas trabajan: cerca de
100 mil mujeres frente a más de 200 mil hombres. 

• Hay mayor número de niñas trabajando en el campo que en las ciudades:
casi más de 10 mil niñas laboran en el área rural que en la urbana.

• Hay un grupo importante de niños y niñas que no trabajan ni estudian. Se-
gún el censo de 2001, más de 200 mil niñas tenían esta condición. De ellas,
más de la mitad estaba en el campo (SIISE, versión 3.5).

Estas cifras sugieren que las 300 mil niñas que salen del sistema escolar van a
trabajar. De este total, una de cada dos está en el trabajo doméstico sin remu-
neración. La siguiente descripción sobre las niñas indígenas ecuatorianas apoya
la hipótesis del trabajo doméstico de las mujeres de 12 años en adelante: “El
comportamiento, sobre todo en el caso de las niñas que antes eran alegres y des-
preocupadas, se vuelve más responsable y severo. Al estar más cerca de las ma-
dres, la mayoría de las tareas domésticas auxiliares recaen sobre ellas, aunque las
madres también suelen pedir ayuda a sus hijos hombres. Pero son principal-
mente las niñas que acompañan a sus madres en el trabajo doméstico. Son las
que cuidan a sus hermanos/as menores y a veces aprenden a hilar y tejer. Es
preocupante el elevado número de alumnas que simplemente repiten los diver-
sos grados hasta cumplir la edad de dejar la escuela, si no desertan antes. Un
factor que explica el fracaso escolar, adicional al de su sobrecarga de trabajo y la
preferencia por mandar a la escuela sólo al hijo varón en caso de pobreza, pue-
de ser la mayor dificultad que ellas tienen en la captación del castellano y en su
adaptación a la otra cultura. Sus experiencias adquiridas no tienen validez y la
confianza de sentirse como miembro de su grupo cultural desaparece. En oca-
siones, la instrucción escolar para la muchacha, más que un proceso educativo,
constituye un retroceso psíquico que se traduce en un complejo de inferioridad
en cuanto a su calidad de mujer y su propia cultura frente a la sociedad nacio-
nal” (Poeschel-Renz, 2003: 7).

Parecería, entonces, que las niñas indígenas serranas son las que se encuen-
tran en una situación de mayor exclusión al ser ellas las que realizan sobre todo
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las tareas domésticas del hogar. Al analizar las cifras22 diferenciadas de niños y ni-
ñas que no trabajan ni estudian en la zona rural de todo el país hemos hallado
datos importantes que corroboran la hipótesis planteada:

• En todas las provincias del país en el área rural se ha encontrado que el nú-
mero de niñas que no trabajan ni estudia frente a los niños que se encuen-
tran en esta situación, es el doble, el cuádruplo y hasta ocho veces más. 

• Estas diferencias tan grandes con respecto a los niños se da en las edades
comprendidas entre los 14 a 17 años en las tres regiones, independiente-
mente que se traten de niñas indígenas o afroecuatorianas.

• En el grupo de niñas de 12 a 13 años, el doble de mujeres que el de hom-
bres se encuentra en esta situación. 

• La provincia con la mayor diferencia de niñas que no trabajan ni estudian
frente a los niños en la misma condición, en el sector rural, es Zamora
Chinchipe (ocho veces más). Las provincias con solo el doble de diferencia
son Esmeraldas y Pastaza. 

• Se podría argumentar también que en este grupo que no trabaja ni estudia,
están aquellos niños y niñas discapacitadas que están en el hogar. El por-
centaje nacional de discapacidad es del 13% para toda la población (CO-
NAMU, 2004: 29) y el porcentaje de niños y niñas que no trabajan ni es-
tudian, sobre el total de la población menor de 18 años es del 33% (SIISE,
versión 3.5). 

• Las niñas y adolescentes entre 10 y 17 años que se ocupan en el trabajo do-
méstico remunerado en tres ciudades: Quito, Guayaquil y Machala llegan
a más de 6 mil frente a 85 niños, lo que también corrobora nuestras afir-
maciones (Sandoval, 2002: 30).

Las diferencias entre la edad de inicio del trabajo infantil entre niños y niñas, en-
cuentra variaciones en los primeros años y en el trecho de edad de 15 a 19 años.
En estas franjas de edad se observa que mayor número de niños trabaja en edades
tempranas como son 5 a 9 años, y lo mismo ocurre entre las y los adolescentes de
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22 Sería importante profundizar en los datos encontrados y complementar el hallazgo con investigaciones
cualitativas en las diferentes provincias, así como recomendar al sistema estadístico del país que al tomar
los datos sobre trabajo infantil, profundice sobre qué significa no trabajar ni estudiar y en su lugar regis-
trar qué hacen efectivamente los niños y las niñas para evidenciar explícitamente el trabajo doméstico no
remunerado. 

     



15 a 19 años. Llama la atención que la mitad de los niños y las niñas encuestadas,
afirmaron haber iniciado su labor como trabajadores en edades comprendidas en-
tre 10 y 14 años. El Código de la Niñez ha establecido, desde el año 2003, que es
prohibido trabajar cuando no se ha cumplido los 15 años, e incluso a esta edad, si
el trabajo impediría estudiar, se convierte en una violación al derecho consignado
en el Código. De acuerdo con esta tabla, esta normativa que si bien comenzó a
operar 8 años más tarde que la fecha cuando se hizo la Encuesta de la cual provie-
nen los datos, no ha podido ser erradicada de la vida de las niñas y los niños. 

En conclusión, el trabajo infantil amenaza más a los niños que a las niñas.
Sin embargo, las mujeres menores de 18 años, se ocupan prioritariamente del
trabajo doméstico silencioso invisible, así como del remunerado y explícito, lo
hacen los hombres. No obstante, muchas veces dentro de este trabajo que las ni-
ñas tienen y que se registra dentro del porcentaje de niñas que no estudian ni tra-
bajan bien puede ocultarse la explotación sexual, tema que solo a partir de la En-
cuesta de la OIT de 2002 ha podido comenzar a dimensionarse y a la que hare-
mos referencia en el acápite final.

El maltrato

Como ya mencionamos durante 3 años consecutivos en los que el Observatorio
de los Derechos de la Niñez y Adolescencia ha medido el índice de cumplimien-
to de los derechos de los niños y niñas en edad escolar, ha obtenido notas que
no superan los 4 puntos sobre diez. Una de las causas de este bajo cumplimien-
to se debe a que el indicador de maltrato, que es parte del índice, no ha sufrido
un cambio importante en los últimos años, a diferencia de otros indicadores que
obtuvieron mejorías (i.e. educación). Se asume una definición amplia de maltra-
to similar a la del Código de la Niñez y Adolescencia, que abarca el maltrato fí-
sico, psicológico y el abuso sexual. 
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Recuadro 6.  
Edad de inicio del trabajo en las niñas

• 17% tenían entre 5 a 9 años (23% de los niños).

• 55% entre 10 a 14 años (55% niños).

• 36% entre 15 a 19 años (34% niños).

Fuente: SIISE, versión 3.5.

     



Como se aprecia en la tabla 9, en los últimos 4 años el maltrato físico a los niños
y las niñas no ha disminuido, sino que más bien tiende a elevarse. Si bien las ni-
ñas sufren menos maltrato que los niños, esta diferencia no es significativa. Los ni-
ños y las niñas refieren que los padres utilizan una serie de instrumentos “para co-
rregirlos” que van desde el uso de fuetes, alambres, baños en agua fría, privación
de la alimentación, sacarlos fuera de la casa durante la noche e impedir su ingreso
a la casa, hasta golpes con la mano, jalones de pelo, orejas, y uso de fuego.

El maltrato a los niños y las niñas no es una actitud de determinado estrato
de la población, está extendido como una forma cultural que atraviesa toda la po-
blación, y que llega a la escuela, a los buses, a la calle. El maltrato no es exclusivo
de los adultos hacia los niños y niñas, es también generado por los propios com-
pañeros de clase. La práctica del maltrato está tan enraizada en la población, que
hay varios padres de familia que afirman que es la única forma de “educar”, ya que
el diálogo o los consejos de los psicólogos sobre el buen trato son menos eficaces
en términos de conseguir cambios conductuales en el menor tiempo posible. 

La persistencia del maltrato hacia los niños y las niñas retrata una sociedad
donde la violencia es una práctica aceptada para conseguir resultados. Siendo así,
el maltrato aquí referido es solo una cara –la que sufren los niños y niñas direc-
tamente– de la violencia doméstica. En talleres vivenciales efectuados por el Ob-
servatorio de los Derechos de la Niñez y Adolescencia en noviembre de 2004, el
círculo del maltrato referido por los propios adultos hombres, comenzaba cuan-
do ellos de niños defendían a sus madres de los golpes de sus padres, y éstos los
acusaban de ponerse a favor de las madres y no de ellos. Estos niños siendo adul-
tos, en gran parte, replican el comportamiento aprendido y se convierten en
agresores a mujeres y en maltratadores de niños y niñas.

Juan Samaniego encontró una relación directa entre el maltrato físico de los
padres y la interrupción de la educación. La relación se da porque asegurar la
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Tabla 9 
Maltrato físico en niños y niñas ecuatorianas 
ocasionado por sus padres 

Sexo 2000 2004

Hombres 53% 54%

Mujeres 49% 51%

Total 51% 52%

Fuentes: INEC, EMEDINHO, 2000; SPEH, ENEMDU, 2004. 
Elaboración: FOSE, 2004.

       



permanencia de los niños y niñas en el sistema escolar requiere de espacios fami-
liares caracterizados por el respeto, el apoyo y protección a los niños y niñas. En
la medida que ellos se sienten queridos, respetados y valorados por sus padres, la
configuración de sus proyectos de vida toma forma y se potencia su permanen-
cia en el sistema escolar. Se requiere de nuevas comprensiones de la relación en-
tre escuela y familia, que demanda de las instituciones educativas un enfoque de
educación que va más allá del aula y que sitúa el aprendizaje en distintos contex-
tos y durante toda la vida (2003: 7- 8).

Esta dimensión del maltrato que toca las puertas de la escuela se comple-
menta cuando se analiza qué hacen los profesores cuando una niña comete una
falta o incumple un deber. El 46% llama a su representante, en segundo lugar,
con 37%, les bajan notas y apenas 22% deciden dialogar y conversar con ellas.
Todavía un 15% recurren al maltrato físico y verbal como prueba de poder y au-
toridad en una relación desigual23. Sin embargo, la peor forma de maltrato a las
niñas es el acoso, el abuso y la explotación sexual que se produce en los hogares,
en las escuelas y en los lugares por donde ellas transitan. 

La explotación sexual: las peores formas de maltrato 
y trabajo infantil de las niñas

Nunca antes se había podido dimensionar cuán grave es el problema de la explo-
tación sexual comercial de niñas y adolescentes en el Ecuador. Sólo a partir del
estudio de Mariana Sandoval Laverde sobre la explotación sexual comercial de las
niñas se pudo dimensionar esta problemática. Se encontró que 2 de cada diez tra-
bajadoras sexuales de Quito, Guayaquil y Machala eran niñas de 10 a 18 años. 

La principal causa para la vinculación de las niñas y adolescentes a la explo-
tación sexual es el maltrato familiar y el abuso sexual: el 38% de estas niñas an-
tes de iniciarse en la explotación sexual comercial fue víctima de abuso sexual por
parte de enamorados, maridos, amigos, patrones, padrastros, padres o hermanos.
Al contar este problema a sus familiares, el 89% no recibió ayuda de nadie. Otra
de las causas para su vinculación fue la situación económica mala o regular de
sus familias. El 52% de las niñas afirmó que la razón para trabajar en la explota-
ción sexual fue la necesidad de ayuda al ingreso del hogar y el 43% dijo que fue
para lograr su independencia económica. 

Un rápido perfil de la vida de estas niñas y adolescentes describe que el in-
greso mensual que obtienen por esta actividad en el 28% de los casos sobrepasa
los 1 000 dólares. El 32% gana un promedio de 500 a 800 dólares mensuales.
El 70% de las niñas tiene más de 61 horas semanales de explotación. El 42% re-
fiere que fue maltratada alguna vez por su pareja actual, siendo el maltrato sexual
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el más frecuente. El 5% tiene alguna enfermedad de transmisión sexual, lo que
aumenta su riesgo de contaminación por VIH-SIDA. El 85% de las niñas se
sienten mal, con vergüenza, tristes y cansadas por este tipo de vida (Sandoval,
2002: 130).

¿Qué hace el Estado ecuatoriano y la sociedad ante esta situación? El estu-
dio concluye que el Estado no hace nada ante esta situación. Por ejemplo, estas
niñas y adolescentes no tienen acceso al cuidado de su salud ya que las unidades
del MSP no atienden a prostitutas de esa edad (Sandoval, 2002: 3). Por otra par-
te, no existen políticas ni programas dirigidos a la erradicación de la explotación
sexual, ni presupuesto para sostenerlos. A esto se añade que hay vacíos en el Có-
digo Penal para castigar la explotación sexual. Este panorama brutal lleva a con-
cluir que este es el grupo de niñas en el mayor riesgo de violación de sus dere-
chos y de abandono del Estado y la sociedad.

Conclusiones

A continuación recapitulamos las principales conclusiones esbozadas a lo largo
de este ensayo y, posteriormente, hacemos un señalamiento de los desafíos que
se imponen para mejorar la vida de las niñas y adolescentes del país. 

• A nivel de las políticas, si bien Beijing destaca esencialmente el derecho a
la equidad de género, planteamiento que encuentra eco en las leyes nacio-
nales a favor de la niñez y adolescencia emitidas en la última década, el en-
foque de derechos contenido en estas leyes no se ha trasladado a las políti-
cas públicas, programas, servicios y financiamiento ofertados.

• Las brechas de género en el acceso al sistema educativo primario entre ni-
ñas y niños, se cerraron y se consolidaron, a favor de las mujeres. En la
secundaria, tampoco se encontraron diferencias entre adolescentes hom-
bres o mujeres. El abandono del colegio se presenta en igual proporción
entre hombres y mujeres. Sin embargo, las mujeres en el campo, en espe-
cial las indígenas, mantienen significativos niveles de exclusión del siste-
ma educativo.

• En la salud, si bien se observaron mejorías en las tasas y causas de mortali-
dad de las niñas menores de 6 años y en las de edad escolar, es posible ya
alertar sobre incrementos en el número de muertes de adolescentes muje-
res por suicidio y accidentes de tránsito. Los ingresos hospitalarios debidos
a enfermedades del aparato genito-urinario también se elevaron entre la po-
blación femenina menor de 18 años, al igual que el embarazo precoz.
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• La desnutrición, a nivel nacional, operó descensos sostenidos en los últimos
4 años, sin embargo, las niñas del campo continúan padeciendo en mayor
proporción que los niños, esta enfermedad, y su situación no ha mejorado
si se compara con lo sucedido 10 años atrás.

• Más niños que niñas trabajan, pero a diferencia de los hombres que se vin-
culan al trabajo productivo, hay un porcentaje considerable de niñas que
dejan de estudiar para trabajar como domésticas no remuneradas. Por tan-
to, no se ha podido eliminar la explotación económica de la cual son obje-
to, como lo planteó Beijing.

• Respecto a la eliminación de la violencia que se ejerce contra las niñas, és-
ta se ha incrementado. La explotación sexual comercial como forma de vio-
lencia es un ejemplo –por primera vez cuantificado— de la situación dan-
tesca en la que están viviendo una buena proporción de las niñas en nues-
tro país. La ausencia de políticas públicas, planes, programas y una legisla-
ción dura que castigue la explotación sexual alerta sobre el mayor riesgo al
que están sometidas nuestras niñas. 

• Las niñas están sujetas a un círculo de riesgos que se inicia con la pobreza,
el maltrato, el abandono de la escuela, el abuso sexual y la explotación se-
xual comercial. 

• Los logros en la eliminación de las brechas de género en el acceso a la edu-
cación y en la disminución de la mortalidad de las niñas no son el resulta-
do de políticas con enfoque de género, sino son efectos de la vieja organi-
zación del Estado inspirados en las lógicas de civilización y de progreso y
posteriormente en la lógica de satisfacción de necesidades básicas de su po-
blación así como en concepciones de salubridad.

• El concepto de la educación como sinónimo de escolarización, limita el
campo de las transformaciones culturales de la sociedad no solo en térmi-
nos de identificar y cuestionar formas de discriminación de género y sexis-
mo, sino en el de integrar –como lo demanda el enfoque de derechos— la
educación y la salud, la familia, la escuela y los servicios de salud, en una
nueva lógica de atención integral. 

• La sociedad –las familias— y los agentes de la política pública: maestras,
maestros, personal de salud, formuladores de la política, perpetúan los ro-
les de género tradicionales para las niñas.

• La política de salud, así como la organización de la atención de salud –in-
cluida en ella la nutrición— no parten de un enfoque de derechos, pero sí
de una visión que perpetúa el rol de la mujer como la “madre de la socie-
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dad”: reproductora, cuidadora de la salud de la familia y la comunidad y
agente participativo del desarrollo comunitario, sin que su pareja tenga
ninguna responsabilidad.

• Hay un vacío en la formulación de la política de salud al no visibilizar di-
ferencias entre las mujeres por grupo de edad, y la atención a su derecho a
la equidad, considerando estas especificidades.

• En cuanto a la política educativa, ésta ha priorizado la cobertura y no la ca-
lidad. Hay una ausencia que contribuye a esta falta de calidad: no se ha in-
tegrado el enfoque de género ni el discurso ni en las prácticas al interior del
aula, ni en las relaciones maestros-maestras ni en la capacitación a los pro-
pios profesores.

• El enfoque de derechos presente en la última década tanto a nivel interna-
cional y nacional, desafía a la formulación y ejecución de políticas públicas,
así como a la organización de los servicios –tanto educativos como de sa-
lud— a encontrar otras formas de pensar las relaciones entre Estado y so-
ciedad. Creemos que el Estado y la sociedad ecuatoriana no han encontra-
do las estrategias adecuadas –y tal vez ni siquiera se las han planteado— pa-
ra transformar en estos 10 años, una cultura patriarcal arraigada. Las niñas
siguen siendo educadas en sus clásicos roles de obediencia masculina que
reproduce y perpetúa una situación de exclusión. La formulación de la po-
lítica pública parecería que responde a parámetros técnicos provenientes de
diagnósticos cuantitativos que evidencian necesidades básicas insatisfechas,
dejando de lado los elementos cualitativos que se refieren a actitudes de la
sociedad para lograr conseguir y exigir derechos. Estas peculiaridades de la
población en miras a la construcción de una ciudadanía conciente y parti-
cipativa, no son considerados en los diseños de las políticas sociales. Si el
objetivo es una transformación de la relación estado-sociedad, estado-ciu-
dadanía, los procedimientos para la formulación, diseño y evaluación de las
políticas públicas deben ser cambiados.

Los desafíos

Como enunciamos, el gran desafío es trasladar los marcos legales que reconocen
y garantizan los derechos a las niñas y adolescentes a las políticas. En esta línea,
proponemos a continuación desafíos y acciones en distintos ámbitos: 

372

Margarita Velasco Abad

    



Derechos

• Educar a la sociedad, a los tomadores de decisión y a los políticos en el en-
foque de derechos para que sean capaces de formular políticas públicas ya
no desde una visión de satisfacción de necesidades básicas, sino de cumpli-
miento de derechos sociales, económicos, políticos y culturales, como com-
promiso de la democracia. 

• Interiorizar en la sociedad y en los actores políticos que el desarrollo social
y la reducción de las desigualdades no solo de género sino la pobreza, son
mucho más efectivas que el simple crecimiento económico. 

• Articular propuestas para que la protección de las niñas, como parte del
grupo de niños y adolescentes, se convierta en el eje común del posiciona-
miento de los derechos y de la solución de los problemas, tanto del movi-
miento de las mujeres como del movimiento a favor de los derechos de la
niñez.

• Como acciones se propone redefinir la política pública desde el enfoque de
derechos.

Cambios culturales

• Transformar las relaciones familiares para que las niñas y las mujeres logren
relaciones equitativas al interior de sus familias, sus escuelas y sus espacios
de trabajo.

• Desarrollar en toda la sociedad una cultura del buen trato.

• Cambiar las percepciones, prácticas y actitudes de la sociedad respecto al
doble rol de las niñas: estudiantes y trabajadoras domésticas en sus hogares.

Salud

• Incluir el enfoque de género en la educación sanitaria a la población y al
personal de los servicios, para superar la percepción de las mujeres como
vehículos del desarrollo y en su lugar reconocer su protagonismo como su-
jeto de derechos.

• Como acciones se propone: desarrollar estrategias de educación sanitaria a
toda la población, hombres y mujeres sobre autocuidado, cuidado de la sa-
lud de los y las niñas, y el desarrollo de hábitos saludables de vida; promo-

373

Las niñas y adolescentes

       



cionar la educación sexual como un derecho de las adolescentes; diseñar
servicios de atención integral a la problemática de las y los adolescentes;
disminuir la desnutrición de las niñas en el área rural de la Sierra; desarro-
llar redes de cuidado a las adolescentes para prevenir muertes por suicidio
y riesgos de enfermedades de transmisión sexual

Educación

• Educar con enfoque de género a las niñas y a los niños, a los padres/ma-
dres, maestras/maestros y a toda la sociedad.

• Replantear la relación niños/niñas profesores y profesoras al interior del au-
la. Visibilizar el enfoque de género en las relaciones de las niñas.

• Mejorar la calidad de la educación de todos los niveles.

• Asegurar que se obtengan progresos en los niveles de aprendizaje de todas
las niñas y niños que están en el sistema escolar.

• Como acciones se propone incrementar el porcentaje de niñas en centros de
cuidado diario que tengan atención de calidad; reeducación para padres y
madres sobre el crecimiento y desarrollo de sus hijas menores de 5 años;
universalizar el acceso de las niñas al primer año de educación básica; lograr
que el 10% de niñas que no asisten a la educación primaria lo hagan, rete-
ner en el octavo grado de educación básica al 30% de niñas que salen de la
escuela al terminar la primaria; retener en la educación media al 30% de ni-
ñas que la abandonan por ir a trabajar en sus hogares como domésticas.
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Anexo 1
Compromisos legales a favor de las niñas

Margarita Velasco Abad

Leyes o compromisos

Convención de los
Derechos de los
Niños*

1990
Fundamentos:
Interés superior del
Niño
Igualdad
No discriminación
Corresponsabilidad
del Estado, la socie-
dad y la familia 

Beijing 1995

La Niña:
Eliminar todas las
formas de discrimina-
ción contra la niña
Promover y proteger
lo derechos de las ni-
ñas e intensificar la
conciencia de sus ne-
cesidades y potencial.

Constitución 
ecuatoriana 1998

Salud

Derecho a la vida,
a disfrutar del
más alto nivel
posible de salud
y a tener acceso a
servicios médicos
y de rehabilita-
ción.
Relacionados con
la atención pri-
maria de salud,
cuidados preven-
tivos, disminu-
ción de la morta-
lidad infantil y la
desnutrición.

Eliminar la dis-
criminación con-
tra las niñas en el
ámbito de la sa-
lud y la nutri-
ción.

El Estado les ase-
gurará el derecho
a la integridad fí-
sica y psíquica, a
la salud integral.
El Estado pro-
moverá la cultura
por la salud y la
vida, con énfasis
…en la salud se-
xual y reproduc-
tiva.

Educación

Derecho a la
educación y es
obligación del
Estado por lo
menos asegurarle
la educación pri-
maria gratuita y
obligatoria. La
educación debe
estar orientada a
desarrollar la
personalidad y
capacidades del
niño.

Eliminar la dis-
criminación
contra las niñas
en la educación
y en la forma-
ción profesional.

La educación
pública será…
obligatoria hasta
el nivel básico, y
gratuita hasta el
bachillerato o su
equivalente.

Crianza

Derecho a
expresar su
opinión y se
tenga en
cuenta en
todos los
asuntos que
lo afectan.
Derecho a su
vida privada.

Eliminar las
actitudes y las
prácticas cul-
turales que
perjudican a
la niña.

Violencia Maltrato

Derecho a ser pro-
tegido contra
malos tratos.

Erradicar la violen-
cia contra las
niñas.

Trabajo infantil

Es obligación
del Estado pro-
teger al niño
contra el de-
sempeño de
cualquier traba-
jo nocivo para
su salud, educa-
ción o desarro-
llo, fijar edades
mínimas de ad-
misión al em-
pelo y regla-
mentar las con-
diciones del
mismo.

Erradicar la
explotación
económica del
trabajo infantil
y proteger a las
niñas que tra-
bajan.
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Leyes o compromisos

Metas del Milenio

Sobre las niñas:
Promover la igualdad
entre los géneros y la
autonomía de la mu-
jer .

Refrendando el com-
promiso de la Con-
vención:
Un mundo apropia-
do para los niños: el
plan de acción de la
infancia desde el
2001 a 2015.

Código de la Niñez y
Adolescencia
2003.
Fundamentos:
Igualdad y no discri-
minación, correspon-
sabilidad del estado,
la sociedad y las fami-
lias.
Función básica de la
Familia.
El Interés Superior
del Niño y la Niña.
Ejercicio progresivo.

Salud

Reducir la mor-
talidad infantil.
Mejorar la salud
materna.
Combatir el
VIH/SIDA, el
paludismo y
otras enfermeda-
des.

Derecho a la Vi-
da.
Protección pre-
natal, lactancia
materna, aten-
ción al parto, de-
recho a la salud:
atención nutri-
cional, acceso de
emergencia a to-
do servicio públi-
co o privado
cuando lo necesi-
ten, medicina
gratuita , infor-
mación y educa-
ción sobre salud,
ambiente adecua-
do que permita
su desarrollo
emocional

Educación

Educación pri-
maria de calidad
con atención
prioritaria para
las niñas.

Derecho a edu-
cación de cali-
dad : educación
hasta el 10 años
de básica obliga-
toria.

Crianza Violencia Maltrato

Se prohíbe a plan-
teles educativos
aplicar medidas
coercitivas discipli-
narias o negar ma-
trícula a adolescen-
tes embarazadas.
Amplia tipificación
del maltrato insti-
tucional, emocio-
nal, físico y sexual.

Trabajo infantil

Protección con-
tra la explota-
ción laboral.
Quince años es
la edad mínima
para trabajar
incluido el ser-
vicio domésti-
co. 
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